
Editorial

Con la publicación de este vigésimo número concluye
mi ciclo como Editor de la revista del OSAL. Como se
recordará, el referido Programa fue puesto en marcha
a fines de 1999, cuando la Asamblea General de
CLACSO encomendó a la Secretaría Ejecutiva la crea-
ción de un equipo de trabajo encargado de relevar de
manera sistemática los datos relativos a los conflictos
sociales de la región y sus protagonistas. Con esta ini-
ciativa se pretendía incentivar el estudio de una pro-
blemática cuya urgencia y gravitación se acentuaban
día a día de la mano del agotamiento de los experi-
mentos neoliberales ensayados en la región.

A lo largo de estos años, la historia se ha encargado de
confirmar lo acertado de dicha decisión. En los siete años
transcurridos desde que publicáramos el primer número
de la revista del OSAL, el tema del conflicto social adquirió
una centralidad sin precedentes en la historia de las cien-
cias sociales de América Latina. No se trataba tan sólo de
la exacerbación de los tradicionales antagonismos de cla-
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ses, sino también del florecimiento de una multiplicidad de conflictos sociales de todo
tipo –étnicos, de género, generacionales, políticos, ecológicos, etc.– que estallaban por
doquier en la dilatada geografía latinoamericana. No sólo reaparecieron con fuerza los
viejos (y olvidados) actores clasistas, sino también muchos otros: campesinos, indígenas,
ciudadanos, mujeres, jóvenes, defensores de los derechos humanos y el medio ambien-
te, etc., que irrumpieron en la escena social dejando de lado su ancestral “invisibilidad” y
abandonando –en algunos casos– su arraigado quietismo para asumir la resuelta defen-
sa de sus intereses. El contexto político de la época impulsaba la reestructuración de la
agenda de investigación de las ciencias sociales: los acontecimientos de Seattle, segui-
dos por innumerables manifestaciones multitudinarias de todo tipo en los países desa-
rrollados, y la enorme gravitación alcanzada por el Foro Social Mundial nacido en Porto
Alegre hablaban claramente del profundo y generalizado malestar que el capitalismo
neoliberal había generado por doquier, y del creciente vigor de las resistencias populares
y la aparición de un nuevo mundo en gestación, que sólo sería posible doblegando la
intransigencia de poderosos intereses. El renovado protagonismo de estos múltiples
sujetos populares precipitó una significativa redefinición de las prioridades de investiga-
ción de los científicos sociales de la región.

Si en los años ochenta los avatares de nuestra vida política habían concentrado abru-
madoramente la atención de nuestros colegas –¡y sobre todo el tema de la eterna
“transición a la democracia”, todavía inconclusa después de un cuarto de siglo!– en des-
medro de otras dimensiones de la vida social, y si en los noventa la moda intelectual
del momento imponía la necesidad de estudiar la “gobernabilidad” de los sistemas polí-
ticos y los impactos y promesas de la globalización neoliberal, los comienzos del nuevo
siglo atestiguaron la vigorosa reafirmación de la centralidad de los conflictos sociales en
la remozada agenda de las ciencias sociales de la región. Nos complace comprobar que
CLACSO no sólo acompañó este proceso, sino que fue uno de los más activos promo-
tores del mismo. 

Esa es una de las razones por las que en estos años el OSAL se convirtió en una refe-
rencia obligada para los estudiosos del tema, construyendo un impresionante y fecun-
do acervo de estudios e investigaciones, acopiando pacientemente datos puntuales
sobre la fisonomía de los conflictos sociales y sus actores, elaborando precisas crono-
logías que retrataban –hasta en sus menores detalles– la evolución de los antagonis-
mos sociales que agitan a nuestros países. Fiel a la misión de promover el pensa-
miento crítico en todas sus manifestaciones, las contribuciones acumuladas a lo largo
de estos veinte números reflejan un amplísimo abanico de opiniones y diagnósticos,
así como dan cuenta de la capacidad de convocatoria del OSAL, que hace que
muchos de los más distinguidos científicos y líderes sociales de la región publiquen en
las páginas de su revista.
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En este recorrido, el presente número no es la excepción. Su primer dossier reúne una
serie de contribuciones de prestigiosos investigadores mexicanos cuyas reflexiones abor-
dan, principalmente, los conflictos y polémicas suscitados por el controvertido escrutinio
de las elecciones presidenciales en México, que originaron las grandes movilizaciones
que tuvieron epicentro en el Distrito Federal. El dossier se completa con una contribución
al estudio de la grave crisis que estallara, poco después, en el Estado de Oaxaca.

Al momento de escribir estas líneas, los intentos del gobierno saliente de Vicente Fox de
acallar la manifestación popular a través del uso de las fuerzas represivas en Oaxaca
ponen trágicamente de manifiesto, nuevamente, la faz autoritaria que –junto a su cues-
tionada legitimidad, sobre todo luego de las elecciones presidenciales– parece signar a
un régimen de gobierno del que pocos años atrás se esperaba abriera definitivamente
las puertas de la democracia en México.

Justamente, el segundo dossier de este número versa acerca de este tema: las conse-
cuencias del neoliberalismo sobre la democracia y el papel de los movimientos sociales.
Este incluye diferentes artículos que, a la vez que reflexionan sobre las características del
modelo político del capitalismo neoliberal, abordan los horizontes y las prácticas demo-
cratizadoras de los movimientos populares y los desafíos que deben vencer si es que
quieren ver satisfechas sus aspiraciones.

Por último, en la sección central de la revista se ofrecen distintos trabajos sobre la reali-
dad latinoamericana y, particularmente, sobre los procesos vividos en Chile, Perú y
Nicaragua a lo largo del segundo cuatrimestre de 2006. Estas contribuciones anteceden
la lectura de las cronologías del conflicto social que, como siempre, presentan los princi-
pales hechos acontecidos en dicho período para 19 países latinoamericanos y caribeños.

El fin del ciclo de un Editor significa tan sólo eso. La revista del OSAL continúa con sus
labores en la línea de trabajo que la ha caracterizado desde sus comienzos. Se ha avan-
zado en la constitución de una red internacional que ayuda a perfeccionar la calidad de
los datos y análisis. Este proceso nos alienta a profundizar esta tarea que asegura la uni-
formidad y comparabilidad de los criterios de recolección y sistematización de los datos,
lo que facilita una mejor comprensión de los procesos sociales y políticos de la región.

Unas palabras finales deben ser dedicadas para agradecer a quienes, durante siete años,
trabajaron día a día conmigo en el OSAL. Para comenzar, a José Seoane, Coordinador del
Programa y Director de la revista, quien me acompañó durante todo este tiempo desem-
peñando esa labor con ejemplar seriedad, rigurosidad y dedicación, sobreponiéndose con
tesón a las complicaciones derivadas de la endemoniada agenda del Editor, y asumiendo
con paciencia, pero sin resignación, la tarea de Sísifo de armar cada número, seleccionan-
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do potenciales autores, eligiendo temas y organizando toda la producción editorial de la
misma. A Emilio Taddei, Coordinador Académico del Consejo, por la entusiasta y eficaz
colaboración brindada desde el momento mismo en que la Asamblea General decidió
inaugurar este Programa, que se refleja en todos y cada uno de los números de la revista.
A Clara Algranati, por saber dirigir con profesionalidad académica y compromiso militante
un equipo de jóvenes investigadores, generando los necesarios insumos requeridos para
producir las “Cronologías del conflicto social”, tan valoradas por los estudiosos del tema. A
María Chaves, Magdalena Rauch, Marcelo Perera, Martín Fernández, Mariana Fassi, Juan
Chaves, Ana Jemio, quienes, padeciendo sin desmayos los sweatshops de los albores de
la Revolución Industrial, logran recopilar la información necesaria para construir las referi-
das cronologías. También a los ex miembros del equipo del OSAL, a quienes la vida llevó
a internarse por otros derroteros, y que durante algunos años compartieran a diario nues-
tras ansiedades y preocupaciones. A los investigadores y grupos de investigación de dife-
rentes Centros Miembros del Consejo –especialmente a los equipos del Laboratorio de
Políticas Públicas (UERJ, Río de Janeiro) y el Programa de Investigación sobre el
Movimiento de la Sociedad Argentina (PIMSA, Buenos Aires)–, que realizan esta labor de
seguimiento y elaboración de las cronologías haciendo realidad el ansiado objetivo de
promover y fortalecer una red de trabajo regional sobre dicha tarea. A los autores, cuyas
colaboraciones suministraron la sustancia necesaria en estos primeros veinte números de
la revista, y a todos aquellos que de una u otra manera colaboran para hacer posible esta
publicación. A los colegas del Comité Directivo del Consejo y la Red de Centros Miembros,
que apoyaron y contribuyen al desarrollo de esta iniciativa. A los miembros del Área de
Difusión de CLACSO, sometidos cíclicamente a las tremendas presiones que se derivan
de la necesidad de poner a disposición del público los materiales de cada número: vayan
mis agradecimientos a Jorge Fraga, Miguel Santángelo y Marcelo Giardino. Lo mismo a las
editoras, Ivana Brighenti, Mariana Enghel y Florencia Enghel, que durante tanto tiempo
brindaron su experiencia y profesionalidad para sacar un número tan libre de errores tipo-
gráficos o editoriales como sea humanamente posible. Por último, a SIDA y NORAD, por
el financiamiento que nos otorgan y que nos permite financiar esta valiosa iniciativa que,
estoy seguro, continuarán apoyando en los años venideros. Un futuro que, seguramente,
habrá de plantear renovados desafíos a la labor del OSAL y motivar, aun con más urgen-
cia, la necesidad de ahondar la reflexión y el debate sobre estas cuestiones que tan pro-
fundamente afectan a las sociedades latinoamericanas.

Atilio A. Boron
Editor
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2006: entre la promesa

y la tragedia

Ana Esther Ceceña*

Algunos significados históricos y simbólicos

Hace cien años, el lema “sufragio efectivo, no reelec-
ción” sirvió como detonador de una revuelta contra el
sistema hacendario con el que los latifundistas mante-
nían las relaciones de servidumbre, y contra un siste-
ma político patrimonialista, secuestrado por una elite
que gobernaba cerrando todos los resquicios y utili-
zando al ejército en calidad de guardia privada contra
cualquier protesta popular.

Porfirio Díaz, el primer presidente modernizador, construía
ferrocarriles que eran como venas abiertas –parafraseando
a Galeano– por donde fluían las riquezas de México para
alimentar la insaciable industria de Estados Unidos, al tiem-
po que mantenía los privilegios de los latifundistas y las rela-
ciones de trabajo heredadas de la colonia. Poco a poco,
durante la Revolución, los ferrocarriles pasaron de símbolo
del progreso y de la incorporación al mercado mundial a
símbolo de la revuelta popular en contra del latifundio y los
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privilegios. Sus rutas conducían a los revolucionarios y a las adelitas, mujeres valientes que
contribuyeron a construir el México del siglo XX, en su lucha por transformar el país. 

Las contradicciones sociales desbordaban por todos los poros de la sociedad, y reventa-
ron como magma ante un hecho aparentemente electoral: el reclamo del respeto al
sufragio y la no reelección. No obstante, las reivindicaciones de los revolucionarios con-
cernían al territorio y sus usos, a las relaciones laborales, a las condiciones políticas, a la
libertad de prensa: ponían en cuestión, en general, los contenidos y formas de la organi-
zación social de una nación que no terminaba de constituirse como tal.

Después de la expulsión de Porfirio Díaz y de múltiples batallas, los revolucionarios se
reunieron en una gran Convención (la Soberana Convención Revolucionaria, en la ciu-
dad de Aguascalientes1) donde se redactó la Constitución de los Estados Unidos
Mexicanos, cuerpo normativo que sellaba el pacto social resultante del acuerdo entre
zapatistas, villistas, carrancistas, obregonistas y todas las otras fuerzas participantes. La
Convención sellaba la refundación de la nación sobre nuevas bases.

Alrededor de cien años más tarde, los indígenas mexicanos que se reclaman herederos
de Emiliano Zapata se levantan en contra de las modificaciones (neoliberales) a la
Constitución, que anulan los compromisos impulsados por Zapata con respecto a la
tenencia colectiva de la tierra2, y en contra del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte (TLCAN), que consuma su mercantilización indiscriminada. Y puesto que se trata-
ba de revisar, reafirmar o recrear tanto el pacto social como las condiciones de funciona-
miento de la sociedad mexicana incluyendo explícitamente a los pueblos indios, los
zapatistas convocan a la realización de una nueva Convención Nacional Democrática
(CND) con la concurrencia de todas las fuerzas políticas del país, evocando ese ejercicio
sancionador de las condiciones generales de conflicto y acuerdo a las que arribaron las
fuerzas revolucionarias en 1914-1916. 

La nueva CND tiene lugar casi un siglo después en la Selva Lacandona atendiendo un lla-
mado de los pueblos indios organizados en torno al Ejército Zapatista de Liberación Nacional,
y resulta en una concertación social que compromete a los zapatistas a no usar las armas
para, en conjunto, luchar políticamente por la transformación del país a través de un nuevo
acuerdo Constituyente que hasta hoy no encontró condiciones para llevarse a cabo.

El 16 de septiembre de 20063, ahora convocada por aquellos que apostaron porque
todavía había condiciones para democratizar el país dentro de las actuales circunstancias
institucionales, se inician los trabajos de una nueva CND, cuya primera resolución es des-
conocer el dictamen institucional y nombrar un presidente legítimo, diferente del presi-
dente reconocido legalmente.
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¿Cómo se llega al 2006?

Desde 1994 el levantamiento zapatista anunció los lími-
tes del sistema político mexicano, demostrando cómo
–incluso antes de terminar de constituirse, o en el
momento en que se evidencia su constitución incomple-
ta– este entraba en crisis. Ni siquiera dentro de los marcos
limitados de la representatividad y de las prácticas reitera-
das de la suplantación este sistema político encontró el
modo de hacer frente a una realidad social que literal-
mente lo desbordó. 

Lo desbordó en 2001, cuando una espectacular y multitu-
dinaria marcha trajo hasta la ciudad de México a todos los
comandantes del Ejército Zapatista de Liberación Nacional,
acompañados de miles de estudiantes, trabajadores, inte-
lectuales, campesinos, chavos banda y muchas otras varie-
dades del mapa social, demandando al Congreso la apro-
bación de los Acuerdos de San Andrés4 referentes a los
derechos de los pueblos indios, que por unanimidad fue-
ron desoídos. No hubo un resquicio de sensibilidad en los
“representantes del pueblo” transmutados en “clase políti-
ca”, y los tres poderes de la Unión se pronunciaron en con-
tra de las demandas de los manifestantes.

Lo desbordó nuevamente en 2006, cuando las institucio-
nes creadas para garantizar la transparencia electoral y el
régimen bi o pluripartidista, tan caro a los modelos de
“democracia” autoritariamente denominados universales,
no pudieron resistir la tentación de reproducir sus tradicio-
nales prácticas patrimonialistas y corruptas, porque no hay
auténticamente ninguna moralidad que los sostenga.

Un país multipresidencial 

En octubre de 2006, después de la tragedia democrática
protagonizada por las instituciones electorales, México se
encuentra ante la inédita situación de tener tres presiden-
tes simultáneos. 
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Uno –Vicente Fox, a punto de terminar su triste y deslucido mandato– que no tuvo altu-
ra siquiera para responder a las expectativas de sus votantes, quienes veían en su elec-
ción un camino de apertura hacia un sistema político más plural, aunque no necesaria-
mente más democrático.

El segundo, Felipe Calderón, reconocido por las instancias electorales como “presidente
electo” para tomar posesión del cargo el 1 de diciembre, mediante un proceso fuerte-
mente cuestionado y muy mal resuelto, con irregularidades e impugnaciones no sufi-
cientemente aclaradas, y desconocido por eso mismo por un conjunto muy amplio de la
población (alrededor de la mitad del electorado). 

El tercero, Andrés Manuel López Obrador, perdedor de las elecciones por un margen de
0,6% de acuerdo con los datos oficiales, pero nombrado “presidente legítimo” y recono-
cido por la población en plaza pública como real ganador en atención a las irregularida-
des cometidas en su contra en el proceso electoral. Su toma de posesión está prevista
para el 20 de noviembre, día en que se conmemora la Revolución mexicana, y previo a
la de Felipe Calderón. 

¿Qué está en juego?

México es un país bisagra, que forma el eslabón articulador entre Estados Unidos y
América Latina no sólo geográficamente. Es el territorio que cierra el bloque de América
del Norte, hoy considerado homeland por Estados Unidos, quien lo ha dejado a cargo
del USNorthCom5.

El bloque territorial del norte de América es sin duda la primera fortaleza desde donde
el hegemón planetario construye sus posibilidades y se proyecta hacia el resto del con-
tinente y del mundo. Materialmente posee una buena parte de los recursos considera-
dos estratégicos o críticos para la reproducción general del sistema y para el manteni-
miento de la superioridad o vanguardia en todos los campos fundamentales.
Geoestratégicamente es un bloque casi insular, lo que le otorga ventajas de defensa
adicionales con las que no cuenta ninguno de los otros posibles competidores. La fron-
tera terrestre que tiene con el resto del mundo se reduce a escasos mil kilómetros, en
medio de una selva vigilada y monitoreada por un sistema marítimo, terrestre y satelital
combinado de alta densidad. 

Además de un Tratado de Libre Comercio (TLCAN) que supone normas supranacionales
limitativas de la capacidad soberana para decidir las políticas internas, el 23 de marzo de
2005 se puso en marcha la Alianza de Seguridad y Prosperidad de América del Norte
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(ASPAN), para “proteger a la región de América del Norte contra amenazas externas”
desarrollando “mecanismos de intercambio de información y cooperación” para prevenir
el terrorismo, e “incorporando equipo de alta tecnología en las fronteras comunes” para
controlar el tránsito de personas en el área. Si el TLCAN fue en su momento la experien-
cia ejemplar para impulsar los otros tratados de libre comercio en el continente, hoy el
ASPAN se muestra como punta de lanza de los acuerdos generales que se busca esta-
blecer para hacer de América un bloque territorial con una sola frontera frente al exterior,
aunque con muros y controles renovados en el interior. 

La supervisión del bloque norteamericano en su conjunto es considerada una tarea de
seguridad nacional para Estados Unidos. Mucho más cuando los cambios políticos en
América del Sur han modificado relativamente sus condiciones de acceso y movilidad en
el continente. 

Las articulaciones que se han ido estableciendo entre algunos de los gobiernos de la
región para ampliar su margen de maniobra frente a Estados Unidos, si bien todavía tími-
das, han permitido algunos movimientos autónomos y el rechazo de algunas de las ini-
ciativas propuestas desde Washington6. Este es el caso, de manera notoria, del Área de
Libre Comercio de las Américas (ALCA), que a pesar de todas las presiones no logró con-
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cretarse hasta hoy. En estas condiciones, México cobra una importancia renovada como
parte del área segura y como caballo de Troya para latinoamericanizar las iniciativas esta-
dounidenses7 y para consumar las reformas estructurales que hasta ahora han sido
impedidas por los pueblos de la región.

En el caso de México, donde las privatizaciones alcanzaron ya los más altos niveles de
Latinoamérica, todavía hay algunos recursos de interés para los inversionistas externos y
para el manejo de los proyectos estratégicos de seguridad. Entre las reformas que se pre-
tende impulsar y que Fox no logró llevar a término, se destacan: la privatización del
petróleo, gas y electricidad, contemplada como parte de los planes del ASPAN, que pro-
pugna la integración energética de América del Norte; la privatización del agua, genera-
dora de energía y de vida, abundante en el sur-sureste de México; la integración-privati-
zación del sistema de comunicaciones para asegurar el control informático y mediático
total; y las reformas laborales que garanticen una oferta abundante, dúctil y controlada
de fuerza de trabajo diversa y versátil. Todas ellas son a la vez impulsoras de reformas
equivalentes en el resto del continente.

Desafíos y posibles desenlaces

El reconocimiento oficial de Calderón como futuro presidente inmediatamente provocó
que se hicieran escuchar las voces de los organismos internacionales, empresarios y
altos funcionarios de México y Estados Unidos (e incluso de algunos de la Unión
Europea) insistiendo en la necesidad de acelerar el proceso de aprobación de las refor-
mas estructurales pendientes8. Aprendieron con Fox que es mejor apresurarse, y presio-
nan a Calderón, de por sí comprometido con estos propósitos y en posición vulnerable.
Es posible suponer entonces que las primeras medidas de Calderón habrán de encami-
narse a la aprobación de las reformas estructurales que, de ocurrir, transformarían total-
mente la plataforma desde la cual se discute y se disputa la nación.

Por el otro lado, López Obrador parece inclinarse por mantener la estrategia del gobierno
en el exilio que usó Benito Juárez en el momento de la invasión francesa9. De acuerdo
con esta línea, tendría que nombrar a su cuerpo de ministros y mantener de algún modo
la dignidad de gobierno en resistencia. Esto parece buscar al menos sustentar un equili-
brio de poderes que impida a Calderón llevar adelante sus proyectos, y en esa medida,
aunque el centro de la iniciativa lo ocupa la pugna presidencial, contribuiría a detener la
entrega total del país.

Los problemas que se vislumbran en esta alternativa son muchos, complejos, y en cier-
to sentido, inéditos. 
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Por un lado, el PRD, como parte del sistema político que
está siendo cuestionado, se encuentra comprometido por
ambos lados, y, tomando en cuenta sus antecedentes,
podría no tener la capacidad de sostenerse en rebeldía
por un largo período.

Por otro lado, la lucha centrada en la figura protagónica de
López Obrador, para mantenerse y no perder fuerza en el
camino, se encuentra ante la paradoja de tener que negarse
a sí misma, cediendo paso a la construcción de un acuerdo
amplio de las principales fuerzas políticas que de diferentes
maneras –incluso contradictorias entre sí– están en la batalla
por la defensa del patrimonio y la soberanía del pueblo de
México. Es decir: una lucha en contra del sistema político en
su conjunto (instituciones y presupuesto incluidos) centrada
en una persona, por representativa que esta pudiera ser, no
tiene condiciones para mantenerse por un período largo a
menos que se trascienda a sí misma y coloque en el centro
los altos propósitos de rescate de la nación.

En las actuales circunstancias, con visiones encontradas sobre
las posibilidades del sistema político o incluso del sistema en
general, el espacio de acuerdo en el que confluyan las movi-
lizaciones por la defensa del voto, por el rechazo a las privati-
zaciones de bienes estratégicos, por la otra política y el otro
México, requiere poner en el centro la defensa anónima de
esos altos propósitos y dejar para espacios más específicos
las reivindicaciones más puntuales. Si bien hoy la defensa de
la nación pasa por la demanda de respeto al voto, dadas las
condiciones no puede detenerse ahí ni circunscribirse a ello. 

Un tercer actor en la escena política que definirá el futuro
de México es el movimiento zapatista, que se ha pronun-
ciado abiertamente en contra de las reformas estructurales
y del giro que van tomando las relaciones con Estados
Unidos, así como del deterioro general y la insustentabilidad
de la situación social y política interna. En el momento ante-
rior a las elecciones, su crítica fundamental a López Obrador
se centró en su programa económico, que no se apartaba
de la ortodoxia neoliberal. 
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La integración desigual con Estados Unidos, simbolizada por una frontera militarizada
porosa de norte a sur y lapidaria de sur a norte, los avances del TLCAN y del ASPAN, la
ampliación del peso político de la Iglesia y del sector empresarial, y la vocación represiva
intolerante que ha manifestado el presidente electo entre otras cosas, está colocando a
la sociedad mexicana en una situación límite, claramente polarizada, como se mostró en
el escaso margen de distanciamiento entre los candidatos a la presidencia. 

Las condiciones de aproximación entre zapatistas y lopezobradoristas están por el
momento muy restringidas, no sólo por las prolongadas y reiteradas rencillas que las han
desgastado, sino porque sus diferencias son sustanciales. No obstante, ante la llegada de
un representante de las fuerzas más conservadoras del país a la presidencia, podría pen-
sarse en caminos, si no confluyentes, por lo menos paralelos. Al menos en sus últimas
declaraciones, López Obrador se ha pronunciado en contra de las privatizaciones y las
reformas estructurales, y seguramente en la medida que avance la presidencia de
Calderón estos y otros motivos de lucha compartidos por amplios sectores de la socie-
dad mexicana tenderán a crecer. 
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Tres focos rojos

En mayo de 2006, ya en plena campaña, las fuerzas de seguridad en funciones oficiales
fueron responsables de una violación multitudinaria y masiva, amparada por los poderes
instituidos, como parte de la represión contra el pueblo de San Salvador Atenco, que pro-
tagonizó el rechazo, al inicio de la presidencia de Fox, de la construcción de un aero-
puerto internacional en sus tierras. Los, y sobre todo las agredidas en Atenco, la mayoría
de ellas jóvenes entre 17 y 25 años, además de violadas salvajemente, fueron encarce-
ladas y mantenidas sin atención médica y psicológica durante varios días. A la fecha,
todavía algunas siguen presas y los principales líderes del movimiento contra el aero-
puerto han sido procesados.

Se trata de un caso escandaloso de violación de derechos humanos, pero además, por
ocurrir ya en la recta final del recambio presidencial, puede ser un indicador del tipo de
prácticas que podrían querer instaurarse, sobre todo si los presidentes saliente y entran-
te provienen de un mismo partido, como en este caso ocurre. Esto equivaldría al esta-
blecimiento de un nuevo umbral en la represión, marchando al tono que Estados Unidos
pretende generalizar en el mundo.

El segundo signo de alerta emerge de Oaxaca, donde una movilización de maestros por
reivindicaciones gremiales, después de haber sido reprimida de manera intolerante por
el gobernador, ha derivado en una demanda de la sociedad oaxaqueña en su conjunto,
pidiendo la salida del mandatario. Gobernador del PRI, este ha logrado establecer un
chantaje para evitar su salida a cambio de la alianza PRI-PAN en el Congreso para garan-
tizar la aprobación expedita de las reformas estructurales. 

El movimiento agrupado en la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) inclu-
ye a maestros con una larga tradición de lucha, pero también a campesinos, organizacio-
nes indígenas y otros. Oaxaca ha sido de las regiones más combativas del país, logrando
el reconocimiento de sus usos y costumbres en los gobiernos municipales, entre otras
cosas. El pueblo oaxaqueño está organizado, y no se trata de un movimiento fácil de inti-
midar o derrotar. El punto no negociable de sus demandas actuales es la salida del gober-
nador, justamente el punto difícil para las alianzas del nuevo gobierno federal. 

La solución del problema de Oaxaca –primer asunto político de la mayor relevancia que
tendrá que ser resuelto por Calderón, aunque todavía bajo la presidencia de Fox– será
un indicador de la intencionalidad del nuevo gobierno, aunque también de la debilidad
con la que este llega a la presidencia. La Policía Federal Preventiva (PFP), protagonista de
las violaciones y la represión en Atenco, ya está posicionada en la ciudad de Oaxaca. La
situación de alerta y de preocupación es máxima. La falta de legitimidad del nuevo
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gobierno, y los compromisos ya contraídos con diferentes fuerzas, lo podrían llevar a
inaugurarse a través de la represión de los movimientos sociales. Mal augurio para los
años por venir.

El tercer foco rojo, sumamente preocupante también, y vinculado sobre todo con la
desesperación por resolver los anteriores, está relacionado con la integración energética
de América del Norte. Como se asentó, esta integración ya está siendo negociada, por
supuesto a espaldas de la sociedad mexicana, en reuniones secretas del ASPAN donde
han estado presentes como figura central Pedro Aspe (ministro de Hacienda en el
gobierno de Salinas de Gortari), el coordinador del equipo de transición de Felipe
Calderón, y por lo menos dos de sus asesores más cercanos.

Colofón

En 1810 se dio la guerra por la descolonización de México. En 1910 inicia la revolución con-
tra el latifundio y los privilegios patrimoniales. En la antesala del 2010 esta nación ha empe-
zado a desbordar nuevamente sus contenedores. Se atribuye a René Zavaleta la hipótesis de
que México se subleva sólo cada cien años, pero cuando lo hace, lo hace en forma de revo-
luciones. ¿Estaremos ya viviendo los prolegómenos de una nueva revolución? 
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Notas

1 De aquí el nombre que los zapatistas chiapanecos dieron a esos espacios creados explí-
citamente para el encuentro con la sociedad civil.

2 Estas modificaciones responden a las exigencias planteadas por Estados Unidos como
condiciones de ingreso al TLCAN, y quitan las restricciones al latifundio al tiempo que indi-
vidualizan la propiedad, incluso en el caso de los ejidos y las tierras comunales.

3 Justamente el día de celebración de la Independencia de México.

4 Acuerdos pactados entre el gobierno mexicano y el Ejército Zapatista de Liberación
Nacional en febrero de 1996, con la coparticipación de amplios sectores de la sociedad
mexicana. Estos corresponden a los resultados de la primera mesa de diálogo, que sería
seguida por otras cinco conforme a una división temática que colocó en primer término la
discusión de los derechos y cultura indígenas. Una vez firmados, los acuerdos fueron tra-
ducidos jurídicamente por una comisión integrada por ambas partes y representantes de
todos los partidos políticos para ser elevados a rango constitucional. En el último momen-
to el gobierno dio marcha atrás, y después los partidos desconocieron su compromiso.

5 Comando Norte del ejército de Estados Unidos, conformado después del 11 de septiem-
bre de 2001 para preservar la seguridad interna de posibles ataques o amenazas del exte-
rior, que pueden ser acunadas tanto dentro como fuera del propio territorio o homeland.

6 Cabe aquí destacar los esfuerzos realizados por el presidente Chávez dentro del marco
del ALBA, aprovechando su gran potencial petrolero.

7 Baste como ejemplo el papel jugado por el presidente Fox como promotor apasionado
del ALCA, y las disputas, inusuales dentro de la tradición mexicana de política exterior, con
los gobernantes de Cuba y Venezuela.

8 Acaba de tener lugar en la ciudad de México el Forbes CEO Forum México, donde un
selecto grupo de empresarios y funcionarios mexicanos vinculados al área energética, aero-
portuaria y de telecomunicaciones se reunió con la Cámara Americana de Comercio, repre-
sentantes de transnacionales del ramo y miembros del grupo Forbes, vinculado al Partido
Republicano de Estados Unidos, para “diseñar el nuevo México”, ya que finalmente “Felipe
Calderón es oficialmente el presidente electo de México”. En la presentación inicial se seña-
la que para México “la solución es impulsar reformas estructurales, específicamente en el
rubro laboral [para enfrentar el desafío de la competencia con China e India], fiscal y de
energía” (González, R. 2006 “Exclusiva encerrona de empresarios con Forbes para ‘diseñar
el nuevo México’” en La Jornada, 22 de septiembre).

9 Sintomáticamente, uno de los próceres más evocados por López Obrador en la recta
final de su campaña y después de la elección es precisamente Benito Juárez.
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Elecciones, regiones 

y ciudades: una nueva visión

para reflexionar sobre 

las elecciones presidenciales

en México

Gustavo Verduzco Igartúa*

EL 2 de julio del 2006 tuvieron lugar las elecciones
presidenciales en México junto con las de los repre-
sentantes al Congreso. Como es sabido, a raíz de las
mismas se suscitaron reacciones diversas, sobre todo
una acusación de fraude por parte de los opositores,
la llamada Coalición por el Bien de Todos, con inclina-
ción de izquierda, que agrupaba al Partido de la
Revolución Democrática (PRD), al Partido del Trabajo
(PT) y a Convergencia de Organismos Civiles por la
Democracia.

Después de una revisión del proceso electoral de acuerdo
a las leyes y reglamentos vigentes, el Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación declaró Presidente electo a
Felipe Calderón Hinojosa, candidato de la derecha, por el
Partido Acción Nacional (PAN), el 5 de septiembre de
2006. Pero, como también ha sido conocido a través de
la prensa, esa resolución dio lugar a una “Resistencia civil
pacífica en defensa de la voluntad popular” por parte del
candidato de la oposición Andrés Manuel López Obrador.
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Sin embargo, el objetivo de este trabajo no se orientará ni al tema de la controversia de las
elecciones ni al del movimiento que ha surgido a partir de la resolución de los tribunales,
sino que mi propósito será más bien el de analizar algunos aspectos de los resultados de
la contienda electoral en los ámbitos regionales y urbanos del país ya que, como se verá,
ello nos deja entrever algunas tendencias nuevas que probablemente reflejan la respues-
ta de un electorado distinto que se ha ido conformando al ritmo de los nuevos procesos
urbanos. En este sentido, parecería importante estar atentos a la lectura de los posibles
procesos que se han ido gestando últimamente en México en el marco de una difícil tran-
sición a la democracia que ha seguido siendo lenta y complicada.

Los datos generales de la elección del 2 de julio

En primer lugar, la cifra de votantes de esas elecciones ha sido la más alta de la historia
en números absolutos, con casi 42 millones, aunque en los relativos fue un poco inferior
a la del año 2000; en esta fue del 58,9% mientras que en la pasada había sido del 64%.
Pero, por lo que toca al alto número de votantes de esta ocasión, ello tiene que ver con
las particulares características de la dinámica demográfica actual, ya que nos encontra-
mos en un período en el que la presencia de una mayor población joven se hará sensi-
ble en varios campos.

Por lo que respecta a la participación regional en las elecciones, tenemos que los esta-
dos con mayor participación de los electores fueron el Distrito Federal, en el centro del
país, y el estado de Tabasco, en el sudeste, ambos ganados por la Coalición con más del
66% de participación. Tuvieron una participación menor, cercana al 60%, el Estado de
México y Querétaro, en el centro del país, así como Colima y Jalisco, en el occidente. Por
otro lado, los estados más abstencionistas fueron Guerrero y Chiapas, en el sur-sudeste,
Michoacán, en el centro-occidente, y Chihuahua y Baja California, en el norte. Estos últi-
mos con una participación menor al 45%. Encontramos, por tanto, que hubo una parti-
cipación regional desigual y más marcada en los estados mencionados, situación que
seguramente se explica por las particularidades de las historias políticas previas a las
elecciones en cada uno de esos lugares. 

Por otro lado, hubo un número relativamente importante de votantes que decidieron dife-
renciar su voto, es decir, mientras votaron para Presidente por el candidato de un partido,
emitieron su voto para los candidatos al Congreso de otro partido. El resultado fue que
Roberto Campa, del partido Nueva Alianza, recibió casi 400 mil votos, mientras los candida-
tos de su partido al Congreso obtuvieron 1,8 millones de votos, es decir que los congresis-
tas de ese partido tuvieron casi 1,4 millones de votos más que su propio candidato a la
Presidencia de la República. El candidato del Partido Revolucionario Institucional (PRI),
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Roberto Madrazo, obtuvo aproximadamente 2,3 millones de
votos menos que los que en conjunto obtuvieron los candi-
datos al Congreso de su partido. Asimismo, López Obrador,
candidato de la Coalición por el Bien de Todos, recibió cerca
de 2,3 millones de votos menos que los que obtuvieron los
candidatos al Congreso de su coalición. Por último, Felipe
Calderón Hinojosa, del PAN, obtuvo aproximadamente
1,1 millones de votos más que los candidatos de su partido
al Congreso. Fue así, de esta forma diferenciada, que los
electores decidieron emitir su voto el 2 de julio, situación
que por otro lado no ha sido novedosa en el contexto de las
experiencias electorales del país de los últimos años.

Por otra parte, se dieron cambios verdaderamente nuevos
e importantes en lo que toca a la conformación del
Congreso. Tanto la Coalición (siendo la cabeza el PRD)
como el Partido Acción Nacional ganaron el número de
escaños más alto en su historia; en cambio, el Partido
Revolucionario Institucional (PRI), que siempre había
estado a la cabeza, quedó ahora a la cola de los tres. El
PAN obtuvo 206 curules en la Cámara de Diputados; el
PRD 127 y el PRI apenas 103. En el Senado, el PAN alcan-
zó 52 escaños, el PRI 33 y la Coalición 29. Si miramos
estos resultados desde el punto de vista de un proceso de
cambio en la línea de una consolidación más democráti-
ca, los resultados son alentadores no sólo porque reafir-
man una ventaja mayor de los partidos tradicionalmente
opositores al PRI, sino también porque dejan entrever
unos avances importantes en la que había sido la tercera
fuerza (el PRD) y que ahora pasó a ser la segunda. 

Hasta el momento, la atención de todos ha estado pen-
diente de las actividades de los dos principales candida-
tos, López Obrador por la Coalición y Felipe Calderón por
el PAN; sin embargo, parecería importante ir un poco más
allá y reflexionar sobre la situación regional de la votación
a partir de las respuestas de los electores del 2 de julio
pasado ya que, como se verá, nos llevan a pensar en una
nueva situación que seguramente es el reflejo de un elec-
torado más urbano.
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Las respuestas regionales de los electores

Existe una visión muy difundida que pinta al país como dividido en dos: el norte rico y
panista y el sur pobre y perredista. Sin embargo, si observamos con un poco más de cui-
dado los datos del 2 de julio pasado, nos encontraremos no sólo con un panorama que
se ofrece más complejo, sino más demandante de respuestas. 

Los datos, como veremos a continuación, muestran un país que de ninguna manera rea-
firma un contraste entre dos grandes regiones, además de que tampoco sugieren una
confrontación entre ricos y pobres como se ha querido dejar ver a través de la prensa. En
realidad, tanto los jefes partidistas como los interesados en la vida política nacional debe-
ríamos esforzarnos por tratar de entender lo que parecería ser una nueva dinámica elec-
toral, o al menos la reafirmación de una tendencia de la que quizás no hemos sido toda-
vía del todo conscientes. Ciertamente nos hacen falta estudios sobre los perfiles de los
electores: ¿a qué sectores económicos se pertenece según la filiación partidista?; ¿qué
ha llevado a los electores a votar por uno u otro candidato?; ¿dónde viven los electores
de cada partido?, ¿en las grandes ciudades?, ¿en las pequeñas?, ¿qué tanto viven en las
zonas rurales? Sin poder responder a todas las preguntas, al menos nos proponemos
ofrecer una visión que permita abrir nuevas ventanas sobre la realidad política del país. 

Basados en los datos del Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP), encon-
tramos que efectivamente es cierto, como se dice, que los estados fronterizos más los de
Durango y Sinaloa, todos en el norte, le dieron una mayoría relativa al PAN. Sin embargo, los
electores también le dieron una mayoría relativa al blanquiazul (el PAN), en varios de los
estados del centro y del occidente como fueron los casos de Colima, Jalisco, Aguascalientes,
Guanajuato, San Luis Potosí y Puebla, así como hacia el sudeste con Campeche y Yucatán.
En contrapartida, habría que añadir también que, lindando con el norte, Zacatecas, Baja
California Sur y Nayarit se pintaron de amarillo (es decir, PRD), así como la Ciudad de México
con su zona metropolitana y el estado de Tlaxcala en el centro. Con tan sólo estas mencio-
nes ya se desdibuja aquella imagen estereotipada que sólo divide entre norte y sur. De ahí
que, por lo que nos aportan los datos de la geografía electoral del 2 de julio, tengamos una
fotografía más compleja donde habrá mucha tela para reflexionar. 

Algunas diferencias regionales 

La pregunta sobre regiones ricas o pobres y su filiación partidista también ha estado en
muchas mentes a lo largo de estos meses de contienda electoral. En ese sentido, y
tomando a la tasa de crecimiento anual del PIB como un indicador del desempeño eco-
nómico, tenemos que mientras el promedio de la tasa de crecimiento del PIB para todo
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el país ha sido muy pobre, de apenas 2,7 por año entre 1993 y 2004, los estados que
tuvieron en el mismo lapso un crecimiento mayor al 4%, es decir, superior a la tasa pro-
medio nacional, fueron: Aguascalientes, Guanajuato y Querétaro, en el centro; Baja
California, Coahuila y Tamaulipas, en el norte; y Quintana Roo, en el sudeste; entidades
todas ellas, a excepción de Quintana Roo (perredista), que mostraron una preferencia
mayoritaria hacia el partido blanquiazul. Además, los estados que tuvieron una tasa de
crecimiento del PIB mayor al 3% (es decir, todavía un poco mayor al promedio nacional
pero menor al 4), fueron: Puebla y Tlaxcala, en el centro; Sonora, Chihuahua, Nuevo
León, Baja California Sur, Durango y San Luis Potosí, en el norte y centro-norte; y Yucatán,
en el sudeste. En estos casos, la expresión mayoritaria también fue hacia el PAN, aunque
con las excepciones de Baja California Sur (en el norte) y Tlaxcala (en el centro del país),
cuyas mayorías relativas se inclinaron hacia el PRD. 

En el lado del bajo desempeño económico general, menor al del promedio nacional
(como dijéramos, del 2,7 anual), tenemos a las siguientes entidades: Campeche y Tabasco,
en el sudeste; Nayarit y Colima, en el occidente; el Distrito Federal, Hidalgo, Morelos y
Veracruz, en el centro; Guerrero, Oaxaca y Chiapas, hacia el sur y el sudeste; Sinaloa y
Zacatecas, en el norte. En estos casos, excepto por los estados de Campeche, Colima y
Sinaloa, los demás fueron entidades donde la mayoría relativa se expresó hacia el PRD. 

Por otra parte, si miramos el desempeño manufacturero de las entidades federativas
para las que existe información del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
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Informática (INEGI), para los últimos 12 años, es decir,
de 1994 a 2006, tenemos que los estados de
Aguascalientes, Baja California, Coahuila, Nuevo León, en
el norte; Puebla, Querétaro y Tlaxcala, en el centro, y
Yucatán, en el sureste, mostraron un excelente comporta-
miento de ese sector durante el período, al mantener
una tasa de crecimiento anual mayor al 4%. Además
tuvieron buen desempeño, aunque no excelente,
Durango, San Luis Potosí y Sonora (en la región del cen-
tro-norte y del norte), entidades que crecieron en ese
sector por arriba del 3%, pero que no llegaron al 4%.
Complementariamente, tuvieron muy bajo desempeño
en este rubro el Distrito Federal, Jalisco, Morelos y
Veracruz, entidades cuyo crecimiento fue menor al 2%. 

Por lo anterior, podemos decir que, aunque la votación
mayoritaria por el PAN parece haber tenido lugar en las
entidades con mejor desempeño económico, también
tuvieron lugar algunas excepciones donde, junto con el
buen desempeño económico, se dio una votación mayo-
ritaria por el PRD. 

De ahí que la visión anterior no nos permite llegar todavía a
conclusión alguna, pero sí nos señala un camino a explorar
en cuanto a que el mejor desempeño económico de algu-
nas entidades coincide en general con la votación mayorita-
ria hacia el PAN, y el menor con la del PRD. De ahí que surja
con más fuerza la necesidad de preguntarnos acerca de los
perfiles de los votantes: ¿quiénes son en esos lugares, en
esos estados,?; ¿a qué sectores socioeconómicos pertene-
cen?; ¿tendrá algo que ver esa relativa bonanza económica
con la expresión por el voto presidencial del 2 de julio?; y
contrariamente, ¿el relativo mal desempeño económico?;
¿qué rasgos de los partidos les han sido atractivos a los
electores de las entidades de mayor y de menor desempe-
ño económico?; ¿qué otros factores podrían estar influyen-
do en sus preferencias electorales? Pero si, por un momen-
to, dejamos estas informaciones como telón de fondo,
vamos a pasar a examinar los resultados de la votación
presidencial en las principales ciudades del país. 
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“aunque la votación

mayoritaria por 

el PAN parece 

haber tenido lugar

en las entidades 

con mejor

desempeño

económico, también

tuvieron lugar

algunas excepciones

donde, junto con 

el buen desempeño

económico, se dio

una votación

mayoritaria 

por el PRD”



La votación en las principales ciudades

Como sabemos, el Distrito Federal y su zona conurbada se expresaron mayoritariamente
hacia el PRD, pero ¿qué pasó en el resto de las principales ciudades del país? 

Si después de la gran conurbación de la Ciudad de México consideramos a las 25 ciudades
cuya población es mayor al medio millón de habitantes tenemos a las siguientes. En el
norte: Monterrey, Tijuana, Hermosillo, Ciudad Juárez, Chihuahua, Torreón-Gómez Palacio,
Saltillo, Durango, Culiacán, Matamoros y Tampico. En la gran zona central están: Guadalajara,
Aguascalientes, León, San Luis Potosí, Querétaro, Toluca, Puebla, Acapulco, Morelia, Veracruz
y Cuernavaca. En el sureste tenemos a Mérida, Villahermosa y Tuxtla Gutiérrez. De las ante-
riores 26 ciudades, incluida la Ciudad de México, en 23 el PAN obtuvo un voto mayoritario
mientras que la Coalición (el PRD) ganó por mayoría solamente en las ciudades de
Acapulco, Villahermosa y Tuxtla Gutiérrez. Vale también mencionar que aun en algunas enti-
dades ganadas por la Coalición, como fueron los estados de México, Michoacán y Veracruz,
las ciudades mayores en esos estados se pintaron de azul panista. Estos fueron los casos de
Toluca-Metepec, en el estado de México; Morelia, en Michoacán, y el puerto de Veracruz, en
el estado del mismo nombre. En conjunto, las 26 ciudades mayores abarcan el 44% de la
población total del país según el conteo de población realizado por el INEGI para el año
2005, mientras que la sola población de la Ciudad de México y su zona metropolitana alcan-
za el 17%. En esta línea, dos observaciones parecerían relevantes.

En primer lugar, esta situación señala un cambio relativamente drástico en la conforma-
ción de la distribución de la población en el país. Notemos que no nos estamos refirien-
do a las más conocidas referencias entre campo y ciudad, sino a una notable concentra-
ción de la población mexicana actual en zonas urbanas de más de medio millón de habi-
tantes. En esos lugares vive ahora casi la mitad de la población del país. 

Por otra parte, la intención de estas menciones no iría tanto en el sentido de confrontar
un peso demográfico contra el otro, sino más bien en cuanto a reflexionar sobre el signi-
ficado de la inclinación hacia un partido por parte de una mayoría relativa en la capital del
país y su zona metropolitana, frente a la inclinación por otro partido en casi todos los
conjuntos urbanos más importantes, sobre todo en el norte y el centro, al lado de la pre-
sencia de Mérida en el sudeste. De ahí que surjan muchas preguntas: ¿qué aspectos de
un partido o de un candidato les han parecido más atrayentes a unos y a otros?; ¿será
que ante un menor desempeño económico de la Ciudad de México, junto a una popu-
larización de su población, los electores han encontrado mayores esperanzas en un can-
didato con tintes de izquierda?; ¿será que en las ciudades del interior del país su fuerte
proceso de urbanización ha proyectado una imagen de prosperidad que los electores
creen que podría ser alentada con un candidato conservador?

O
SA

L3
3

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



Por lo que aporta la limitada visión apenas presentada, parecería que la conformación
del electorado más urbano del país se divide no tanto entre el norte y el sur, sino más
bien entre la capital y su zona metropolitana y el resto urbano que habita en las diferen-
tes regiones. Es un cuadro muy distinto al comúnmente manejado, pero que debiera
servirnos para repensar mejor los fenómenos que están subyaciendo y que quizás toda-
vía no hemos percibido con claridad.

Por ello creo que, junto a inquietudes como las anteriores, cabría también un análisis
más fino acerca del desempeño específico que han tenido los candidatos de los partidos
en los puestos a gobernador en los diferentes estados, así como en las alcaldías de las
ciudades principales, puesto que la visión que los electores llegan a tener en los entor-
nos de su vida cotidiana resulta primordial en sus decisiones. En realidad, es en estos
niveles en los que se va forjando el sentido de la diferencia política, que poco a poco va
permitiendo una apertura mayor hacia una situación de más amplia democratización,
sobre todo en un país como México, donde no parece que los abusos, la intolerancia y
el autoritarismo vayan a disminuir sino en un largo proceso de tiempo.
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Los verdaderos intereses

en la definición del 

proceso democrático 

en México

Alicia Girón*

En los últimos años, la democracia en México ha esta-
do determinada por intereses que van más allá del
voto de los ciudadanos y de la elección de un proyecto
económico que satisfaga las necesidades de bienestar
social de la mayoría de la población. En este sentido el
proceso democrático no sólo se ha definido por la par-
ticipación ciudadana en relación con el proceso de
inclusión y exclusión resultado del proyecto económi-
co político y social en curso, sino también por los acto-
res económicos, es decir, las grandes corporaciones y
bancos extranjeros vinculados a los grupos financieros
hegemónicos del capital trasnacional global. Por lo
anterior, conviene preguntarse y analizar qué actores e
intereses definieron efectivamente los resultados de
las elecciones del pasado 2 de julio de 2006. 

Suele considerarse que la democracia se basa, entre otras
cuestiones, en garantizar la expresión de la decisión de los
ciudadanos a través del voto y por el cual se eligen los
representantes en el Parlamento y al líder que habrá de lle-
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var en la titularidad del Poder Ejecutivo el rumbo del pro-
yecto económico, político y social de un país por un tiem-
po determinado: en el caso de México, por seis años. Por
tanto, los electores supuestamente deben conocer los pro-
yectos de los diferentes candidatos a fin de poder tomar la
decisión adecuada a sus necesidades. Lo anterior, ceteris
paribus de que el voto ciudadano estaría eligiendo lo que
la mayoría desea. Si bien estos serían los supuestos de una
elección democrática, en el fondo carecen de sustento,
fundamentalmente por la intervención de los intereses
económicos y de los medios de comunicación. 

En México, durante las últimas tres décadas ha habido un
cambio estructural muy profundo que ha dividido al país
en estados florecientes y con crecimiento económico, y
otros donde la pobreza se ha agudizado. Incluso dentro
de los mismos espacios regionales el empobrecimiento
ha ido creciendo paralelamente a la apertura de los secto-
res productivos. Esto queda de manifiesto en las diferen-
cias entre los indicadores de desarrollo humano de los
estados del norte y los del sur. Otro factor muy importan-
te es la ampliación de la interdependencia económica y
social a través de los sectores productivos de las compañí-
as de ensamblaje, las manufacturas e incluso de las
maquiladoras, que han hecho a la economía mexicana
totalmente interdependiente respecto de la de Estados
Unidos. Es bien sabido que desde la crisis económica de
1976 y la siguiente, la de la deuda externa, México ha sido
el mejor alumno del Fondo Monetario Internacional (FMI).
No sólo eso, sino que también pagó hasta el último cen-
tavo del crédito otorgado en 1995 cuando Clinton autori-
zó, tras el estallido de la crisis bancaria y en contra de la
voluntad de la Cámara de Representantes de EE.UU., un
préstamo por cerca de 50 mil millones de dólares, cuyo
monto sirvió para liquidar los llamados Tesobonos, que
eran principalmente las inversiones que habían realizado
varios fondos mutuales de ese país, entre otros Fidelity
Fund y Vanguard. Dichos títulos fueron los que mantuvie-
ron las inversiones de cartera de estos inversionistas con
cobertura cambiaria precisamente cuando, en medio de
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un año electoral (1994), fue cada vez más insostenible la paridad cambiaria y más evi-
dente la crisis política del partido hegemónico (PRI). No se debe olvidar tampoco que se
defendió el pago de estos Tesobonos –y por tanto a quienes habían invertido en ellos,
principalmente en el Fidelity Fund– porque representaban el ahorro de la clase media y
de los pensionados norteamericanos. Siendo además que, durante 1993 y 1994, el
gobierno mexicano deseaba mantener el tipo de cambio del peso frente al dólar y apos-
taba a acelerar la apertura comercial en el marco del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN).

Esta franca manipulación del mercado financiero con el objetivo de mantener la estabilidad
durante el proceso electoral más reñido que había tenido México hasta entonces (1995)
muestra en qué medida los intereses económico-financieros desempeñan un papel deter-
minante en la compulsa democrática. Todo ello ciertamente en medio de una realidad
donde el voto expresa también los intereses de los electores en función del beneficio o
exclusión respecto del cambio estructural económico que se ha dado en los diferentes
estados del país; siendo que el de un ciudadano beneficiado por la apertura y dicho cam-
bio estructural no va a ser igual que el de quien ha quedado excluido de dicho proceso. 

Si la democracia no se define en función de las preferencias de los electores, habría que
preguntarse entonces quién o quiénes definieron las pasadas elecciones en México y el
proceso que llevó al resultado final. La respuesta está, por un lado, en la renta financiera,
entendiendo por ella lo que están ganando los bancos extranjeros que gracias a la crisis
bancaria y al Consenso de Washington se adueñaron del sistema financiero “mexicano”.
Y, por otro lado, también habría que señalar a los medios de comunicación y al creci-
miento de los grupos corporativos en el sector energético, que durante la última década
han tenido una gran expansión en otros países de América Latina. La complejidad de la
participación de estos diferentes actores –bancos, empresas energéticas y medios de
comunicación– nos lleva a considerarlos brevemente por separado: 

a) El 98% de los bancos que integran el sistema financiero mexicano tienen su casa
matriz en el extranjero. La compra de los bancos mexicanos por extranjeros hizo
que el Estado perdiera el control, no sólo de su política monetaria y de crédito,
sino también de la disponibilidad de recursos para influir en el proceso de pro-
ducción. El costo ha sido que, inmediatamente después de la crisis bancaria
(1994-1995), y para recuperar la cartera vencida, esta fue comprada por el
Estado, lo que permitió además la reorganización o reingeniería financiera de los
estados contables y financieros de los bancos que acababan de ser reprivatizados.
Dicha compra estatal de la cartera vencida se convirtió en una renta que, vía
deuda interna, el pueblo ha seguido pagando a los bancos, hoy en manos de
extranjeros a través de la transferencia estatal. El mejor negocio del mundo en los
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últimos diez años ha sido pues la compra de los bancos, en tanto sus ganancias
provienen del alto costo de los servicios financieros que otorgan a los pocos mexi-
canos que pueden tener acceso a una cuenta de crédito o de ahorros, así como
de la renta otorgada por el Estado por concepto de préstamos incobrables. Si bien
la función de un banco es otorgar créditos, pasada una década desde la crisis ban-
caria, los otorgados no han alcanzado el nivel existente previo a dicha crisis. En
este contexto la economía no ha crecido, porque no hay crédito, y porque el gasto
público se encuentra comprometido con el pago de intereses de todo tipo de
pasivos, así como por la falta de inversionistas nacionales. 

b) Las empresas energéticas son las únicas que no se han privatizado en México, a
diferencia de lo ocurrido en otros países latinoamericanos. Esto por razones nacio-
nalistas y por la fuerza que tienen sus sindicatos, y podríamos atrevernos a afirmar
también que debido a que el Estado necesita de la renta petrolera. La empresa
petrolera en México es resultado de la nacionalización de las compañías nortea-
mericanas y europeas durante el régimen de Lázaro Cárdenas en 1938. Petróleos
Mexicanos (PEMEX) tiene el mayor sindicato en México, y quizás el que cuenta con
mayor fuerza política a nivel nacional. Al mismo tiempo, la Comisión Federal de
Electricidad (CFE) y la Compañía de Luz son fruto de la nacionalización eléctrica a
principio de los años sesenta, y cuentan con el segundo sindicato más fuerte en el
país. Ambas compañías son las únicas que no han podido ser privatizadas, a pesar
de las reformas económicas y de la insistencia por parte de la OCDE (Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económico), el Banco Mundial, el Banco
Interamericano de Desarrollo y el FMI en la profundización de la Reforma
Económica promovida por el Consenso de Washington, que señala con claridad la
necesidad de privatizar el sector energético. En realidad, un proyecto económico,
político y social que continúe y lleve a su culminación estas últimas reformas ayu-
daría y beneficiaría a las compañías extranjeras. Podría verse así beneficiada por
ejemplo REPSOL, empresa española que tiene participación en las compañías
energéticas y que durante los noventa incluso compró otras empresas públicas en
el resto de América Latina. Esta empresa seguramente se dispondría a comprar de
inmediato acciones para tener el control de PEMEX. Por otro lado, muy posible-
mente ENRON compraría parte de las acciones de la CFE. En este sentido, si bien
las propuestas políticas anunciadas por cada uno de los candidatos a presidente
que participaron en la reciente contienda electoral mexicana señalaban que PEMEX
no se privatizaría, sólo el proyecto de la izquierda afirmó categóricamente que la
privatización del sector energético no estaba a discusión. 

c) En un país que desde la década del ochenta hasta la actualidad ha registrado
bajos presupuestos en educación, los medios de comunicación desempeñan un
papel fundamental. Así, los medios de comunicación visual influyen de manera
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determinante en las elecciones de un país en el cual el empobrecimiento cultural
y el nivel educativo han ido en regresión desde 1982, cuando el Estado tuvo que
canalizar la mayor parte de su presupuesto al pago del servicio de la deuda exter-
na. ¿Qué podría esperarse de un país cuyo acceso a los libros es casi nulo? No se
lee porque no hay ingresos para comprar los textos, pero también porque no se
sabe leer. Por otra parte ¿qué se puede esperar de un país con creciente acceso a
la televisión? En estas circunstancias, los actores económicos alentaron una cam-
paña para promocionar la elección de quién aseguraría continuidad y paz, enfo-
cándose en la procuración de empleo. En el fondo esta publicidad era falsa e ilu-
soria, porque mientras el Banco de México tenga como única prioridad el control
de la inflación no habrá crecimiento económico ni empleo. La migración hacia
EE.UU. irá en aumento, y el acuerdo migratorio no se firmará, porque cuantos más
trabajadores mexicanos crucen la frontera, a pesar de las barreras cada vez más
agresivas, la mano de obra seguirá abaratándose, y por tanto las ganancias de los
consorcios serán mucho mayores. Aún con el mayor monto de reservas moneta-
rias internacionales en la historia de México el Banco Central no ha sido capaz de
procurar empleo, y ni siquiera de crear obras públicas trascendentales, como
grandes corredores por tierra y por mar para sus exportaciones. En este contexto,
los medios televisivos fueron utilizados por los actores económicos, destacándose
entre ellos la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX),
para favorecer al candidato que respondiera a sus intereses. 

Resulta claro que los actores que participaron en el proceso democrático mexicano fue-
ron no sólo los electores y ciudadanos de la nación, sino también el capital financiero y
las grandes corporaciones trasnacionales, cuyos intereses son la renta financiera y corpo-
rativa y cuyas acciones resultan determinantes en el balance de los resultados de una
elección democrática. 

Por otra parte, los medios de comunicación, los bancos extranjeros y las empresas inver-
sionistas en el sector energético vieron en México la posibilidad y necesidad de acabar
con la búsqueda de políticas de bienestar social y de redistribución del ingreso. Un
gobierno de izquierda al sur de la frontera de EE.UU. no significaría un gran peligro para
este país. Sin embargo, podría representar cambios en las relaciones bilaterales, tales
como mayor empleo para los mexicanos en territorio nacional, lo que reduciría la tasa de
crecimiento de la mano de obra barata en EE.UU.; una significativa reducción de las
ganancias bancarias, que afectaría particularmente a los bancos extranjeros establecidos
en nuestro país (Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, Santander Central Hispano, CITICORP,
HSBC, etc.); el mantenimiento del control de los recursos petroleros a través de PEMEX
así como su fortalecimiento como un gran corporativo inversionista en el Golfo de
México y en otros países de América Latina; y una reforma fiscal siempre pendiente, que
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afectaría los intereses de los movimientos financieros especulativos en la Bolsa de
Valores. Si bien es difícil instaurar un gobierno de izquierda, a raíz de las últimas eleccio-
nes se ha conformado un movimiento social por parte del Partido de la Revolución
Democrática (PRD) llamado Frente Democrático Nacional resultado de la Convención
Nacional Democrática con el objetivo de continuar con el movimiento de resistencia civil.
Dicho frente está integrado por los partidos políticos que a través de la Coalición por el
Bien de Todos compartieron al candidato de la izquierda. 

Como contrapartida, la ingobernabilidad a la que estará sujeta la próxima administración
debido a la situación política y a la desconfianza generada por los resultados electorales
basados en prácticas fuera de la ley, aunadas a la baja cíclica en el crecimiento econó-
mico de EE.UU., contribuirán a que continúe la expulsión de la mano de obra en la medi-
da en que el Banco Central siga con su política monetaria restrictiva, cuyo único objetivo
es controlar la inflación. 

Por último, la democracia, atropellada en unas elecciones caracterizadas por serias irre-
gularidades ampliamente documentadas antes y después del día de la elección, ha deja-
do un saldo para los partidos políticos, los electores y los ciudadanos de amargura, tris-
teza e incertidumbre. El restablecimiento de los caminos de la democracia en México
implicará una revolución de los valores que requerirá varios años para construir un pro-
yecto económico, político y social de la nación. 

México: ¡tan lejos de Dios y tan cerca de los Estados Unidos!
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México: la situación 

política actual

Gregorio Vidal*

Introducción

Desde los días previos a la votación para elegir al pre-
sidente de la República se difundió ampliamente en
los medios que sería una elección muy competida y
que podía dirimirse por una pequeña diferencia.
Después de la jornada electoral, en la prensa escrita,
en la radio y en la televisión se insistió sobre el punto.
El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
(TEPJF) concluyó la calificación de la elección presiden-
cial el 5 de septiembre, dictaminando que la diferencia
entre el candidato del Partido Acción Nacional (PAN),
Felipe Calderón (FC), y el de la Coalición por el Bien de
Todos (CBT), Andrés Manuel López Obrador (AMLO),
fue de 233.831, de un total de 41.557.430 votos. Es
decir, FC fue declarado presidente electo por un mar-
gen a su favor del 0,56% de la votación nacional. Sin
embargo, el punto sustantivo de debate no ha sido y
no es la pequeña diferencia entre los dos candidatos,
sino cómo se construyó ese resultado.
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El marco en que se produce la elección es, en muchos sentidos, un dato relevante. Como
también, cuáles eran los contrastes y divergencias entre las propuestas que encabezaban los
candidatos. Las elecciones presidenciales del 2 de julio de 2006 eran las primeras que se
efectuarían en un clima de normalidad democrática, con instituciones electorales construidas
en el pasado inmediato para garantizar el pleno respeto a la voluntad popular. Pero también,
era la primera elección en que un candidato de centroizquierda o de izquierda, según se
busque definir la geometría política, tenía serias posibilidades de triunfo. Como había ocurri-
do en las elecciones inmediatas anteriores, uno de los principales campos de la contienda
fue el de los medios electrónicos de comunicación, de manera destacada la televisión. Pero
entre los posibles electores había algunas diferencias. La percepción de diversos sectores de
la población se había modificado, los resultados electorales en algunos estados indicaban
que los partidos de oposición se habían fortalecido; existían varios movimientos sociales de
corte regional o local con propuestas propias; la lucha contra el desafuero de AMLO mostró
que un amplio sector de la población estaba de acuerdo con elecciones libres y con el sufra-
gio como método para elegir al presidente de la República; las luchas de los pueblos indíge-
nas continuaban alcanzando formas nuevas con propuestas de organización para defender
sus derechos. Todo en conjunto daba cuenta de un ánimo distinto entre grupos de ciudada-
nos, que no se expresaría necesariamente en una mayor participación en el proceso electo-
ral, pero sí en la posibilidad de desarrollar diversas iniciativas populares.

El 2 de julio votó el 59% del listado nominal de electores. Fue una votación menor en tér-
minos relativos a la del año 2000, cuando votó el 63,8%. En ese año, en los medios de
comunicación se difundió que se había tratado de un proceso altamente participativo. Por
lo menos la participación fue mayor a la del año actual. Sin embargo, la menor asistencia
a las urnas parece constituir una tendencia que está acompañando el proceso de cons-
trucción de nuevas instituciones electorales. Los resultados alcanzados en el año 1994 se
inscriben en la misma tendencia. En ese período la participación fue del 76% de la lista
nominal. En las elecciones federales intermedias también se presenta el mismo patrón,
con la diferencia de que la participación es mucho menor y la tendencia de caída es
mayor. En 1991 votó el 66% de la lista nominal, en 1997 el 58% y en 2003 el 41,7%1.

El análisis de la situación política considerando los procesos electorales nos plantea, en prin-
cipio, problemas como los siguientes: a) en años recientes se han construido las institucio-
nes que organizan y califican los procesos electorales federales; b) la aparición de nuevas
instituciones no ha propiciado un aumento en la participación electoral; c) hay en los electo-
res la percepción de que la elección relevante es la presidencial y por ello concurren en una
cantidad mucho mayor a las urnas; d) el discurso de la mayor participación y de la culmina-
ción de la transición a la democracia no se corresponde con los hechos; e) con una diferen-
cia mínima y contando con tan sólo el 21% de los electores en un proceso seriamente cues-
tionado y con múltiples irregularidades es que se declara a FC presidente electo. 

O
SA

L4
4

AN
ÁL

IS
IS

[M
ÉX

IC
O

:L
A

SI
TU

AC
IÓ

N
PO

LÍ
TI

CA
AC

TU
AL

]



Como ejemplo de la situación política actual y la percepción que sobre esta tienen los pro-
pios actores políticos considérese lo siguiente. Está en curso la designación de seis de los
siete magistrados que integran el TEPJF2. Una gran parte de los 32 candidatos que se
mantienen hasta este momento, al presentar ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación sus alegatos para ser considerados en las seis ternas que este tribunal integrará,
abundaron sobre la necesidad de realizar reformas en las leyes electorales. En diversos
casos era para, según su discurso, aclarar aspectos que habían sido parte del contencioso
de la reciente elección. Lo curioso es que no dominara un discurso sobre cómo aplicarían
las leyes vigentes y la actual normatividad. La democracia, aun en los restringidos terrenos
de los procesos electorales, parece no haber enraizado en la sociedad de México. 

¿Qué se elegía el 2 de julio?

Una vez que el proceso electoral concluyó, y que algunos de los actores sociales que par-
ticiparon en él están procediendo a impulsar decisiones en materia de política económica
y política social, se percibe más nítidamente qué es lo que se estaba dirimiendo el 2 de
julio, resultando posible sostener que se elegía entre dos proyectos de país. Durante el
gobierno de Vicente Fox (VF) se mantuvo la política económica ejecutada desde finales de

O
SA

L4
5

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]

© Archivo OSAL



los años ochenta. Es una política que considera elementos
como los siguientes: el manejo del gasto público a partir
del criterio de alcanzar en un plazo breve un superávit pri-
mario que es garantía del pago del servicio, o por lo menos
de los intereses, de la deuda pública; la contracción del
crédito bancario, con lo cual se refuerza la determinación
externa del crédito, fortaleciéndose un patrón de reproduc-
ción que permite rentas y ganancias a ciertos sectores del
capital extranjero y a algunos socios del país, sin construir
ninguna coherencia interna en el proceso de acumulación;
la desarticulación creciente y el remate de diversos bienes
públicos que son una pieza de una base endógena de cre-
cimiento económico a partir de la cual es posible alcanzar
mejoras en los ingresos de amplios sectores de la pobla-
ción, todo para que algunos capitales logren cuantiosos
beneficios; la privatización del manejo de los fondos para
el retiro de los trabajadores y otros recursos de diversos
grupos de la población, con ganancias para los intermedia-
rios financieros a partir de colocaciones financieras prefe-
rentemente en títulos de deuda pública. El proyecto se ha
defendido planteando claramente líneas de continuidad
entre el gobierno de VF y el que se inicia el 1 de diciembre
de 2006. En el lenguaje coloquial de VF, es el cambio de
jinete pero sin cambiar de caballo al atravesar el río que
nos separa de la tierra prometida. Además, se han tomado
medidas a propósito del manejo futuro del gasto público
como garantía de permanencia.

Según se estableció en la Ley de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, que se aprobó por el
Congreso en marzo del año 2006, la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público envió a la Cámara de Diputados
los Criterios de Política Económica para 2007. Hacienda
prevé un crecimiento del producto del 3,6% y una inflación
del 3%. Pero también define parámetros para el gasto
público, los ingresos petroleros y otras variables macroeco-
nómicas. Como sucedió en 2006, no se considera aumen-
to real en el gasto programable del sector público. Se esta-
blece que habrá una disminución del 10% en los ingresos
presupuestarios producto del petróleo que podrían ser
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compensados por mayores ingresos no petroleros. Ante el debilitamiento de los ingresos
públicos se plantea una contracción en el gasto programable del 4,1%. Pero también se
destaca que el costo financiero de la deuda tendrá un incremento del 1,6%, con un ligero
aumento en los pagos relativos al Instituto de Protección par el Ahorro Bancario (IPAB)3.

En México, el gasto público representa una quinta parte del producto. Sin embargo, es
un gasto con poco impacto en la formación de capital. Aumenta la deuda interna del
gobierno federal, pero ello no se traduce en mayor inversión. A finales de noviembre de
2000 la deuda pública interna es de 687.321 millones de pesos. Para junio de 2006 es
de 1,38 billones de pesos, un incremento de 711 mil millones de pesos. Incluyendo la
deuda de organismos y empresas y de la banca de desarrollo, la deuda interna es de
1,48 billones de pesos. Así, la disminución de la deuda externa ha sido posible incre-
mentando la interna. Expresada en dólares, la deuda pública total, sin considerar los pasi-
vos contingentes, ha crecido. En diciembre de 2004 era de 184 mil millones de dólares
y en junio de 2006 es de 202 mil millones de dólares. Representa en cada año el
24,9% y el 25,6% del producto. Aunque la contratación de deuda pública sólo es posi-
ble para realizar inversiones, hay un aumento de la deuda pública interna con reducción
de la inversión pública. Con la apertura financiera y al no existir restricción específica algu-
na para que extranjeros compren títulos de deuda interna, los cambios en los mercados
financieros internacionales también pueden afectar a la deuda interna. Los tenedores de
estos papeles, mexicanos o extranjeros, pueden venderlos y salir del país. El canje de
deuda con un aumento sostenido de la deuda total no disminuye la vulnerabilidad de la
economía del país. Mantener todos los compromisos financieros y ejecutar una política
que propicia el crecimiento de la deuda pública sin vinculación con las actividades pro-
ductivas parece ser una de las continuidades que se insiste en mantener.

Pero FC también insiste en completar las reformas estructurales. En junio, en ocasión del
segundo debate entre los candidatos presidenciales, se refirió a algunas de ellas. Habló de
la reforma laboral, planteando la necesidad de contar con una mayor flexibilidad modifica-
ción de las jornadas de trabajo, cambios en la forma de contratación y la discusión de otros
aspectos relativos al régimen laboral propio del trabajo formal. Un resultado previsible, de
implantarse esta reforma, es el aumento de la precariedad en el mundo del trabajo y, por
tanto, una dosis mayor de desigualdad. En el caso de la energía y de la situación de
Petróleos Mexicanos (PEMEX) y la Comisión Federal de Electricidad (CFE), si bien se decla-
ra que no se privatizarán, también se defiende la participación del capital privado. En la
industria petrolera, en cuanto a la exploración y extracción del petróleo, no se considera nin-
gún plan para ampliar la capacidad de producción de gasolinas y otros procesos de trans-
formación del petróleo utilizando los recursos extraordinarios obtenidos por los actuales pre-
cios del hidrocarburo. Si prospera la participación del capital privado en petróleo, principal-
mente del capital extranjero, tan sólo se logrará continuar extrayendo el crudo del subsuelo
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y exportarlo, sin utilizar este recurso no renovable para impulsar el desarrollo del país. En la
electricidad se mantendrá la opción para que el sector privado invierta en plantas de gene-
ración de electricidad con grandes clientes, con la garantía de que sus excedentes serán
comprados por la CFE, con una estructura de precios definida por los segmentos más inefi-
caces o de costos más elevados en la generación de energía eléctrica. La distribución en el
país y la administración de una amplia cartera de clientes, muchos de ellos con serias difi-
cultades para pagar el servicio debido al monto de sus ingresos, queda en manos de las
empresas públicas. Para los privados son las utilidades seguras.

En las propuestas de FC, realizar las reformas estructurales y resolver el problema de
seguridad son cambios para atraer capitales del exterior. La afluencia de estos capitales,
como las inversiones realizadas por nacionales, serán condición para crear empleos. Esta
es la oferta del autodenominado “presidente del empleo”. Los hechos no apoyan una
idea como la de Calderón. Durante el gobierno de VF casi no existe creación de emple-
os formales por parte del sector privado, no obstante el cuantioso ingreso de IED. Los tra-
bajadores permanentes asegurados en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en
noviembre de 2000 son 11.166.619, y en agosto de 2006, 11.346.519, es decir una
creación de apenas 86 puestos de trabajo formales permanentes por día durante 69
meses de gobierno. De 1999 a 2005 entran al país, en promedio por año, 17.781 millo-
nes de dólares como IED, con mucho, el mayor ingreso de la historia4.
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Sin embargo, el crecimiento económico es pobre, por habitante casi no existe y en lugar
de muchos puestos de trabajo formales lo que se produce es una gran emigración. Por
cada empleo permanente creado, emigraron del país 26 mexicanas o mexicanos. El
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) informó que durante los
años 2000 a 2005 el saldo neto de la migración por año fue de 575 mil personas5. Si en
2006 el saldo neto de la migración internacional es el mismo del año 2005, el resultado
durante el sexenio de VF será de 3.456.000 personas. Los emigrados son más, dado el
retorno de algunos una vez que han dejado sus mejores años de trabajo allende el
Bravo. Emigración al extranjero y casi nula creación de empleos formales son dos aspec-
tos de la desigualdad social; otro más es la altísima concentración del ingreso. México es
un país en el que el 2% de la población concentra el 50% del ingreso, mientras más de
tres cuartos de la población vive con un máximo de cuatro salarios mínimos. El gasto por
habitante de muchos es inferior a un salario mínimo. Si se ejecutan las reformas estruc-
turales que impulsan el PAN y Calderón, lo que aumentará será la desigualdad social.

A diferencia de la derecha, las propuestas de AMLO parten de reconocer que México es
un país caracterizado por la desigualdad social asociada a la política económica ejecuta-
da en los años recientes y al tipo de estrategia de crecimiento que se impulsa desde
comienzos de la década del ochenta. Un puñado con ganancias cuantiosas y altos mon-
tos en sus ingresos, en medio de muchos pobres y otros más con recursos que apenas
les permiten pasar el día a día. Para combatir la inseguridad hay que reconocer la desi-
gualdad social y la pobreza y generar medios nuevos para dar empleo a la población. Por
ello debe plantearse como un objetivo de la política económica el rescate del campo,
que es el rescate de los productores del campo, incluyendo medidas de apoyo y pro-
moción como las que realizan los gobiernos de Canadá y Estados Unidos y los miembros
de la Unión Europea, y la realización de inversiones para dotar a las colonias y zonas
populares de los servicios públicos. También es necesario el uso pleno de los recursos
energéticos. Para atacar la desigualdad en sus raíces debe construirse un patrón de
reproducción de la economía que contenga los medios para que muchos mexicanos
mejoren sus ingresos. Estas ideas estuvieron presentes en las propuestas de la CBT.

La disminución de la desigualdad es económicamente necesaria. Como parte de la
misma se plantea la necesidad de construir el Estado de Bienestar e incorporarlo a nues-
tro régimen jurídico. Pero también, los gobiernos pertenecen al pueblo, y los mecanis-
mos del referéndum, la revocación del mandato y la iniciativa popular son parte de las
democracias consolidadas. En petróleo y energía eléctrica se sostiene la defensa de las
empresas públicas, pero también la necesidad de que cuenten con planes de desarrollo
que incluyan, en el caso del petróleo, la transformación del hidrocarburo. Hubo, no obs-
tante, ideas y propuestas que no se separaban suficientemente de lo presentado por el
PAN. En conjunto, los planteamientos realizados por la coalición que encabezaba AMLO
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eran un punto de partida, siendo necesario completar las propuestas. En las condiciones
actuales la disyuntiva es manifiesta: ahondar el modelo económico que reproduce la
desigualdad social o plantearse el objetivo de construir uno en el cual quepamos los
muchos y nuestro bienestar proceda de la reproducción de la economía. No de la defen-
sa de una estabilidad que se sustenta en la profundización de la desigualdad social. 

Uno de los elementos positivos de la situación política actual es que las definiciones
desde la izquierda se han precisado. La convocatoria a la Convención Nacional
Democrática (CND) y su realización permitió presentar de manera más clara las posicio-
nes asumidas por las fuerzas agrupadas en la CBT y buscar con ello impulsar el desarro-
llo del movimiento popular para construir la democracia y restaurar la República. Se
observó que, dada la situación política existente, únicamente con la movilización popular
será posible frenar la realización de las reformas estructurales propuestas por el PAN y
sus aliados. Sólo con la organización y acción de diversos sectores del pueblo es que se
recuperará la democracia. Las opciones de la derecha y la izquierda se presentan más
nítidamente. Este es uno de los elementos que caracteriza la situación política actual. 

El poder del dinero y el fraude: ¿son los contenidos de la democracia
restringida en México? 

Hay dos propuestas acerca del rumbo económico y social del país. Pero también, se ha
burlado la voluntad popular y se ha acotado sensiblemente la democracia electoral. La
Sala Superior del TEPJF emitió su fallo sobre la elección presidencial de 2006 y declaró
presidente electo a Calderón. En Diario Monitor la noticia se tituló: “TEPJF: Fox violó la
ley, pero nada grave… Felipe, presidente” (Diario Monitor, 2006). En la información se
destacó que también hubo irregularidades o violaciones a la ley en el caso de organis-
mos empresariales y por el propio PAN. En otros diarios –como La Jornada y El
Universal– también se subrayaron las irregularidades observadas en el proceso o la falta
de respeto a la voluntad de los electores. Sin embargo, otros periódicos como Reforma
y Excelsior, que como los anteriores tienen circulación nacional, presentaron la nota de
forma muy diferente. Hubo una validación de la elección presidencial por el TEPJF, reco-
nociendo a Calderón como presidente electo que pide diálogo. Un mismo hecho conci-
ta estas lecturas y posturas por sus actores.

Lo cierto es que hubo violaciones a la ley por actores principalísimos como el presi-
dente de la República. Propaganda por cuenta de organismos empresariales en los
medios masivos de comunicación contra el candidato AMLO, que según lo manifesta-
do por los miembros de la Sala Superior del TEPJF en el propio dictamen que califica
la elección presidencial, viola la ley. En el dictamen también se reconoce que hay irre-
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gularidades en los cómputos de muchas casillas, existen
boletas de más en urnas cuyo número no pudo estable-
cerse, actas de escrutinio no debidamente almacenadas
o llenadas. Esto y otras irregularidades más que no son
consideradas al calificar una elección definida por tan
pequeña diferencia: la campaña del miedo realizada por
el PAN, que fue declarada en cierto momento como ile-
gal por el propio TEPJF; la propaganda del Ejecutivo
federal con obra pública y programas asistenciales, que
motivó una recomendación del Instituto Federal
Electoral (IFE) para desistir de la publicidad y un pronun-
ciamiento de la Corte para que se consignara que se tra-
taba de acciones de gobierno que no podían ser utiliza-
das como propaganda por ningún partido político; las
publicaciones, cartas y otros medios de presión de algu-
nos grandes empresarios para que sus trabajadores no
votaran por AMLO; y las descalificaciones directas de VF
a las propuestas de la CBT. Son actos que, cada uno por
su cuenta, influyeron, forzaron o coaccionaron para votar
en un sentido a un número de electores que supera al
de la mínima diferencia. Es curioso que, cuando hay una
distancia tan pequeña entre FC y AMLO, no se conside-
ran como relevantes las violaciones a la ley, el uso de
recursos públicos y aun las irregularidades y alteraciones
observadas en el proceso electoral mismo.

En el dictamen relativo al cómputo final de la elección se
utiliza doce veces la palabra economía. En la mayoría de
los casos el tema que se discute o presenta es la conti-
nuidad del actual modelo, la necesidad de mantener la
misma política económica. En ocho ocasiones el de la voz
o la palabra es VF, y el sentido de sus ideas se resume en
la metáfora que se destacó líneas antes: en economía, y
quizá en otras cosas más, México no debe cambiar de
caballo a la mitad del río. No sé si la metáfora impide la
comprensión de la idea sustantiva o, por el contrario, le da
una fuerza mayor. Profesionales de los medios de comu-
nicación le reconocen a VF su capacidad para comunicar
ampliamente sus ideas, sus propuestas-fuerza. Tampoco
me interesa discutir el alcance de afirmaciones como la
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anterior y su influencia en la conducta de los electores. Hay un órgano del Estado que
debió realizar la tarea y ser concluyente al respecto.

Aun cuando se trate de pequeñas diferencias, el 2 de julio se votaron dos propuestas en
materia de política económica, dos proyectos para avanzar en la transformación de la
economía del país y su relación con la economía mundial. Se puede insistir en que las
diferencias eran mínimas, pero existían. En primer lugar para VF, dado que fue alegórica-
mente enfático al respecto. Hoy y desde hace tiempo existen dos ideas de cómo proce-
der en la reforma de la hacienda pública y en otros temas sustantivos, como se expuso
previamente en este texto. Los hechos permiten concluir que una propuesta, la de Fox-
FC, se impone sin ganar en las urnas. La democracia considera elegir entre opciones de
proyectos económicos y de organización de la sociedad. El 2 de julio en México no se
nos permitió realizar esa elección. Por el contrario, desde antes y posteriormente se rea-
lizó una amplia operación para imponer a un candidato: el de la continuidad en la políti-
ca económica, el del mantenimiento de la desigualdad social. 

La declaración como presidente electo de Calderón revela que las instituciones, leyes y
reglas que hacen posible el ejercicio del sufragio efectivo no se habían construido cabal-
mente o fueron vulneradas. Pero también, que no operó la división de poderes y los inte-
reses privados de unos cuantos guiaron las resoluciones de diversos órganos del Estado.
Los actores sociales que componen este conglomerado de la derecha se mueven en
tres escenarios o terrenos: a) el grupo de los pequeños intereses, de los negocios
hechos al amparo del poder público; b) el reino de los grandes rentistas, de los benefi-
ciarios de las privatizaciones, de las ganancias con los títulos de deuda pública; y c) los
que se benefician con la mercantilización de la política, con la venta como una mercan-
cía más en los tiempos para hacer propaganda en los medios de comunicación. Estos
grupos lograron apoyos o adhesiones de otros en su largo actuar para impedir el triunfo
de AMLO y el respeto del proceso electoral. En las siguientes elecciones, con matices y
singularidades, estos grupos siguen actuando conjuntamente tratando de impedir que
los candidatos de la CBT ganen, o que aun cuando ganen no se reconozca su triunfo.
Primero fue en Chiapas, y en octubre está sucediendo en Tabasco. La acción incluye la
alianza abierta entre el PAN y el PRI.

La necesidad de construir la democracia y restaurar la República

Durante el gobierno de VF gran cantidad de personajes que ocupan puestos de dirección
en los corporativos pasan al gobierno. Además, dirigentes de organizaciones sociales,
miembros del PAN y otros personajes ocupan cargos públicos. Entre algunos, o entre sus
familiares, se despertó el apetito por contar con riquezas. Para ello organizan empresas y
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negocios al amparo del poder público. En algunos casos son contratos con el gobierno
federal, con alguna de sus agencias y con organismos públicos autónomos; en otros,
condiciones favorables en la adquisición de activos rematados por el IPAB, por destacar
dos métodos. De acuerdo a información de prensa y por la constitución de diversas
comisiones en el Poder Legislativo para indagar operaciones de instituciones guberna-
mentales, los hijos de Marta Sahagún, esposa de VF, son un ejemplo. Es el mundo de los
pequeños intereses que necesita de tiempo para poder incorporarse al de las grandes
rentas, para consolidar sus compañías.

Entre los partícipes de las grandes rentas, de los que encabezan las listas de los más
ricos del país, el tema es el reparto del patrimonio nacional, el uso de la deuda pública y
de los impuestos como fuente de ganancias. También, la negociación-aceptación de la
condición de socios de las grandes firmas estadounidenses, de algunas transnacionales
con sede en Europa y de los rentistas de Wall Street; para todos ellos se promueven
reformas que permitan que esos capitales actúen en el país sin condiciones. Si hay
excepciones fiscales, si es posible adquirir activos públicos a precios que permiten rápi-
das ganancias, entonces hay motivos para apoyar la continuidad. 

Los capitales que dominan la televisión y los dueños de algunas empresas de los medios
de comunicación están empeñados en mantener una relación de privilegio con el
Ejecutivo. Entre las firmas de televisión se trata de mantener el régimen fiscal de excep-
ción, el dominio en condiciones de dúo-polio de esa actividad y la relación con institu-
ciones electorales y partidos políticos fundada en la compra de tiempo para las campa-
ñas electorales. La propaganda en los medios de comunicación durante los procesos
electorales es considerada como un negocio privado más. Los partidos contratan directa-
mente los tiempos para la transmisión de su propaganda. Es un acto mercantil privado,
sujeto a las mismas reglas que definen el intercambio y la publicidad de telas, ropa, cal-
zado, alimentos, etcétera. Se ignora que se trata de un medio sustantivo para contar con
votos y definir al Ejecutivo y al Legislativo. 

Estos tres grupos han sumado sus energías y medios para dar continuidad al proyecto
económico y político que comenzó a ejecutarse desde el gobierno de Salinas de Gortari.
En ocasiones actúan directamente en los procesos electorales y en el impulso de medi-
das gubernamentales o de organismos que defiendan sus intereses. Pero también,
cuentan con partidos políticos, organizaciones sociales y personajes con influencia en
medios o en la opinión pública. Después de la calificación de la elección presidencial, y
una vez que había iniciado sus trabajos el nuevo Congreso de la Unión, se hizo evidente
la alianza del PRI con el PAN. El mantenimiento de esta alianza y el peso de los compro-
misos de FC pueden hacer que las propuestas para completar la reforma estructural se
presenten con celeridad. Es en este contexto que debe desarrollarse el movimiento
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popular, que si bien no se agota en las fuerzas que defienden el triunfo legítimo de
AMLO, sí tiene en ese agrupamiento a quien puede sumar y conducir las tareas sustanti-
vas del momento: la construcción de la democracia y la restauración de la República.

En la situación política que se ha configurado, lo que une a la inmensa mayoría de la
población es la construcción –quizá deba decirse la reconstrucción– parcial de la demo-
cracia y la recuperación de la República. Ambos son pasos necesarios para modificar la
sociedad. Pero a la vez deben alcanzarse otras metas, como el combate a la pobreza y la
disminución de la desigualdad, por un lado, y por otro, la defensa del patrimonio de la
nación. Sin esto, no es viable el proyecto de desarrollo, ni la propia democracia. Estas
tareas están claramente identificadas en la plataforma programática de la Convención
Nacional Democrática (CND), que fue el hecho organizativo del que se dotó el movi-
miento que encabeza AMLO. Además de la CND, se creó el Frente Amplio Progresista
para actuar en el espacio electoral y legislativo. Hay otras organizaciones populares con
demandas legítimas. Son expresiones locales o parciales de la imposición del proyecto
de la derecha, de la destrucción de la democracia, de la ejecución de políticas que man-
tienen la desigualdad social y no constituyen salida verdadera a la pobreza. Es por ello
que es posible la suma de fuerzas, el establecimiento de acuerdos. 

Al final del primer gobierno federal del PAN es necesario establecer un régimen de demo-
cracia representativa con ejercicio efectivo de la rendición de cuentas por los gobernantes.
Una democracia con un régimen político que incluye la iniciativa popular y el referéndum.
Una República en la que hay pleno respeto entre los poderes y en donde todos los órga-
nos del Estado explican sus acciones y están sometidos al escrutinio popular. 

Bibliografía

Diario Monitor 2006, 6 de septiembre. En <www.diariomonitor.com.mx>.

Notas

1 La información sobre los procesos electorales se obtuvo del Instituto Federal Electoral
(IFE). Para la elección de 2006 se consideró también la información del TEPJF.

2 Los ministros de la sala superior del TEPJF son nombrados por el Senado a propuesta de
una terna para cada caso presentada por la Suprema Corte de Justicia. En días siguientes la
Corte integrará las seis ternas para enviarlas al Senado. Los seis ministros terminan su perí-
odo.

3 La información sobre el comportamiento de la economía, las finanzas públicas y el com-
portamiento de la deuda pública procede de diversas publicaciones y boletines de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
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4 El IMSS informa sobre el total de trabajadores permanentes y eventuales asegurados que
constituyen el universo de los puestos de trabajo con prestaciones en las empresas priva-
das. Los datos sobre IED los proporciona la Secretaría de Economía, por medio de la res-
pectiva dirección sobre inversión extranjera.

5 El INEGI elabora la estadística sobre migración. Para los cálculos realizados se usan sus
datos. El INEGI también está encargado de las encuestas nacionales de ingreso-gasto de
las familias, a partir de la cual se establecen los datos sobre la concentración del ingreso.
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La izquierda mexicana 

en la encrucijada: 

de la resistencia al fraude

electoral a la Convención

Nacional Democrática

Armando Bartra*

En las elecciones del 2 de julio de 2006 la izquierda
mexicana, encabezada por Andrés Manuel López
Obrador, candidato a la presidencia de la República
por la Coalición por el Bien de Todos, formada por el
Partido de la Revolución Democrática (PRD), el
Partido del Trabajo (PT) y el Partido Convergencia,
estuvo a las puertas de llegar al poder por la vía comi-
cial, recorriendo el camino seguido en años recientes
por diversos países latinoamericanos.

Tránsito ordenado e institucional que fue abortado por una
alianza de todas las derechas: el gobierno de Vicente Fox,
que desde la presidencia de la República hizo campaña por
su candidato, Felipe Calderón; el partido en el poder, Acción
Nacional (PAN), que desplegó una calumniosa propaganda
del miedo contra López Obrador; el Partido Revolucionario
Institucional (PRI), que compite con el PAN por regresar a la
presidencia de la República pero se une con él en la tarea
de frenar a la izquierda; los grandes empresarios, que ilegal-
mente pagaron spots televisivos a favor de Calderón y con-
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tra López Obrador; los medios de comunicación –sobre todo los electrónicos– que milita-
ron abiertamente por el candidato de la derecha y contra el de la izquierda; la iglesia católi-
ca, cuya jerarquía instruyó a los fieles para que no votaran por los “enemigos de la vida”. 

El proceso culminó con una desaseada jornada comicial, un cuestionado recuento de los
votos y una parcial calificación de la elección, que le dieron el triunfo a la derecha por
medio punto porcentual. Resultado objetado con argumentos jurídicos, a la postre dese-
chados, por la Coalición por el Bien de Todos, y cuestionado políticamente por López
Obrador, quien convocó tres gigantescas manifestaciones en la capital y sostuvo por 47
días un multitudinario plantón callejero de varios kilómetros, acciones que culminaron el
16 de septiembre con un mitin donde más de un millón de delegados conformaron la
Convención Nacional Democrática (CND). Esta desconoció el triunfo de la derecha,
nombró a López Obrador presidente legítimo y anunció que se iniciaba la lucha por
refundar la República mediante una nueva Constitución. 

Guía para forasteros

México ingresó al siglo XX con una revolución popular cuyo liderazgo hecho gobierno no
sólo operó transformaciones justicieras; también refundó al Estado y desde ahí reordenó
a la sociedad. En el campo, los modernos ejidos y comunidades rurales resultan en gran
parte del reparto territorial posrevolucionario, pero a la vez que se entregaban parcelas se
creaban organizaciones sociales fieles al gobierno reformador. En la industria, los sindica-
tos y centrales surgen de la lucha proletaria, pero también cobijados por los gobiernos
progresistas. Y lo mismo sucede con las organizaciones patronales como las cámaras
que representan a los grandes sectores empresariales. 

A esto se agrega la reforma agraria y, después de la segunda guerra mundial, el impulso
a una política desarrollista que propició por más de tres décadas un crecimiento prome-
dio de la economía de alrededor del 6% anual, expansión promovida por gobiernos que
tenían bajo su control los principales recursos naturales, el sector energético, la mayor
parte de la infraestructura productiva y una franja importante de la industria y servicios. Y
dado que el crecimiento se basaba en el mercado interno, tenía que ser en alguna medi-
da redistributivo, de modo que el Estado atendía las premisas sociales del desarrollo pro-
porcionando servicios de educación, salud, alimentación y vivienda a sectores importan-
tes de la población trabajadora.

Esto dio sustento y legitimidad a un sistema de partido único que, al tiempo que promo-
vía el crecimiento y cobijaba la acumulación empresarial procurando a la vez cierta justicia
social a las mayorías trabajadoras, manejaba el país a través de un presidencialismo cen-
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tralista y vertical: una “monarquía sexenal”, a veces pater-
nalista y proveedora y otras excluyente y represiva, pero
siempre autoritaria. En un orden nacido de una insurrec-
ción popular y en el cual el partido en el poder se llamaba
Revolucionario Institucional (PRI), los espacios para la
izquierda contestataria y anti-sistémica eran muy estrechos,
mientras que de modo natural la oposición política tendía
a ser conservadora: una derecha contraria a las reformas
justicieras y a la intervención estatal en la economía, pero
enemiga también del autoritarismo; un Partido Acción
Nacional (PAN) que podía ser a la vez reaccionario en su
programa socioeconómico y políticamente democrático.

El modelo de crecimiento relativamente autocentrado y
redistributivo se agota en la década del setenta, y en la
década del ochenta se imponen las políticas neoliberales
promotoras de la apertura económica indiscriminada, y
anunciadoras de un crecimiento extravertido y globaliza-
do, cuyos “daños colaterales” serían resarcidos, se decía,
por la inminente e impetuosa expansión productiva. El
crecimiento anunciado nunca llegó, pero sí sus costos
sociales, agudizados por la oleada de privatizaciones de
los bienes públicos y por el desmantelamiento de los ser-
vicios estatales a la población.

Una transición estructural y tres señales políticas anuncian
el agotamiento del autoritarismo posrevolucionario mexi-
cano. La primera es el paso de la fase de crecimiento
dinámico basado en un modelo de desarrollo autocentra-
do y redistributivo a un período de estancamiento acom-
pañado de políticas neoliberales extravertidas y social-
mente excluyentes. La conversión se realiza en los últimos
veinticinco años. Sin embargo, ya en la década del sesen-
ta el movimiento estudiantil del ‘68 había sido un clarina-
zo de lucha libertaria en un país antidemocrático cuya
economía seguía creciendo a buen ritmo. 

Más tarde, en los setenta y principios de los ochenta, las
“insurgencias” obreras, campesinas y populares eviden-
cian la rebelión de los sectores populares contra un siste-
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ma gremialmente corporativo y cada vez menos capaz de compensar con cierto bienes-
tar la carencia de libertades. La última señal se presenta a fines de la década del ochen-
ta, cuando la evidencia de que los tecnócratas neoliberales llegados al gobierno a través
del PRI pensaban perpetuarse en el poder provoca la ruptura del sector “nacionalista
revolucionario” de este partido: “corriente democrática” que transita de institucional a
opositora, y que en alianza con la hasta entonces marginal izquierda socialista pone en
pie un amplio movimiento cívico cuyo candidato a la presidencia en los comicios de
1988, Cuauhtémoc Cárdenas –hijo del mandatario reformador de la década del treinta–
gana sorpresivamente las elecciones.

Ese triunfo es finalmente revertido por un descarado fraude electoral, pero convence a
un importante sector de la sociedad mexicana de que el sistema puede ser vencido
mediante los comicios, de modo que en los años siguientes nace y crece el PRD, insti-
tuto político de perspectiva electoral y programáticamente de centroizquierda, que agru-
pa a la corriente nacionalista revolucionaria escindida del PRI con diversas fuerzas socia-
listas, muchas de ellas provenientes del Partido Mexicano Socialista (PMS).
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El PRD lanza de nuevo la candidatura de Cárdenas en las elecciones de 1994, comicios
que pierde frente al sistema, al menos en parte por el voto conservador derivado del
miedo que ocasionan el alzamiento armado del Ejército Zapatista de Liberación Nacional
(EZLN), primero, y el asesinato durante la campaña electoral del candidato del PRI Luis
Dolando Colosio, después. En las elecciones de 2000, el PRD va de nuevo con Cárdenas
como candidato, mientras que el PAN lanza a un empresario de corta y exitosa carrera
política caracterizada por su folclórica virulencia contra el partido en el poder. La campa-
ña se transforma en un plebiscito a favor o en contra del PRI, en el que Vicente Fox capta
la mayor parte del voto por la democracia, al ser el candidato opositor con mayores posi-
bilidades de ganar. De esta manera, el fin del sistema de partido de Estado corre por
cuenta de la derecha representada por el PAN. 

El poder corrompe: conversión autoritaria de la derecha gobernante

Pronto resultó claro que el modelo económico del gobierno del PAN era el mismo que
venían aplicando los gobiernos del PRI. Pero en sus primeros años Vicente Fox fue un pre-
sidente que, si bien no supo enfrentar grandes problemas políticos, como la congelada
insurrección indígena de Chiapas, era respetuoso de los movimientos sociales, y poco dado
a las soluciones represivas. Esto cambió radicalmente en la segunda mitad de su sexenio.

La debutante democracia mexicana se arruinó a fines de 2003, cuando el presidente
Fox tomó la decisión de impedir a toda costa que el candidato natural de la izquierda
–López Obrador, por entonces exitoso jefe de Gobierno de la Ciudad de México– llega-
ra a la presidencia de la República. Se quebró el 20 de febrero del 2004 cuando, en la
clandestinidad de un hotel, se reunieron para conspirar un representante del procura-
dor general de la República, abogado de la Nación que nombra el presidente; un dele-
gado del Centro de Investigaciones para la Seguridad Nacional (CISEN) dependiente de
la Secretaría de Gobernación; el jefe de la bancada del PAN en el Senado; el abogado
de Carlos Salinas, ex presidente priísta que durante su gobierno emprendió el desman-
telamiento del estado social mexicano; y su asesorado, un empresario corrupto que
había invertido en el PRD pensando cobrarse con contratos de obra pública pero se
topó con la rectitud de López Obrador. Un extorsionador barato que había dicho a una
reportera “haré todo lo necesario para que este güey no llegue” a la presidencia, y unas
semanas después vendía sus videos emponzoñados a los personeros de un mandata-
rio que compartía sus fobias. 

Y dado que los videoescándalos donde se mostraba a militantes del PRD recibiendo dine-
ro del empresario no acabaron con López Obrador, el presidente de la República decidió
utilizar un problema de tierras menor para iniciar un amañado proceso penal contra el jefe
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de Gobierno, desaforarlo, enjuiciarlo e inhabilitarlo política-
mente, contando para ello con la Procuraduría General de
la República (PGR), los diputados del PAN, los diputados
del PRI, el presidente de la Suprema Corte, las cúpulas
empresariales, la jerarquía eclesiástica católica y los princi-
pales medios de comunicación. Fox llamó a la siniestra
conjura “la decisión más difícil de mi sexenio”, reconocien-
do públicamente que no se trataba de procurar justicia
–ámbito donde la PGR es autónoma– sino de una ilegal
empresa política del presidente de la República. Y si bien la
andanada no acabó con López Obrador, que movilizó su
primer millón de ciudadanos y a mediados de 2005
seguía teniendo preferencias electorales muy superiores a
las de sus competidores, sí pasó a frustrar la incipiente
democracia que tanta sangre y sufrimiento había costado.

Desde el momento en que Fox echó a andar el complot
contra la candidatura presidencial de López Obrador, las
elecciones de 2006 quedaron en entredicho, irremisible-
mente manchadas por la prepotencia del poder. Y lejos de
diluirse con el tiempo, la mancha se extendió, pues Fox y
sus cómplices se empecinaron en el intento. Lo hicieron
con descaro, sin el más mínimo rubor político. López
Obrador “es un peligro para México” y “no lo vamos a
dejar pasar” por un lado, y a Calderón “lo vamos a apoyar
con todo”, le dijo el presidente de la República al líder del
Partido Verde Ecologista. La conversación tuvo lugar a
fines del año pasado, se hizo pública, y Fox no la desmin-
tió. ¿A qué horas, si se la pasaba en los medios alertando
contra los horrores del “populismo” y exaltando las virtu-
des de la continuidad? 

En estas condiciones sólo había dos escenarios posibles:
o López Obrador ganaba las elecciones superando la ine-
quidad, o vencía el candidato de la derecha y de origen su
triunfo era ilegítimo. El único matiz es que una gran dife-
rencia de votos hubiera hecho menos trascendente la ile-
gitimidad, mientras que con un margen pequeño la ine-
quidad devino fraude simple y llano. Porque las trapacerí-
as manchan un triunfo holgado pero invalidan uno estre-
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cho, y según el cuestionado recuento del Instituto Electoral la diferencia entre López
Obrador y Calderón fue de apenas medio punto porcentual.

Izquierdas y derechas

Al calor de la insurgencia cívica convocada por López Obrador desde 2005 se conformó
un poderoso movimiento ciudadano, gremial y civil: una variopinta convergencia que
rebasa con mucho al PRD. Y es esta confluencia heterogénea e inorgánica la que duran-
te la campaña del 2006, en los comicios y en la presente lucha post-electoral, está
enfrentando el embate colérico de los poderes fácticos y haciendo de López Obrador el
líder indiscutible de la izquierda, y del PRD la segunda fuerza política de México. 

Pero el logro mayor del movimiento fue definir claramente los campos. A diferencia del
pasado, cuando el PRI era la izquierda institucional y el PAN representaba a la derecha
democrática mientras que la izquierda política pocas veces rebasaba la condición testi-
monial, hoy está claro que en México hay dos proyectos de nación: el de la derecha, que
sigue el paradigma mercadócrata inaugurado por el PRI y continuado por el PAN, un
modelo que profundiza la exclusión económico-social de modo que deviene antidemo-
crático y a la postre represivo; y el de la izquierda, que cuestiona al neoliberalismo, se
compromete con la justicia social y apuesta por la democracia. Se acabó la confusión:
como en toda América Latina, hoy en México los alineamientos están claros.

Izquierda o derecha. Ese es el dilema. Más allá de la distribución clasista y geográfica de
los votos por el PRD y por el PAN, la confrontación nacional no es norte contra sur ni
ricos contra pobres, sino la disputa entre el proyecto de la izquierda y el proyecto de la
derecha. Ambos son proyectos nacionales y multiclasistas, aunque sus prioridades socia-
les y regionales resulten exactamente inversas: el lema de López Obrador es “Por el bien
de todos, primero los pobres”, mientras que el eslogan de la derecha, inspirado en la teo-
ría del goteo, podría ser “Por el bien de todos, primero los ricos”.

López Obrador lo dijo muy claro en el Zócalo durante el primer mitin por la limpieza de
las elecciones: 

Nos enfrentamos a un núcleo de poder económico y político […] minoría rapaz

que ha llevado al país a la ruina y lo ha convertido en un mar de desigualdades […]

Son quienes conspiran contra la democracia porque se oponen a un cambio ver-

dadero; los que defienden la política económica antipopular y entreguista, que ha

llevado al país al estancamiento, el desempleo y la emigración […] son los que se

han quedado con empresas y bienes de la nación; son los que ambicionan las pri-
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vatizaciones del petróleo y la industria eléctrica; son los que han convertido al

gobierno en un comité al servicio de unos cuantos, que ahora quisieran imponer a

un empleado incondicional que les garantice perpetuar la corrupción, el influyentis-

mo y la impunidad. 

Este grupo ve amenazados sus intereses cuando postulamos y defendemos un

proyecto alternativo de nación capaz de crear una nueva legalidad […] una nueva

economía; una nueva forma de hacer política; una nueva convivencia social con

menos desigualdad y con más justicia. Este es nuestro proyecto, el que vamos a

defender ante cualquier circunstancia. 

Este pueblo necesita un cambio verdadero, no es nada más el asunto de la

Presidencia […] Es importante la Presidencia, pero lo fundamental es que poda-

mos transformar a nuestro país, y por eso estamos aquí y vamos a seguir estando

el tiempo que sea necesario.

Las dos vías

En la difícil –y promisoria– coyuntura que estamos viviendo, nada hay más importante para
la izquierda mexicana que combinar adecuadamente la acción extraparlamentaria y el acti-
vismo desde el Congreso de la Unión, las legislaturas estatales y los gobiernos locales. 

Contra lo que pretenden los extremistas de derecha y de izquierda, que conminan a ele-
gir –adentro o afuera, arriba o abajo–, la real opción de la izquierda parece estar en la
combinación virtuosa del movimiento de resistencia con la lucha dentro de las institucio-
nes públicas. No por eclecticismo táctico, sino porque en los últimos años el bando pro-
gresista creció notablemente tanto en el ámbito social y ciudadano como en los espacios
político-institucionales.

Durante el último sexenio, la izquierda se erigió como la más consistente alternativa
nacional, tanto por su capacidad de convocar movimientos cívicos y gremiales como por
sus propuestas programáticas, y también –hay que decirlo– por la reciedumbre y arras-
tre popular de su candidato a la presidencia, un político calado tanto en las astucias de la
resistencia social como en las artes del buen gobierno.

Desde el 2001, una promisoria alternancia que a la postre resultó más de lo mismo desa-
tó la resistencia social de los trabajadores urbanos y rurales, víctimas de un modelo exclu-
yente que golpeaba por igual a los más pobres y a los menos pobres, a los sueltos y a los
organizados, a los gobiernistas y a los independientes, a los clientelares y a los democráti-
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cos. En la segunda mitad del sexenio que agoniza, los panistas se esmeraron en crear sus
propias organizaciones corporativas, como hoy Calderón atesora el apoyo de los caudillejos
sociales. Remedos y escoria de un gremialismo de Estado cuyos buenos tiempos ya no vol-
verán, porque un gobierno de los empresarios y para los empresarios puede arrojar miga-
jas al liderazgo corrupto, pero a diferencia del “reformismo revolucionario” y el “desarrollo
estabilizador” que durante las décadas doradas del sistema alimentaron la fidelidad de los
sectores populares al gobierno, las administraciones neoliberales enterradoras del estado
social no tienen nada sustantivo que ofrecer a los trabajadores del campo y de la ciudad, ni
tampoco a los pequeños y medianos empresarios que dependen del mercado interno.
Hoy alinean en las filas de la izquierda social las curtidas organizaciones independientes y
autónomas nacidas en la segunda mitad del siglo XX, pero también una buena parte del
que fuera gremialismo de estado y que ahora, de grado o por fuerza, milita en la oposición.

En el mismo lapso, ganó en presencia y credibilidad la izquierda política que por vía elec-
toral ocupa espacios tanto en el poder ejecutivo como en el legislativo. En parte porque,
pese a pifias y tropezones de triste memoria, los diputados y senadores provenientes del
PRD y el PT se fueron definiendo como la más consecuente oposición parlamentaria a

O
SA

L6
5

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]

© CMI Chiapas



las reformas privatizadoras impulsadas por el foxismo, al tiempo que construían una
agenda legislativa propia de carácter progresista. También porque, pese a que el desem-
peño de los gobernadores y alcaldes postulados por el PRD no siempre estuvo a la altu-
ra de las expectativas que generaron, lo cierto es que los desfiguros de sus pares prove-
nientes del PRI y del PAN fueron mucho mayores. Pero sobre todo, porque la adminis-
tración de López Obrador en el escaparate político de la nación que es la Ciudad de
México no sólo fue buena, sino que marcó una diferencia entre los usos gubernamenta-
les de la izquierda y los de la derecha, de modo que en las recientes elecciones capitali-
nas los candidatos del PRD arrasaron en la jefatura de gobierno, la asamblea legislativa y
los gobiernos delegacionales.

Finalmente, después de tocar fondo hace tres años cuando se supo que con tal de avan-
zar en las elecciones legislativas intermedias había incurrido en las prácticas corruptas
que siempre combatiera, el PRD recuperó parte de su legitimidad ante la opinión públi-
ca al responder con unidad y prestancia a los llamados movilizadores de López Obrador
cuando las derechas se empecinaron en sacarlo de la jugada política. Por fin, con una
causa justa por la que luchar, cientos de miles de perredistas remisos salieron del closet,
y hoy las grandes marchas de la resistencia se visten orgullosamente de amarillo. 

Habrá quien considere en exceso favorable la anterior ponderación de los avances sociales
y políticos de la izquierda. ¿Pero cómo explicar de otra manera que en las pasadas eleccio-
nes el PRD y sus aliados pudieron duplicar el porcentaje de su votación pasando del 17 al
35%, de manera que hoy la izquierda tiene 15 millones de votantes, gobierna a alrededor
de 20 millones de mexicanos –incluyendo los capitalinos– y es la segunda minoría en la
cámara de diputados y la tercera en la de senadores? Además de que –en otro orden de
cosas– es capaz de movilizar a dos o tres millones de mexicanos en las diferentes plazas
del país y de concentrar a cerca de dos millones en la capital de la República. 

Los progresos de la izquierda la pusieron en la antesala de la Presidencia, y los poderes
fácticos se vieron obligados a emplear todos sus recursos, lícitos e ilícitos, para cerrarle el
paso, y le birlaron la elección. Pero su triunfo resultó pírrico, pues el PAN dilapidó los res-
tos de su herencia democrática y Calderón será un gobernante espurio. Lo más importan-
te, sin embargo, es que las fuerzas progresistas se repusieron del golpe y hoy tienen una
presencia inédita en la palestra política nacional. A dos meses y medio de las elecciones,
al calor de una resistencia que convocó en la capital marchas de cerca de dos millones de
personas, más de un millón de delegados provenientes de todo el país constituyeron la
Convención Nacional Democrática (CND), que el 16 de septiembre –en medio de una
fervorosa muchedumbre ciudadana– desconoció a Calderón, declaró a López Obrador
presidente legítimo, aprobó un programa básico de cinco puntos y se comprometió a
impulsar un proceso Constituyente hacia la conformación de la cuarta República. 
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La Convención es más que un movimiento social de resistencia, pues en ella confluyen
ciudadanos rasos, representantes de organizaciones sociales o civiles y militantes de par-
tidos, pero también legisladores y gobernantes de los tres niveles. Porque no se trata
sólo de resistir desde abajo y desde fuera a la imposición y de construir socialmente un
nuevo proyecto de país: se trata igualmente de enfrentar las iniciativas de la derecha en
el Congreso y desde los gobiernos estatales y municipales progresistas, al tiempo que en
el legislativo se lucha por presupuestos favorables a las mayorías y por legislaciones jus-
ticieras que acoten, aquí y ahora, las previsibles veleidades privatizantes y desnacionali-
zadoras del nuevo e ilegítimo jefe del poder ejecutivo federal. 

Los movimientos sociales, por sí solos, no bastan para cambiar al país. Así lo comproba-
ron los pueblos indios, las organizaciones campesinas y los sindicatos que en los últimos
años participaron en acciones multitudinarias y persistentes a las que el gobierno pre-
suntamente escuchó y con las que llegó a acuerdos: compromisos que, sin embargo, se
hicieron humo en cuanto cesaron las movilizaciones. Pero tampoco las fuerzas de
izquierda que ocupan espacios institucionales podrán hacer mucho si detrás o delante
de ellas no hay movimientos populares que modifiquen a su favor una correlación de
fuerzas que la alianza entre el PAN y el PRI hace desfavorable. A esto responde la trans-
formación de la Coalición por el Bien de Todos en un Frente Amplio Progresista (FAP),
formado por el PRD, el PT y Convergencia, que agrupa también a los gobernantes y legis-
ladores provenientes de estos partidos. El cometido principal del FAP es promover desde
las instituciones lo que la Convención impulsa desde la sociedad.

Caminando con las dos piernas: tres experiencias exitosas

En las últimas semanas ha habido ejemplos contundentes de que la combinación de
vías es factible. 

La resistencia no podía dejar pasar el último informe del presidente Fox a la nación
desde el Congreso sin repudiar tanto su contenido como sus formas poco republicanas,
de modo que los de “afuera”, acompañados por diputados y senadores, trataron de ins-
talar un plantón en las inmediaciones del palacio legislativo. El despliegue policíaco-mili-
tar fue del tamaño del miedo de la derecha, y una nueva movilización ciudadana el 1 de
septiembre hacia las tanquetas que custodiaban el Congreso se hubiera prestado a peli-
grosas provocaciones que a su vez habrían contaminado la protesta institucional de los
diputados y senadores de la Coalición. Pero para sorpresa de la derecha ese día los de
“afuera” permanecieron tranquilos, mientras que los de “adentro” tomaron la tribuna
Constitución en mano, forzando la retirada estratégica del presidente, que tuvo que leer
su informe por televisión. 
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Y lo hicieron no cuestionando a las instituciones sino defendiéndolas, no violentando al
Congreso sino reivindicando su dignidad ofendida por el estado de sitio de facto al que
lo había sometido el Poder Ejecutivo encabezado por Fox. 

Una semana después, el presunto presidente electo, Felipe Calderón, dijo que su triunfo
sobre la izquierda significaba la derrota del “pasado que amenazaba con atrapar a México
en el odio y el rencor... Un pasado de violencia que desprecia la ley y aborrece a las ins-
tituciones”. Los aludidos del plantón ni siquiera se dignaron responderle. En cambio, en
una reunión de los gobernadores estatales y en presencia del panista, cuatro mandata-
rios perredistas rechazaron la “inaceptable descalificación” en “nombre de los 15 millo-
nes de mexicanos que, como nosotros, votaron por la Coalición por el Bien de Todos”.
Frente a una respuesta desde la resistencia callejera Calderón se hubiera engallado, pero
ante los gobernadores tuvo que tragarse sus palabras y ofrecer una disculpa. Ese mismo
día, los cuatro mandatarios publicaron una declaración –a la que de inmediato se sumó
el jefe de Gobierno del DF– en donde saludan a la naciente CND. 

Finalmente, la legítima decisión de la resistencia encabezada por López Obrador de “dar
el grito de independencia” el 15 de septiembre en la Plaza de la Constitución amenaza-
ba con provocar un choque inminente, pues sin una salida presentable para Fox, que
según la costumbre era quién debía encabezar la conmemoración, los halcones de la
presidencia estaban impulsando el desalojo del plantón. Y una vez más el golpe maestro
de la izquierda resultó de la combinación de las acciones de los de “afuera” y los movi-
mientos de los de “adentro”. En este caso, el operador fue la cabeza del gobierno perre-
dista de la Capital, quien “dio el grito” ante una plaza repleta que coreaba “¡Obrador!
¡Obrador!”. Ceremonia cívico-política en la que vitoreó a Benito Juárez y a la “soberanía
popular”, en la que se tocó la campana que la resistencia le había regalado al gobierno
de la ciudad, y durante la cual el mandatario local estuvo acompañado por la senadora y
luchadora histórica por la presentación de los secuestrados políticos, Rosario Ibarra de
Piedra. Entre tanto, Fox daba su último “grito” en Dolores, Hidalgo.
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Oaxaca: sublevación 

y crisis de un sistema 

regional de dominio

Luis Hernández Navarro*

Oaxaca es un estado lleno de problemas sociales.
Centro turístico del sur de México, sus enclaves están
rodeados por villas miseria sostenidas por las remesas
de los trabajadores migrantes. Mayoritariamente indí-
gena y rural, es una de las dos entidades más pobres
del país. En su territorio están a la orden del día luchas
por la tierra, enfrentamientos con los caciques y los
coyotes, disputas por los ayuntamientos, reivindicacio-
nes étnicas, acciones por mejores precios para los pro-
ductos del campo y resistencia al autoritarismo estatal.

A ese atraso económico le corresponde un ejercicio de la
autoridad arcaico, vertical y autoritario. Uno de los usos y
costumbres del poder en Oaxaca establece que cada
nuevo gobernador que toma posesión del cargo comienza
su mandato reprimiendo. De esta forma demuestra a los
funcionarios que se van, a los políticos que se quedan y a la
población que lo padece que él es quien manda. Así lo hizo
a su llegada Ulises Ruiz. Su unción como jefe del Ejecutivo
oaxaqueño, el 1 de diciembre de 2004, fue bautizada con

O
SA

L 6
9

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]

* C o o r d i n a d o r  

d e  l a  p á g i n a  

d e  o p i n i ó n  

d e l  p e r i ó d i c o  

L a  J o r n a d a ,

M é x i c o .



el agua bendita del castigo a sus opositores. Su ruta fue la
misma que antes que él transitaron sus antecesores. Sin
embargo, la paciencia de los oaxaqueños fue diferente.

El saldo de la violencia en el estado durante los primeros
meses de su mandato fue escalofriante: encarcelamiento
de dirigentes sociales, desalojo brutal de protestas ciuda-
danas, persecución policial de luchadores populares,
detención de negociadores de movimientos sociales
cuando se dirigían a tratar con el gobierno, derramamien-
to de sangre en varios municipios, aplicación discrecional
de la ley a insumisos.

Ulises Ruiz necesitó mostrar fuerza. Debió conseguir
desde el poder lo que no pudo obtener en las urnas. Para
ganar los comicios tuvo que echar mano de sus mejores
dotes de mapache electoral. Aun así, triunfó por una míni-
ma diferencia de votos, en unas elecciones seriamente
cuestionadas, con una abstención del 60%.

El Partido Revolucionario Institucional (PRI) se fracturó
durante la contienda electoral, y una facción, la del
juniorcique Diódoro Carrasco, se alió al gobierno de
Vicente Fox. Tan pronto como asumió su cargo, Ulises
Ruiz tuvo que empeñarse a fondo para desinflar las pro-
testas de Gabino Cué, su rival. No encontró mejor recur-
so que amenazarlo con la cárcel. Terminó pactando un
entendimiento. El fantasma de un conflicto post-electo-
ral en la entidad desapareció con rapidez.

Operador electoral privilegiado de Roberto Madrazo, el
nuevo gobernador oaxaqueño quiere hacer de su estado
un baluarte priísta en la sucesión presidencial. Y para ello
necesita terminar con cualquier resistencia, sea opositora
o “amiga”.

Con la oposición partidaria debilitada, el nuevo goberna-
dor se propuso quitarse de encima la sombra de su ante-
cesor, José Murat. El poder, en la mejor tradición priísta, no
se comparte, y menos con un personaje nacido en la
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misma cuna. Los modos del que fue conocido como el talibán son muy incómodos y,
para su tranquilidad, cuanto antes se deshaga de su influencia en el estado, mejor.

Para imponer su autoridad en la sociedad oaxaqueña, Ulises Ruiz echó mano de la
“experiencia” de sus antecesores. Un ejército de burócratas y caciques regionales se
encargó de tomar en sus manos presupuestos y recursos institucionales para negociarlos
a cambio de lealtad política. Indujo en municipios rebeldes el desarrollo de conflictos
intercomunitarios. Propició la injerencia estatal en los ayuntamientos que se rigen por
usos y costumbres y que no simpatizan con el PRI, acelerando su desgaste. Y, lejos de
disponerse a resolver los 52 problemas agrarios graves que hay en la entidad, trató de
utilizarlos en su favor.

Pero, aunque las reglas no escritas del poder oaxaqueño eran las mismas desde hace
décadas, la sociedad no lo es. Más de treinta años de luchas de resistencia, conquistas
legales, autodefensa y obtención de gobiernos locales han formado un tejido asociativo
de pueblos indios, coordinadoras campesinas, sindicato magisterial, coaliciones popula-
res y artistas que transformaron las relaciones entre la administración pública y la socie-
dad civil en el estado. De manera que, lejos de provocar la desmovilización social con el
uso de la fuerza, la criminalización de la disidencia ocasionó una explosión de descon-
tento popular que no se vivía en la entidad desde el movimiento que en 1977 propició
la caída del gobernador Manuel Zárate Aquino. 

El estallido del conflicto

La protesta en Oaxaca comenzó como expresión de la lucha del magisterio de la entidad
por un aumento salarial por la vía de la rezonificación por vida cara. No había en ello nin-
guna novedad con respecto a luchas similares protagonizadas en años anteriores. Su
movilización arrancó en una fecha simbólica y tradicional: 15 de mayo, Día del Maestro.
Así lo habían hecho desde hace años; tratando de utilizar, como en cada sucesión presi-
dencial, la coyuntura electoral para aumentar su capacidad de presión. 

La protesta se radicalizó ante la cerrazón de las autoridades estatales. En lugar de sentar-
se a negociar, el gobernador amenazó a los maestros, primero, y mandó después a sus
policías a desalojar por la fuerza a los mentores acampados en el centro de la ciudad de
Oaxaca. La represión salvaje el 14 de junio radicalizó a los maestros que, a partir de
entonces, exigieron la destitución del gobernador de la entidad. En lugar de buscar cana-
les de solución, el gobierno federal se desentendió del conflicto y dijo que era un asun-
to local en el que no tenía injerencia. 
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Los maestros oaxaqueños desterraron al charrismo sindical de la sección 22 del
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) desde el 1 de mayo de
1980. Ese día, durante la celebración del Día del Trabajo, se detonó un movimiento
depurador que continúa vivo hasta hoy. Los profesores oaxaqueños tienen una expe-
riencia de lucha ininterrumpida de 26 años. En ese tiempo han sido asesinados varios de
sus dirigentes, se ha tratado de imponerles representantes, se los ha perseguido, se ha
bloqueado la gestión de su mesa directiva, pero todo ha sido en vano. Han sobrevivido
a cinco presidentes de la República, varios gobernadores y a los cacicazgos sindicales de
Carlos Jonguitud Barrios y Elba Esther Gordillo. Su cohesión sindical les ha permitido
enfrentar con éxito todos los intentos que desde el poder se han hecho para dividirlos.

Más allá de su militancia gremial, los trabajadores de la educación de Oaxaca tienen una
larga historia de relación con organizaciones campesinas e indígenas. En una sociedad
con un peso tan importante en el mundo rural como es Oaxaca, los maestros funcionan
a menudo como los intelectuales orgánicos de la comunidad. Su conocimiento del espa-
ñol y de los vericuetos de las instituciones los convierte, con mucha frecuencia, en ges-
tores de los problemas de los poblados. Todos los partidos políticos obtienen del magis-
terio cuadros políticos. 

Tal es la responsabilidad que sienten los profesores hacia sus comunidades que la mayo-
ría de ellos dejaron por un par de semanas la ocupación de la capital oaxaqueña para cul-
minar el ciclo escolar en sus comunidades. Terminadas las clases, regresaron a la ciudad
para seguir adelante con su plan de acción. La ciudad de Oaxaca está tomada por ellos. 

El reclamo de los maestros encontró rápidamente eco en una amplísima parte de la
sociedad oaxaqueña que se sumó a él. Agraviados tanto por el fraude electoral median-
te el cual Ulises Ruiz se convirtió en mandatario como por la violencia gubernamental en
contra de una multitud de organizaciones comunitarias y regionales, centenares de miles
de oaxaqueños tomaron las calles y más de treinta ayuntamientos. Junto al magisterio,
cerca de 350 organizaciones, comunidades indígenas, sindicatos y asociaciones civiles
constituyeron la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO).

Una parte importante de la sociedad oaxaqueña se ha solidarizado con los maestros. No es
inusual que en esos movimientos participen maestros. Más aún, muchos de ellos han sido
organizados y dirigidos por mentores. El gremio magisterial es la única fuerza social demo-
crática con presencia en todo el territorio. Es la única organización capaz de hacer sentir de
manera coordinada y simultánea su peso político en todos los municipios de la entidad. 

Los profesores oaxaqueños trabajan en condiciones precarias, con muy pocos recursos
pedagógicos. Sus alumnos llegan a las escuelas sin un bocado en el estómago y deben
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abandonar los cursos para ayudar a sus
familias en las labores del campo. No
son pocos quienes apenas conocen a
sus padres, porque estos han emigra-
do a Estados Unidos. Las aulas están
pésimamente equipadas. Y para llegar
a las comunidades donde trabajan
deben invertir horas y dinero en trasla-
darse por caminos que sólo existen en
los informes oficiales. En estas condi-
ciones, ha sido una constante en la his-
toria reciente que los maestros se iden-
tifican con las comunidades en que tra-
bajan y se vuelven no sólo luchadores
dentro de su gremio, sino también
voceros de las demandas comunitarias.

La guerra sucia

Las protestas coincidieron con los
comicios federales. Después de ama-
gar con el boicot, los inconformes acor-
daron promover el voto de castigo al
PRI y al PAN. El 2 de julio les propinaron a ambos una severa vapuleada en el estado de
Oaxaca. El tricolor fue barrido. La Coalición Por el Bien de Todos ganó 9 de los 11 dipu-
tados y las dos senadurías de mayoría en disputa. Y si el sol azteca perdió dos posiciones
fue por sus divisiones internas y la debilidad de sus candidatos. A pesar de que el gober-
nador había afirmado que daría a Roberto Madrazo un millón de votos, tuvo que confor-
marse con poco más de 350 mil, esto es, 180 mil votos menos que los que ganó López
Obrador.

El movimiento ha asumido el control político de la ciudad de Oaxaca. Si lo considera per-
tinente, bloquea la entrada a los hoteles de lujo del centro, el aeropuerto local, obstruye
el tráfico de avenidas, impide la entrada a edificios públicos y al Congreso del estado. 

Para tratar de paliar la crisis, Ulises Ruiz cambió a varios funcionarios de su gabinete, inclui-
do el secretario de Gobierno, y los sustituyó con integrantes de los grupos del PRI a los que
había desplazado del gobierno estatal. La maniobra no tuvo mayor efecto. Sus problemas
no son solamente con la clase política de la entidad, sino con la sociedad en su conjunto. 
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En la misma dirección, en una acción desesperada para
conservar el poder, propuso en una reunión de los gober-
nadores priístas reconocer a Felipe Calderón como ganador
de la contienda electoral. El gobierno federal, necesitado de
aliados para enfrentar las protestas contra el fraude electo-
ral, ha respondido sosteniendo al gobernador destituido. 

Con el paso del tiempo la situación se agravó. El 22 de
julio, un grupo de veinte desconocidos disparó con armas
de alto poder contra las instalaciones de Radio
Universidad. La radio universitaria, conducida por el movi-
miento, se ha convertido en un formidable instrumento de
información y movilización social. Ese mismo día, varios
desconocidos arrojaron bombas molotov contra la casa de
Enrique Rueda Pacheco, secretario general de la sección
22 del SNTE. Días después fueron lanzadas bombas molo-
tov contra el domicilio de Alejandro Cruz, dirigente de las
Organizaciones Indias por los Derechos Humanos. 

La violencia física dirigida a opositores no es una novedad
en Oaxaca. Es parte de la cultura política de la clase esta-
tal. Organizaciones campesinas, comunidades indígenas,
el sindicato magisterial y ciudadanos en la entidad han
sufrido persecución política y abusos policiales desde
hace décadas. En los años ochenta, Amnistía Internacional
elaboró un amplio informe documentando las violaciones
a los derechos humanos en las zonas rurales de Chiapas y
Oaxaca. Cacicazgos, desapariciones forzadas, asesinatos
de disidentes políticos y detenciones arbitrarias han sido
instrumentos habituales de gobierno en las diferentes
administraciones estatales. 

La lista de las atrocidades cometidas por el gobierno de
Ulises Ruiz en contra del movimiento magisterial y la
APPO crece día a día. Junto a la ingobernabilidad del esta-
do ha emergido una grave crisis de derechos humanos.

Asesinato de ciudadanos inconformes a manos de sica-
rios y policías vestidos de civil, disparos de armas de fuego
en contra de periódicos y estaciones de radio indepen-
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dientes, secuestro y tortura de dirigentes sociales por brigadas paramilitares, amenazas
de muerte, centros de detención clandestinos, incendio de autobuses por grupos de
porros ligados a autoridades priístas locales y detención arbitraria de líderes populares sin
órdenes de aprehensión son algunas de las agresiones cometidas en contra del movi-
miento civil que exige la renuncia del gobernador de la entidad. 

La novedad de la violencia local contra los opositores que actualmente se vive es que se
realiza en contra del más importante y vigoroso movimiento social en la entidad en déca-
das y que se hace “extraoficialmente”. Esto significa que la mayoría de los actos represi-
vos son ejecutados por policías estatales vestidos de civil, que no reconocen serlo, y por
paramilitares. En ocasiones han contado con el apoyo de presidentes municipales de
filiación priísta.

El gobierno estatal no admite, usualmente, responsabilidad alguna en estos hechos, aun-
que algunos detenidos sean después encarcelados en penales de alta seguridad. En la
entidad se vive un nuevo episodio de la guerra sucia que sacudió a nuestro país entre
los años sesenta y ochenta y que provocó la desaparición de 1.200 personas. 

Se trata de una guerra sucia porque el poder policiaco y judicial está siendo utilizado de
manera informal y sin reglamentar contra el movimiento popular. En lugar del uso de la
violencia legítima del Estado asistimos al uso de la violencia ilegal e ilegítima por parte
del (des)gobierno estatal, con la complicidad del gobierno federal, que ha permitido que
se cometan graves violaciones a los derechos humanos. En lugar de la negociación polí-
tica, las autoridades están haciendo uso creciente de tácticas y procedimientos bélicos
para tratar de frenar la desobediencia ciudadana. 

Para “justificar” la guerra sucia se ha propalado la versión de que el movimiento popular
oaxaqueño fue “infiltrado” por organizaciones político-militares de izquierda que radicali-
zaron la protesta. Pero la movilización en contra del gobernador, explícitamente encua-
drada en el marco de la desobediencia civil, ha seguido caminos claramente pacíficos. En
ningún momento los integrantes de la APPO han utilizado armas de fuego en sus accio-
nes. Su radicalismo ha surgido del autoritarismo gubernamental. En la protesta conver-
gen centenares de organizaciones sociales, comunidades indígenas, grupos ciudadanos
y organizaciones políticas con un objetivo central: la desaparición de poderes en la enti-
dad. La sección 22 del SNTE fue, en sus inicios, la columna vertebral que estructuró el
movimiento. Pero ahora, a pesar de su enorme importancia numérica y de su capacidad
de convocatoria y movilización, es una isla más en el archipiélago anti Ulises Ruiz. El ori-
gen de la violencia proviene del gobierno local. 
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La comuna oaxaqueña

La sociedad oaxaqueña está altamente organizada en agrupaciones etno-políticas, comu-
nitarias, agrarias, de productores, civiles, sindicales, de defensa ambiental y de inmigran-
tes. Ha construido sólidas redes transnacionales permanentes. Ese denso tejido asociati-
vo, forjado en más de tres décadas de lucha y con una fuerte vocación autónoma, rom-
pió masivamente en los últimos tres meses con el control del PRI y los mediadores polí-
ticos tradicionales. Los métodos tradicionales de dominio gubernamental, basados en
una combinación de cooptación, negociación, división, manipulación de demandas y
represión, se agotaron. El modelo saltó por los cielos, hecho pedazos. La nueva guerra
sucia se convirtió así en el último recurso de una clase política arrinconada para recupe-
rar la cadena de mando-obediencia. 

Acorralado por el movimiento de resistencia civil contra el fraude electoral, el gobierno
federal ha hecho del conflicto oaxaqueño una pieza de cambio con el PRI. No quita al
gobernador depuesto por los ciudadanos, pero tampoco le manda a la Policía Federal
Preventiva (PFP). 

La actual lucha oaxaqueña responde a motivaciones y dinámicas nacidas de la conflicti-
vidad de la entidad. No hay organización armada ni partido político capaz de estimular la
autoorganización ciudadana autónoma que existe en la entidad, y que es su sello distin-
tivo. Amenazar con el fantasma de las guerrillas (como ha hecho el gobierno local) es un
intento por deslegitimar una genuina protesta popular que la torpeza gubernamental ha
transformado en algo muy cercano a un levantamiento. 

Hay luchas sociales que anticipan conflictos de mayor envergadura. Son una señal de
alarma que alerta sobre graves problemas políticos sin solución en un país. Las huelgas
de Cananea y Río Blanco constituyen uno de los antecedentes reconocidos de la
Revolución Mexicana de 1910-1917. La revuelta de 1905 en Rusia mostró el camino
que, doce años después, fue recorrido por los bolcheviques durante la Revolución de
Octubre. 

La movilización magisterial-popular que desde el 22 de mayo sacude Oaxaca es una
expresión de este tipo de protestas. Ha puesto al descubierto el agotamiento de un
modelo de mando, la crisis de relación existente entre la clase política y la sociedad, y la
vía que el descontento popular puede seguir en un futuro próximo en todo el país. 

En Oaxaca la desobediencia civil está muy cerca de convertirse en un levantamiento
popular que, lejos de desgastarse, crece y se radicaliza día a día. El movimiento ha deja-
do de ser una lucha tradicional de protesta y ha comenzado a transformarse en el
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embrión de un gobierno alternativo. Las instituciones gubernamentales locales son cada
vez más cascarones vacíos carentes autoridad, mientras las asambleas populares se con-
vierten en instancias de las que emana un nuevo mandato político. 

Como marchan las cosas, el ejemplo de la naciente comuna de Oaxaca está lejos de cir-
cunscribirse a su entidad. En un descuido anticipa lo que puede suceder a lo largo y
ancho del país. 

A mediados del siglo XIX, el oaxaqueño Macedonio Alcalá, viviendo en la miseria y gra-
vemente enfermo, escribió, por 12 pesos de la época, “Dios nunca muere”, vals que se
ha convertido en una especie de himno de la entidad. Habitante durante algunos años
de la pobrísima región mixteca, el autor plasmó en la composición tanto sus vivencias
sobre la desgarradora condición de los pueblos indios como su gratitud porque la
“Providencia le había proporcionado ese dinero” cuando más lo necesitaba. 

Al igual que “Dios nunca muere”, el movimiento social oaxaqueño forjado durante los
últimos treinta años expresa las terribles condiciones de vida de indígenas y campesinos
y su incansable fe en un futuro mejor. Ese futuro es el que está hoy en juego en las barri-
cadas y asambleas populares de Oaxaca.
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Documentos

Declaración del 

Plantón Nacional 

“Por la Dignidad de los 
Pueblos de Oaxaca, 
14 de junio no se olvida”

19 de octubre de 2006

A la opinión pública nacional 
A los pueblos de México

El 22 de mayo del presente año se inicia en el Estado de Oaxaca una jornada
de lucha sin precedentes, cuyo primer objetivo era que el gobierno del
Estado atendiera las demandas del pliego petitorio magisterial entregado
desde el 1 de mayo, donde la rezonificación y las demandas sociales, como
desayunos escolares, becas, uniformes, atención médica, calzado y material
escolar para los alumnos de las poblaciones más necesitadas, eran lo esencial.
Hasta el día 13 de junio, la respuesta del gobierno del Estado fue nula. En lugar
de privilegiar el diálogo se hizo uso de la represión, primero a través de los
medios de información, que generó un gasto de más de 5 millones de pesos
en solo una semana, posteriormente se hizo uso de la espuria Asociación de
Padres de familia, encabezada por el nefasto Efraín Morales, que se encargó
de difamar al movimiento. La cámara de diputados al servicio del mal gobier-
no avaló de manera servil la represión conjuntamente con algunos presidentes
municipales que crearon una “Coordinadora a favor de la educación”.

El 14 de junio, el gobierno fascista, con toda su brutalidad policíaca, intentó
desalojar a los maestros que mantenían un plantón en el centro histórico de
la ciudad, usando gas lacrimógeno, gas pimienta y armas de fuego, que los
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profesores heroicamente repelieron, confirmando la incapacidad del ilegítimo

gobernador para solucionar las demandas de un pueblo que, durante más de

70 años, ha venido sufriendo una serie de agravios. A partir de ese momento

cambia el rumbo de la lucha, convirtiéndose en un movimiento popular-

magisterial, contando con el apoyo de la ciudadanía oaxaqueña que hizo

posible el aglutinamiento de muchas expresiones, naciendo el 23 de junio,

después de la represión policíaca, la Asamblea Popular de los Pueblos de

Oaxaca (APPO). La lucha se ha tornado desde entonces de resistencia pacífi-

ca y civil, con el apoyo de nuestro pueblo, tomando medios de comunica-

ción, levantando barricadas, bloqueando la sede de los tres poderes, y asis-

tiendo a las cinco mega marchas en apoyo al movimiento magisterial-popular

que ha aglutinado a más de 900 mil personas de manera histórica. Se sigue

sintiendo una represión constante por parte de quien cree tener el poder que

perdió el 14 de junio, mandando esquiroles, sicarios, porros y paramilitares a

su servicio para agredir a la gente que participa en el movimiento magisterial-

popular, teniendo ya diez muertos, entre ellos a un niño y dos adultos perte-

necientes al MULTI; y los compañeros José Jiménez Colmenares, asesinado

en una marcha pacífica, Lorenzo Sanpablo, que asistió al resguardo de una

radiodifusora que sirve para estar en contacto con nuestro pueblo, el compa-

ñero rotulista Alejandro García Hernández, en una barricada y el profesor

Pánfilo Hernández Vásquez se agregan a la lista de acciones represivas; así

como también nuestros cuatro presos políticos: Erangelio Mendoza Gonzáles,

Catarino Torres Pereda, Ramiro Aragón Pérez y Germán Mendoza Nube,

encarcelados injustamente por ser luchadores sociales.

Al no haber otra alternativa, y como acción política, el 21 de septiembre sale

la marcha caminata “Por la Dignidad de los Pueblos de Oaxaca, 14 de junio

no se olvida”. Las ámpulas en los pies y la fatiga en el cuerpo no hicieron más

que sembrar coraje y rebeldía para llegar con toda la fuerza del movimiento

social oaxaqueño al Distrito Federal. Denunciamos la omisión del problema

por parte del gobierno federal, que hasta ahora no ha dado una respuesta a

la demanda central: la DESTITUCIÓN INMEDIATA DE ULISES RUIZ ORTIZ. Por

lo que a partir del 10 de octubre, al llegar al DF, instalamos un plantón nacio-

nal, y el 16 se establece una huelga de hambre de 21 compañeros con el

objetivo de solicitar a la Cámara de Senadores la desaparición de poderes en

nuestro Estado y así iniciar con la normalización de la entidad y establecer un

gobierno popular que sepa mandar obedeciendo. 

La alerta roja se mantiene en el Estado de Oaxaca por la tensión que en él

priva; los habitantes de la ciudad de Oaxaca se han integrado completamen-

te al movimiento: por doquier se construyen barricadas y hay un vínculo fra-

ternal que los une para enfrentar la embestida del tirano y sus personeros,

quienes han utilizado la psicosis del terror, la desaparición y el encarcela-

O
SA

L8
0

D
O

CU
M

EN
TO

S
[D

EC
LA

RA
CI

Ó
N

D
EL

PL
AN

TÓ
N

NA
CI

O
NA

L]



miento de los luchadores sociales para amedrentar a los compañeros que se
encuentran en los diferentes campamentos, provocar el divisionismo; la inti-
midación que ejerce el tirano URO [Ulises Ruiz Ortiz] es un intento desespe-
rado para seguir manteniéndose en el poder. Las guardias blancas y los
escuadrones de la muerte ya están operando de manera impune. 

Optar por la salida violenta puede generar un estallido social que sin duda
alguna, lejos de ayudar a solucionar el conflicto, lo complicaría aún más; por
lo que se sigue haciendo el llamado a los organismos de derechos humanos
nacionales e internacionales, organizaciones sociales, ONGs y todos aquellos
que no han volteado a vernos, a que se sumen a nuestra lucha porque es una
lucha verdadera. 

En los últimos días, el gobierno federal, el PRI y el PAN han priorizado el
defender a un gobernador que ya no gobierna desde hace mucho tiempo, y
han olvidado que quien tiene la última palabra es el pueblo de Oaxaca. Es risi-
ble que URO afirme que fue electo por el pueblo. El 2 de julio, en Oaxaca, no
fue una elección federal, fue un plebiscito que demostró que el pueblo de
Oaxaca ya está harto del PRI y de Ulises Ruiz Ortiz.

¡POR LA SALIDA DE LOS GOBIERNOS REPRESORES Y FASCISTAS!

¡POR LA LIBERTAD DE LOS PRESOS POLÍTICOS!

¡UNIDOS Y ORGANIZADOS VENCEREMOS!
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Comunicado de 

la Asamblea Popular 

de los Pueblos de Oaxaca 

30 de octubre de 2006

Al finalizar las tres marchas en las que participaron más de 100 mil personas
que se llevaron a cabo este día, la APPO comunica lo siguiente:

1- La APPO decide establecerse en Plantón en Santo Domingo de Guzmán.

2- La APPO no asistirá a la mesa de diálogo que está convocando la
Secretaría de Gobernación por las siguientes razones:

- Por la poca seriedad con que Vicente Fox y Felipe Calderón han toma-
do el diálogo, al designar como interlocutor al subsecretario Arturo
Chávez, reduciendo el nivel de interlocución al nivel de hace 3 meses
cuando la SEGOB [Secretaría de Gobernación, Gobierno Federal] estaba
más preocupada por que FECAL [Felipe Calderón] ganara en los tribuna-
les y no prestaba atención al problema de Oaxaca. 

- Porque no han cesado las agresiones en contra del pueblo de Oaxaca,
se siguen cateando centenares de casas, se siguen deteniendo a ciuda-
danos comunes, se sigue golpeando a la ciudadanía, en pocas palabras,
porque de facto se ha establecido un estado de excepción y se han sus-
pendido las garantías constitucionales en nuestro Estado. 

3- Para tener un diálogo verdadero, necesitamos que la SEGOB demuestre
que, en verdad, tiene voluntad de hacerlo, por lo cual, para que se insta-
le dicha mesa, pedimos las siguientes medidas:
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- Retiro inmediato del ejército de ocupación en lo cual se ha convertido
a la PFP [Policía Federal Preventiva].

- Salida de URO [Ulises Ruiz Ortiz].

- Libertad a todos nuestros presos, incluyendo las más de 70 personas 
que secuestró el día de ayer la PFP en coordinación con las policías 
Ministerial y Preventiva del Estado de Oaxaca.

- Garantías a la Comisión Negociadora de la APPO. 

Esperamos que Vicente Fox y Felipe Calderón reflexionen y rectifiquen el
error político que acaban de cometer, que demuestren su voluntad de diálo-
go y que ordenen cesar inmediatamente la agresión que sus policías-violado-
res están llevando a cabo en contra del pueblo de Oaxaca. 

TODO EL PODER AL PUEBLO 
ASAMBLEA POPULAR DE LOS PUEBLOS DE OAXACA
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Cronología del conflicto
mayo-agosto 2006

Conflicto social, 

neoliberalismo y alternativas

en América Latina1

José Seoane y Clara Algranati

La conflictividad social entre mayo y agosto de 2006

En el segundo cuatrimestre de 2006 la conflictividad
social en América Latina y el Caribe –valorada en
función de la cantidad de hechos de protesta regis-
trados por el OSAL para 19 países de la región– se
incrementó (7,65%) en relación con aquella contabi-
lizada en el primer tercio del año. Dicho crecimiento,
que se verifica por segundo cuatrimestre consecuti-
vo, eleva la cifra de registros al valor más alto obteni-
do desde el inicio, en el año 2000, de esta tarea de
seguimiento desarrollada por el OSAL. El mismo
expresa particularmente el incremento de los con-
flictos en las áreas Norte (conformada por México,
Centroamérica y el Caribe; 20,7%) y Andina (3,5%).
Por otra parte, en el Cono Sur se verifica un número
de hechos similar al registrado para el período ante-
rior, y en este caso su disminución para Argentina y
Brasil se equilibra con un significativo aumento en
Chile, Uruguay y Paraguay.
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El crecimiento de la movilización social en el área Andina da cuenta también de diferentes
realidades entre los casos de Bolivia, Venezuela y Perú, donde la misma aumenta, y aque-
llos en que disminuye (Colombia y Ecuador). Pero ciertamente es la evolución de la
región Norte la que condensa en mayor medida la tendencia relevada a nivel continental.
Por tercer cuatrimestre consecutivo, los registros de protesta en esta área se acrecientan,
resultado de los procesos vividos en Honduras, Panamá, Guatemala, México y Nicaragua2.

En relación a los sujetos protagonistas de los conflictos, en la comparación intercuatri-
mestral se destaca el crecimiento de aquellos promovidos por los asalariados del sector
público, en particular de los sectores de la salud y la educación pública, mientras que dis-
minuyen las acciones de los trabajadores del sector privado y de los movimientos cam-
pesinos e indígenas. Vale la pena resaltar también la expansión de las protestas impulsa-
das por los estudiantes (especialmente en Chile y Centroamérica) y las referidas a la
defensa de los derechos humanos, que reflejan, en cierta medida, la intensificación de
los diagramas represivos y de militarización social en el continente. 

En este artículo, como es habitual, presentamos un racconto y análisis de los principales
hechos acontecidos a nivel regional entre mayo y agosto del presente año –considera-
ciones que se prolongan incluso en algunos señalamientos referentes a lo ocurrido en
los meses siguientes– con la intención de introducir y facilitar la lectura de las cronologías
que sobre dicho período se publican a continuación. 

Disputas socio-políticas y elecciones en la región Andina

La firma y anuncio del decreto presidencial de nacionalización de los hidrocarburos en
Bolivia3 en el marco de la conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores
(1/5) habrá de marcar, en el inicio del segundo cuatrimestre de 2006, un nuevo ciclo de
intensificación de la polarización y confrontación político-social entre los movimientos
populares y las elites conservadoras, que, inscripto en el marco de los intereses y estra-
tegias regionales e internacionales, delinea hoy el futuro del país andino. En este sentido,
las disputas alrededor de las formas y alcances de la implementación de dicha resolu-
ción y la negociación de los nuevos contratos con las empresas petroleras exigidos por el
decreto, y cuyo plazo caducaba a inicios de noviembre, habrán de atravesar, de forma
más o menos pública, todo el período.

En este marco, la decisión de avanzar con la nacionalización de los hidrocarburos y el ini-
cio de la bautizada “revolución agraria” signarán la campaña electoral previa a la elección
de los delegados a la Asamblea Constituyente, que tendrá lugar junto a la realización del
referéndum sobre las autonomías departamentales a principios de junio. Los resultados
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electorales habrán de señalar el respaldo mayoritario
obtenido por el Movimiento al Socialismo (MAS), que
cosechará el 50,7% de los votos válidos y 137 constitu-
yentes sobre los 255 en disputa; en segundo lugar se ubi-
cará la agrupación PODEMOS (del candidato a presidente
Jorge Quiroga) con un 15,3% de los votos y 60 estatu-
yentes. Por otra parte, la negativa a las autonomías depar-
tamentales –consigna que había sido promovida por el
gobierno y el MAS ya avanzada la campaña electoral–
obtendrá a nivel nacional el 57,5% de las preferencias,
imponiéndose por el contrario la aceptación de dichas
autonomías en los departamentos de la llamada “media
luna” (Santa Cruz, Tarija, Beni y Pando). Iniciadas sus tare-
as a principios de agosto, la Constituyente se abocará a
definir su reglamento de funcionamiento, concentrándose
en los debates alrededor de dos cuestiones principales: la
amplitud de las atribuciones de la misma (entre las opcio-
nes de considerarla originaria y plenipotenciaria o deriva-
da y subordinada a los poderes institucionales vigentes) y
la forma de adopción de las decisiones (entre la resolu-
ción por mayoría absoluta o por los dos tercios, tal como
reseñaba el acuerdo parlamentario del que surgiera la
convocatoria a la Constituyente). La polarización entre
estas opciones –las primeras defendidas por el MAS,
especialmente por las representaciones campesino-indí-
genas; las segundas enarboladas por la coalición conser-
vadora, especialmente sostenidas por las elites de la
región de la “media luna”– habrá de incrementarse hasta
desembocar en la disputa en el terreno de la movilización
social, particularmente alrededor del paro regional convo-
cado por las provincias de la “media luna” (8/9).
Finalmente, hacia fines de septiembre la Asamblea
Constituyente aprobará –por mayoría absoluta– el primer
artículo de su reglamento, sancionando el carácter pleni-
potenciario, originario y fundacional de la misma.

Desde mayo a agosto, y de manera paralela a este proce-
so, la conflictividad social en Bolivia habrá de incrementar-
se en relación a la registrada por el OSAL en el primer cua-
trimestre del año. Además de las acciones referidas direc-
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“Las declaraciones

públicas en relación

con una estrategia

de desestabilización

del gobierno

señalarán la

profundidad de 

las tensiones y 

los intereses 

en juego, así como

los desafíos 

que enfrenta 

el proceso de 

cambio social 

en Bolivia”



tamente a la polarización político-social en relación a la Constituyente y aquellas que des-
piertan las reformas promovidas por el gobierno (en el terreno agrario o educativo, por
ejemplo), una diversidad de otros hechos de protesta tendrá lugar. Entre ellos se cuen-
tan los impulsados por los trabajadores de Lloyd Aéreo Boliviano (LAB), que finalmente
obtienen la mitad de las acciones de la empresa, y las diferentes protestas impulsadas
por los trabajadores de la salud y la educación públicas en reclamo de incrementos sala-
riales y designaciones de personal.

En el marco de la confrontación político-social alrededor de la Constituyente y de la
negociación de los contratos petroleros, la intensificación de los conflictos sociales a ini-
cios de octubre –signados por el trágico enfrentamiento entre mineros trabajadores de la
Corporación Minera (COMIBOL) y cooperativistas por la explotación del cerro de
Huanuni– y las declaraciones públicas en relación con una estrategia de desestabiliza-
ción del gobierno señalarán la profundidad de las tensiones y los intereses en juego, así
como los desafíos que enfrenta el proceso de cambio social en Bolivia.

En otro sentido, el impacto regional de la experiencia boliviana habrá de tener en el perí-
odo considerado su capítulo específico en relación con las convergencias de los movi-
mientos indígenas y campesinos. Así, a mediados de julio habrá de conformarse la
Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas en el marco de la reunión realizada
en Cusco, Perú con la participación de delegaciones de dicho país, Ecuador, Bolivia,
Chile, Colombia y Argentina4. Por otro lado, aunque más allá del período bajo análisis, en
la primera mitad de octubre se realizará en La Paz, Bolivia, el Encuentro Continental de
Pueblos y Nacionalidades Indígenas del Abya Yala, que habrá de reunir a miles de indí-
genas de dicho país, Ecuador, Colombia, Perú, Venezuela, Panamá, Nicaragua,
Guatemala, México, Canadá, Chile y Argentina, entre otros5.

En Ecuador, el ciclo de movilizaciones de los primeros meses del año, protagonizado por
el movimiento indígena, habrá de culminar a mediados de mayo con la obtención de la
caducidad del contrato estatal con la cuestionada petrolera estadounidense OXY. Esta
decisión habrá de motivar, por parte del gobierno estadounidense, una nueva suspensión
de las negociaciones sobre el Tratado de Libre Comercio (TLC) que ambos países venían
desarrollando, convirtiéndose así en una doble conquista para los movimientos sociales
que habían hecho de estas dos cuestiones (junto al reclamo de convocatoria a una
Asamblea Constituyente) las principales banderas programáticas de sus acciones y con-
vergencias forjadas en los últimos meses. De esta manera, el bloqueo del TLC habrá de
prolongarse hasta la definición del resultado de las próximas elecciones presidenciales.

En este contexto, a lo largo del segundo cuatrimestre se constatará una disminución de
la conflictividad social respecto del primer tercio del año, cuando se registraran las signi-
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ficativas protestas contra la OXY y el TLC. En este caso, en el terreno de la acción colecti-
va se destacan, por sus similitudes, una serie de conflictos y paros territoriales en dife-
rentes regiones del país. Entre ellos sobresalen las protestas en junio en la provincia de
Orellana, desencadenadas ante la desaparición, primero, y por la libertad, después, de un
activista de derechos humanos, en ocasión de la represión sufrida por la ocupación de
instalaciones de la petrolera Perezco. Ante el paro provincial y las movilizaciones desen-
cadenadas a fines de junio –que incluyen la exigencia de la salida de la petrolera–, el
detenido es liberado tras el pago de fianza. Finalmente, a mediados de octubre habrán
de realizarse las elecciones presidenciales, parlamentarias y de concejos a nivel provincial
y municipal6. Según los escrutinios oficiales, cuestionados por su falta de transparencia, el
primer lugar corresponderá al empresario bananero Álvaro Noboa (PRIAN) con 26,83%
de los votos válidos (excluyendo nulos y blancos), siendo el segundo lugar para Rafael
Correa (Alianza PAÍS) con el 22,84%7. De esta manera la definición sobre la elección
presidencial se prolonga hasta la segunda vuelta entre ambos candidatos (26/11),
enfrentados, entre otras cuestiones, en relación con la defensa o rechazo, respectiva-
mente, del acuerdo de libre comercio con EE.UU.

El proyectado TLC Andino con el país del norte quedará así, hasta el momento, acotado
a Perú y Colombia, cuyos gobiernos anunciaran en los primeros meses del año la con-
clusión del mismo. Al igual que en el pasado, en este período en ambos países tendrán
lugar movilizaciones y acciones contra dicho acuerdo, protagonizadas particularmente
por sectores rurales. En el caso del Perú, donde los hechos de conflicto registrados
aumentan respecto del primer cuatrimestre de 2006, estas manifestaciones se concen-
tran entre mayo y junio (24/5, 8/6 y 28/6), impulsadas especialmente por productores
agrarios y campesinos, aunque no logran impedir que el acuerdo sea ratificado por el
viejo Parlamento –antes de la asunción de los nuevos congresistas elegidos en las
recientes elecciones de principios de abril– y promulgado por el presidente saliente
Alejandro Toledo. La elección presidencial en la segunda vuelta, a principios de junio,
dará el triunfo al candidato del Partido Aprista Peruano (APRA, con el 52,6% de los votos
válidos) sobre su contendiente Ollanta Humala (que obtendrá el 47,3%). Así, a fines de
julio, Alan García asumirá como nuevo presidente tras 16 años de haber abandonado el
mismo cargo. En la configuración del gabinete designará como ministro de Economía y
Finanzas a Luis Carranza Ugarte, conocido por sus posiciones neoliberales, anunciando
en qué medida habrá de continuarse con la orientación del gobierno anterior.

Tras el recambio presidencial, los conflictos sociales volverán a aparecer en la escena
socio-política. Entre ellos, los acontecidos en relación con los emprendimientos mine-
ros, que tienen una intensa y extendida historia en este país. En este caso, pobladores
y autoridades locales se movilizarán en Arequipa a lo largo de junio y julio exigiendo el
pago de regalías e impuestos a la minera Cerro Verde. Tras arribar a un acuerdo a prin-
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cipios de agosto, se abrirá paso un nuevo ciclo de protes-
tas en Cajamarca contra la ampliación del proyecto de la
minera Yanacocha. Los bloqueos de rutas y paros regio-
nales se prolongarán hasta la firma del acuerdo provisorio
a fines de dicho mes.

En el caso de Colombia, importantes movilizaciones con-
tra el TLC con EE.UU., con una participación significativa
del movimiento indígena8, precederán a las elecciones
presidenciales (28/5) y serán duramente reprimidas. Las
elecciones culminarán con la reelección de Álvaro Uribe
con el 62% de los votos válidos, quedando en segundo
lugar el candidato Carlos Gaviria (22% de los votos). A
principios de junio el gobierno anunciará la conclusión de
las negociaciones con EE.UU. en relación con el anexo al
TLC relativo a temas agrícolas que se encontraba aún
pendiente, cerrándose entonces definitivamente las trata-
tivas a la espera de su aprobación por ambos parlamen-
tos9. Tras la asunción del nuevo mandato (7/8), y en un
clima de amenazas, detenciones y atentados contra acti-
vistas sociales y políticos (que ya se había intensificado
antes de estas últimas elecciones), diferentes conflictos
habrán de tener lugar, entre ellos los protagonizados por
los trabajadores de la empresa petrolera estatal contra la
venta de las acciones y privatización de la misma, y aque-
llos impulsados por los trabajadores de la salud pública y
el Instituto de Seguridad Social, que finalmente es cerra-
do en el marco de la propuesta de su reestructuración en
tres nuevos entes.

En el mapa electoral del área Andina –junto a la segunda
vuelta por las presidenciales en Ecuador y la compulsa
municipal en Perú– restan las elecciones presidenciales
en Venezuela (3/12), de cara a las cuales diferentes fuer-
zas de oposición al gobierno del presidente Hugo Chávez
llegan finalmente a un acuerdo y proclaman como candi-
dato a Manuel Rosales, actual gobernador del estado de
Zulia. Desde los inicios de la campaña electoral, el esce-
nario de la conflictividad social tendrá como rasgos sobre-
salientes las protestas de los pobladores por viviendas y
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servicios, y de los trabajadores de la salud pública por aumento salarial e insumos, y las
movilizaciones estudiantiles en demanda del mejoramiento de los centros de estudio y
el transporte, y en defensa de la autonomía universitaria. La activa política continental e
internacional desarrollada por el gobierno bolivariano cristaliza en el ingreso de dicho
país al MERCOSUR, formalizado en julio durante la cumbre presidencial en la ciudad de
Córdoba, Argentina; en los acuerdos de cooperación con Bolivia y Cuba en el marco del
ALBA; y en la continuidad de los convenios alcanzados en materia energética con otros
países latinoamericanos, cuya dinámica se prolonga en estos meses en las diferentes
giras internacionales que durante mayo, julio y agosto llevarán al presidente venezolano
a visitar distintos países de Europa, África y Asia. En el marco de esta activa iniciativa
diplomática y de las crecientes tensiones con el gobierno de EE.UU., la próxima votación
presidencial de principios de diciembre habrá de interpelar tanto la conducta democráti-
ca de la oposición, cuanto las perspectivas del proyecto bolivariano, cerrando en
Venezuela el ciclo de elecciones presidenciales y legislativas que atravesara buena parte
de los países de la región a lo largo de 2006. 

Del libre comercio al ajuste fiscal: el conflicto social en Centroamérica

La geografía de la conflictividad social en América Central en el segundo tercio de 2006
aparece signada, por un lado, por el crecimiento de los hechos de protesta, que se incre-
mentan casi un 23% respecto de los relevados para el primer cuatrimestre del año; por
otro lado, por su configuración más fragmentada y diversa en relación con lo acontecido
en el pasado reciente. Región cruzada por una trama de acuerdos de libre comercio,
obras de interconexión en infraestructura y avances en la coordinación del control territo-
rial policial-militar bajo la expansión de la hegemonía estadounidense hacia el sur del
continente, las resistencias y luchas contra estas políticas inspiran la agenda de los movi-
mientos sociales mesoamericanos. En particular, la oposición al TLC con EE.UU. –conoci-
do como DR-CAFTA por sus siglas en inglés–, constituida en el punto de articulación de
una amplia convergencia socio-política a nivel regional, volverá a levantarse como una de
las principales banderas de las movilizaciones multisectoriales y los actos en ocasión del
Día Internacional de los Trabajadores.

Sin embargo, la continuidad del rechazo a dicho acuerdo a lo largo del segundo tercio de
2006 experimentará una menor intensidad y significación tras los avances logrados entre
marzo y abril en relación con la aprobación y entrada en vigencia del TLC para El
Salvador, Nicaragua y Honduras. A ello se sumará, en mayo, la ratificación parlamentaria
de dicho tratado en Guatemala y la posterior aprobación de las reformas legales y los
convenios internacionales exigidos por el gobierno estadounidense, que motivarán a la
Casa Blanca a proclamar su puesta en marcha para este país a partir del 1 de julio10.
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Frente a este proceso, Costa Rica es el único país centroamericano cuyo Parlamento no
ha ratificado dicho TLC, en gran medida por la férrea oposición de los movimientos
populares. Convertido en uno de los temas de la reciente elección presidencial (5/2), el
ajustado triunfo de Oscar Arias, candidato favorito y promotor del acuerdo, puso de
manifiesto tanto la amplitud como los límites del cuestionamiento al mismo. La asunción
del nuevo mandatario inauguró un período cruzado por el impulso de reformas políticas
y legales de inspiración neoliberal, y orientadas por los requerimientos del TLC. Entre los
proyectos tendientes a la apertura de los sectores de telecomunicaciones y seguros y a
la privatización de los puertos, diferentes resoluciones de la Sala Constitucional que eli-
minan beneficios de los convenios colectivos laborales habrán de motivar, entre otras
manifestaciones, tanto el paro nacional de los trabajadores del Instituto Nacional de
Salud (INS, mayo), como la masiva movilización multisectorial de principios de junio.
Sumados a la marcha federal y el paro nacional docente (8/6) contra el proyecto de ley
de municipalización de la educación, la oposición a la privatización del puerto de Limón
y los cuestionamientos a la ley de desarrollo de los pueblos indígenas abarcarán la
serie de los principales conflictos del período, todos ellos enlazados con el rechazo al
DR-CAFTA. Hacia finales de agosto la Coordinadora Nacional contra el TLC acordará y
divulgará su plan de lucha, convocando a las multitudinarias jornadas de movilización y
paro que recorrerán las principales ciudades costarricenses entre el 23 y 24 de octubre,
poniendo nuevamente en la calle a la significativa oposición que activamente ha impedi-
do hasta el momento la ratificación parlamentaria del tratado en Costa Rica.

Por otra parte, como ya venía aconteciendo en el último año, la dinámica que asumen las
negociaciones de acuerdos de libre comercio en Centroamérica va más allá del referido
DR-CAFTA. Un ejemplo de ello serán las tratativas iniciadas por Taiwán con El Salvador y
Honduras (tienen lugar la I y II ronda de negociaciones de un cronograma que aspira a
concluir durante el presente año) y la firma de similar TLC con Nicaragua. Asimismo,
acompañando la ampliación del Plan Puebla Panamá, Honduras, El Salvador y Guatemala
habrán de realizar entre junio y agosto tres de las seis rondas de negociación previstas en
el TLC con Colombia. Por otra parte, las negociaciones con la Unión Europea (mayo)
incentivan las conversaciones de un TLC entre diferentes países del istmo con Panamá,
que constituye una de las exigencias del bloque del viejo mundo para avanzar en el refe-
rido tratado. Entre julio y agosto nuevas rondas de discusión tendrán lugar entre estos paí-
ses. Por otra parte, en similar período entrará en vigencia el acuerdo suscripto entre Chile
y Panamá, y el Parlamento de este último país ratificará el TLC avenido con Singapur.

En referencia a Panamá, si bien las negociaciones de su TLC con EE.UU. se han poster-
gado hacia delante, dichos intereses parecen reflejarse en el período en cuestión en rela-
ción con el proyecto gubernamental de ampliación del canal interoceánico. Las críticas
formuladas a dicho proyecto por diferentes organizaciones sociales –entre ellas, las que
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vertebraron la resistencia a la reforma de la Caja de Seguro Social, finalmente en gran
medida implementada por el actual gobierno– y las diferentes protestas de los trabaja-
dores de la educación y la salud públicas signarán el contexto social frente al cual el
gobierno impulsará un referéndum para decidir sobre su proyecto de ampliación.
Finalmente, el resultado del mismo –celebrado el 22/10– habrá de convalidar la pro-
puesta oficial, aunque en el marco de una significativa abstención (aproximadamente
60% del padrón electoral) y de denuncias de abusos por parte de grupos vinculados al
gobierno (Gandásegui, h., 2006).

Las iniciativas de integración subordinada de América Central bajo la expansión de la
hegemonía estadounidense se expresan también en la marcha del Plan Puebla Panamá
(PPP) y su iniciativa de interconexión eléctrica regional11. En relación a ello, en el período
bajo análisis habrá de inaugurarse la estación eléctrica Tapachula Potencia en el estado
mexicano de Chiapas y los trabajos de la primera fase de interconexión eléctrica entre
México y Guatemala (junio). Por su parte, en el marco de la VIII Cumbre del Mecanismo
de Diálogo y Concertación de Tuxtla (julio) se formalizará la incorporación de Colombia
como miembro pleno del PPP y se anunciarán la inauguración de los trabajos de la línea
principal del Sistema de Interconexión Eléctrica de América Central (SIEPAC) y el apoyo a
diferentes emprendimientos hidroeléctricos.

Dichos emprendimientos hubieron de motivar en el pasado reciente numerosos conflic-
tos, así como el surgimiento de movimientos y espacios de coordinación multisectoriales
contra la construcción de represas. En efecto, la III Reunión de la Red Latinoamericana
contra las Represas y por los Ríos, sus Comunidades y el Agua tuvo lugar en Cubulco, Baja
Verapaz, Guatemala (octubre de 2005)12. En esta ocasión, diferentes acciones de denun-
cia y movilizaciones se sucederán a ambos lados de la frontera entre El Salvador y
Honduras en rechazo de la construcción de la represa binacional El Tigre, que diera origen
a la reciente creación del Frente Binacional contra la Construcción de Represas. Asimismo,
en Nicaragua, pobladores y autoridades locales de Paiwas también habrán de protagonizar
diferentes protestas contra la construcción del megaproyecto hidroeléctrico Copalar.

Por otra parte, el conflicto alrededor de la energía eléctrica habrá de convertirse en uno de
los más importantes para el presente período en este país. A partir de junio, y en un
increscendo que se prolongará hasta agosto, movilizaciones, cortes de calles y acciones
de “desobediencia civil”13 de carácter multisectorial, promovidas generalmente por asocia-
ciones de consumidores, recorrerán las principales ciudades frente a los progresivos cor-
tes de luz realizados por la compañía eléctrica española Unión FENOSA, acreedora de la
privatización del servicio realizada casi una década atrás. En el cenit de las protestas y los
apagones a mediados de agosto, el ente regulador del sector iniciará un proceso de arbi-
traje contra la compañía eléctrica, mientras que, por otro lado, las movilizaciones exigirán
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al gobierno y al Parlamento la cancelación de la concesión
del servicio (ver el artículo de Luis Serra en este número).

La disputa sobre la distribución de los costos del incre-
mento de los precios del petróleo también habrá de moti-
var nuevamente en Nicaragua –así como aconteciera en
pasados cuatrimestres y en otros países centroamerica-
nos– el conflicto entre transportistas, estudiantes y gobier-
no. Bajo el peso de las protestas, el gobierno se verá obli-
gado a avanzar –más allá de la tensa competencia de cara
a las próximas elecciones presidenciales (5/11)– en la
habilitación de los depósitos portuarios federales necesa-
rios para la implementación de los acuerdos entre la petro-
lera venezolana (PDVSA) y las alcaldías nicaragüenses
(particularmente las gobernadas por el sandinismo) para la
provisión de crudo a precios preferenciales. Los conflictos
en relación a los precios del transporte, bajo el impacto del
crecimiento de los precios del petróleo, también se darán
cita en El Salvador, donde estudiantes y pobladores se
manifestarán contra el incremento de las tarifas. En rela-
ción con estos conflictos protagonizados por estudiantes y
jóvenes, su importancia, en términos cuantitativos, será sig-
nificativa dentro de la conflictividad social desplegada en la
región centroamericana en el presente cuatrimestre.
Además de los mencionados, vale resaltar la serie de pro-
testas que se inician a principios de julio en Guatemala,
impulsadas por los estudiantes de magisterio –y que con-
vocan la adhesión de docentes y padres– frente a la dis-
posición gubernamental que extiende la carrera docente.

También en Guatemala los médicos de la salud pública
habrán de promover uno de los principales conflictos en
reclamo de aumento salarial y provisión de insumos para
los hospitales. Dicha experiencia forma parte de una serie
más amplia de protestas y acciones que recorre buena
parte de los países centroamericanos y que da cuenta de
la resistencia de los trabajadores de la salud y la educa-
ción públicas a las políticas de ajuste fiscal adoptadas bajo
el consejo del Fondo Monetario Internacional (FMI), cuyas
delegaciones visitan durante estos meses buena parte de
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los países del área en el marco de la renegociación de acuerdos y refinanciación de deu-
das. El peso cuantitativo de las acciones protagonizadas por dicho sector en la conflictivi-
dad regional puede apreciarse considerando que las mismas representan el 28% de los
hechos relevados para los ocho países centroamericanos y caribeños considerados, sien-
do que la misma categoría comprende sólo un 18% del total registrado para el conjunto
de la región latinoamericana. Entre ellas, además de las ya referidas para Guatemala, vale
llamar la atención sobre la prolongada huelga (que se extiende desde noviembre del
pasado año), las manifestaciones y las protestas impulsadas por médicos y trabajadores
de la salud pública en Nicaragua, que concluyen tras un acuerdo a mediados de mayo;
la serie de conflictos que convoca desde esa fecha hasta principios de junio a similar sec-
tor en Honduras; y la huelga y las protestas impulsadas por los sindicatos de la Caja de
Seguro Social de Panamá. En muchos de estos casos, el reclamo salarial –por su aumen-
to o cobro– habrá de mezclarse con la demanda de provisión de insumos imprescindi-
bles para el funcionamiento de los hospitales públicos, prueba del precarizado estado en
que se encuentran. Por otra parte, también los maestros habrán de protagonizar en gran
medida la conflictividad social del sector público. Esto se verifica especialmente en
Honduras con el prolongado conflicto que desde principios de mayo hasta mediados de
agosto protagonizan los docentes –con huelgas, marchas y bloqueos de calles– por la
derogación de la ley que modificara el estatuto del sector y en demanda de aumento
salarial. Por último, en relación con las protestas impulsadas por los trabajadores del sec-
tor público, debe mencionarse también la serie de movilizaciones que se producen ante
el cierre de dependencias estatales y la licencia forzosa de decenas de miles de emple-
ados en Puerto Rico, resultado de la disputa entre el gobierno (Partido Popular
Democrático, PDP) y la mayoría parlamentaria (Partido Nuevo Progresista, PNP) respec-
to de la magnitud del gasto fiscal federal y el alcance de una reforma tributaria promovi-
da por el Ejecutivo que descarga el incremento de la recaudación fiscal sobre el consu-
mo, y frente a la cual un sector importante de las organizaciones sindicales habrá de
plantear una propuesta impositiva progresiva que no será tenida en cuenta.

Democracia y neoliberalismo de guerra: los movimientos sociales en un
contexto militarizado

El creciente cuestionamiento al modelo neoliberal en nuestra América, expresado en el
intenso ciclo de resistencias sociales que atravesó a la región en la última década, desem-
bocó en el pasado reciente en una extendida crisis de legitimidad de dicho modelo que,
a través de levantamientos sociales y mayorías electorales, rediseñó el escenario de las
alternativas en la región. Si la programática y práctica de los movimientos sociales que cor-
poreizaron estas confrontaciones supusieron un amplio y rico proceso de experimenta-
ción y radicalización democrática14, por contrapartida las líneas de continuidad y profundi-
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zación de la gobernanza neoliberal, en la búsqueda de suturar la legitimidad perdida, se
caracterizaron por los intentos de construcción de una “estatalidad” autoritaria capaz de
garantizar el control territorial y poblacional (Fukuyama, 2004). A estas cuestiones se refie-
ren, desde diferentes perspectivas, las contribuciones reunidas en el dossier “Democracia
y movimientos sociales” de este número de la revista. Bautizadas como “neoliberalismo
de guerra” (González Casanova, 2002), estas políticas parecen tender a la constitución de
un diagrama que sitúa a la “guerra” como patrón ordenador de las relaciones sociales
(Ceceña, 2006), abarcando un conjunto de contrarreformas legales e institucionales
orientadas a reforzar la capacidad punitiva del estado, cercenando derechos y libertades
democráticas, y promoviendo la represión paraestatal y la criminalización del conflicto
social y los sectores populares bajo el retorno del estigma de las “clases peligrosas” que
caracterizara tanto a los regímenes oligárquicos de principios del siglo pasado como a las
dictaduras “contrainsurgentes” de la década del setenta. Los análisis y debates en relación
con estos procesos se han visto reflejados en números anteriores de esta publicación, en
particular en el dossier “Criminalización social e ‘inseguridad’” incluido en el OSAL Nº 14.
En este segundo cuatrimestre de 2006, el crecimiento experimentado por las acciones y
movilizaciones vinculadas a la defensa de los derechos humanos vuelve a resaltar la
extensión e intensidad regional que estos procesos asumen.

Por otra parte, también el incremento de la conflictividad socio-política en México a lo
largo del período bajo análisis habrá de estar en gran medida relacionado con la disputa
sobre la naturaleza y vigencia de la democracia en ese país, y signado por la intensifica-
ción de la respuesta represiva por parte del estado. Desde la serie de conflictos sociales
que se destacan a lo largo del desarrollo de la campaña electoral (entre ellos, el de los
trabajadores mineros y metalúrgicos; el de los pobladores de Atenco que son reprimidos
ferozmente a principios de mayo, y la serie de acciones posteriores en rechazo a dicha
represión; y el de los docentes del estado de Oaxaca desalojados violentamente de la
plaza de la ciudad capital, que desembocará en un levantamiento popular mucho más
amplio prolongándose hasta la actualidad), pasando por las multitudinarias manifestacio-
nes que entre principios de julio y septiembre desbordaron el escenario político-institu-
cional por el cuestionamiento a la transparencia y legalidad del escrutinio oficial que
diera ganador en la contienda presidencial a Felipe Calderón, y que culminan en la mani-
festación de la llamada Convención Nacional Democrática que nombra como presiden-
te legítimo a Andrés Manuel López Obrador, hasta la intensidad que asumió la rebelión
popular en el estado de Oaxaca bajo la ocupación de la ciudad capital en demanda de la
salida del gobernador del estado, Ulises Ruiz Ortiz, la dinámica de la movilización social
en México parece mostrar la medida en que la lucha contra las políticas neoliberales se
entronca con las disputas sobre la democratización de las formas de gobierno. El análisis
y debate sobre este proceso es abordado, desde distintas miradas, en las contribuciones
reunidas en el primer dossier del presente número del OSAL, “México: de las elecciones
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a Oaxaca”, a las que pueden sumarse también aquellas que sobre la realidad mexicana
fueran publicadas en el número anterior de la revista. Al momento de concluir estas líne-
as, los intentos del gobierno federal de responder a las demandas planteadas por la
Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) con la intervención represiva de las
fuerzas de seguridad en la ciudad capital no sólo amenazan una vez más con la reitera-
ción trágica de la violencia estatal, sino que suman además un nuevo baldón a la cues-
tionada legitimidad democrática del recambio gubernamental.

En el marco regional, la promoción del referido “neoliberalismo de guerra” va a sumar
diferentes hechos a lo largo de este segundo tercio de 2006. Por un lado, un creciente
clima represivo signado por amenazas y asesinatos de activistas sociales y políticos y por
atentados a locales de organizaciones sociales parece intensificarse en el período previo
y posterior a las elecciones presidenciales en Colombia y Guatemala, especialmente en
los meses de mayo y junio15. A ello debe sumársele, además de los hechos en México ya
referidos, la desaparición en Argentina de Jorge Julio López –detenido-desaparecido
durante la pasada dictadura militar y testigo en el juicio a un represor que concluyera
recientemente con su condena– y la serie de amenazas que se extienden sobre otros
testigos, activistas y organismos de derechos humanos.

Por otra parte, el estímulo de un modelo que persigue el involucramiento o integración
de sectores de la sociedad civil en las tareas desarrolladas por las fuerzas de seguridad
–y que es particularmente impulsado en Colombia, Perú y Paraguay– se expresa, entre
otros hechos, en la juramentación e incorporación al “Plan Integral de Seguridad
Ciudadana” de 600 juntas vecinales en Perú (julio). La promoción por parte de los orga-
nismos internacionales de la llamada accountability social parece reflejarse también en la
aparición de iniciativas públicas en reclamo de “seguridad” (Murillo, 2005) alrededor de
una programática que demanda el incremento de la acción punitiva estatal y del estado
penitenciario16 (Wacquant, 2000). Dichas acciones han venido incrementando su signifi-
cación e importancia en los últimos años en numerosos países de la región. En relación
a lo expresado, para este período vale reseñar las movilizaciones acontecidas en
Argentina, Ecuador y República Dominicana (en lo relativo a Argentina pueden consultar-
se las reflexiones volcadas en el último punto del presente artículo, dedicado a lo acon-
tecido en el Cono Sur). En una línea similar, deberíamos mencionar también las movili-
zaciones “por la paz y contra la violencia” que tienen lugar en diferentes ciudades hon-
dureñas, convocadas, entre otros, por las autoridades nacionales y municipales, y que
cuentan con el apoyo del Programa Paz y Convivencia financiado por el Banco
Interamericano de Desarrollo (BID).

En el marco de estas movilizaciones, se aprueba en República Dominicana una modifi-
cación al Código Penal que contempla el endurecimiento de las penas, y entra en vigen-
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cia un “plan de acción inmediato” que incrementa el control policial y militar nocturno. A
su vez, se registran diferentes protestas contra agresiones perpetradas por patrullas poli-
ciales. En este mismo sentido, entre los proyectos de reformas legislativas del período
también vale resaltar la aprobación de la ley contra la delincuencia organizada en
Guatemala, que transfiere potestades al gobierno para actuar en ciertos casos sin orden
judicial previa; la propuesta del gobierno costarricense de habilitar y sumar a las empre-
sas de seguridad privada a las tareas policiales; y el proyecto gubernamental que facilita
la penalización del bloqueo de carreteras en Honduras. Por otra parte, en El Salvador, en
abril, la iniciativa oficial de penalizar los llamados “delitos en masa” se refleja en el accio-
nar policial, particularmente en el mes de julio, cuando manifestantes son detenidos bajo
el amparo de dicha normativa. En este sentido, además de los casos ya referidos, la acti-
tud represiva de las fuerzas de seguridad ante manifestaciones y protestas habrá de
hacerse sentir especialmente en Centroamérica y Chile frente a las movilizaciones estu-
diantiles, y en Colombia ante las marchas contra el TLC. Por último, sobre dicha cuestión,
vale también reseñar la continuidad de un clima de amedrentamiento y persecución
sobre los movimientos sociales de carácter rural.

La promoción de este diagrama punitivo encuentra muchas veces su justificación en el
ensalzado combate al narcotráfico y el terrorismo. Desde estas premisas, el tratamiento
de la cuestión de la seguridad –que pretende instalarse como primer punto de la agen-
da pública– sirve a legitimar una política de coordinación regional de las fuerzas policia-
les y militares en el continente bajo el mando de EE.UU. En este marco podrían inscribir-
se como ejemplos los reiterados operativos realizados por fuerzas militares y policiales
guatemaltecas, próximos a la frontera norte (con México), para combatir el tráfico de dro-
gas, así como los acuerdos alcanzados en el terreno de las fuerzas armadas centroame-
ricanas. Por otra parte, las declaraciones del fiscal general de Paraguay señalando la exis-
tencia de actividades guerrilleras en este país con apoyo de las FARC –que fueran verba-
lizadas también por el embajador estadounidense– reiteran durante estos meses, en el
caso del país guaraní, las denuncias oficiales de la expansión y coordinación regional de
presuntas organizaciones guerrilleras. Como contracara de ello, la promoción del “mode-
lo colombiano” como experiencia a seguir fructifica en el ofrecimiento de asistencia y
asesoramiento en el combate al narcotráfico y la guerrilla que realiza el ministro de
Defensa de dicho país al gobierno nicaragüense, tal como lo hiciera en el pasado con
Paraguay y Guatemala.

Finalmente, diferentes operativos militares que involucran a efectivos de las fuerzas arma-
das estadounidenses tendrán lugar durante estos meses en la América Latina y Caribeña,
entre los que se destacan el ingreso –aprobado por el Parlamento– de un importante
contingente de soldados de dicho país en Perú para la realización del programa “Nuevos
Horizontes 2006” y la realización del ejercicio “Fuerza Comando 2006” en Paraguay, del
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que se abstendrán de participar los gobiernos de Venezuela, Brasil, Bolivia y Argentina.
Asimismo, habrá de anunciarse el inicio de las negociaciones tendientes a garantizar la
instalación de una base militar estadounidense en La Mosquitia, Honduras. El análisis
sobre los avances y retrocesos de estas políticas y de los intentos de reconstruir un con-
senso conservador ahora en base a la “seguridad” (Murillo, 2004) resulta imprescindible,
más aún en el contexto de la renovación electoral de gobiernos que recorre la región, para
valorar la naturaleza de muchas de las “democracias políticas” latinoamericanas actuales17.

Sudamérica: entre la integración regional y la estrategia de EE.UU.

El fracaso, en noviembre de 2005, de las negociaciones tendientes a avanzar en el proyec-
to del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) en la cumbre presidencial realizada
en la ciudad de Mar del Plata, Argentina, puso de manifiesto la geografía de los desacuer-
dos existentes entre los países americanos18 en torno de la integración regional, así como
evidenció la necesidad de fortalecer la construcción de los procesos concebidos desde el
sur del continente por fuera del esquema de integración comercial hegemónico promovi-
do por EE.UU. En este contexto, siete meses después, en julio de 2006, se realizará en la
ciudad de Córdoba, Argentina, la cumbre de los ahora cinco presidentes del MERCOSUR
–Luiz Inácio Lula da Silva (Brasil), Néstor Kirchner (Argentina), Tabaré Vázquez (Uruguay),
Nicanor Duarte Frutos (Paraguay) y Hugo Chávez (Venezuela)–, donde este último país se
incorporará efectivamente como miembro pleno del bloque y se firmará un acuerdo
comercial entre el MERCOSUR y Cuba, contando además con la presencia de los presi-
dentes Michelle Bachelet (Chile)19, Evo Morales (Bolivia) y Fidel Castro (Cuba).

Durante dicha reunión, la canciller paraguaya, Leila Rachid, junto al ministro de Economía
uruguayo, Danilo Astori20, solicitarán autorización para desarrollar a título individual acuer-
dos comerciales con otros países. En tal sentido, finalmente se resolverá avanzar en la
implementación de medidas compensatorias en relación a los desequilibrios que sufren
los socios menores (Uruguay y Paraguay), al tiempo que quedará expresada la incompa-
tibilidad entre la pertenencia al bloque y la firma de otros tratados –en particular en rela-
ción con los TLCs promovidos por EE.UU. en toda la región.

En este contexto de disputas regionales, la conflictividad social acontecida en el segundo
cuatrimestre de 2006 en el Cono Sur alcanzará niveles similares, en cuanto a la cantidad
de hechos registrados, a la consignada para el primer tercio del año. Entre ellos se des-
tacan las acciones protagonizadas por los trabajadores del sector privado de la economía.
En este sentido, en Argentina21 se suceden huelgas en demanda de aumentos salariales
en distintas ramas de la actividad (construcción, transporte automotor, servicios), así
como también en demanda de mejores condiciones laborales y homologación de los
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convenios colectivos. En el caso de Brasil, pueden mencionarse las huelgas de los traba-
jadores metalúrgicos de la multinacional Volkswagen en tres fábricas de los estados de
San Pablo y Paraná contra despidos anunciados por la empresa, así como también en la
General Motors (GM) de San José dos Campos (San Pablo, región sudeste), donde los
obreros realizan protestas contra notificadas cesantías. Por otra parte, en Chile se desta-
ca la huelga por tiempo indeterminado en reclamo de aumento salarial, entre otras cues-
tiones, que llevan adelante los trabajadores de la mina La Escondida durante 25 días (ver
artículo de Orlando Caputo y Graciela Galarce en este número).

En el caso de los trabajadores del sector público y en el marco de los nuevos compro-
misos sobre privatizaciones que el gobierno paraguayo asume con el FMI –y que debie-
ran ser cumplimentados antes de fines de 2006–, los empleados de Petróleos
Paraguayos (PETROPAR), de la Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay (ESSAP) y
de la Industria Nacional del Cemento (INC) inician, junto a otros movimientos sociales,
medidas de protesta. También en Argentina se destacan las huelgas de trabajadores
docentes, estatales y universitarios en demanda de aumento salarial; y en Brasil sobre-
salen las de funcionarios y profesores de la UERJ en Río de Janeiro, que reclaman mejo-
ras en las instalaciones y la equiparación de los sueldos que perciben, así como las huel-
gas realizadas por los agentes penitenciarios en distintas cárceles del país en demanda
de aumentos salariales, en el marco del recrudecimiento de una ola de motines y rebe-
liones. Por último, en Uruguay los trabajadores realizan protestas en contra de la política
económica del gobierno y en rechazo a la firma del anunciado TLC con EE.UU. En este
sentido, bajo estas banderas tendrá lugar en mayo el primer paro nacional desde que
Tabaré Vázquez asumiera la presidencia en marzo de 2005, convocado por la central sin-
dical Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT-
CNT) y la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU).

Por otra parte, también sectores empresariales de Uruguay y Argentina realizan enérgicas
protestas que alcanzan gran repercusión política. En el primer caso, disconformes con el
proyecto de reforma tributaria en tratamiento por el Parlamento –que incrementa los
aportes patronales– y con el aumento del precio del gasoil con que el gobierno preten-
de financiar una rebaja en el boleto de transporte urbano en todo el país, los empresa-
rios decretan a finales de octubre un paro por tiempo indeterminado con bloqueos y cor-
tes de ruta en las principales carreteras del país, en el marco de un embate político de la
oposición contra el gobierno de Tabaré Vázquez22. En respuesta, miles de trabajadores
convocados por el PIT-CNT se movilizan en defensa del gobierno y realizan un paro
nacional contra las medidas empresariales, en defensa de la democracia y contra las acti-
tudes desestabilizadoras. Por su parte, el gobierno decreta la esencialidad de la distribu-
ción de combustible, alimentos y productos perecederos, y de la actividad de los aero-
puertos comerciales y puertos, logrando sofocar la medida de fuerza.
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En el caso de Argentina, convocados por federaciones y
sociedades rurales locales, los productores ganaderos reali-
zan protestas en la provincia de Buenos Aires, La Pampa y
otras localidades del país contra la suspensión de las expor-
taciones de carne decretada por el gobierno nacional en
marzo como medida de emergencia frente a la fuerte esca-
lada inflacionaria de los precios internos. Por otra parte, en
este país se inicia el primer juicio oral contra un represor de
la pasada dictadura, tras la anulación de las leyes de obe-
diencia debida y punto final. Estos juicios son el resultado
de la infatigable lucha de los organismos de derechos
humanos y de una amplia coalición de organizaciones
sociales y políticas, que cobra actualidad en el marco de
una política gubernamental que auspicia la reconstrucción
de la memoria a propósito de las violaciones a los derechos
humanos cometidas durante el gobierno militar.

En este contexto, asociaciones de militares retirados y ofi-
ciales en actividad realizan homenajes a los policías, sol-
dados y civiles caídos en la década del setenta, con el
propósito de equiparar la violencia política propia de esos
años en América Latina con el terrorismo de estado prac-
ticado por la pasada dictadura. De esta manera se plan-
tea una disputa social por el sentido de la reconstrucción
de la historia reciente y, consecuentemente, por el juzga-
miento de los crímenes cometidos por el régimen militar,
al tiempo que se producen otras movilizaciones promovi-
das por la derecha política en reclamo de seguridad y
endurecimiento de la legislación penal, que alcanzan, en
algunos casos, masivas convocatorias. Por último, es
importante destacar que, en el marco de estas pugnas,
desaparece a finales de septiembre Jorge Julio López,
uno de los testigos en la causa contra el ex director de
Investigaciones de la policía bonaerense durante la pasa-
da dictadura militar, Miguel Etchecolatz, condenado por
cometer secuestros, torturas y asesinatos. Ante este trági-
co hecho, que resulta en el primer desaparecido por
razones políticas desde la recuperación de la democracia
en 1983, se realizan importantes movilizaciones sociales
en reclamo de su aparición con vida.
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En el caso de Brasil, el proceso político-social del segundo tercio del año está atravesado
por las elecciones presidenciales, de gobernadores y legislativas (octubre), en un perío-
do en el que los hechos de conflicto relevados por el OSAL23 disminuyen casi un 30%
respecto de los consignados para el primer cuatrimestre del año. Sin embargo, aun en
este contexto se destacan, por un lado, los motines y rebeliones de los detenidos de las
cárceles de San Pablo, Espíritu Santo y otras ciudades del país, que conllevan el triste
saldo de decenas de muertos, y, por otro lado, las ocupaciones realizadas por el
Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) en distintas regiones del país en
defensa de la agricultura campesina y la floresta amazónica, contra el monocultivo de
soja, y también en reclamo de mayor celeridad en la entrega de tierras y en las desapro-
piaciones. Asimismo, la violencia en el mundo rural sigue cobrando vidas de campesinos
que son asesinados, procesados o detenidos en hechos relacionados con su lucha por la
tierra. Ciertamente, la primera vuelta electoral (1/10) no alcanzó para otorgarle el triunfo
al presidente Lula, quien en la búsqueda de su reelección obtendrá un 48,6% de los
votos, seguido por Geraldo Alckmin (candidato de la Coalición por un País Decente;
PSDB-PFL) con el 41,6% y, en tercer lugar, por la candidata del Frente de Izquierda
(PSOL-PCB-PSTU), Heloisa Helena, con el 6,9% de los votos. En ese sentido, y en el
marco de la campaña electoral hacia la segunda vuelta, los dos primeros candidatos se
enfrentarán en torno a cuestiones tales como las privatizaciones, el rol del estado y las
políticas sociales, dando lugar a debates y diferenciaciones que habían estado ausentes
frente a la primera elección. Finalmente, el 30 de octubre el presidente Lula se impone
con el 60,8% de los votos, frente al 39,2% obtenido por su oponente.

Por otra parte, en el campo paraguayo aumentan las protestas de los campesinos en un
clima crecientemente represivo que da cuenta de la extensión del Plan Colombia al
Cono Sur, el accionar de las guardias de seguridad ciudadana y la presencia militar nor-
teamericana (ver artículo de Marielle Palau en este número). Las principales movilizacio-
nes, cortes de rutas o tomas de tierras que, impulsadas por el movimiento campesino,
tienen lugar en estos meses reclaman programas de desarrollo integral, legalización y
compra de tierras, pero también la destitución del ministro del Interior, Rogelio Benítez,
impulsor de las Comisiones de Seguridad Ciudadana acusadas de torturas, asesinatos y
amedrentamiento cotidiano de la población. En este contexto, se realiza en julio, en
Ciudad del Este, Paraguay, el II Foro Social de la Triple Frontera, donde alrededor de 3 mil
personas de diversas organizaciones sociales de Argentina, Brasil y Paraguay debaten
sobre la militarización en la región, los recursos naturales y la criminalización de las
luchas campesinas por la tierra, al tiempo que se realiza una misión internacional de
observación24 a pedido de las organizaciones sociales paraguayas, que tiene como obje-
tivo verificar las denuncias sobre violaciones a los derechos humanos y las consecuen-
cias de la presencia militar estadounidense en dicho país. Por último, a fines de octubre
las mujeres de la Coordinadora de Mujeres Rurales e Indígenas (CONAMURI) logran que
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la justicia confirme la sentencia contra los empresarios sojeros acusados de la muerte
por agrotóxicos del niño Silvino Talavera.

En Chile la protesta social prácticamente se duplica, en términos cuantitativos, respecto
de la registrada en el primer cuatrimestre de 2006, destacándose especialmente en este
marco la lucha de los estudiantes secundarios organizados en la Asamblea Coordinadora
de Estudiantes Secundarios, que a fines de mayo involucrará la movilización de 800 mil
estudiantes de 939 colegios (ver artículo de Juan Carlos Gómez Leyton en este núme-
ro). Durante este conflicto se alcanzan acuerdos referentes al pase escolar y la prueba de
selección universitaria, pero el gobierno se niega a realizar modificaciones en la vigente
Ley Orgánica de Enseñanza promulgada por Pinochet en 1990.

Por otra parte, las protestas de poblaciones contra las consecuencias ambientales de la
industria del papel se suceden en diferentes países de la región. En Valdivia, Chile, el
Comité de Defensa del Mar se resiste a la implantación de la planta Celulosa Arauco y
Constitución SA, denunciando la contaminación que supone. También en Espíritu Santo,
Brasil, el movimiento de pequeños agricultores protesta contra la tala de árboles realiza-
da por la transnacional Aracruz Celulosa. Sin embargo, la protesta que llevan adelante los
habitantes de la provincia de Entre Ríos, Argentina –especialmente los vecinos de la ciu-
dad de Gualeguaychú–, contra la implantación de las plantas de celulosa en la ciudad de
Fray Bentos, Uruguay, sobre el río del mismo nombre, se destaca no sólo por la masivi-
dad del movimiento que convoca y los apoyos que conquista a nivel nacional, sino tam-
bién por el enfrentamiento y tensiones que desencadena entre los gobiernos de dos paí-
ses miembros del MERCOSUR. En este contexto, si bien el gobierno argentino adhiere al
reclamo de los ambientalistas de Entre Ríos, estimula el encauzamiento del mismo en la
Corte Internacional de Justicia de La Haya, al tiempo que aconseja la suspensión de los
cortes de los pasos fronterizos. Hacia comienzos de mayo, los vecinos aceptan la pro-
puesta oficial y levantan los bloqueos, pero finalmente, a mediados de agosto, el fallo del
tribunal internacional resulta contrario a la petición argentina de suspensión de la cons-
trucción de las plantas. A partir de allí se resiente la relación entre las asambleas ciuda-
danas y el gobierno, profundizándose las diferencias en torno a la modalidad de las pro-
testas y las perspectivas de resolución del conflicto; también se tensan nuevamente las
relaciones entre los dos países al calor de nuevos cortes de ruta organizados por los
ambientalistas argentinos en coincidencia con la Cumbre Iberoamericana de Presidentes
que se realiza en Montevideo, Uruguay, a comienzos de noviembre.

La prolongación y probable intensificación de este conflicto plantea, cada vez con más fuer-
za y en su carácter de caso testigo, el necesario debate sobre los modelos de desarrollo
actualmente imperantes y en disputa en la región, y sobre la legalidad y legitimidad de las
formas de la protesta en momentos en que el mismo proceso de integración supone la
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constitución de una nueva jurisprudencia regional. Las definiciones socio-históricas que
sobre ambas cuestiones cristalicen tanto a nivel regional como nacional habrán de cumplir,
seguramente, un papel de singular importancia en la delimitación de la extensión y profun-
didad de las alternativas políticas y económicas al neoliberalismo en el continente.
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Notas

1 El presente artículo, que ofrece un panorama de lo acontecido en la región latinoameri-
cana y caribeña a lo largo del segundo cuatrimestre de 2006, ha sido elaborado en base a
las “cronologías del conflicto social”, resultado de una tarea regional de relevamiento y sis-
tematización coordinada por el Programa OSAL, de la que participan equipos de investiga-
ción del Laboratorio de Políticas Públicas (LPP, UERJ, Brasil) y el Programa de Investigación
sobre el Movimiento de la Sociedad Argentina (PIMSA, Argentina). Una versión sintética de
las mismas para 19 países del subcontinente puede consultarse a continuación del pre-
sente artículo. Las cronologías completas están disponibles en la sección “seguimiento del

O
SA

L1
04

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[C

O
N

FL
IC

TO
SO

CI
AL

,N
EO

LI
BE

RA
LI

SM
O

Y
AL

TE
RN

AT
IV

AS
EN

AM
ÉR

IC
A

LA
TI

NA
]



conflicto” de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>. Para la preparación de este
texto también se han considerado los datos sobre la evolución de la conflictividad social a
nivel regional que el OSAL sistematiza en base a las referidas cronologías y los informes
preparados por el equipo del Programa. A tod@s ell@s nuestros mayores agradecimientos,
y especialmente a Emilio Taddei por sus comentarios y a Marcelo Perera y Mariana Enghel
por la cuidadosa revisión del texto y sus sugerencias.

2 En contrapartida, los hechos de conflicto disminuyen en Puerto Rico, El Salvador,
República Dominicana y Costa Rica.

3 Dicho decreto puede consultarse en la revista OSAL Nº 19; la misma incluye un dossier
que reúne diferentes contribuciones que, desde distintas perspectivas, abordan el análisis
del proceso boliviano. 

4 Como coordinador general de la misma es elegido Miguel Palacín Quispe, dirigente indí-
gena quechua del Perú, fundador e integrante de la Confederación Nacional de
Comunidades Afectadas por la Minería del Perú (CONACAMI).

5 La declaración final de dicho encuentro puede consultarse en la sección “seguimiento
del conflicto-documentos” de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>.

6 Se eligen presidente y vicepresidente de la República, parlamentarios andinos (5), dipu-
tados nacionales (100), consejeros provinciales (67), consejeros municipales (674) y jun-
tas parroquiales (10).

7 Los resultados obtenidos por los seis primeros candidatos se completan con el 17,42%
para Gilmar Gutiérrez (Partido Sociedad Patriótica), 14,84% para León Roldós (Izquierda
Democrática-Red Ética y Democracia), 9,63% para Cynthia Viteri (Partido Social Cristiano)
y 2,19% a favor de Luis Macas (Pachakutik-Nuevo País). Vale señalar que en la elección
presidencial el voto nulo sumó 11,73% del total de votos emitidos, siendo en cantidad la
quinta opción. En términos de la composición del Parlamento, aún con resultados parcia-
les, pareciera que los escaños obtenidos por el PRIAN y el PSP pueden alcanzar la mitad de
la Cámara, siendo que la Alianza PAIS no llevó candidatos a legisladores bajo el programa
de convocar, en caso de ganar la presidencia, a una Asamblea Constituyente.

8 En el marco de dichas movilizaciones tendrá lugar la “Cumbre nacional de movimientos
sociales y pueblos originarios” bajo el lema “Unidos por la vida y el territorio Inkal Awá”. El
repudio a la brutal represión que habría de ahogar las manifestaciones –que costara la vida
a un activista indígena– y el reclamo por los derechos de las comunidades indígenas se
prolongarán en diferentes conflictos hasta finales de junio. 

9 El presidente Bush envía a fines de agosto el acuerdo para su ratificación parlamentaria.

10 En el caso de República Dominicana, la aún pendiente aprobación de las reformas legisla-
tivas exigidas por EE.UU. habrá de postergar nuevamente la entrada en vigor del DR-CAFTA.

11 Mediante el PPP se promueven, en el terreno de la energía, tres proyectos principales:
la interconexión eléctrica México-Guatemala; el Sistema de Interconexión Eléctrica para los
Países de América Central (SIEPAC), y una iniciativa similar entre Guatemala y Belice.

12 El encuentro fue realizado en las tierras del río Chixoy, donde más de veinte años atrás
fuera construido, a sangre y fuego, un proyecto hidroeléctrico que significó una cruenta
represión y el desplazamiento masivo de la población de la zona.
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13 Las llamadas acciones de “desobediencia civil” incluyeron iniciativas de no pago de las
facturas, conformación de brigadas barriales para reconectar o impedir el corte del servicio
a los morosos, y pintadas en los medidores para imposibilitar la lectura del consumo.

14 Se han realizado numerosos y diferentes señalamientos en relación con esta cuestión.
Entre ellos, pueden consultarse los textos de Santos (2002) y Quijano (2004). Por nuestra
parte, hemos referido a tal proceso en Seoane, Taddei y Algranati (2006).

15 En este sentido, a manera de ejemplo y denuncia, vale mencionar que el 7 de mayo es
asaltada la sede de la Coordinadora Nacional Indígena y Campesina (CONIC); el 10 de
mayo una bomba incendiaria es arrojada en el depósito donde se almacenan los archivos
de la antigua Policía Nacional (PN), que contienen documentos que detallan violaciones a
los derechos humanos durante los años de guerra interna; y el 6 de mayo es allanada la
oficina de la Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas (UNAMG) de Chimaltenango. Por
otra parte, el día 13 de mayo es asesinado el secretario de la Coordinadora Metropolitana
del partido Unidad Nacional de la Esperanza (UNE); el 23 de mayo la Unidad
Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) denuncia el secuestro en Ciudad Quetzal
del dirigente comunitario Oscar Duarte; el 24 de mayo es secuestrado el presidente de la
Asociación Integral para el Desarrollo de Ciudad Quetzal y Colonias Aledañas (ASIDECU); y
el 26 del mismo mes es asesinado el gobernador del departamento de Sololá.

16 Cabe destacar los permanentes conflictos carcelarios que recorren América Latina.

17 En referencia a ello hemos señalado, en otras oportunidades, la tendencia al pasaje de
las llamadas “democracias de baja intensidad” a las “democracias de seguridad”.

18 El gobierno uruguayo firma también por esos días, en la ciudad de Mar del Plata, el
Tratado de Promoción y Protección de Inversiones con EE.UU.

19 En Chile, el Senado aprueba en este período un acuerdo de librecomercio con China y el
gobierno suscribe otro con Perú. A su vez, el país ingresa a la Comunidad Andina de Naciones.

20 Luego de importantes divergencias al interior del gobierno uruguayo en torno a la con-
veniencia de la firma de un TLC con EE.UU., a fines de septiembre el presidente Vázquez
anuncia el fracaso de las negociaciones. Sin embargo, unos días más tarde Uruguay inicia
nuevos diálogos con EE.UU. para avanzar en la consagración de un tratado bilateral de
inversión y comercio. Este nuevo acuerdo le permitiría al gobierno uruguayo respetar el
Arancel Externo Común acordado en el MERCOSUR, y a su vez no demandaría la aproba-
ción del Senado de EE.UU. para entrar en vigencia. Por otra parte, el ministro de Economía
uruguayo anuncia que se están negociando TLCs con China e India.

21 En Argentina el conflicto social disminuye un 15% en el segundo cuatrimestre del año,
en comparación con el período enero-abril, según datos relevados por PIMSA. 

22 El 11 de septiembre son procesados los primeros militares y policías acusados de vio-
laciones a los derechos humanos durante la dictadura, en el marco de la apertura de nue-
vas causas que involucran a jerarcas civiles y mandos militares, mientras que el 19 de octu-
bre el presidente Vázquez releva al comandante en jefe del ejército por ser anfitrión de reu-
niones con la oposición.

23 Según datos relevados por el equipo del OSAL Brasil (LPP, UERJ).

24 Ver las conclusiones generales de esta misión internacional en la página web de la Campaña
por la Desmilitarización de las Américas (CADA) <http://www.desmilitarizacion.info/>.
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Región Sur

La rebelión de las y los

estudiantes secundarios 

en Chile. Protesta social 

y política en una sociedad

neoliberal triunfante1

Juan Carlos Gómez Leyton*

Para mi hijo Pablo Salvador, 
uno de los “pingüinos” rebeldes, 
con la esperanza de que ellos sí

abrirán las grandes alamedas

Introducción

A semanas del primer Mensaje Presidencial de la presi-
denta Michelle Bachelet, las calles y avenidas de las prin-
cipales ciudades chilenas fueron ocupadas por varias
centenas de jóvenes estudiantes secundarios que exigían
el cumplimiento de los acuerdos establecidos entre sus
organizaciones y el gobierno de Ricardo Lagos. En fun-
ción de ello marcharon exigiendo la atención de las auto-
ridades y el cumplimiento de dichos acuerdos. Lanzando
piedras y decenas de bombas molotov (las armas del
pueblo), se defendieron de la represión policial y de los
medios de comunicación que los estigmatizaron como
“violentistas”, “vándalos”, “desalmados” y “delincuentes”.
Muchos de ellos ocultaron sus rostros, se encapucharon,
como los zapatistas, para ser vistos y oídos.
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En el mensaje la presidenta ignoró sus demandas. No obstante, les llamó la atención por
ocultar sus rostros y lanzar piedras. Su actitud fue una provocación política. La estrategia
establecida por el gobierno concertacionista, así como la actitud de la presidenta, crearon
la estructura de oportunidades para que el movimiento estudiantil desarrollara la primera
gran protesta política y social desde los años ochenta y, al mismo tiempo, la más masiva
de todas las manifestaciones sociales acontecidas en 16 años de democracia neoliberal.

La acción colectiva inicial, destinada a demandar el cumplimiento de acuerdos establecidos
con el gobierno de Ricardo Lagos, se transformó así en una rebelión de la “sociedad civil
juvenil” en contra de los mecanismos de mercado que manejan el sistema educativo
nacional, y en un serio cuestionamiento a la forma en que el Estado y, sobre todo, los
gobiernos concertacionistas han actuado en las últimas décadas en materia educativa. La
demanda por la derogación de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE) puso
por primera vez en discusión uno de los pilares centrales de la sociedad neoliberal chilena.

Durante tres semanas, la democracia neoliberal fue remecida por la “rebelión estudian-
til”: se “tomaron” y “ocuparon” colegios, liceos y escuelas; miles de niños, niñas y jóve-
nes de entre 10 y 17 años marcharon por las calles, saltaron, gritaron, bailaron, cantaron,
jugaron, pelearon, amaron y, principalmente, exigieron y demandaron una respuesta
efectiva y eficiente de parte de las autoridades gubernamentales. Estas últimas, sorpren-
didas y sobrepasadas, tuvieron que abandonar la indiferencia y la soberbia, y atenderlos
como ciudadanos responsables de sus actos y dichos. Los medios de comunicación,
especialmente la televisión, descubrieron que los jóvenes “la llevaban” y que no eran
delincuentes ni vándalos, sino estudiantes serios, responsables, compenetrados y cons-
cientes de los problemas que afectan a la educación chilena. La sociedad civil adulta,
padres, apoderados y profesores los apoyaron y respaldaron sus iniciativas y sus deman-
das. Los partidos políticos y la clase política –parlamentarios, burócratas y dirigentes de
partidos políticos–, además de los poderes fácticos tradicionales –civiles (empresarios),
eclesiásticos e incluso militares–, rápidamente intervinieron en el conflicto.

El tema de la educación ha sido siempre un tema muy delicado e intensamente dispu-
tado en Chile. Por eso resultaba altamente peligroso que quedara en manos de los suje-
tos y actores directamente involucrados en ella, es decir, los estudiantes y profesores.
Había que intervenirlo, y así se hizo: la presidenta conformó un multitudinario y relativa-
mente pluralista Consejo para tratar la demanda instalada por los secundarios: reformar
el sistema educativo nacional.

La masiva movilización secundaria no se inscribe en las luchas sociales y políticas estu-
diantiles contra la dictadura de los años ochenta, ni es parte de las movilizaciones que
gatillan la memoria histórica de los últimos treinta años, sino que es la expresión de la
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nueva conflictividad política y social que atraviesa transversalmente a las sociedades neo-
liberales, entre la sociedad civil, el mercado y el Estado. Por esta razón, la “rebelión de los
pingüinos” debe ser considerada como un nuevo tipo de “movimiento social”, el prime-
ro que experimenta una sociedad neoliberal triunfante.

El presente artículo analiza dicho movimiento social. En la primera parte describo brevemen-
te lo que entiendo por una sociedad neoliberal triunfante, en la segunda expongo la situa-
ción del sistema educativo en una sociedad de este tipo y, en tercer lugar, realizo un análisis
político de la “rebelión de los estudiantes”, exponiendo sus aspectos más relevantes.

Chile, una sociedad neoliberal

En aquellas sociedades donde las reestructuraciones capitalistas que impusieron el
modelo de acumulación neoliberal fueron intensas, profundas y de larga duración, ellas
configuraron un nuevo tipo de sociedad: la neoliberal. Estas sociedades se caracterizan
por estar mercantilizadas, despolitizadas y divididas, y por ser conservadoras y profunda-
mente desiguales, individualistas y mediáticas. 

El principio central que configura el orden societal está dado por la “ley de la oferta y la
demanda”, o sea, por la lógica mercantil. Los ciudadanos y ciudadanas no habitan ni con-
viven en la polis, el espacio propio de la política, sino en el mercado: son ciudadanos
consumidores, clientes, “ciudadanos credicard”. Su espacio de realización individual es el
consumo, y el crédito es el mecanismo de integración a la sociedad mercantil.

La política, principal mecanismo de integración e incorporación en las sociedades moder-
nas de tipo industrial, no tiene ningún valor ni significación para las ciudadanías neolibe-
rales. Su rechazo de la actividad política es total y completo. Su opción política preferida
es la no participación. En Chile, los índices de abstención política electoral, por ejemplo,
se aproximan desde 1997 al 50% de la población con derecho a voto. El 50% restante,
por su parte, se inclina mayoritariamente por las opciones políticas “conformes” con el
sistema dominante, ya sea la neoliberal de centroderecha2 o la neoliberal de centroiz-
quierda3, que ha gobernado la sociedad neoliberal chilena desde 19904. Si bien entre
ambas opciones políticas existen diferentes sensibilidades culturales, valóricas, ideológi-
cas y políticas de no poca importancia, ambas concuerdan en la conservación y repro-
ducción en el tiempo de la primera sociedad neoliberal avanzada de América Latina.

La estrategia política de la Concertación, a lo largo de sus 16 años de gobierno, ha esta-
do orientada por el “cambio político y social mínimo” y la ampliación y profundización
del capitalismo neoliberal en todas las esferas de la sociedad. La administración con-
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certacionista ha gobernado más al mercado que a la
sociedad, acentuando con ello la pésima distribución del
ingreso, y llevando a la sociedad chilena a convertirse en
la segunda sociedad más desigual –detrás de Brasil– del
continente latinoamericano. Sin embargo, paradojalmen-
te, no se trata de una sociedad marcada por la exclusión.
En efecto, la gran mayoría de la población está incluida e
integrada fragmentadamente en el mercado. Ello explica,
por ejemplo, que las “dueñas de casa” populares perte-
necientes a los quintiles más pobres D y E, sin ingresos
estables ni propios, ni alcanzados por medio del trabajo
remunerado, obtengan “tarjetas de crédito” para comprar
en los “supermercados” o grandes multitiendas. De esa
forma, los sectores sociales con menores ingresos tienen
asegurada su participación en el mercado de bienes de
consumo, en especial en lo que respecta a alimentos,
vestuario, electrodomésticos, etc. Obviamente, los pro-
ductos ofrecidos en los distintos nichos de mercados
difieren en calidad, pero la red mercantil atrapa a todos,
nadie esté fuera de ella. No hay exclusión social, sino
integración mercantil diferenciada. 

Esta integración diferenciada por fragmentos socioeconó-
micos en la estratificación social ha reforzado las tenden-
cias al individualismo y a la búsqueda frenética de la “dife-
rencia” entre los que ocupan una misma posición mer-
cantil. La competitividad por el éxito individual ha quebra-
do toda capacidad solidaria entre los ciudadanos, refor-
zando la tendencia a la privatización de la vida cotidiana o
al encierro (gueto) entre los que son o se sienten iguales.
Una sociedad neoliberal triunfante o avanzada como la
chilena es, en definitiva, una sociedad que ha vivido una
exitosa “revolución neoliberal modernizadora” de tipo
estadounidense. Tenemos actualmente “un nuevo Chile,
un Chile moderno”. Aunque su origen está en el régimen
militar, en la actualidad la propiedad de esta revolución ha
sido socializada y ya no tiene color político ni ideológico.
En los hechos, ella ha sido perfeccionada, profundizada y
gestionada por los gobernantes concertacionistas. No obs-
tante, esta moderna sociedad neoliberal de tipo estadou-

O
SA

L1
10

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[L

A
RE

BE
LI

Ó
N

D
E

LA
S

Y
LO

S
ES

TU
D

IA
NT

ES
SE

CU
N

DA
RI

O
S

EN
CH

IL
E]

“La estrategia

política de 

la Concertación, 

a lo largo de sus 

16 años de gobierno,

ha estado orientada

por el ‘cambio

político y social

mínimo’ y 

la ampliación 

y profundización 

del capitalismo

neoliberal en todas

las esferas de

la sociedad”



nidense posee múltiples problemas sociales, económicos, políticos y culturales. Uno de
ellos es la calidad de la educación.

El sistema educativo neoliberal

Para comprender política y socialmente la movilización de los estudiantes secundarios
chilenos, debemos exponer las principales transformaciones que afectaron al sistema
educativo nacional como consecuencia de la reestructuración capitalista implementada
por el régimen militar. Durante la vigencia de la forma estatal intervencionista, la educa-
ción pública fue una de las prioridades centrales de los gobiernos nacional-desarrollista
(1938-1964), reformista (1964-1970) y revolucionario (1970-1973). El slogan levanta-
do por el gobierno del Frente Popular en 1938, “Gobernar es educar”, fue un principio
que moldeó la política educativa nacional durante medio siglo. El Estado docente exten-
dió su poder infraestructural por todos los meandros y recovecos de la sociedad chilena.
La educación pública se transformó en el principal mecanismo de movilidad social al
interior de la rígida estructura social. La educación básica, media y universitaria, con dis-
tintos ritmos, grados, dimensiones y extensiones, alcanzó en medio siglo importantes
avances en la cobertura y, sobre todo, en la calidad de la enseñanza y preparación de los
estudiantes. El sistema educativo nacional, implementado y administrado por el Estado,
tenía un alto prestigio a nivel internacional. En la concepción predominante en el Chile
anterior a 1973, la educación era un derecho, y la función del Estado era proveerla de
manera eficiente y gratuita. 

Con el golpe de estado de las Fuerzas Armadas chilenas, el capital nacional y extranjero
recuperó en septiembre de 1973 el control del Estado, e inició la reestructuración del
capitalismo con el objetivo de reinstalar su dominación y construir una nueva hegemonía
cultural, política y social. Uno de los objetivos centrales de dicho proceso fue modificar
completamente el sistema educativo nacional y, especialmente, terminar con la función
docente del Estado. En los años ochenta se inició el proceso de privatización, mercantili-
zación y municipalización de la educación pública en sus tres niveles: universitaria,
secundaria y básica.

Este proceso dio lugar a un amplio desarrollo del denominado “capitalismo académico o
educativo”. La educación se transformó en un rentable y lucrativo negocio para el capital pri-
vado. El Estado se desprendió de la enseñanza básica y secundaria, entregando su admi-
nistración a los municipios, al tiempo que impulsaba la intervención del capital a través del
sistema de educación particular subvencionada. Emerge, así, un nuevo tipo de empresario
capitalista en el país: el sostenedor educativo. El Estado dejó de preocuparse por el proce-
so educativo, asumiendo sólo la función subsidiaria, financiando el sistema a través de la
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subvención escolar. A esto hay que sumarle el hecho de que a mediados de los años
noventa los gobiernos concertacionistas establecieron la “subvención compartida”, que
establecía que los colegios y liceos particulares subvencionados podían cobrar una suma
adicional a los padres y apoderados por “educar” a sus hijos e hijas en dichos estableci-
mientos. Esta medida fue adoptada con el objetivo de mejorar la calidad de la educación.

El sistema educativo nacional quedo así enteramente sometido a la lógica mercantil y del
“capitalismo educativo”, legalmente sellado por la Ley N° 18.982 Orgánica Constitucional
de Enseñanza (LOCE), dictada en marzo de 1990, un día antes de que terminara la dicta-
dura militar. Esta ley enfatizó el concepto de “libertad de enseñanza”, estableciendo el dere-
cho a crear instituciones educativas sin más restricciones que la de no atentar contra la
moral y las buenas costumbres, así como la facultad de las personas de elegir la institución
educacional de su preferencia. La LOCE fue blindada a través de quórums constitucionales
calificados para que no fuera reformada por el gobierno concertacionista que asumía el
poder en marzo de 1990. Protegido constitucionalmente, el capitalismo educativo se ha
mantenido vigente durante los últimos 16 años de régimen democrático neoliberal.

A este último poco le interesó la “calidad de la educación”, la cual cayó a sus más bajos
índices. Sin embargo, la cobertura aumentó significativamente. Pero la educación se
transformó en un gran simulacro en que los profesores hacen como si enseñaran y los
estudiantes como si aprendieran. Los sectores más afectados por este simulacro educa-
tivo han sido los sectores medios y populares, especialmente los que se educan en cole-
gios municipales y en los particulares subvencionados.

En realidad, en la sociedad chilena todos pueden asistir a la escuela, al liceo, pero ello
no significa que todos se eduquen. Muchos de los que asisten a la escuela y al liceo
no ingresan a la enseñanza superior privada porque no pueden pagarla; tampoco pue-
den ingresar a la pública utilizando los mecanismos del crédito fiscal, porque su “pre-
paración” no ha sido la adecuada, y por ende han obtenido magros puntajes en la
Prueba de Selección Universitaria (PSU). Sin embargo, el mercado educativo no los
margina completamente, les brinda otra alternativa: los Institutos Profesionales y los
Centros de Formación Técnica, que ofrecen carreras cortas de dos años. Cientos de
miles de jóvenes obtienen cada año un “cartón” en estos institutos y se transforman
en cesantes medianamente ilustrados. Los empresarios responsabilizan de esa situa-
ción a la mala calidad de la educación recibida. Por eso, la rebelión de las y los estu-
diantes secundarios es la demanda de parte de los que asisten a la escuela mercanti-
lizada para que los eduquen y los preparen para ser ganadores. ¿Se trata de la protes-
ta de los clientes o de los estudiantes? 

O
SA

L1
12

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[L

A
RE

BE
LI

Ó
N

D
E

LA
S

Y
LO

S
ES

TU
D

IA
NT

ES
SE

CU
N

DA
RI

O
S

EN
CH

IL
E]



La “rebelión de los pingüinos” 

La rebelión de los estudiantes secundarios chilenos que remeció las estructuras políticas
de la democracia neoliberal tuvo su punto de partida en un conjunto de demandas pun-
tuales y terminó exigiendo la derogación de la LOCE. Es decir, el movimiento estudiantil,
en poco menos de un mes, saltó de una demanda mínima a una demanda máxima: la
transformación del sistema educativo neoliberal. Es posible que en este salto se encuen-
tre la explicación del éxito político obtenido por la protesta; pero también entraña el
desafío más importante del movimiento estudiantil secundario chileno. De no lograrlo, el
movimiento habrá fracasado. Tengamos presente que el gobierno concertacionista res-
pondió satisfactoriamente a la mayoría de las demandas iniciales de los estudiantes y
conformó el Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, integrado por
81 personas representativas de la mayoría de las sensibilidades culturales y políticas
nacionales, con el objetivo de dar repuesta a la demanda mayor5.

La movilización estudiantil de los jóvenes secundarios posee un conjunto de aspectos
relevantes para el análisis de los movimientos sociales y la protesta política en las socie-
dades neoliberales avanzadas como la chilena. Fundamentalmente, porque se trata de
un movimiento social y político novedoso e innovador en la forma y en el fondo, pero
también diverso e incluso contradictorio.

En primer lugar, responde a la conflictividad propia de las sociedades neoliberales entre
actores y sujetos que se encuentran simultáneamente en el mercado (sistema educati-
vo), la sociedad civil (organizaciones estudiantiles secundarias, Colegio de Profesores,
Asociaciones de Padres y Apoderados, etc.) y el Estado (gobierno, Ministerio de
Educación, Parlamento, partidos políticos, etc.). En esa dirección, se trata de una acción
colectiva de protesta dirigida tanto al Estado como al mercado desde la sociedad civil en
movimiento. De allí que dar solución a la demanda principal de los estudiantes, la dero-
gación de la LOCE, supone modificar sustantivamente tanto la acción del Estado como,
principalmente, la del mercado. La problemática de fondo es concebir a la educación
como un “derecho” o como un “servicio”.

En segundo lugar, el movimiento secundario posee una composición social y política
heterogénea. En él se aglutinan todas y todos los estudiantes del país, especialmente los
que estudian en el sistema municipalizado y en el particular subvencionado. En él parti-
cipan activamente los estudiantes de los mejores colegios y liceos, así como los de los
más pobres y deficitarios de todas las regiones. Los alumnos están organizados en la
Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios (ACES); tienen voceros rotativos
que responden directamente a la asamblea de representantes, y practican la democracia
directa y la representación por mandato. La ACES posee una fuerte vocación civil e iden-
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tidad estudiantil. Ante todo son estudiantes secundarios, aunque muchos de ellos son
militantes de partidos políticos u otro tipo de organizaciones políticas que defienden e
imponen la autonomía del movimiento ante cualquier injerencia externa. La clase políti-
ca y los partidos políticos tradicionales se han visto totalmente superados por esta nueva
forma de hacer y construir política democrática.

En tercer lugar, la protesta social y política de los estudiantes, dirigida desde la sociedad
civil tanto al mercado como al Estado, es también una interpelación a la sociedad civil
adulta, en la medida en que ésta ha abandonado la construcción del futuro y se ha dedi-
cado a vivir hedonistamente el presente neoliberal. Las y los jóvenes quieren ser sujetos
de su propia historia y constructores de la sociedad en la que quieren vivir. El neolibera-
lismo, como es sabido, ha destruido tanto el pasado –es mejor vivir sin memoria– como
el futuro –las utopías no existen. La realización del sujeto está dada por vivir intensa-
mente el tiempo presente. Por eso los jóvenes, compelidos a ser exitosos en una socie-
dad de consumo, huyen de ella y buscan en organizaciones sociales culturales colectivas,
como los Okupas u otras, un espacio libertario al margen del Estado y el mercado para
realizarse como seres humanos plenos. Un sector significativo de los estudiantes movili-
zados manifestaron y expresaron el deseo de construir una nueva sociedad: igualitaria,
libertaria, solidaria. Es claro que una demanda de este tipo no se resuelve modificando la
LOCE, haciendo más eficiente la Jornada Escolar Completa o sacando la administración
de la educación de las manos de los municipios. Estos grupos juveniles expresaron una
rebelión mayor y más profunda. Ellos demandan la transformación total y completa del
sistema social imperante, no sólo del sistema educativo. Este grupo constituye el sector
más radical pero minoritario del movimiento.

En cuarto lugar, la protesta de los estudiantes secundarios expresó en forma mayorita-
ria su molestia y descontento con un sistema educativo que no los prepara en forma
óptima para ser parte de la sociedad neoliberal avanzada. Ello explica su demanda de
una mejor calidad de la educación. El presidente del Centro de Alumnos del Liceo de
Aplicación, uno de los establecimientos más emblemáticos del movimiento que per-
maneció tomado por los estudiantes durante un mes, señaló lo siguiente en relación
al problema que dio origen a la protesta estudiantil y la violencia que se desató en las
movilizaciones: “la sociedad ve sólo la violencia de un día de protesta callejera y no ve
la violencia de no poder seguir estudiando, la incertidumbre de poder o no llegar a ser
profesional, la duda de si el título profesional va servir para algo”. Esta declaración
expresa la incertidumbre que tienen las y los jóvenes secundarios sobre la eficiencia
de la educación que están recibiendo, y la utilidad práctica de “estudiar” en un mundo
tan cambiante e incierto como el actual. En el fondo hay una demanda de protección,
de que alguien les asegure el futuro. Para algunos debe hacerlo el Estado, para otros
la sociedad civil adulta o ellos mismos en forma colectiva. No tienen certeza respecto
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de quién debe asumir la responsabilidad, pero con toda
seguridad no es el mercado.

La demanda reiterada por parte de las y los estudiantes
de que el Estado tenga un rol más activo y protagónico en
el proceso educativo es la manifestación más clara y
rotunda del fracaso del mercado como asignador de
recursos educativos. El reclamo de más Estado presenta
dos posturas al interior del movimiento. Por un lado, están
aquellos que sostienen que todo debe volver al Estado y
que el mercado tiene que desaparecer o reducirse a su
mínima expresión; son los “estatistas”. Otro sector, en
cambio, acepta la actual estructura educativa neoliberal,
pero demanda del Estado mayor regulación, control y fis-
calización de la acción educativa, así como de los recursos
que se entregan, vía subvención, a los particulares y a los
municipios; son los “estatistas regulacionistas”. Estas dos
posturas se han traslado al interior del Consejo Asesor
Presidencial. De acuerdo con los principios que se estipu-
lan en el primer informe entregado a la presidenta, la pos-
tura predominante ha sido la de los “estatistas regulacio-
nistas”. En otras palabras, la tendencia sería seguir “gober-
nando” el mercado y no la sociedad.

En quinto lugar, con la protesta de los estudiantes secun-
darios las y los jóvenes “descubrieron” la política y –como
diría el permanentemente joven Gramsci– la grandiosidad
del “Estado” y, especialmente, las potencialidades políticas
de la democracia. Pero no cualquier “Estado”, ni cualquier
“democracia”, ni cualquier “política”. El estado con respon-
sabilidad social, la democracia directa y la política construi-
da por todos. Esta primera generación de jóvenes del siglo
XXI se diferencia de las y los jóvenes de los noventa,
famosos por su “no estar ni ahí”, frase que manifestaba su
falta de compromiso e indiferencia –principalmente con
lo político– y que a su vez reflejaba el grado de internali-
zación alcanzado por el individualismo y el conformismo
en la sociedad chilena. Muchos adultos aplaudieron esta
actitud indiferente, pues así la política sería sólo una cues-
tión de ellos, y la juventud con sus actitudes iracundas y
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apasionadas no se involucraría en sus querellas y pugnas. Esta automarginación política
contribuiría a la gobernabilidad y al mantenimiento, ampliación y profundización de la
sociedad neoliberal triunfante.

La rebelión de los estudiantes secundarios abrió un gran boquete social, político y cultu-
ral al interior de la sociedad neoliberal. Entre abril y junio del año en curso, el movimien-
to convulsionó y quebró la “pax neoliberal”. Fue el primer “reventón” histórico-político del
siglo XXI, y lo más seguro es que no sea el último. Al momento del cierre de este artícu-
lo, cientos de jóvenes están reunidos en sus colegios de Chile, en Asamblea, estudiando
y analizando el Informe que la Comisión entregó a la presidenta el viernes 29 de sep-
tiembre de 2006. Una etapa del movimiento ha concluido.

Notas

1 El presente texto es una versión resumida del artículo original que puede consultarse en
la sección “Análisis y debates” de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org >.

2 Representada por la Unión Democrática Independiente y Renovación Nacional.

3 Representada por los partidos políticos que integran la Concertación: Partido Demócrata
Cristiano, Partido Socialista de Chile, Partido por la Democracia y Partido Radical Social
Demócrata.

4 En su versión demócrata cristiana –gobiernos de Patricio Aylwin y Eduardo Frei Ruiz
Tagle– y en su versión socialista –gobiernos de Ricardo Lagos y Michelle Bachelet.

5 El día 29 de septiembre el Consejo hizo entrega a la presidenta del primer Informe de
Avance.
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La huelga en Minera Escondida

y la reactivación del

movimiento social en Chile1

Orlando Caputo*
y Graciela Galarce**

En Chile, el movimiento nacional de los estudiantes
secundarios –a fines de mayo y junio de 2006– inició
una nueva etapa política en el país. Movilizó a través
de todo Chile a un millón de estudiantes exigiendo la
derogación de la Ley de la época de Pinochet que pri-
vatizó y transformó la educación en un negocio.
Provocó una crisis de gabinete a meses de iniciado el
gobierno de Michelle Bachelet y pidió la renuncia de
los ministros de Educación y del Interior. La populari-
dad de la presidenta Michelle Bachelet bajó de 62,5 a
43,5%. Tal fue su fuerza que se lo denominó y se lo
conoce actualmente como “la revolución pingüina”.
Este proceso y la huelga del Sindicato de Trabajadores
de Minera Escondida –julio-agosto– hacen parte de
un nuevo movimiento social. El Sindicato de
Trabajadores recoge la experiencia y cierta forma
organizativa del movimiento estudiantil y, desde
muchos aspectos, es un movimiento sindical diferen-
te al sindicalismo tradicional. Ellos han vivido la des-
nacionalización del cobre, la flexibilidad laboral, el
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fraccionamiento de los trabajadores a través de la contratación y subcontratación y las con-
secuencias de una legislación abiertamente a favor del capital. Procesos que tienen su ori-
gen en la represión y la legislación forjada durante la época de la dictadura, los cimientos
del neoliberalismo que han continuado vigentes en los gobiernos post-dictadura de la
Concertación. El movimiento estudiantil y el movimiento de los mineros están relacionados
así por políticas y legislaciones cuya esencia es común: la privatización de la enseñanza y la
entrega de los yacimientos mineros a las empresas privadas, particularmente extranjeras.

Minera Escondida, globalización y desnacionalización del cobre en Chile

• La empresa extranjera minera que explota el yacimiento chileno de cobre, “La
Escondida”, es la compañía más destacada en Chile de la actual etapa de globali-
zación de la economía mundial y del capitalismo neoliberal chileno.

• Minera Escondida es el símbolo de la desnacionalización del cobre que nacionali-
zó Salvador Allende, quien había designado a esta principal riqueza básica del país
como el “Sueldo de Chile”.

• Asimismo, Allende señaló que con la nacionalización de las empresas del cobre,
que eran propiedad de empresas estadounidenses, Chile iniciaba su Segunda
Independencia. La nacionalización del cobre fue sin duda la principal medida eco-
nómica, social y política del siglo XX en este país.

• El 11 de julio de 1971, con la nacionalización de las grandes empresas de pro-
piedad estadounidense, el Estado, a través de CODELCO, llegó a controlar cerca
del 100% de la producción chilena de cobre y de las reservas de cobre.

• Chile, que representa 1/5 del 1% del territorio del mundo, concentra el 40% de
las reservas mundiales de cobre. 

• Pinochet entregó en propiedad privada los yacimientos de cobre. En los gobiernos
de la Concertación, estas disposiciones anticonstitucionales, cuya modificación se
planteaba en el Programa Fundacional de la Concertación, en la realidad no sólo
no se han modificado, sino que se han perfeccionado para favorecer las inversio-
nes extranjeras en la minería chilena. La entrega en propiedad privada de los yaci-
mientos mineros es anticonstitucional, ya que la Constitución del Estado chileno
señala categóricamente que los recursos mineros chilenos son “de dominio abso-
luto, exclusivo, inalienable e imprescriptible del Estado chileno”.

• En la actualidad, resultado de la desnacionalización del cobre chileno, CODELCO
ha disminuido su participación en la producción chilena de cobre a alrededor del
30%. Las empresas privadas, y particularmente las grandes mineras mundiales,
controlan cerca del 70% de la producción chilena y también se han apropiado del
60% de las reservas de cobre del país.
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• Minera Escondida ha sido la parte más importante de este “pecado original”: la
“Ley Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras”, que es anticonstitucional y
que permitió la privatización y desnacionalización del cobre. 

Minera Escondida, la principal productora de cobre en Chile y en el mundo

• Minera Escondida es una empresa nueva que inicia su proyecto en los ochenta y
su producción en 1991. En 1996-1997 se transforma en la principal empresa
productora de cobre como yacimiento en Chile y en el mundo.

• Hasta fines de la década del ochenta, Estados Unidos era el principal productor
mundial de cobre. La producción actual de Minera Escondida es mayor que la
producción de cobre de EE.UU., que ocupa el segundo lugar después de Chile.

• Minera Escondida es propiedad de la australiana BHP Billiton (con un 57,5%), la
empresa inglesa Río Tinto (con un 30%), la japonesa Jeco Corporation de
Mitsubishi (10%) y la Corporación Financiera Internacional, filial del Banco
Mundial (con el 2,5%). BHP Billiton y Río Tinto se ubican entre las mayores
empresas mineras mundiales que operan en muchos países explotando princi-
palmente yacimientos de cobre.

Minera Escondida. Involución hacia el sector primario-primario exportador,
sobreproducción de cobre y disminución de precios

• Minera Escondida es un símbolo de la especialización de Chile en recursos natu-
rales y también de la involución desde la producción de refinados de cobre
–100% de cobre– a concentrados de este mismo metal con sólo 30% de cobre.
La mayor parte de la producción de Escondida es de concentrados de cobre.

• Las elevadas leyes de cobre, oro y plata de los yacimientos aseguraban por sí mis-
mas grandes ganancias. Además, las empresas extranjeras se apropian del valor
de los recursos o renta minera. En los noventa, esto incentivó grandes inversiones
que provocaron simultáneamente la desnacionalización del cobre y la sobrepro-
ducción mundial, con la fuerte disminución de precios, el acoso sobre CODELCO
y los diferentes yacimientos que ella administra y la gran disminución de los recur-
sos captados por el Estado chileno.

• Minera Escondida es el símbolo de estos múltiples procesos, y se benefició incre-
mentando las ganancias en el exterior de sus empresas relacionadas que se abas-
tecieron con cobre barato por muchos años.
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• Una vez corregida la sobreproducción, los precios
se han incrementado, pasando de promedios
anuales en torno a 70 centavos de dólar la libra a
un promedio anual, en 2005, de 167 centavos de
dólar. Para 2006 se estima un precio promedio del
cobre de 305 centavos de dólar la libra.

Las grandes ganancias de Minera Escondida 
y la negociación colectiva 

• Las ganancias de las empresas extranjeras en el
cobre en 2006 serán alrededor de 20 mil millones
de dólares, que equivalen a 17% del PIB chileno,
80% del Presupuesto del Estado, y más de 2 veces
los presupuestos conjuntos del Ministerio de
Educación y de Salud.

• Minera Escondida es la empresa extranjera que
obtendrá las mayores utilidades, que equivalen a
40% de las utilidades de las empresas mineras
extranjeras en Chile. Su rentabilidad es la más ele-
vada en América Latina y una de las más elevadas
a nivel mundial.

• En la negociación anterior, en 2003, el precio pro-
medio mensual del cobre oscilaba en torno a 75
centavos de dólar la libra. En la actual negociación,
el precio promedio mensual estaba en torno a 350
centavos.

El poder de Minera Escondida en Chile y
particularmente en la región de Antofagasta

• El Sindicato enfrentó la negociación colectiva con el
poder de Minera Escondida, que, como hemos
dicho, es la empresa símbolo del neoliberalismo y
de la desnacionalización del cobre.

• Minera Escondida tiene una fuerte influencia en las
organizaciones empresariales que agrupan a las
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empresas mineras: la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI) y el Consejo
Minero, que agrupa a las empresas de la Gran Minería. También tiene gran
influencia en las instituciones del Estado, en parte importante de los dirigentes
políticos, en prestigiados académicos de las principales universidades y en los
medios de comunicación.

• Esta red se implementa a través de grandes recursos que distribuye la Fundación
Minera Escondida. Uno de los principales objetivos de la Fundación es generar
una disposición muy favorable de la comunidad, principalmente de la II Región,
donde se ubica el yacimiento.

• La empresa cambió a los ejecutivos extranjeros, que mantenían relaciones más o
menos buenas con los trabajadores, por ejecutivos chilenos caracterizados por su
frialdad y crudeza. En los meses previos a la negociación, en la empresa circulaba
el comentario de que los nuevos ejecutivos chilenos estaban dispuestos a destruir
este Sindicato, como ya lo habían hecho en otras empresas mineras.

El pliego de peticiones y las primeras respuestas de la empresa

• El período de negociación dura aproximadamente dos meses, y si no se llega a un
acuerdo se inicia la huelga. En el pliego se tuvieron presentes los elevados precios
del cobre y la alta rentabilidad de la empresa. Esto incentivó elevadas peticiones
en relación a las remuneraciones y otros puntos del petitorio. Sin embargo, desde
el punto de vista de la empresa, dichas peticiones eran mínimas.

• Se pedía un reajuste de 13% de los sueldos base, mejoramiento de bonos de
producción y gestión, aumento en la cobertura de salud y educación, plan habita-
cional y otros bonos. Además se incluyó un bono por 8 millones de pesos por los
altos precios del cobre y otro bono por término de conflicto también de 8 millo-
nes (tipo de cambio: 530 pesos por dólar).

• La empresa no respondió a los puntos del petitorio del Sindicato, lo desacreditó y
lanzó una nueva propuesta. Inició una campaña comunicacional a nivel nacional y
regional que tuvo gran cobertura en los principales canales de televisión y en los
principales periódicos, autocalificando la misma como una “gran propuesta”,
como “el máximo esfuerzo”, y afirmando reiteradamente que se trataba de los tra-
bajadores mejor remunerados de Chile, que constituían un grupo privilegiado y
que sus demandas de reajustes y bonos eran desproporcionadas y sus peticiones
dañaban seriamente a la empresa y al país.

• Las organizaciones empresariales afirmaban que las reivindicaciones de los traba-
jadores de Minera Escondida constituían un mal ejemplo para las reivindicaciones
en otras empresas. En el gobierno y a nivel político, además, mostraban preocu-
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pación por las peticiones de los trabajadores de las divisiones de CODELCO y de
otros gremios que en los próximos meses iniciarían negociaciones.

• En un principio, el plan comunicacional de la empresa y la descalificación de las
peticiones tuvieron una gran acogida en la sociedad, e incluso en la iglesia católi-
ca. Las remuneraciones de los trabajadores se comparaban con el sueldo mínimo,
que es de 135 mil pesos mensuales, y se afirmaba que con su reclamo no tenían
presentes tampoco los niveles de desempleo y pobreza. 

• Las opiniones negativas en la sociedad empezaron a cambiar un par de semanas
después, cuando se dio a conocer que las ganancias de las empresas mineras pri-
vadas en 2006 eran cien veces superiores a las remuneraciones globales anuales
de todos los trabajadores sindicalizables de Minera Escondida, de los cuales,
como hemos dicho, un 97% pertenecía al Sindicato. 

Actividades del Sindicato previas a la negociación colectiva

• En estas difíciles condiciones el Sindicato de Minera Escondida desarrolló la
negociación con la empresa y la huelga, que duró 25 días, durante agosto de
2006. En Chile esta huelga ha sido considerada como la más importante en las
últimas tres décadas.

• La legislación laboral limita la formación de sindicatos y el derecho a huelga.
Permite el despido, el reemplazo y las negociaciones individuales.

• En Escondida, además de estos trabajadores directos, trabaja un grupo de super-
visores de 550 profesionales y 3 mil empleados de empresas contratistas y sub-
contratistas, que también desarrollan labores de operación. Sus remuneraciones
equivalen a 1/3 de las de los trabajadores del Sindicato. La empresa puede
ampliar el número de trabajadores contratistas, así como reemplazar a los trabaja-
dores en huelga. Esta difícil situación se enfrentó con un trabajo desarrollado por
el Sindicato a lo largo de varios años.

• Los primeros intentos de organización sindical a inicios de los noventa fueron
reprimidos. En las negociaciones de hace tres años, el Sindicato contaba con sólo
300 trabajadores, que representaban un porcentaje pequeño del conjunto de los
trabajadores sindicalizables.

• Durante estos tres últimos años, el Sindicato desarrolló un trabajo sistemático en
todos los frentes a través de una revista periódica, Antawara, de una página web, y de
un informativo, Pato Negro. En la huelga actual, los trabajadores sindicalizados eran
más de 2.052, que representaban más del 97% de los trabajadores sindicalizables,
venciendo de esta manera el individualismo que promueve el neoliberalismo.

O
SA

L1
22

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[L

A
HU

EL
G

A
EN

M
IN

ER
A

ES
CO

N
D

ID
A

Y
LA

RE
AC

TI
VA

CI
Ó

N
D

EL
M

O
VI

M
IE

NT
O

SO
CI

AL
EN

CH
IL

E]



• Los dirigentes sindicales y los trabajadores de Escondida son relativamente jóve-
nes y declaran no tener militancia política; gran parte de ellos proviene de familias
mineras del salitre y el cobre. Han conocido muy de cerca la gran crisis del salitre
de los años treinta y han sido testigos de cómo las grandes riquezas mineras han
salido del país, dejando grandes excavaciones, tranques de deshechos y la conta-
minación del agua y el medio ambiente. 

Las publicaciones del Sindicato: Pato Negro y la preparación de la huelga

• Pato Negro es una publicación informativa y combativa que toma el nombre de
los trabajadores sindicalizados, que se distinguen a sí mismos de los no sindicali-
zados, a los que denominan “Patos Blancos”. El nombre de los “patos negros” se
asocia al de los “pingüinos” del movimiento estudiantil, una de cuyas consignas
más significativas señalaba: “El cobre por el cielo. La educación por el suelo”. 

• El Pato Negro del 30 de julio señalaba que 1.991 trabajadores aprobaron la
huelga, cifra que corresponde al 99,84% de los votos. “Con la unidad mostrada
ratificamos la fuerza de nuestra organización y la confianza de que lograremos
nuestro objetivo”.

• En el mismo Pato Negro se especifica el Plan de Contingencia: “Los días siguientes
son fundamentales, ninguna posibilidad está descartada, por ello en lo que respec-
ta a contingencia, se les solicita a todos los socios que deben tener preparada toda
la implementación de camping posible: (carpas, sacos de dormir, ropa térmica,
guantes, linternas, grupo electrógeno, mochila, cantimploras, entre otras). Se instru-
ye al Comité de Contingencia que por varios días recolecte las colaciones en el
Casino”. Y concluye con la siguiente proclama: “Los cimientos de unidad, organiza-
ción y disciplina insertados por este Sindicato quedarán plasmados en el corazón
de la solidaridad sindical. ¡Juntos lo conseguiremos, ahora o nunca compañeros!”.

• El Sindicato también enfrentó la lucha a través de elementos simbólicos. Cuando
el petitorio fue presentado a la empresa, se entregó a cada socio la bandera del
Sindicato, para ser usada en todo momento y lugar durante el conflicto. Dos
semanas después, entregaron la bandera chilena para simbolizar que su lucha era
un problema de todo el país. Cuando la empresa rechazó el pliego de peticiones,
se entregaron banderas negras, símbolo de huelga, lucha y sacrificio. 

• También se repartieron chaquetas negras y gorros negros, ambos con la insignia
del Sindicato. Se creó un ambiente de que la huelga iba a ser dura y prolongada.
Se informó que el Sindicato había obtenido un crédito bancario que le permitiría
subsistir dos meses. 
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• El grito “¡A morir!” era vitoreado en cada Asamblea.
En un corto video, se registró el entusiasmo, la
combatividad y esta consigna que se mantuvo en
la página electrónica del Sindicato. También se
informó en sus medios de información sobre la
desnacionalización, las grandes ganancias, las ven-
tas a precios por debajo de los de mercado y los
mínimos impuestos pagados.

Algunos hechos relevantes durante del conflicto

• La marcha histórica y el inicio de la huelga.
Iniciada la huelga, los trabajadores regresan en
buses a Antofagasta, donde se organiza una marcha
de 13 km hasta el centro de la ciudad. En forma sis-
temática, se había planteado que la marcha marcaría
un hito en la historia del mundo sindical chileno.
Esta marcha sorprendió a los medios de comunica-
ción nacionales y extranjeros por su organización y
combatividad; al punto que se la ha relacionado con,
y traído al presente, aquella marcha de los obreros
del salitre, que terminó trágicamente con la masacre
que recuerda la Cantata Santa María de Iquique.

• Toma del Complejo Deportivo de Minera
Escondida. La empresa reclamó la propiedad pri-
vada de dicho Complejo y los trabajadores reivindi-
caron sus derechos como socios del mismo. Allí ins-
talaron su campamento con centenares de carpas
por 25 días. Se estableció un sistema de urbaniza-
ción y distribución de las casi mil carpas en calles y
avenidas, siendo que muchos de los trabajadores
se conocieron por primera vez allí. Las asambleas
sindicales y otras actividades fueron masivas. Los
Comités de Contingencia y de Disciplina tuvieron la
responsabilidad de toda la organización de esta
pequeña ciudad. La comunicación fue muy expedi-
ta y se complementó con un Diario Mural con todas
las informaciones de los medios de comunicación
nacionales y del extranjero. 
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“Entre los

trabajadores 

de Minera Escondida,

desde hace tiempo

tomaba fuerza 

el hecho de que

Escondida había

cumplido un papel

esencial en la

desnacionalización

del cobre”



• La toma de conciencia. La empresa no construyó una ciudad o campamento;
los trabajadores y sus familias viven en diferentes ciudades a distancias que osci-
lan entre 170 y 1.000 km de la empresa, lo que impedía las relaciones entre
ellos. La marcha y la convivencia diaria permitieron, en un breve período de tiem-
po, un alto nivel de conciencia y combatividad. El personal de Minera Escondida
es relativamente joven y seleccionado en forma muy estricta. La mayoría de los
trabajadores declaran no tener adscripción política partidaria y, también, la mayo-
ría de ellos participaban por primera vez en una huelga.

• Iniciativas espontáneas. Se formó una Banda de Guerra, El Litro, que encabezó
y actuó en las actividades de la mañana, la tarde y la noche. La Banda jugó un
papel muy importante durante la inusitada e intensa lluvia en el desierto. Se orga-
nizó un movimiento de mujeres, integrado por esposas, novias, hermanas y
madres de los mineros, que se movilizó diariamente garantizando encuentros
periódicos entre los huelguistas y sus familiares. Las mujeres marchaban desde el
Puerto Coloso de la empresa, subiendo por la carretera hasta encontrarse con sus
familiares en huelga que se movilizaban, en sentido contrario, desde el Complejo
Deportivo, encabezados por la Banda de Guerra. Las marchas se unían con la con-
signa “¡A morir!” coreada al unísono. Entre las actividades de apoyo a la comunidad,
destacamos: pintura de escuelas, casas y medias aguas; limpieza del Litoral; dona-
ción de sangre; ayuda con víveres a hogares de asistencia social y de ancianos.

• Viaje al Congreso Nacional y a la Moneda. Se trasladaron en buses los 1.500
km de distancia hacia Santiago y Valparaíso con el objeto de exigir modificaciones
a la legislación laboral y de huelga heredadas de la dictadura. Este viaje tuvo
repercusión a nivel nacional, y el gobierno y el Congreso se comprometieron con
dichos cambios legales.

El giro en la opinión pública nacional a favor de los trabajadores

• El Sindicato contó con la solidaridad de los otros sindicatos mineros a nivel regio-
nal y nacional y de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT). Esto influyó en la
opinión pública.

• Entre los trabajadores de Minera Escondida, desde hace tiempo tomaba fuerza el
hecho de que Escondida había cumplido un papel esencial en la desnacionaliza-
ción del cobre. Las publicaciones del Sindicato antes y durante el conflicto ayuda-
ron en este sentido. Pero con la huelga y las conversaciones cotidianas en el com-
plejo deportivo, se empezó a plantear cada vez con más fuerza la renacionaliza-
ción del cobre, que era vitoreada en las Asambleas, y esto fue difundido también
por los diferentes medios de comunicación.
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• El programa de televisión El Termómetro, que tiene una gran sintonía nacional, le
dedicó un programa especial. Entre los panelistas se dio una fuerte discusión, y dos
de los cuatro plantearon la renacionalización del cobre. Frente a la pregunta “¿son
excesivas las demandas de los trabajadores del Sindicato de Minera Escondida?”, el
“No” en las respuestas telefónicas obtuvo un 89% de votos. Sin duda. el surgi-
miento del tema de la renacionalización influyó en el desarrollo del conflicto.

El triunfo del Sindicato y las experiencias para el país y para el propio
Sindicato

• Se consiguió un reajuste de 5% a los sueldos base y mejoramiento de la mayoría
de las reivindicaciones planteadas en el Pliego. Entre Bono-Precio y Bono-Término
de Conflicto, obtuvieron 9 millones de pesos líquidos. Esta propuesta fue votada
por la Asamblea y aceptada por una gran mayoría. Lamentablemente, no se incor-
poró un Bono-Precio ligado a las utilidades de los próximos años.

• Desde el punto de vista de Chile, este conflicto impactó a los actores sociales y
políticos y al conjunto de la sociedad chilena. Autoridades del Parlamento se com-
prometieron con reformas laborales que incluyan modificaciones sobre los reem-
plazos de trabajadores en huelga. 

• El movimiento de los mineros de Escondida ha repercutido en todas las organiza-
ciones de trabajadores del sector privado y público. El impacto se da particular-
mente en la Federación Minera, que agrupa a los sindicatos de las mineras extran-
jeras, y en los sindicatos de las empresas nacionalizadas (CODELCO).

• Por esto, y por tratarse de una empresa extranjera en el cobre chileno, el
Sindicato de Escondida podría ser considerado como una nueva forma de orga-
nización sindical que incorpora una serie de elementos nuevos en relación al sin-
dicalismo tradicional. 

• También deja enseñanzas al propio Sindicato de Minera Escondida. Una de ellas
se refiere a que el cobre es un tema del conjunto del país y debería existir una
preocupación mucho mayor para que una parte importante de los excedentes del
cobre quedaran en Chile y en la II Región.

Notas

1 Desde el CETES acompañamos y colaboramos, por iniciativa propia y en forma voluntaria,
con el Sindicato a lo largo del conflicto. En relación a ello, se prepararon una serie de notas
sobre macroeconomía (diferencia entre el PIB y el Producto Nacional, utilidades de las
empresas mineras, y un análisis detallado del Balance de Minera Escondida, demostrando
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que las utilidades en 2006 eran cien veces superiores a la suma total anual de las remune-
raciones de los trabajadores). Las referidas notas ayudaron a transformar las críticas de
Minera Escondida hacia los trabajadores en críticas y denuncias de los trabajadores a la pro-
pia empresa. Particularmente, aquellas que destacaban el llamado a las instituciones del
Estado a estudiar un posible fraude al fisco sobre la base de la información de la empresa
sobre las pérdidas por tributación al Estado que el conflicto de los trabajadores implicaba por
cada día de huelga (ver “Ganancias de Escondida y Costos salariales II”, 18 de agosto de
2006, en <www.elmostrador.cl>, donde se presentan sintéticamente 22 puntos relaciona-
dos con el conflicto). Asimismo, nos tocó participar en la Asamblea de Trabajadores. Allí
Orlando Caputo, que fuera miembro del Comité Ejecutivo de CODELCO en representación
de Salvador Allende y gerente general de CODELCO, señaló que la nacionalización del cobre
había demostrado fehacientemente que no era necesaria la inversión extranjera en la mine-
ría del cobre chileno y que Chile estaba preparado, ahora más aún, para administrar el cobre
como principal riqueza básica del país. En su breve saludo señaló también que las remune-
raciones de los trabajadores eran muy pequeñas en relación a las cuantiosas utilidades de
Minera Escondida, y recordó la decena de asesinatos de la dictadura en las empresas nacio-
nalizadas del cobre, en los nombres de David Silverman, presidente de Chuquicamata, la
principal empresa nacionalizada; Ricardo García, presidente de la minera El Salvador; Carlos
Berger, Haroldo Cabrera y el joven dirigente sindical Benito Tapia, todos ellos ajusticiados por
la llamada “Caravana de la Muerte” a un mes del golpe de Estado de 1973.
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Argentina

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En la Ciudad de Buenos Aires (BA), miles de personas, convocadas por el
Movimiento Teresa Rodríguez (MTR), la Corriente Clasista y Combativa (CCC),
la Coordinadora de Unidad Barrial (CUBA), el Movimiento de Trabajadores
Desocupados (MTD) Aníbal Verón, el Partido Obrero (PO), el Movimiento
Socialista de los Trabajadores (MST), el Partido de los Trabajadores Socialistas
(PTS), el Partido Comunista (PC) y el Partido Comunista Revolucionario
(PCR), marchan a la Plaza de Mayo en el Día Internacional de los
Trabajadores. Reclaman un salario mínimo de 2 mil pesos, aumento en los
planes sociales, trabajo genuino, libertad a los presos sociales, estatización de
empresas privatizadas, retiro de las tropas de Estados Unidos de Irak y el fin de
la flexibilización laboral.

M A R T E S  2 En BA, decenas de trabajadores agrupados en la Asociación del Personal de
la Universidad de Buenos Aires (APUBA) golpean a 600 estudiantes nuclea-
dos en la Federación Universitaria de Buenos Aires (FUBA), que toman la
Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires (UBA) para impedir
la elección del nuevo rector, a quien repudian por haber sido funcionario
durante la última dictadura militar. La Asamblea Universitaria se suspende
por cuarta vez.

Los pobladores de la Asamblea Ambiental Ciudadana de Gualeguaychú, Entre
Ríos, levantan el corte de la ruta internacional 136 sostenido durante varios
meses contra la instalación de las plantas pasteras en Fray Bentos, Uruguay.

Unos 700 aborígenes de Villa Río Bermejito, Chaco, toman la municipalidad,
saquean un depósito municipal e inician un acampe en reclamo de la renun-
cia del intendente, al que acusan de discriminación.

J U E V E S  4 Los trabajadores agrupados en el Sindicato de Mecánicos y Afines del
Transporte Automotor (SMATA) se rehúsan a realizar horas extras en las ter-
minales automotrices de todo el país en reclamo de un 32% de aumento
salarial.
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V I E R N E S  5 En un acto en Gualeguaychú, Entre Ríos, al que asisten 50 mil personas, el
presidente Kirchner asegura que incorporará la agenda ambiental a todos los
niveles de gestión.

En Mendoza, un grupo de pobres saquea un tren que transporta carbón. La
policía dispara balas de goma y plomo, causando la muerte de un adolescente.

S Á B A D O  6 En San Nicolás, Provincia de Buenos Aires (PBA), 1.700 obreros de la planta
siderúrgica Siderar, nucleados en la Unión Obrera de la Construcción de la
República Argentina (UOCRA), inician una huelga en reclamo de mejores con-
diciones laborales.

M I É R C O L E S  1 0  En Córdoba, trabajadores agrupados en el Sindicato de Empleados Públicos
(SEP) y en el Frente Gremial Docente realizan un paro y marchan en reclamo
de un aumento salarial. 

Los 18 gremios que integran la Confederación General del Trabajo (CGT)-San
Lorenzo, Santa Fe, inician un paro por 48 hs en demanda de la reincorpora-
ción de 120 obreros de la empresa química Imperial Chemical Industries (ICI).

Trabajadores de la agencia estatal de noticias Télam, en paro desde un mes
atrás, reclaman la reincorporación de 2 empleados.

V I E R N E S  1 2 Trabajadores del Sindicato de Empleados y Obreros Municipales de Jujuy
paran y realizan piquetes en reclamo de un aumento salarial. 

La reina del carnaval de Gualeguaychú desfila en bikini con un cartel con la
leyenda “Basta de las papeleras contaminantes. No pulp mill pollution” por
delante de los mandatarios asistentes a la 4º Cumbre Unión Europea (UE) y
América Latina y el Caribe, en Viena, Austria.

M I É R C O L E S  1 7 Unos 1.500 trabajadores afiliados a la Unión Obrera Metalúrgica (UOM) se
concentran frente a la cámara del sector, en BA, en reclamo de un aumento
salarial.

Estudiantes de la Universidad Nacional del Comahue (UNC), Neuquén, agru-
pados en la Federación Universitaria del Comahue (FUC), toman el rectorado
y 5 facultades para impedir que se elija al nuevo rector y exigir la democrati-
zación de los estatutos de la universidad.

En Chaco, 60 mil indígenas mantienen cortadas las principales rutas de la pro-
vincia en reclamo de la entrega de tierras, entre otras cuestiones.

J U E V E S  1 8 Los obreros agrupados en el Sindicato Único de Trabajadores del Neumático
de Argentina (SUTNA) realizan un paro por 24 hs en las empresas Fiat, Pirelli
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y Firestone en demanda de un aumento salarial y de la participación de los
trabajadores en las ganancias de las empresas.

V I E R N E S  1 9 En Coronel Suárez, PBA, 1.200 productores ganaderos convocados por la
Sociedad Rural local marchan en protesta por la suspensión de las exportacio-
nes de carne resuelta por el gobierno nacional. Otros 700 productores mar-
chan en San Martín, Chaco.

L U N E S  2 2 En Lomas de Zamora (PBA), los recolectores de residuos agrupados en el
Sindicato de Choferes de Camiones comienzan a trabajar a reglamento en
reclamo de un aumento salarial.

M A R T E S  2 3 En Mendoza, estudiantes secundarios marchan hacia la casa de gobierno en
protesta por la falta de gas en 255 escuelas. La policía reprime la manifesta-
ción y 60 personas resultan detenidas.

En Santa Rosa, La Pampa, 5 mil productores ganaderos marchan en protesta
por la suspensión de las exportaciones de carne y por las retenciones a las
exportaciones.

M I É R C O L E S  2 4 En BA, cerca de 3 mil militares retirados y 10 oficiales en actividad realizan un
acto en homenaje a los militares, policías y civiles “víctimas del terrorismo
marxista” en los años ‘70.

J U E V E S  2 5 En BA, en el aniversario de la Revolución de Mayo de 1810, 150 mil personas
convocadas por organizaciones sindicales, sociales, políticas, de derechos
humanos y de desocupados se concentran en la Plaza de Mayo para celebrar
el tercer año de gestión del gobierno del presidente Kirchner. Asimismo, en
Mendoza, 10 mil trabajadores de 80 gremios participan de un acto organizado
por la CGT local por el mismo motivo.

V I E R N E S  2 6 En Córdoba, padres de alumnos de un liceo militar realizan un abrazo simbó-
lico al edificio en protesta por la intención del gobierno de transformar los lice-
os militares en colegios comunes.

L U N E S  2 9 En Ensenada, PBA, 500 obreros del Astillero Río Santiago (ARS), agrupados en
la Asociación Trabajadores del Estado (ATE), se concentran y reclaman al
gobernador que se concrete el acuerdo con Venezuela para la construcción de
buques. Se producen choques entre los manifestantes y el personal de segu-
ridad de la empresa.

M A R T E S  3 0 En Tucumán, militantes de la CCC cortan rutas y marchan a la Casa de
Gobierno en reclamo de planes de vivienda.

M I É R C O L E S  3 1 Los propietarios de estaciones de servicio agrupados en la Confederación de
Entidades del Comercio de Hidrocarburos y Afines de la República Argentina
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(CECHA) aplican un lock out en todo el país en reclamo de un mayor margen
en las ganancias.

Los trabajadores agrupados en la ATE paran y se movilizan en todo el país en
reclamo de un 30% de aumento salarial.

En Ushuaia, Tierra del Fuego, vecinos y empresarios del turismo marchan en
protesta por la reducción de vuelos durante el invierno decidida por la empre-
sa Aerolíneas Argentinas.

J U N I O

J U E V E S  1 En Chaco, indígenas en conflicto desde comienzos de mayo inician una mar-
cha desde el interior hacia la capital provincial para exigir al gobernador la
entrega de tierras, entre otras demandas.

En Jujuy, beneficiarios de planes sociales marchan a la Casa de Gobierno en
demanda de su incorporación a la planta permanente de los municipios y de
la administración provincial.

V I E R N E S  2 En Tucumán, choferes de colectivos afiliados a la Unión Tranviarios Automotor
(UTA) paran en reclamo de un 16% de aumento salarial.

D O M I N G O  4 Como todos los días 4 de cada mes, moradores de Esquel, Chubut, organiza-
dos en la Asamblea de Vecinos Autoconvocados, marchan hacia los yaci-
mientos de 2 empresas mineras, donde realizan un abrazo simbólico al agua,
la tierra y el bosque, para denunciar la contaminación que provocan estos
emprendimientos.

L U N E S  5 En Gualeguaychú, Entre Ríos, en el Día Mundial del Medio Ambiente, los inte-
grantes de la Asamblea Ambiental Ciudadana realizan un acto en el que arro-
jan flores al río Uruguay. En La Rioja, un grupo de vecinos se manifiesta contra
un emprendimiento minero que utiliza métodos contaminantes.

M A R T E S  6 Maleteros y señaleros de la empresa estatal de carga aeronáutica Intercargo,
nucleados en la Asociación del Personal Aeronáutico (APA), paran durante 8
hs en todo el país en demanda del pago del aumento salarial acordado.

En Resistencia, Chaco, 1.500 indígenas acampan en la plaza principal, tras
una larga marcha a pie. El gobernador no recibe a los delegados de las
comunidades. 

M I É R C O L E S  7 En José León Suárez, PBA, 70 habitantes de una villa de emergencia bloquean
las vías ferroviarias y saquean un tren de carga.



En BA, trabajadores de hospitales municipales marchan en demanda de la
incorporación de más personal y de un aumento salarial.

En Mar del Plata, PBA, choferes de ómnibus de larga distancia afiliados a UTA
inician un paro en reclamo del pago de salarios adeudados.

J U E V E S  8 En la Corte Internacional de Justicia de La Haya se realiza la primera audiencia
del pleito entre Argentina y Uruguay por la instalación de las fábricas pasteras
en Fray Bentos. El gobierno de Argentina demanda a Uruguay por violar el tra-
tado sobre el río Uruguay firmado en 1975 y exige la paralización de las obras.

V I E R N E S  9 El SMATA acuerda un aumento salarial del 15% más un 5% no remunerativo
por el período de un año con las empresas automotrices Ford, Volkswagen,
Daimler-Chrysler y General Motors. Así, todos los acuerdos salariales negocia-
dos en paritarias entre los sindicatos y las cámaras empresarias rondan el 19%
sugerido por el gobierno nacional.

L U N E S  1 2 Los trabajadores nucleados en la Federación Argentina de Trabajadores de Luz
y Fuerza (FATLyF) realizan un paro por 3 hs en las empresas Transportadora
de Energía (TRANSENER) y Transportadora de Buenos Aires (TRANSBA) en
reclamo de un aumento salarial.

J U E V E S  1 5 En BA, mil trabajadores agrupados en el Sindicato de Choferes de Camiones
marchan a la Cámara de Autoservicios y Supermercados de Propiedad de
Residentes Chinos (CASRECH) para exigir que un comerciante acusado de
dispararle a un camionero se entregue a la justicia.

Piqueteros del MTD Aníbal Verón marchan a la Plaza de Mayo, en BA, en
reclamo del juicio a los responsables políticos de la muerte de Maximiliano
Kosteki y Darío Santillán, ocurrida en junio de 2002. Asimismo, exigen un sub-
sidio de 380 pesos para todos los desocupados.

V I E R N E S  1 6 En Misiones, choferes de ómnibus de media distancia afiliados a la UTA ini-
cian un paro por tiempo indeterminado en reclamo de un 16% de aumento
salarial.

M A R T E S  2 0 En BA, manifestantes de 40 organizaciones sociales, gremiales, estudiantiles,
profesionales y políticas se concentran frente al edificio de la empresa petrole-
ra Repsol-YPF en reclamo de su reestatización.

El Sindicato de Choferes de Camiones inicia un boicot por tiempo indetermi-
nado a los supermercados chinos de todo el país en repudio a los comercian-
tes de esa nacionalidad a los que acusan de cometer agresiones contra los tra-
bajadores del gremio.
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Se inicia el primer juicio oral contra un represor de la última dictadura militar
tras la anulación de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final. Se trata del
ex director de Investigaciones de la policía bonaerense, Miguel Etchecolatz,
acusado de secuestros, torturas y homicidios.

J U E V E S  2 2 En Resistencia, Chaco, tras varios días de acampe frente a la casa de gobierno,
varios funcionarios reciben a una delegación de indígenas. A pesar de que no
logran la entrega de tierras que reclaman, los indígenas agrupados en la
Unión Campesina y la CCC resuelven levantar el acampe.

S Á B A D O  2 4 En Gualeguaychú, Entre Ríos, numerosos vecinos marchan convocados por la
Asamblea Ambiental Ciudadana en rechazo a la instalación de fábricas paste-
ras en Uruguay. En coordinación, ambientalistas chilenos protestan contra
plantas papeleras de su país. 

L U N E S  2 6 El Sindicato de Choferes de Camiones firma un acuerdo con los supermerca-
distas chinos que satisface todas sus demandas, por lo que levanta el boicot
iniciado una semana atrás.

En Avellaneda, PBA, miles de manifestantes de más de 80 agrupaciones, entre
las que se encuentran el MTD Aníbal Verón, el Frente Popular Darío Santillán
(FPDS), la CCC, el Bloque Piquetero Nacional, 8 centros de estudiantes de
universidades nacionales, la FUBA y la Asociación de Ex Detenidos y
Desaparecidos, cortan el puente Pueyrredón durante 5 hs para recordar a los
piqueteros Kosteki y Santillán, a 4 años de haber sido asesinados por la policía
durante una fuerte represión ocurrida el 26 de junio de 2002.

En Neuquén, docentes y alumnos marchan en defensa de la educación públi-
ca y contra las tomas de las facultades de la UNC iniciadas el 17 de mayo por
los estudiantes que exigen la democratización de la universidad.

M A R T E S  2 7 En BA, los docentes agrupados en 6 sindicatos paran por 24 hs en reclamo de
un aumento salarial del 19%, entre otras demandas laborales.

La abogada Romina Picolotti, asesora legal de la Asamblea Ambiental
Ciudadana de Gualeguaychú durante el conflicto con las fábricas pasteras en
Fray Bentos, es designada secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable
de la Nación.

M I É R C O L E S  2 8 En BA, 300 alumnos del Colegio Nacional de Buenos Aires (CNBA), organiza-
dos en el centro de estudiantes, toman la escuela en protesta por las medidas
disciplinarias del rector, a las que consideran arbitrarias y autoritarias.

V I E R N E S  3 0 En BA, cientos de familiares y amigos de las víctimas del incendio de Cromagnon,
ocurrido en 2004, marchan a la Plaza de Mayo en reclamo de justicia.
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J U L I O

L U N E S  3 En BA, los estudiantes del CNBA levantan la toma de la escuela después de 5
días, pues el rector accede a flexibilizar las normas disciplinarias.

El gobierno nacional dispone una apertura parcial de las exportaciones de
carne vacuna.

Los docentes de la Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba (UEPC)
realizan un paro por 24 hs en reclamo de un aumento salarial. 

En Las Heras, Santa Cruz, 25 desocupados ocupan la Secretaría de Gobierno
municipal en demanda de puestos de trabajo.

En Córdoba, los obreros de la empresa de construcción de aviones Lockheed
Martin cortan una ruta en reclamo de un aumento salarial de 400 pesos.

M A R T E S  4 Cerca de 200 piqueteros del comedor Los Pibes de La Boca, BA, se concentran
frente a los tribunales en la última jornada del juicio oral al acusado por el cri-
men del dirigente social Martín Cisneros, ocurrido en 2004. Rechazan la sen-
tencia por considerarla insuficiente. 

En BA, aproximadamente 500 personas irrumpen y saquean un complejo de
160 viviendas del Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), casi terminadas
y preadjudicadas a habitantes de una villa de emergencia. Luego, 250 habi-
tantes de un barrio vecino toman dichas viviendas hasta que funcionarios
del gobierno de la ciudad se comprometen a solucionar sus problemas
habitacionales.

En Neuquén, los trabajadores de la cooperativa de la fábrica de cerámicas
Zanón marchan para reclamar la expropiación de la empresa y su estatización
bajo gestión obrera.

M I É R C O L E S  5 En Rosario, Santa Fe, médicos municipales autoconvocados inician una huelga
por 48 hs para exigir mejoras salariales y la efectivización de los contratados.

J U E V E S  6 Vecinos de distintos barrios de BA realizan un cacerolazo para protestar por la
falta de seguridad.

En BA, beneficiarios de planes sociales que trabajan para el gobierno porteño
marchan para exigir su pase a planta permanente.

Militantes de organizaciones piqueteras y representantes de las comunidades
palestinas e iraní realizan un acto frente a la embajada de Israel en BA en
repudio al ataque al Líbano.
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En San Luis, los choferes de colectivos afiliados a la UTA paran en reclamo de
mejoras salariales.

En Mendoza, 100 productores vitivinícolas agrupados en la Asociación de
Productores en Acción marchan en reclamo de medidas para evitar la
sobreproducción de vino y de controles a los formadores de precios de la
provincia.

V I E R N E S  7 En Santa Rosa, La Pampa, mil personas marchan en reclamo de más seguridad.

M A R T E S  1 1 En Olivos, PBA, comienza el juicio oral a 17 acusados del secuestro y muerte
de Axel Blumberg, ocurridos en 2004, cuyo padre ha convocado desde enton-
ces a 3 marchas masivas en demanda de más seguridad y del endurecimien-
to de las leyes del Código Penal.

M I É R C O L E S  1 2 En BA, trabajadores portuarios de la empresa Bactassa paran y ocupan la
Terminal 5 del puerto en protesta por el despido de 15 trabajadores que se
negaron a aumentar los ritmos de producción.

J U E V E S  1 3 La Corte Internacional de Justicia de La Haya decide no ordenar el cese de la
construcción de las fábricas pasteras en Fray Bentos, que reclama el gobierno
argentino, ya que considera que no hay evidencias de una amenaza de daño
irreparable. Asimismo, decide que Uruguay debe asumir el riesgo por los per-
juicios que las fábricas puedan generar.

En Córdoba, tras 8 días de huelga, los obreros de Lockheed logran un aumen-
to salarial de 400 pesos y un 5% por antigüedad.

En BA, unas 3 mil personas se concentran en reclamo de justicia en el lugar
donde 6 días atrás un hombre mata a un joven y hiere a otros al disparar
indiscriminadamente a los transeúntes. En Necochea, PBA, ciudad natal del
joven fallecido, 5 mil personas marchan con velas encendidas.

V I E R N E S  1 4 En Gualeguaychú, Entre Ríos, 4 mil vehículos marchan en caravana por la ruta
durante 5 hs, convocados por la Asamblea Ambiental Ciudadana, en protesta
por la instalación de las fábricas pasteras en Fray Bentos. 

L U N E S  1 7 En BA, 300 militantes de derechos humanos y de desocupados, convocados
por la Federación de Entidades Árabes de Argentina, marchan a la embajada
de Israel para repudiar la agresión al Líbano.

En BA, la Asamblea Universitaria de la UBA fracasa por quinta vez tras la opo-
sición de los estudiantes de la FUBA, quienes reclaman la democratización de
la universidad.

O
SA

L1
35

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



M A R T E S  1 8 A 12 años del atentado contra la sede de la Asociación Mutual Israelita
Argentina (AMIA) en BA, 4 mil manifestantes participan de un acto organizado
por esta institución y por Familiares y Amigos de las Víctimas de la AMIA para
reclamar justicia.

J U E V E S  2 0 Militantes de la Organización Sionista Argentina (OSA), la Delegación de
Asociaciones Israelitas Argentinas (DAIA) y la AMIA se concentran frente a la
embajada de Israel en BA para manifestar su apoyo a dicho estado.

Comienza en Córdoba la Cumbre de los 5 presidentes del Mercado Común del
Sur (MERCOSUR), junto a los de Chile, Bolivia y Cuba, en la que se formaliza la
incorporación de Venezuela como miembro pleno del bloque y se firma un acuer-
do comercial con Cuba. Por su parte, finaliza la Cumbre de los Pueblos y 5 mil
militantes de la Central de los Trabajadores Argentinos (CTA), la Asociación
Madres de Plaza de Mayo y el Movimiento Barrios de Pie, entre otros, marchan y
entregan un documento a los presidentes, en el que se oponen a los tratados de
libre comercio, la deuda externa, la injerencia de las instituciones financieras inter-
nacionales en las economías de los países de la región y la militarización conti-
nental por parte de EE.UU. A la vez, el Polo Obrero, el Movimiento Sin Trabajo
(MST) Teresa Vive, el MTR y CUBA realizan un acto en rechazo a la cumbre.

En BA, trabajadores miembros de la cooperativa del recuperado Hotel Bauen
marchan a la Legislatura para exigir el traspaso del edificio a la cooperativa.

V I E R N E S  2 1 La Cumbre de Presidentes del MERCOSUR resuelve reclamar la reducción de los
subsidios a la producción y el comercio agrícola de EE.UU. y la UE; apoyar la can-
didatura de Venezuela para integrar el Consejo de Seguridad de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) en el período 2007-2008; combatir las asimetrías
entre los países miembros y la desigualdades sociales y el desempleo en cada
país; avanzar hacia la constitución de un Parlamento del bloque regional; y apli-
car políticas de protección del medio ambiente y los recursos naturales. Se firman
acuerdos comerciales con Israel y Pakistán, y de asociación para exploración y
explotación petrolera entre las empresas estatales de energía de Venezuela,
Argentina y Uruguay. Más tarde, 40 mil personas participan de un acto convoca-
do por organizaciones de derechos humanos, sindicales, piqueteras, sociales y
políticas, en el que hablan la titular de la Asociación Madres de Plaza de Mayo,
Hebe de Bonafini, y los presidentes Fidel Castro y Hugo Chávez.

En Resistencia, Chaco, 12 aborígenes inician una huelga de hambre frente a la
Casa de Gobierno, hasta tanto el gobernador los reciba para plantearle sus
demandas sobre entrega de tierras.

S Á B A D O  2 2 Los productores agropecuarios agrupados en las Confederaciones Rurales
Argentinas (CRA) inician un lock out de 4 días en todo el país en reclamo del
levantamiento total de las restricciones a las exportaciones de carne.
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L U N E S  2 4 En PBA, los maquinistas del Tren de la Costa nucleados en La Fraternidad
comienzan una huelga por 15 días en demanda de un aumento salarial. 

Trabajadores agrupados en el Sindicato de Choferes de Camiones comienzan
el bloqueo de 9 centros de acopio y una molienda de soja de la empresa ali-
menticia estadounidense Cargill, en reclamo del blanqueo de 3 mil choferes.

J U E V E S  2 7 En Jujuy, 6 mil personas, encabezadas por las Madres de Plaza de Mayo-Línea
Fundadora y otros organismos de derechos humanos, marchan hasta
Libertador General San Martín en repudio a los apagones, realizados en 1976,
durante la última dictadura militar, para secuestrar a 400 personas. 

V I E R N E S  2 8 En La Plata, PBA, 200 integrantes de la Campaña Nacional por el Derecho al
Aborto Legal, Seguro y Gratuito marchan a la Corte Suprema provincial en defen-
sa del derecho de las mujeres a decidir sobre su propio cuerpo y para exigir que
se le permita interrumpir su embarazo a una joven discapacitada violada.

Después de 5 días, los trabajadores camioneros levantan los bloqueos a plan-
tas de la empresa Cargill, tras la firma de un acuerdo que contempla todas las
demandas obreras.

Tras varios días de negociación, sindicalistas y empresarios, reunidos en el
Consejo del Salario Mínimo Vital y Móvil, acuerdan que a partir del 1 de agos-
to el salario mínimo será de 760 pesos, en septiembre y octubre subirá a 780
pesos y a partir de noviembre, a 800 pesos. 

L U N E S  3 1 En Villa Ocampo, Santa Fe, 500 pequeños productores agropecuarios se con-
centran frente a la sucursal del Banco Nación, en la primera de una serie de
protestas convocadas por la Federación Agraria Argentina (FAA) en reclamo
de una reestructuración de sus deudas con el banco. 

A G O S T O

M A R T E S  1 En BA, 5 mil personas convocadas por la OSA, la DAIA y la AMIA asisten a un
acto en solidaridad con Israel. Por su parte, militantes del PO marchan hacia la
Embajada de Israel para repudiar los ataques al Líbano.

M I É R C O L E S  2 En La Plata, PBA, varias decenas de personas, en su mayoría militantes cató-
licos, se concentran frente a un hospital para celebrar que los médicos se
negaran a realizar un aborto, ordenado por la justicia, a una joven discapa-
citada violada. 

V I E R N E S  4 En Córdoba, 15 mil trabajadores estatales, docentes y de otros gremios mar-
chan en demanda de un aumento salarial. 
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En La Plata, PBA, 10 mil desocupados marchan a la casa de gobierno en
demanda de asistencia social.

Los obreros de frigoríficos de todo el país, nucleados en la Federación de
Obreros de la Industria de la Carne, paran por 24 hs en reclamo de un
aumento salarial.

En San Justo, PBA, los empleados del la empresa ex Jabón Federal cortan una
autovía en reclamo de la reincorporación de 38 obreros despedidos. La
empresa viene despidiendo a los activistas desde que éstos lograron confor-
mar una comisión interna.

L U N E S  7 En BA, los taxistas agrupados en 3 organizaciones de propietarios llevan ade-
lante un lock out entre las 22 y las 6 hs en reclamo de un aumento tarifario,
subsidios y créditos.

Los docentes de las universidades nacionales de Córdoba, Rosario, Río Cuarto
y San Luis inician una huelga de una semana de duración, en reclamo de esta-
bilidad laboral y una jubilación del 85% móvil.

M A R T E S  1 5 El gobierno nacional rechaza un pedido de la ONU para que Argentina integre
la fuerza internacional que debe hacer cumplir el cese del fuego en el Líbano.

V I E R N E S  1 8 En BA, trabajadores de cines, agrupados en el Sindicato Único de Trabajadores
de Espectáculos Públicos, irrumpen en salas y obligan a suspender la proyec-
ción de las películas, en reclamo de mejores condiciones de trabajo y de un
aumento salarial.

M A R T E S  2 2 El gremio de maquinistas de trenes de La Fraternidad realiza un paro de 24 hs
en la empresa de carga Ferroexpreso Pampeano, en demanda de un aumen-
to salarial.

En Chaco, el gobierno provincial y el Instituto del Aborigen Chaqueño
(IDACH) acuerdan un aumento presupuestario para el Instituto, la titulariza-
ción de maestros bilingües y la revisión de la adjudicación de tierras fiscales.
Los indígenas en huelga de hambre levantan la protesta.

En Morón, PBA, vecinos y familiares de una joven supuestamente asesinada
por su novio, incendian, saquean y destruyen la casa del sospechoso, al que
vinculan con el narcotráfico y la policía. Luego se dirigen a la comisaría y la
apedrean. La policía dispara balas de goma.

M I É R C O L E S  2 3 En Neuquén, la FUC levanta la toma de las facultades que mantiene desde
hace 3 meses, sin haber logrado la reforma del estatuto universitario.
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V I E R N E S  2 5 Los obreros afiliados al SMATA paran durante 2 hs en todas las terminales
automotrices, autopartistas y concesionarias del país en reclamo de un 20%
de aumento salarial para los trabajadores de las concesionarias.

S Á B A D O  2 6 En Avellaneda, PBA, los trabajadores de limpieza del Hospital Fiorito inician un
paro con ocupación del establecimiento por tiempo indeterminado en recla-
mo del pago de los salarios adeudados. 

J U E V E S  3 1 En Plaza de Mayo, BA, 40 mil personas, entre las que se encuentran políticos
de derecha, participan del acto convocado por Juan Carlos Blumberg en
demanda de más seguridad. En el Obelisco, cerca de 3 mil militantes de la
Federación Tierra y Vivienda (FTV), entre otros, se concentran para repudiar el
reclamo de mano dura que expresa Blumberg y defender la política del
gobierno nacional.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AMIA Asociación Mutual Israelita Argentina
APA Asociación del Personal Aeronáutico

APUBA Asociación del Personal de la Universidad de Buenos Aires
ARS Astillero Río Santiago
ATE Asociación de Trabajadores del Estado
BA Ciudad de Buenos Aires

CASRECH Cámara de Autoservicios y Supermercados de Propiedad de Residentes
Chinos 

CCC Corriente Clasista y Combativa
CECHA Confederación de Entidades del Comercio de Hidrocarburos y Afines de la

República Argentina 
CGT Confederación General de Trabajo

CNBA Colegio Nacional de Buenos Aires
CRA Confederaciones Rurales Argentinas 
CTA Central de los Trabajadores Argentinos

CUBA Coordinadora de Unidad Barrial 
DAIA Delegación de Asociaciones Israelitas Argentinas
FAA Federación Agraria Argentina 

FATLyF Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza 
FONAVI Fondo Nacional de la Vivienda

FPDS Frente Popular Darío Santillán
FTV Federación Tierra y Vivienda 

FUBA Federación Universitaria de Buenos Aires
FUC Federación Universitaria del Comahue

ICI Imperial Chemical Industries
IDACH Instituto del Aborigen Chaqueño 

MERCOSUR Mercado Común del Sur
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MST Movimiento Sin Trabajo
MST Movimiento Socialista de los Trabajadores
MTD Movimiento de Trabajadores Desocupados
MTR Movimiento Teresa Rodríguez
ONU Organización de las Naciones Unidas
OSA Organización Sionista Argentina
PBA Provincia de Buenos Aires

PC Partido Comunista
PCR Partido Comunista Revolucionario
PO Partido Obrero
PTS Partido de los Trabajadores Socialistas
SEP Sindicato de Empleados Públicos

SMATA Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte Automotor
SUTNA Sindicato Único de Trabajadores del Neumático de Argentina

TRANSBA Transportadora de Buenos Aires 
TRANSENER Transportadora de Energía 

UBA Universidad de Buenos Aires
UE Unión Europea

UEPC Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba
UNC Universidad Nacional del Comahue 

UOCRA Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina
UOM Unión Obrera Metalúrgica

UTA Unión Tranviarios Automotor

Realizada por el Programa de Investigación sobre el Movimiento de la
Sociedad Argentina (PIMSA); a cargo del equipo dirigido por María Celia
Cotarelo.
Revisión OSAL: María Chaves. 
Fuentes: diarios Clarín, Página 12, La Nación y Crónica.
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Brasil

[cronologia maio-agosto 2006]

M A I O

2 ª  F E I R A  1  Produtores rurais do estado do Mato Grosso (região Centro-oeste),
intensificam as manifestações iniciadas no dia 24 de abril, bloqueando as
rodovias federais do estado e reivindicando o impeachment do presidente
Lula. Reivindicam redução do preço do diesel, elevação do dólar, seguro para
as safras, novas linhas de crédito e ainda reclamam das taxas de juros elevadas.

A Central Única dos Trabalhadores (CUT) e a Força Sindical reúnem, segundo
cálculos da Polícia Militar (PM), cerca de 2,5 milhões de pessoas em São Paulo
nas comemorações do Dia do Trabalhador. As comemorações custaram
aproximadamente 5 milhões de reais e foram patrocinadas por empresas
públicas e privadas. Ambas centrais promoveram sorteios de automóveis e
shows com artistas populares. Segundo a CUT de 1,5 milhão de pessoas
participam da sua festa, a Força Sindical reivindica também o mesmo número.
Nos dois eventos as centrais reivindicam redução da taxa de juros, revisão das
metas de superávit primário para que ocorram investimentos no país e criar
mais empregos. 

Cerca de 200 integrantes do Movimento dos Trabalhadores Desempregados
(MTD), no Rio Grande do Sul, acampam em frente à fábrica da Azaléia para
reivindicar a criação de um sistema de crédito subsidiado para grupos de
produção de trabalhadores urbanos. De acordo com o movimento, a Azaléia
recebeu incentivos fiscais e recursos públicos e mesmo assim, demitiu
funcionários. 

A 16º Romaria dos Trabalhadores e Trabalhadoras da cidade de Viçosa, Minas
Gerais, reúne cerca de 2 mil militantes e ativistas sociais de todas as regiões da
Zona da Mata, sindicatos, pastorais, estudantes, representantes do Movimento
dos Atingidos pelas Barragens (MAB) e do Movimento dos Trabalhadores
Rurais Sem Terra (MST). O encontro debateu a grande distância entre o povo
e a universidade expresso pela presença do agronegócio, do neoliberalismo,
dos transgênicos de empresas como a Monsanto nas pesquisas.

D O M I N G O  7 Nos dia 5, 6 e 7 realizou-se o Congresso Nacional de Trabalhadores (CONAT)
na cidade de Sumaré, São Paulo. Participam do evento 3.500 delegados e
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observadores ligados a movimentos sindicais, estudantis e popular. Na
ocasião, a Coordenação Nacional de Lutas (CONLUTAS) foi transformada em
uma entidade nacional dos trabalhadores. Esta entidade pretende ser uma
alternativa a CUT, englobando os movimentos sindical, social, popular e de
juventude urbana e rural. O CONAT deve lançar um chamado a todos os
sindicatos, movimentos populares e sociais e organizações da juventude a
somarem-se ao esforço de construção da CONLUTAS como um novo
instrumento para as lutas da classe trabalhadora.

3 ª  F E I R A  1 6  Em reação às ações da facção criminosa Primeiro Comando da Capital (PCC),
a polícia do estado de São Paulo matou cerca de 71 pessoas. A Secretaria de
Segurança Pública não revelou a identificação dos mortos, mas afirmou, sem
apresentar provas, que todos estavam ligados a facção. Desde o início dos
ataques, 132 pessoas foram mortas: 23 PMs, 6 policiais civis, 3 guardas civis
metropolitanos, 8 agentes penitenciários, 4 civis, 17 detentos em rebeliões e
71 pessoas tidas como suspeitas de envolvimento com a facção. No Mato
Grosso do Sul (região Centro Oeste) detentos destruíram 2 dos 4 presídios
que se rebelaram nos últimos dias. No Paraná uma nova rebelião teve início
no Centro de Detenção Provisória de São José dos Pinhais. Um agente foi feito
refém por 31 presos. Desde domingo, 6 motins aconteceram no estado.

5 ª  F E I R A  1 8  O MST ocupa duas fazendas na região do Pontal do Paranapanema, São Paulo
(região Sudeste). Segundo o MST, cerca de 200 pessoas participaram de cada
uma dessas ações. A fazenda Guarani foi ocupada pela quarta vez este ano. 

6 ª  F E I R A  1 9  O governo estadual do Rio de Janeiro divulga que deve cortar o ponto de
todos os funcionários da Universidade Estadual do Rio de Janeiro (UERJ). Os
funcionários estão em greve desde 3 abril e reivindicam reajuste salarial e de
bolsas de estudo de estudantes e o fim do corte de verbas de custeio e
recursos para obras de 25%. O movimento conseguiu suspender o vestibular
para pressionar o governo estadual a repor os cortes de 25% no orçamento.

D O M I N G O  2 1  Cerca de mil pessoas participam em Santarém no Pará (região Norte) da
“Marcha pela Floresta em Pé” em defesa da agricultura camponesa e contra a
monocultura de soja na floresta Amazônica. Os manifestantes também
protestam contra as agressões sofridas por ativistas do Greenpeace por
funcionários da empresa Cargill no último dia 19. Na ocasião, 16 ativistas
foram detidos pela polícia e 4 ficaram feridos.

5 ª  F E I R A  2 5  O governo federal anuncia um pacote de medidas para ajudar o agronegócio
que têm se manifestado por todo o país. O “megapacote” prevê uma ajuda de
75 bilhões de reais, destes; 60 bilhões de reais serão destinados para
comercialização, custeio e investimentos da safra de 2006-2007. Cerca de 10
bilhões de reais serão destinados ao refinanciamento de dívidas, reduzir os
juros cobrados em algumas linhas de crédito, adiamento de 180 dias no
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registro de inadimplentes na dívida da União e, para adotar medidas
estruturais com intuito de evitar novas crises como: desoneração de Imposto
de Renda para compra de matéria-prima de produtos para exportação,
reformulação da política de preços que permitirá que os produtores definam
os preços mínimos antes do plantio da safra, entre outros benefícios. 

O Movimento pelo Passe Livre (MPL) manifestou-se nas ruas de Campinas,
São Paulo. Integrantes do movimento marcharam pelas ruas do centro da
cidade até a prefeitura municipal. O movimento reivindica passe livre para
setores sem renda, municipalização do transporte coletivo, redução das tarifas
e investigação das contas das empresas de transportes que segundo o
movimento deviam 90 milhões em impostos não pagos e receberam mais
290 milhões de dinheiro público ganhando um total de 380 milhões de reais.

Estudantes da Frente Única de diversos níveis da cidade de Salvador, Bahia,
que vinham se manifestado desde abril sobre as tarifas de transporte, voltam
a protestar na capital. Os estudantes insatisfeitos com a decisão do prefeito
João Henrique Carneiro em adotar o Salvador Card no transporte público
realizaram manifestação que acabou em violência entre policiais e estudantes
e ainda o apedrejamento da prefeitura. O prefeito decidiu pela suspensão do
Salvador Card o que não assegura que o sistema de bilhetagem eletrônica,
presente em diversas cidades do Brasil, não será implantado.

O Movimento Estudantil por Moradia da Universidade Federal do Espírito
Santo (UFES) faz manifestação no Congresso Internacional das Cidades
realizado na universidade no Espírito Santo (região Sudeste). Os
manifestantes reivindicam a construção de habitações acadêmicas. Os
estudantes foram impedidos por seguranças de entrar no Congresso.

2 ª  F E I R A  2 9  A greve dos auditores ficais iniciada no último dia 2, ganha força atingindo
cerca de 80% dos portos: Belém, Suape-Pernambuco, Vitória-Espírito Santo,
Rio, Itaguaí-Rio de Janeiro, Paranaguá-Paraná, Mucuripe-Ceará e Manaus-
Amazônia e diversos setores vêm calculando os prejuízos já que dependem
dos trabalhadores para receber e liberar mercadorias, principalmente as
empresas que precisam de produtos importados. Os grandes aeroportos
como Cumbica e Guarulhos-São Paulo não aderiram ao movimento. Galeão-
Rio de Janeiro e Curitiba, Paraná, têm adesão de 100% e Viracopos-São Paulo
de 90%. Apesar da greve ter iniciado a quase um mês, somente na semana
passado a categoria foi recebida pelo governo. Reivindicam plano de carreira
com uma política de reajuste salarial. Os sindicatos contabilizam perdas de
cerca de 90% na correção salarial dos últimos 10 anos. 

4 ª  F E I R A 3 1  Metalúrgicos da multinacional Volkswagen paralisam suas atividades em 3
fábricas da montadora de automóveis em São Bernardo do Campo e Taubaté
em São Paulo (região Sudeste) e São José dos Pinhais no Paraná (região Sul).
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Cerca de 21.600 trabalhadores aderiram à greve que é um protesto da
categoria contra as demissões anunciadas pela montadora. Segundo o
sindicato, serão feitos 5.773 cortes em todo o Brasil, um total de 25% de
redução em custos de mão-de-obra. A montadora anunciou uma plano
mundial de demissões no último dia 3. 

J U N H O

5 ª  F E I R A  1  Professores e funcionários da UERJ, Rio de Janeiro, recebem seus contra-
cheques zerados devido ao corte do ponto efetuado pela governadora do
Estado Rosinha Garotinho, del Partido do Movimento Democrático Brasileiro
(PMDB). A comunidade realiza um ato público em que criticou a degradação
das instalações físicas da instituição e a falta de correção dos salários.

6 ª  F E I R A  2  Os cerca de 120 indígenas permanecem na área onde será construída a
Pequena Central Hidrelétrica (PCH) próxima a Cuiabá, Mato Grosso.
Aproximadamente 200 funcionários estão impedidos de deixar o local. A
Fundação Nacional do Índio (FUNAI) e a procuradoria Geral da União não
conseguiram negociar o fim do protesto realizado para reivindicar a
demolição da hidrelétrica. No dia 11 de maio o Juiz federal Julier Sebastião da
Silva determinou a paralisação das obras e a demolição do que já havia sido
construído, estabelecendo multa diária de 10 mil de reais caso seja
descumprida a determinação. Aproximadamente 3 meses antes uma liminar
havia suspendido a construção, mas foi derrubada por uma ação da
hidrelétrica. No dia 4 os índios acordaram com o Ministério Público Federal o
fim do empreendimento e, por isso, deixam o local. Líderes indígenas
ameaçam uma nova ocupação na próxima sexta-feira, caso não seja cumprida
a exigência demolição da hidrelétrica.

3 ª  F E I R A 6 Militantes do Movimento de Libertação dos Sem-Terra (MLST) ocupam a
Câmara dos Deputados em Brasília (região Centro-oeste). Cerca de 400
militantes, segundo a polícia, participaram da ação onde pelo menos 41
pessoas entre servidores, militantes e policiais ficaram feridas, maioria do
Legislativo e 2 são sem-terras, durante os confrontos ocorreram avarias nas
instalações. Os militantes chegaram de ônibus e tiveram a entrada barrada por
policiais, assim teve início o confronto. O coordenador do movimento afirmou
que os militantes tentaram entrar pacificamente no local, como foram
impedidos houve o confronto com a segurança do parlamento “não deixaram
entrar na casa do povo, que é nossa”. Os sem-terra fizeram diversas
reivindicações entre elas a revogação da medida provisória do governo
Fernando Henrique Cardoso (ex presidente da República) e mantida por Lula
da Silva que impede que terras ocupadas sejam desapropriadas por 2 anos.
Um dos líderes da ocupação Bruno Maranhão ocupa o cargo de secretário
dos Movimentos Populares do Partido dos Trabalhadores (PT), é membro da
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coordenação de campanha do partido e pode perder o cargo na Executiva do
PT após sua conduta ser analisada pela comissão de ética do partido. O MST
não fez declarações sobre a ação do MLST. 

4 ª  F E I R A  7  A polícia de Brasília autuou e prendeu 537 militantes do MLST que ocuparam
ontem a Câmara dos Deputados. Eles responderão por crimes de formação
de quadrilha, danos ao patrimônio público e corrupção de menores, já que 42
crianças e adolescentes acompanhavam o grupo que contabilizava 579
pessoas. O membro da executiva nacional do PT e mais 2 integrantes do
movimento responderão pelo crime de tentativa de homicídio contra um
agente de segurança. Os 42 menores e 10 mães foram liberados para
dormirem em abrigos, as mães serão autuadas, o restante, 500 militantes
passaram a noite em arquibancadas de um ginásio da capital e estão detidos
à disposição da justiça.

5 ª  F E I R A  8  Cerca de 80 índios realizam uma manifestação pacífica no Congresso. Os
indígenas ao chegarem a Câmara tiveram que deixar suas armas, arcos,
tacapes do lado de fora a pedido dos seguranças. Os índios pertencem a 7
diferentes etnias do Alto e do Médio Xingu, Mato Grosso, e foram protestar
contra a construção em suas terras da barragem Paranatinga 2 em
Campinópolis no estado. Os índios foram recebidos pelo presidente da
Câmara. Ainda não houve resposta prática por parte do governo.

2 ª  F E I R A  1 2 Aproximadamente mil famílias ligadas ao MST e à Federação dos
Trabalhadores na Agricultura (FETAGRI) bloqueiam o acesso a fazenda Teijin
em Nova Andradina próximo a Campo Grande, Mato Grosso. Os sem-terras
que estão acampados na região desde 2000, bloquearam o acesso a fazenda
impedindo a saída de 28 funcionários. O ato é um protesto contra a decisão
do Tribunal Regional Federal da 3º região que atendeu ao pedido do dono da
fazenda, suspendendo a desapropriação. A Fazenda de 28.000 hectares já
havia sido considerada improdutiva pelo Instituto Nacional de Reforma
Agrária (INCRA) que já programava a demarcação e o sorteio dos 1.067 lotes.
Os advogados que representam a fazenda Teijin pedem a justiça à prisão
preventiva dos militantes.

4 ª  F E I R A  1 4  A coordenação do MLST divulga que militantes presos durante a ocupação da
Câmara no último dia 6 teriam sofrido maus-tratos pela PM e pela Polícia
Legislativa da Câmara. Cerca de 550 militantes teriam ficado sentados na
mesma posição, impedidos de dormir e quando cochilavam apanhavam dos
policiais, os militantes ficaram um dia inteiro no ginásio e depois foram
transferidos para o Complexo Penitenciário de Papuda em Brasília. Em nota, o
MLST afirma que pelo menos 10 menores teriam sido espancados, mulheres
teriam sido agredidas com “beliscões nos seios e ofensas de caráter sexual”. A
nota diz ainda que advogados ou representantes dos direitos humanos foram
impedidos de entrar no ginásio e que nenhum dos presos teria feito exame



de corpo delito na transferência. Os policiais negaram as acusações e afirmam
que 44 militantes foram levados para fazer o exame antes da transferência.
Dos 550 militantes detidos, 42 permanecem presos. 

Centenas de jovens do estado de Santa Catarina foram às ruas para protestar
pelo acesso a universidade. As manifestações que ocorreram no dia 6 em
Alegrete, dia 8 em Porto Alegre e 14 em Santa Cruz do Sul foram organizadas
pelo Levante Popular da Juventude, nome dado a primeira organização entre
setores da juventude e de movimentos sociais. Entre as reivindicações estão
cotas étnicas e sociais e melhorias nas redes básicas de ensino. Os jovens
pedem que a universidade seja a cara do povo e que possa ir até ele.

6 ª  F E I R A  1 6  As cerca de mil famílias ligadas ao MST e da FETAGRI que bloqueiam desde a
última segunda-feira as entradas da fazenda Teijin, Mato Grosso do Sul (região
Sul), ameaçam resistir ao despejo determinado por um juiz federal. Um dos
coordenadores do MST afirmou que os sem-terra estão na fazenda há um ano
com autorização da Justiça Federal. 

O Movimento dos Pequenos Agricultores (MPA) do Espírito Santo (região
Sudeste), resiste corporalmente frente às máquinas da transnacional Aracruz
Celulose que iniciao desmatamento do Vale Jacutinga no município de
Linhares. A área é de grande declive e o desmatamento tem sido feito
inclusive às margens do córrego Farias o que é ilegal segundo as leis
ambientais. 

D O M I N G O  1 8  Acontece em São Paulo a Parada Gay com o tema: “Homofobia é crime:
Direitos sexuais são direitos humanos”. A Parada reuniu cerca de 2,5 milhões
de pessoas. A associação da Parada foi obrigada a assinar um Termo de Ajuste
de Conduta (TAC) que deve dificultar a realização da Parada nos próximos
anos. De acordo com o termo a Associação da Parada fica responsável pela
limpeza das vias públicas sujeito a multa de 30 mil reais para qualquer
infração como horários ou termos que descumpram a TAC. 

2 ª  F E I R A  1 9  A líder do MLST, Josélia Oliveira Costa, e sua filha de 5 anos foram
assassinadas em um acampamento do movimento em Cascavel no Paraná
(região Sul); o assassinato foi presenciado pelo filho e irmão das vítimas de 12
anos. A Polícia Civil tem como suspeito um sem-terra que havia sido expulso
do acampamento pela líder. 

3 ª  F E I R A  2 0  Quatro pessoas de uma mesma família que morava em uma ocupação da
Fetragi entre os municípios de Tucuruí e Baião em Belém, Pará (região Norte)
foram assassinadas. Segundo a polícia, o líder comunitário foi morto por
denunciar a extração de madeira ilegal em uma reserva florestal próxima à
ocupação. No momento da chacina haviam 7 pessoas na casa 3 foram
poupadas: um bebê de 6 meses, uma menina de 10 e um menino de 15. Nos
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últimos meses vários municípios do estado têm sido palco de protestos de
sindicalistas, de trabalhadores rurais e do MST que exigem do governo federal
a desapropriação de fazendas.

4 ª  F E I R A  2 1  A Polícia Federal (PF) paralisa suas atividades em todo o país segundo a
Federação Nacional dos Policiais Federais (FENAPEF) e a Associação Nacional
dos Delegados de Polícia Federal (ADPF). A paralisação que seria somente de
um dia promete continuar em São Paulo, Alagoas, Santa Catarina e no Rio
Grande do Norte. A categoria reivindica aumento de 30% a partir de julho e
outros 30% em fevereiro. A PF informou que o atendimento ao público será
normalizado na segunda-feira. Hoje não foram emitidos passaportes nem foi
permitida a visita de familiares aos presos da PF.

D O M I N G O  2 5  A Parada do Orgulho Gay realizada na praia de Icaraí em Niterói, Rio de
Janeiro, reúne cerca de 40 mil pessoas. O evento acontece pela segunda vez
na cidade. Os organizadores vestidos como jogadores da seleção brasileira
reivindicam a aprovação de uma lei federal que punirá crimes de homofobia.

2 ª  F E I R A  2 6  Professores da UERJ decidem suspender a greve iniciada no dia 3 de abril se
o governo do estado paga os salários de junho integralmente. Os
trabalhadores reivindicam aumento salarial e reconstituição do orçamento da
universidade que tem diminuído nos últimos anos, mas as reivindicações não
foram atendidas.

4 ª  F E I R A 2 8  A Coordenação dos Movimentos Sociais (CMS) promove manifestações em 5
capitais: Curitiba-Paraná, Florianópolis-Santa Catarina, Fortaleza-Ceará,
Goiânia-Goiás e São Paulo-São Paulo, para apresentar o Projeto Brasil,
lançado em abril, durante o 2º Fórum Social Brasileiro no Recife. É um
programa unitário de desenvolvimento, elaborado por entidades como CUT,
MST e União Nacional dos Estudantes (UNE), onde constam propostas sobre
soberania nacional, desenvolvimento econômico, democracia e direitos
sociais. A coordenação nacional do MST apresenta como 3 pontos principais:
reestatização da Vale do Rio Doce, o trabalho com a juventude e a construção
de uma proposta de desenvolvimento para o país. Os objetivos são fornecer
propostas para que os movimentos sociais não fiquem presos aos programas
dos partidos e levar as propostas para igrejas, assembléias populares,
Organizações Não Governamentais (ONGs) e intelectuais.

5 ª  F E I R A  2 9  Um grupo de 114 intelectuais, artistas e ativistas do movimento negro lançam
um manifesto contra o projeto de lei que institui política de cotas nas
universidades federais e que cria o Estatuto da Igualdade Racial. Entre os
artistas que assinaram o documento está o cantor e compositor Caetano
Veloso e o poeta Ferreira Gullar. O documento foi intitulado “Carta Pública ao
Congresso Nacional. Todos têm direitos a iguais na República democrática”.
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J U L H O

2 ª  F E I R A  3  Representantes de 150 famílias de sem-tetos ocupam um prédio desocupado
há 10 anos no Rio Comprido, Rio de Janeiro (região Sudeste). O movimento
intitulado Quilombo das Guerreiras contou com a ajuda de universitários
durante a manhã quando policiais tentaram expulsar os manifestantes a
pedido do proprietário. Houve violência entre policiais, estudantes e sem-
tetos, a força policial utilizou gás de pimenta para tentar conter a ocupação.
No fim da tarde, representantes do Instituto Estadual de Terras (ITERJ)
negociaram o cadastramento das famílias e a desocupação do imóvel.

Artistas e intelectuais fazem um manifesto, em reação ao documento lançado
na semana passada, também organizado por artistas, para mostrar seu apoio
a aprovação da lei de cotas nas universidades e do Estatuto da Igualdade
Racial. Entre os artistas e intelectuais que assinaram o abaixo-assinado está o
diretor teatral Augusto Boal e o sociólogo Emir Sader.

3 ª  F E I R A 1 1 Sem-terras ligados à Comissão Pastoral da Terra (CPT) ocupam a sede do
INCRA em João Pessoa, Paraíba (região Nordeste). Segundo informações do
INCRA, cerca de mil pessoas ocupam as instalações do instituto com previsão
de chegada de mais sem-terras. Os sem-terras reivindicam mais agilidade do
INCRA nas vistorias e desapropriação de terras.

S Á B A D O 1 5 Índios Guaranis da aldeia Pyau (“Nova” em guarani) estão instalados a 15
metros da rodovia dos Bandeirantes, na zona oeste de São Paulo. Os 233
índios vivem na área desde que a aldeia Jaraguá (menor terra indígena
demarcada no país) tornou-se pequena para o número de habitantes. O
espaço mal comporta as 57 casas, os indígenas deixaram de cultivar a terra,
caçar, pescar e vivem agora com benefícios do governo e de cestas básicas
doadas por ONGs. Os índios buscam o reconhecimento da Pyau como terra
indígena, a homologação está em andamento na FUNAI. Não há prazo para
conclusão do trabalho e para homologação pela FUNAI.

D O M I N G O  1 6  A 9º Parada do Orgulho Gay reúne em Belo Horizonte, capital de Minas Gerais,
cerca de 15 mil pessoas. A Parada contou com 9 trios elétricos e entoou
palavras de ordem contra a homofobia e pela união civil entre homossexuais.

3 ª  F E I R A  1 8  O Ministério Público acusa a Ouvidoria Agrária de ter interferido no processo
de libertação dos 42 militantes do MLST presos após a ocupação da Câmara
dos Deputados no final de junho. Bruno Maranhão, um dos líderes do
movimento e da ação na Câmara, solto no último sábado, afirma que os
militantes presos sofreram torturas e privações durante o período em que
ficaram presos e ressaltou ainda que os atos de violência não teriam sido
premeditados. Segundo integrantes do MLST, os presos foram obrigados a
sentar no chão molhado de urina de policiais.
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5 ª F E I R A  2 0  A rádio comunitária Heliópolis, localizada na favela de mesmo nome, a maior
da cidade de São Paulo (região Sudeste) foi fechada pela PF e pela Agência
Nacional de Telecomunicações (ANATEL) com respaldo do poder judiciário. A
emissora funcionava há 14 anos na comunidade e segundo o diretor da rádio,
os documentos para legalização foram enviados para o Ministério das
Comunicações ha 8 anos sem que nenhum retorno tenha sido dado. Álvaro
Malaguti da Associação Mundial de Rádios Comunitárias afirma: “A Heliópolis
se tornou presente na dinâmica social daquela área. Foi fruto da organização
das associações de moradores, um exemplo de rádio com excelentes projetos
político-educacionais. A sociedade não pode ser penalizada pela
incompetência do Estado, pela sua limitação e deficiência”.

2 ª  F E I R A  2 4  Representantes de diferentes religiões organizados pelo Movimento Inter-
Religioso do Rio de Janeiro (MIR/RJ), realizam em frente a igreja da
Candelária um ato para lembrar a chacina da Candelária quando 8 menores
foram assassinados a tiros por la PM em 23 de julho de 1993. O ato faz parte
da programação da Semana em Defesa de Vida que está acontecendo desde
o dia 21 e se encerra no próximo dia 28.

3 ª  F E I R A  2 5  Em uma aldeia na região de Sindrolândia próxima a Campo Grande, Mato
Grosso, índios da etnia Terena mantém retidos 2 funcionários da Fundação
Nacional de Saúde (FUNASA). Segundo o órgão, os 2 técnicos foram impedidos
de deixar o local na segunda-feira dia 24 e foram liberados na tarde de hoje
após uma equipe da FUNASA ser enviada para negociar com os indígenas.

Uma comissão com lideranças indígenas de 15 etnias bloqueia a sede da
FUNAI em Brasília (região Centro-oeste). A comissão pede uma reunião com
o Ministro da Justiça e com o Palácio do Planalto para reivindicar a exoneração
do presidente da FUNAI e sua substituição por uma comissão de indígenas.
Os índios pedem ainda a reestruturação da Fundação. Policiais federais
fortemente armados chegaram ao local. Após as negociações, o prédio foi
reaberto contra a vontade dos indígenas. Diversas manifestações pedindo a
saída do presidente da FUNAI já aconteceram, inclusive uma moção,
aprovada por unanimidade por representantes de praticamente todas as
etnias do Brasil na I Conferência dos Povos Indígenas realizada entre os dias
12 e 19 de abril em Brasília. Na Conferência além da decisão que um indígena
deveria ocupar o cargo de presidente, decidiu-se, pelo fortalecimento da
FUNAI, federalização das ações do governo na saúde e na educação e a
aprovação do Plano de Carreira Indigenista.

A G O S T O

6 ª  F E I R A  4  Membros da comunidade Libanesa de São Paulo protestam em uma das
principais avenidas comerciais da capital contra os ataques de Israel ao
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Líbano. A cidade de São Paulo possui a maior concentração de libaneses fora
de seu país de origem são cerca de 2 milhões de pessoas. A comunidade
libanesa de São Paulo se organizada no Comitê de Solidariedade aos Povos
Árabes está impulsionando Jornadas pela Paz reivindicando o fim das
agressões israelenses no Líbano.

S Á B A D O  1 2  Dois funcionários de uma das maiores emissoras de televisão do país, Rede
Globo, foram seqüestrados após saírem de uma padaria na zona sul de São
Paulo. A polícia da capital suspeita que a facção criminosa PCC seja
responsável pelo crime.

D O M I N G O  1 3  As suspeitas da polícia quanto ao seqüestro de 2 funcionários da Rede Globo
foram confirmadas, o crime foi realizado pela facção criminosa PCC. Um dos
funcionários seqüestrado ontem foi solto e com ele os criminosos deixaram
um DVD com a indicação que, se a Rede Globo não transmitisse a
mensagem, o repórter, ainda em poder dos seqüestradores, seria morto. A
emissora transmitiu o comunicado da facção após consultar diversas
instituições internacionais especializadas neste tipo de crime. A mensagem do
PCC reivindica o fim do Regime Disciplinar Diferenciado e fala ainda da
precariedade do sistema carcerário. 

2 ª  F E I R A  2 1  O integrante da coordenação nacional do MST em Pernambuco (região
Nordeste), Jaime Amorim, foi preso no município de Itaquitinga no estado,
quando saía do velório de 2 companheiros do movimento assassinados no
último domingo. A prisão foi decretada porque Amorim teria faltado a
audiências do processo que apura o protesto contra a visita do presidente
George W. Bush que culminou na depredação do consulado dos EUA em
Recife, em novembro de 2005. No protesto, os sem-terra jogaram tinta nos
muros do consulado, cuspiram nos portões e reagiram a policiais do Batalhão
de Choque que faziam a segurança da área, houve confronto entre a polícia e
os militantes. Amorim responde por dano qualificado, dano ao patrimônio,
incitação ao crime e desacato.

2 ª  F E I R A  2 8  Jaime Amorim, integrante da coordenação nacional do MST, foi libertado.
Amorim acusa a Embaixada dos EUA de planejar sua detenção e divulgou que
o movimento assumirá a postura de reivindicar melhores condições nas
unidades carcerárias do país.

3 ª  F E I R A  2 9  A multinacional Volkswagen comunicou por carta a demissão de 1.800
trabalhadores da unidade de São Bernardo do Campo, São Paulo (região
Sudeste). Em assembléia organizada pelo Sindicato dos Metalúrgicos do ABC
filiados a CUT, os trabalhadores da fábrica decidem entrar em greve por
tempo indeterminado. Dos 1.800 trabalhadores demitidos, cerca de 500 já
estavam afastados em licença remunerada desde 2003.

O
SA

L1
50

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
SU

R
-B

RA
SI

L]



5 ª F E I R A  3 1  O Departamento Intersindical de Estatística e Estudos Sócio Econômicos
(DIEESE) divulgou dados sobre as greves realizadas no país em 2005.
Segundo o Sistema de Acompanhamento de Greves (SAG) do DIEESE, 69%
das paralisações foram motivadas pela melhora das condições dos contratos
trabalhistas e pela busca de novos direitos. O número de greves em 2005 se
assemelhou ao contabilizado em 2004. Foram 299 greves com cerca de 20
mil hs paradas contra 302 com 23 mil horas. Destas 299 greves, 135 foram
realizadas contra o descumprimento de diretos, pela manutenção ou
renovação destes direitos; paralisações de caráter defensivo. Do total
contabilizado, 135 das greves ocorreram no setor público. Estas greves foram
em sua maioria de caráter propositivo, o reajuste salarial foi a principal
reivindicação contando com 60% dos servidores e 50% dos trabalhadores
estatais. No setor privado ocorreram 135 paralisações sendo 20% no setor de
serviços e 25% na indústria. Cerca de 60% das reivindicações se
apresentaram de caráter propositivo, e 50% destas, de caráter defensivo.
Reajuste salarial e participação nos lucros foram às reivindicações mais
freqüentes neste setor. As principais reivindicações foram reajuste salarial (em
141 das greves), implantação de planos de carreira e salários (20%),
participação nos lucros (12%), auxílio alimentação (17%), melhores condições
de trabalho (15%) e atraso nos pagamentos (12%).

S I G L A S

ADPF Associação Nacional dos Delegados de Polícia Federal
ANATEL Agência Nacional de Telecomunicações
CONAT Congresso Nacional de Trabalhadores

CONLUTAS Coordenação Nacional de Lutas
CMS Coordenação dos Movimentos Sociais
CPT Comissão Pastoral da Terra
CUT Central Unica dos Trabalhadores

DIEESE Departamento Intersindical de Estatística e Estudos Sócio Econômicos
FENAPEF Federação Nacional dos Policiais Federais

FUNAI Fundação Nacional do Indio
FUNASA Fundação Nacional de Saúde
FETAGRI Federação dos Trabalhadores na Agricultura

INCRA Instituto Nacional de Reforma Agrária
ITERJ Instituto Estadual de Terras
MAB Movimento dos Atingidos pelas Barragens

MIR/RJ Movimento Inter-Religioso do Rio de Janeiro
MLST Movimento de Libertação dos Sem-Terra
MPA Movimento dos Pequenos Agricultores
MPL Movimento pelo Passe Livre
MST Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra
MTD Movimento dos Trabalhadores Desempregados

O
SA

L1
51

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



ONG Organização Não Governamental
PCC Primeiro Comando da Capital
PCH Pequena Central Hidreléctrica

PF Polícia Federal
PM Polícia Militar

PMDB Partido do Movimento Democrático Brasileiro
PT Partido dos Trabalhadores

SAG Sistema de Acompanhamento de Greves
TAC Termo de Ajuste de Conduta

UERJ Universidade Estadual do Rio de Janeiro
UFES Universidade Federal do Espírito Santo
UNE União Nacional dos Estudantes

FONTES Imprensa-CUT, Jornal do Brasil, Jornal Folha de São Paulo, Jornal O Globo,
Jornal O Estado de São Paulo, Jornal Brasil de Fato, Agência de Notícias
Carta Maior, Informe Letra Viva-MST, MST na Imprensa, Resenha Federal,
Jornal do MST, Centro de Mídia Independente (CMI).

EQUIPE Coordenação: Prof. Dr. Roberto Leher (UFRJ/LPP-UERJ). 
Assistentes de Pesquisa: Alice Coutinho da Trindade (LPP-UERJ), 
Cristina Oliveira (LPP/UERJ), Mariana Setúbal (LPP/UERJ). 
Colaboração: Anderson Andrade (LPP-UERJ), Luiza Leite (LPP-UERJ)
e PROEALC/CCS/UERJ, coordenado por profa. Dra. Silene de Moraes Freire.
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Chile

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Alrededor de 30 mil personas convocadas por la Central Unitaria de
Trabajadores (CUT) marchan en el centro de Santiago en el Día Internacional
de los Trabajadores. Miles de personas se manifiestan en Valparaíso y en otras
17 ciudades. 

M I É R C O L E S  3 Los 4 presos políticos mapuche detenidos en Temuco, Patricia Roxana
Troncoso Robles, Juan Patricio Marileo Saravia, Jaime Florencio Marileo Saravia
y Juan Carlos Huenulao Lienmil, que están en ayuno común desde el 13 de
marzo, se declaran en huelga de hambre seca en reclamo de su liberación. 

J U E V E S  4 Medio millar de integrantes de organizaciones y comunidades mapuche,
entre las que se encuentran Konapewman y la Coordinación de Identidades
Territoriales Mapuche (CITEM), se reúnen en Temuco para reclamar la libera-
ción de los presos políticos en huelga de hambre. Las fuerzas especiales de
carabineros reprimen y detienen a 40 manifestantes. Unas 300 personas se
dirigen ante el penal de la ciudad y realizan un plantón. 

M A R T E S  9 Organizaciones sociales y políticas, junto a la Agrupación de Familiares y Amigos de
los Presos Políticos Mapuche, marchan hacia la intendencia y la cárcel de Temuco,
donde se instalan. Reciben también el apoyo de estudiantes universitarios.

M I É R C O L E S  1 0 La Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios (ACES) convoca a una
jornada nacional de movilización, donde 30 mil estudiantes en todo el país exi-
gen la gratuidad de la Prueba de Selección Universitaria (PSU) y de un pase
escolar único y la revisión de la Jornada Escolar Completa (JEC). Unos 8 mil pin-
güinos, como se denomina a los estudiantes por su uniforme, marchan en el
centro de Santiago hacia el Ministerio de Educación y se enfrentan con los cara-
bineros, que los reprimen y detienen a 930 manifestantes. Otras protestas se
suceden en Arica, Temuco, Rancagua, Coquimbo, La Serena, Coronel, Lota,
Chillán, Concepción, Viña del Mar, Valparaíso, San Felipe, Iquique, Constitución,
Punta Arenas, Valdivia, Talca, Antofagasta, Copiapó, Ovalle, Talcahuano, Quilpué
y Puerto Montt. En todo el país, 1.363 personas son detenidas durante el día. 

J U E V E S  1 1 Personas encapuchadas atacan un bus en el que viajaban 15 carabineros
encargados de custodiar el fundo La Romana, del terrateniente René Urban, al
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oeste de Ercilla. Tras el hecho, la policía allana la comunidad Ignacio Queipul,
en Temucuicui, y captura a 3 mapuche. 

V I E R N E S  1 2 La Agrupación de Familiares y Amigos de los Presos Políticos Mapuche es
desalojada del frente de la cárcel de Temuco. Los mapuche realizan 2 marchas
pacíficas en dicha ciudad. El lonko de la comunidad Ignacio Queipul, quien
encabeza una de las manifestaciones, expresa su cansancio por los operativos,
la destrucción de casas y las detenciones arbitrarias. 

J U E V E S  1 8  Convocados por la ACES, estudiantes secundarios se movilizan en 7 regiones.
En Santiago, se concentran en la Plaza Italia, cuando la represión policial los dis-
persa. Otros pingüinos saquean comercios y realizan destrozos en el centro de
la ciudad. Los carabineros detienen a medio millar de estudiantes capitalinos. 

V I E R N E S  1 9 En Santiago, los estudiantes del Instituto Nacional y del liceo de Aplicación ini-
cian ocupaciones. Sus dirigentes reclaman también la modificación de la Ley
Orgánica Constitucional de la Enseñanza (LOCE) y el traspaso de la educación
municipalizada al ámbito del estado nacional. 

D O M I N G O  2 1 La CUT, el Colegio de Profesores y el Partido Comunista (PC) realizan una marcha
que reúne a más de 2.500 personas en Valparaíso que repudian al gobierno en su
primer balance público. Carabineros sitian el Congreso Nacional y sus alrededores
y reprimen la manifestación. Un total de 79 manifestantes resultan detenidos. 

J U E V E S  2 5 El ministro de Educación llama a que las autoridades del sistema educativo
chileno constituyan un consejo ciudadano. La líder de la ACES, Karina Delfino,
señala que tal mesa de diálogo es un plan para pacificar la movilización. La
universitaria Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH) y el Colegio
de Profesores respaldan la movilización. Un total de 98 liceos del país están
paralizados, lo que involucra a 100 mil alumnos. 

Cinco pobladores del comité No Nos Moverán, integrante del Movimiento de
Allegados en Lucha de Peñalolén, inician una huelga de hambre para frenar
los desalojos indiscriminados e ilegales dentro del campamento. 

V I E R N E S  2 6 Los mapuche en huelga de hambre líquida levantan la medida tras un diálogo con
el senador socialista Alejandro Navarro, quien señala que la aprobación de una ley
de amnistía está sujeta al compromiso de renunciar a las acciones violentas. 

D O M I N G O  2 8 Alrededor de 200 dirigentes estudiantiles acuden al Ministerio de Educación
para participar en una reunión que sólo admite a más de medio centenar del
total. Finalmente, los estudiantes se retiran de la mesa de negociación.

M A R T E S  3 0 Cerca de 800 mil estudiantes secundarios de 939 colegios se pliegan al paro nacio-
nal convocado por la ACES, del que participan 100 mil universitarios. En Santiago,
los estudiantes marchan en el sector céntrico de la Alameda y se enfrentan con
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carabineros, con un saldo de 600 detenciones. En Valparaíso, la coordinadora
regional de estudiantes secundarios convoca a una marcha al Congreso Nacional a
la que asisten 10 mil personas. Otras manifestaciones se suceden en Antofagasta,
Concepción, la Araucanía, Puerto Montt, Talca, Arica, Punta Arenas, Copiapó,
Valdivia y Linares. Un total de 78 detenidos son reportados en el interior del país.

J U N I O

J U E V E S  1 La presidenta Bachelet ofrece a los estudiantes un aumento de raciones ali-
menticias, mejoras en la infraestructura, un pase escolar gratuito de tiempo
completo para estudiantes pobres, una beca que cubra el costo de la PSU, la
rediscusión de la LOCE, fortalecer la educación descentralizada en los munici-
pios y la implementación de un Consejo Asesor Presidencial –al que invita a
los estudiantes– que defina las políticas públicas educativas, entre otros
temas. Durante su alocución se pronuncia en defensa de la JEC y contra la
gratuidad del pasaje escolar para la totalidad de los estudiantes secundarios. 

V I E R N E S  2 Dirigentes de la conformada Asamblea Nacional de Estudiantes Secundarios
rechazan la oferta presidencial por considerarla insuficiente. Discrepan en los
términos de la modificación de la LOCE y en la falta de acuerdo reapecto al
pase gratuito y la jornada escolar. 

L U N E S  5 Los estudiantes secundarios, junto a universitarios, profesores y apoderados
realizan un paro reflexivo, acompañado de marchas en Santiago, Valparaíso,
Arica, Antofagasta, La Serena, Curicó, Concepción y Punta Arenas, así como de
barricadas, saqueos y cortes de tránsito en la ciudad capital. En Valparaíso, 15
mil personas marchan al Congreso Nacional. Tras las manifestaciones, 430
personas resultan detenidas y 23 carabineros son heridos en Santiago y las
regiones. El presidente de la Comisión de Educación del Senado acuerda con
los líderes pingüinos la participación estudiantil en el Consejo Asesor.

M I É R C O L E S  7 Bachelet propone que la comisión asesora esté integrada por 73 consejeros
enviados por la iglesia católica y evangélica, la masonería, una asociación de
padres, el Colegio de Profesores, el Ministerio de Educación, centros de estu-
dios liberales, fundaciones, los jesuitas, los gobiernos municipales, los gre-
mios, universidades y la Confederación de Estudiantes de Educación Superior
Privada (CONFESUP). Se suman a dicha comisión sostenedores, funcionarios
de la PSU y los presidentes de las comisiones legislativas de educación, entre
otros. A los estudiantes les son ofrecidos 3 lugares. Unos 225 colegios comien-
zan a levantar el paro estudiantil en todo el país. 

J U E V E S  8 Unos 150 dirigentes estudiantiles de la ACES se reúnen en el Instituto Nacional y
deciden continuar con las medidas de fuerza, pese al reflujo en la movilización. 

La presidenta Michelle Bachelet acude a la ciudad de Washington, Estados
Unidos, a reunirse con el mandatario George W. Bush, con quien dialoga acerca
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de la integración regional y reafirma el lazo entre ambos países gestado durante
el período de Ricardo Lagos. Asimismo, la autoridad de EE.UU. define a Chile
como un aliado estratégico respecto de sus pretensiones para América Latina. 

V I E R N E S  9 Luego de una sesión poblada de divergencias en el Instituto Nacional, los líderes de
la ACES deciden levantar los paros y ocupaciones e integrar el consejo presidencial. 

M I É R C O L E S  1 4 En la Biblioteca Nacional de Santiago, se inicia formalmente el diálogo de la
comisión asesora en educación, que se propone concluir un acuerdo en los 6
meses próximos.

M I É R C O L E S  2 1 Los ministros del Interior y Justicia presentan una propuesta a la Comisión de
Constitución, Legislación y Justicia del Senado que pretende suplantar la lla-
mada Ley Navarro por una reforma a la Ley Antiterrorista que tipifique al deli-
to terrorista de manera tal que sea permitida la rebaja de la pena de los 4 pre-
sos políticos que hicieron la huelga de hambre. 

J U L I O

V I E R N E S  7 El presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA), Luis Schmidt,
expresa su rechazo rotundo a la reforma de la Ley Antiterrorista. 

S Á B A D O 8 Alrededor de 3 mil deudores habitacionales marchan hacia la Plaza de Armas y a
La Moneda, en Santiago, para exigir al gobierno la condonación de sus deudas. 

L U N E S  2 4 Un contingente de 400 carabineros acompañados por el fiscal de Collipulli y la
policía de investigaciones ingresa a la comunidad de Temucuicui, en la comu-
na de Ercilla de la IX Región, y reprime con inusual violencia. La comunidad
denuncia el accionar policial y del Ministerio Público, que según ellos respon-
de al pedido de un grupo de agricultores. 

Carabineros inicia un operativo en la costa de la localidad de Mehuín, para
facilitar un estudio de impacto ambiental que la empresa Celulosa Arauco y
Constitución SA (CELCO) requiere para instalar un ducto mediante el cual
arrojar residuos industriales al mar desde la planta celulosa de Valdivia, por lo
cual los pobladores de la localidad intentan impedir tal medición. Luego del
operativo se corta el servicio eléctrico en la zona pesquera.

M A R T E S  2 5 Unas 200 integrantes de la Unión Comunal de Allegados de Penalolén ocupan
la municipalidad para exigir la construcción de casas. 

Doce embarcaciones que transportan a pescadores de Mehuín se internan en
el mar para impedir la llegada de la embarcación Pangui, que realiza los estu-
dios requeridos por CELCO. 
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J U E V E S  2 7 Los pescadores de Mehuín regresan a tierra y son recibidos por pobladores luego
de desviar el barco Pangui. El barco desviado cuenta con el apoyo de la Armada. 

A G O S T O

M A R T E S  1 La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado rechaza la pro-
puesta presidencial de excluir la figura de incendio de la definición de los deli-
tos terroristas.

V I E R N E S  4 El presidente del Consorcio Agrícola del Sur califica de inaceptable a la pro-
puesta de excluir al incendio de los delitos terroristas. 

S Á B A D O  5 La Comisión Funa y familiares y allegados de los hermanos Vergara Toledo,
militantes asesinados en 1985, escrachan en Santiago a los 4 carabineros res-
ponsables del tal crimen. Los manifestantes resaltan la lucha, la movilización y
la memoria popular como armas de la justicia y el castigo a los represores. 

Cerca de 1.500 integrantes de la Agrupación Nacional de Deudores
Habitacionales (ANDHA)-Chile se movilizan hacia La Moneda, donde recla-
man la condonación de sus deudas o mejoras en las condiciones de pago. La
medida es reprimida y 20 de sus partícipes resultan detenidos. 

L U N E S  7 Más de 2 mil trabajadores de la mina La Escondida, dirigida por el consorcio
BHP Billiton, inician una huelga por tiempo indeterminado, marchan por la
ciudad y bloquean las rutas de acceso a la reserva cuprífera, en reclamo de
bonos por 16 millones de pesos, un aumento del sueldo base del 13% y otro
en las asignaciones de zona del 5%. 

M A R T E S  8 Los pingüinos vuelven a movilizarse en comunas del gran Santiago, en Arica,
Copiapó y Lota, y denuncian el estancamiento en las negociaciones del Consejo
Asesor. La jornada concluye con 3 carabineros heridos y 110 estudiantes detenidos.

M A R T E S  1 5 Pescadores artesanales de Mehuín, apoyados por otros de Queule, repelen a
2 remolcadores de la empresa Ultragas contratados por CELCO para el estu-
dio de impacto ambiental. Ambos remolcadores son acompañados por lan-
chas patrulleras y un buque de guerra de la Armada.

J U E V E S  1 7 Unos 800 mineros bloquean el acceso a La Escondida y se enfrentan a los
carabineros en una batalla campal. La compañía anuncia que suspenderá la
operación de la reserva por tiempo indefinido. 

Los pescadores artesanales de Mehuín vuelven a impedir las mediciones de
impacto ambiental. La Armada asegura haber respondido con disparos al aire
a los balazos proferidos por los pescadores a una embarcación de la empresa
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Ultramar, lo que es desmentido por el Comité de Defensa del Mar. Medio
millar de pescadores, mujeres y otros habitantes de Mehuín y Queule bloque-
an la ruta que conduce a San José de la Mariquina.

S Á B A D O  1 9 La empresa CELCO decide suspender el estudio de impacto ambiental y soli-
cita el retiro de la Armada. Los habitantes de Mehuín levantan el corte de ruta.

M A R T E S  2 2 Estudiantes secundarios vuelven a manifestarse en Santiago, ciertas comunas
metropolitanas y en la ciudad atacameña de Copiapó, en repudio a la vigencia
de la LOCE, y marchan en Alameda hacia la Universidad de Chile. Los datos
oficiales arrojan un total de 221 detenidos.

L U N E S  2 8 Una patrulla policial ingresa a la vivienda del lonko mapuche José Domingo
Collihuin Catril, en la comunidad de Temucuicui de Bollilco Bajo, IX Región, e
indaga respecto a una denuncia de robo de ganado. Tras una discusión, el
indígena es asesinado de un balazo y 2 de sus hijos resultan heridos. 

M I É R C O L E S  3 0 La dirigencia sindical de La Escondida llega a un acuerdo con la empresa: un
contrato colectivo de 40 meses que incluye un aumento salarial de un 5% y
un bono de 9 millones de pesos.

J U E V E S  3 1 Los mineros de La Escondida refrendan mediante una votación el acuerdo
entre la dirigencia sindical y la empresa BHP Billiton.

G L O S A R I O D E S I G L A S

ACES Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios
ANDHA Agrupación Nacional de Deudores Habitacionales
CELCO Celulosa Arauco y Constitución SA
CITEM Coordinación de Identidades Territoriales Mapuche

CONFECH Confederación de Estudiantes de Chile
CONFESUP Confederación de Estudiantes de Educación Superior Privada

CUT Central Unitaria de Trabajadores
JEC Jornada Escolar Completa

LOCE Ley Orgánica Constitucional de la Enseñanza
PC Partido Comunista

PSU Prueba de Selección Universitaria
SNA Sociedad Nacional de Agricultura

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuente: diario El Mercurio.
Otras fuentes: páginas web Mapuexpress, Azkintuwe, Hommodolars,
Agrupación de Familiares y Amigos de los Presos Políticos Mapuche,
Indymedia Santiago, Indymedia Valparaíso e Indymedia Chilesur.
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Paraguay

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores, unas 10 mil perso-
nas participan de una movilización convocada por la Central Nacional de
Trabajadores (CNT), la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), la Central Unitaria
de Trabajadores Auténtica (CUT-A), la Confederación Paraguaya de Trabajadores
(CPT) y la Central General de Trabajadores (CGT). La marcha comienza con una
misa oficiada por monseñor Fernando Lugo en la iglesia del Colegio Cristo Rey
de Asunción y culmina en la Catedral Metropolitana, donde dirigentes de las cen-
trales realizan el acto de clausura. Las 5 centrales sindicales firman un documen-
to para crear la Coordinadora de Centrales Sindicales del Paraguay, con el fin de
luchar contra la política del gobierno. El movimiento obrero-campesino Corriente
Sindical Clasista (CSC) realiza un acto frente al Panteón de los Héroes del que
participan unas 1.500 personas aproximadamente.

L U N E S  8 Serapio Villasboa Cabrera, miembro del Movimiento Campesino Paraguayo
(MCP), y desaparecido desde el 28 de abril pasado, aparece asesinado de 11
puñaladas en el interior de un monte, aproximadamente a 400 m de su domi-
cilio, en el barrio El Paraíso, distrito de Obligado, departamento de Itapúa. El
MCP sospecha que el asesinato se vincula con la lucha de Petrona Villasboa,
hermana de Serapio, integrante de la Coordinadora de Mujeres Rurales e
Indígenas (CONAMURI), quien demanda justicia por el asesinato de su hijo,
Silvino Talavera Villasboa, muerto a causa de las fumigaciones por agrotóxicos
aplicados a plantaciones de soja transgénica linderas al hogar familiar. Las 7
personas detenidas en calidad de sospechosas son liberadas rápidamente. 

L U N E S  1 5 Alumnos, docentes y padres de familia de unas 20 comunidades educativas
de zonas rurales del distrito de San Pedro Ycuamandyyu acampan frente al
local de la supervisión zonal para reclamar el fin de la injerencia política parti-
daria en el manejo de la educación. Denuncian también la gran cantidad de
docentes que trabajan sin designación, la carencia de aulas y la mala distribu-
ción de rubros, entre otros puntos. 

M A R T E S  1 6 Miles de labriegos de la Federación Nacional Campesina (FNC) ocupan las ofi-
cinas regionales de la Dirección de Extensión Agraria (DEAG) de 11 departa-
mentos, en reclamo del pago del subsidio estatal por la última cosecha, afecta-
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da por la sequía y las plagas, y en protesta por la falta de un plan de financia-
miento para la preparación y recuperación de suelos para próximos cultivos. 

V I E R N E S  1 9 La FNC endurece sus medidas de fuerza e inicia cortes de rutas intermitentes
en varias zonas del país, en reclamo de la implementación inmediata del sub-
sidio estatal para los productores algodoneros. También ocupan la DEAG de
San Pedro y de Coronel Oviedo. 

S Á B A D O  2 0 El gobierno dispone el pago del subsidio a los pequeños productores algodo-
neros a través del Banco Nacional de Fomento (BNF), con lo cual desactiva la
movilización de la FNC. 

J U E V E S  2 5 Campesinos sin tierra de la Mesa Coordinadora Departamental de
Organizaciones Campesinas de Misiones (MCDOCM) que se encuentran en
San Juan Bautista, Misiones, desde el martes pasado, se instalan en carpas
frente a la Gobernación para reclamar la compra de 2 mil has en Santa Rosa y
3.300 en San Ignacio. 

S Á B A D O  2 7 Pobladores de Concepción de diversas organizaciones –como la Organización
Campesina del Norte (OCN), el Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP) y
la Asociación Rural del Paraguay (ARP), entre otras– participan de la marcha
Justicia y Verdad, desde la Plaza Pinedo hasta la fiscalía local. Realizan un acto
en el que denuncian que el supuesto accionar guerrillero en el norte del país
no es más que una cortina de humo para desviar la atención en torno a la ola
delictiva en la región, y reclaman la aparición del periodista Enrique Galeano,
desaparecido el 4 de febrero pasado. 

M A R T E S  3 0 Taxistas y moto taxistas bloquean por segundo día consecutivo el acceso al
Puente de la Amistad de Ciudad del Este, paso fronterizo entre Paraguay y
Brasil, en repudio a los duros controles que realiza el vecino país. 

M I É R C O L E S  3 1 Más de 2 mil campesinos nucleados en la coordinadora San Pedro Pyahura-
Topáma Japu, acompañados por monseñor Fernando Lugo, 2 parlamentarios
y los intendentes municipales de Santa Rosa del Aguaray y Nueva Germania,
bloquean la Ruta 3 Gral. Aquino, en Santa Rosa del Aguaray, en reclamo de,
entre otras cuestiones: pavimentación de la Ruta XI Juana de Lara, tramo
Nueva Germania-San Pedro de Ycuamandyyú; subsidio a los algodoneros de
la zona norte del departamento; una ley que prohíba la destrucción de mon-
tes; la designación de los docentes que trabajan ad honorem; y el sobresei-
miento a los dirigentes campesinos procesados.

El Directorio del Fondo Monetario Internacional (FMI) aprueba un nuevo acuer-
do de tipo stand by con Paraguay, que se extenderá hasta la finalización del
gobierno de Nicanor Duarte Frutos, que habilita un crédito de hasta 97,1 millones
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de dólares para casos especiales. El programa establece una serie de metas a las
que se compromete el gobierno para el cierre del Ejercicio 2006 relacionadas con
un mayor crecimiento económico, el control de la inflación y el equilibrio fiscal. 

J U N I O

J U E V E S  1 Alrededor de 800 integrantes de la coordinadora San Pedro Pyahura-Topáma
Japu ocupan el predio de la iglesia de Santa Rosa del Aguaray, San Pedro,
reclamando la presencia de autoridades nacionales en el lugar. 

Unos 3 mil campesinos de la FNC bloquean el Centro de Desarrollo
Agropecuario de Canindeyú (CDAC) y las agencias regionales del Banco
Nacional de Fomento y del Crédito Agrícola de Habilitación de Curuguaty, en
rechazo a los funcionarios del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG)
que no realizaron las verificaciones en sus fincas, razón por la cual no fueron
incluidos en la lista de pagos del subsidio algodonero. 

D O M I N G O  4 Alrededor de 100 pobladores de Itaguá, integrantes de la Coordinadora
Ciudadana para la Defensa del Medioambiente de Itá e Itauguá, realizan una
protesta frente al Hospital Nacional de la zona en contra de la incineradora de
basura patológica que se encuentra a pocos metros del hospital. Se oponen,
además, a la construcción de una nueva incineradora en los alrededores del
centro asistencial. 

L U N E S  5 Activistas de la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas
(MCNOC) se suman a las movilizaciones contra la privatización de las empre-
sas públicas que desde el pasado 24 de mayo realizan los trabajadores de
Petróleos Paraguayos (PETROPAR) frente al pórtico de acceso a la refinería de
la empresa estatal en Villa Elisa. 

M I É R C O L E S  7 El gobierno de EE.UU., a través de su embajador, James Cason, firma con
Paraguay un acuerdo de canje de deuda por naturaleza de 7,4 millones de dóla-
res. Así, el gobierno nacional se compromete a utilizar dichos fondos para apoyar
proyectos de conservación y reparación del Bosque Atlántico del Alto Paraná. 

Los algodoneros de la Coordinadora Agrícola del Paraguay (CAP) y de la
Asociación de Acopiadores del Paraguay levantan la movilización de más de
4 mil campesinos que desde hace 3 días se manifiestan en el km 180 de la
Ruta VII, luego de que el titular del MAG afirma que el gobierno investigará los
cobros irregulares de subsidios algodoneros, depurará las listas y ampliará el
presupuesto para responder a los pedidos de más subsidios. 

Los titulares del Ministerio de Obras Públicas y de la cartera del Interior logran
desactivar la tormenta del norte anunciada por la coordinadora San Pedro-



Pyahura, luego de reunirse en la gobernación departamental con dirigentes
locales. Los ministros se comprometen a mantener un permanente diálogo con
los sampedranos hasta que se concreten todos los planteamientos solicitados
por los manifestantes. Respecto de la pavimentación de la Ruta 11 Juana de
Lara, entre la capital departamental y Nueva Germania, los representantes del
gobierno prometen enviar un cronograma de licitación y ejecución de la obra
firmado por el presidente Duarte Frutos; respecto del subsidio a los algodoneros
de ese departamento, se acuerda una reunión para la semana próxima. 

Cerca de 2 mil personas, encabezadas por monseñor Fernando Lugo, líder del
Movimiento de Resistencia Ciudadana, se manifiestan frente al Palacio de
Justicia en Asunción para exigir la renuncia de los 5 ministros de la Corte
Suprema por haber violado la Constitución Nacional al permitir que el presi-
dente Duarte Frutos asuma como titular de la Asociación Nacional
Republicana (ANR) siendo, al mismo tiempo, presidente de la Nación. 

J U E V E S  8 La FNC realiza cortes de rutas en varios departamentos para exigir la inclusión
de más de 5 mil productores a la lista confeccionada por el gobierno para reci-
bir el subsidio algodonero. 

D O M I N G O  1 1 Cinco integrantes de la Comisión de Defensa y Seguridad Ciudadana detienen
a 2 campesinos de la colonia Nueva Alianza, en Yasy Cañy, Curuguaty, por
considerarlos sospechosos de haber participado en un intento de robo y los
trasladan a la subcomisaría de la colonia San Juan, a unos 10 km del lugar,
donde los torturan para luego abandonarlos en una calle. Autoridades muni-
cipales locales repudian el proceder de los civiles armados y advierten que
buscarán la revocación del convenio firmado con el Ministerio del Interior,
promotor y defensor de estos grupos armados. 

M A R T E S  1 3 Luego de una tregua de 3 días, la FNC moviliza a todos sus adherentes, prin-
cipalmente en Santaní, Curuguaty, Caaguazú y San Juan Nepomuceno, para
reclamar una compensación estatal para las 4.500 integrantes de esa federa-
ción sin subsidio algodonero. 

J U E V E S  1 5 Por tercer día consecutivo, estudiantes de la Facultad de Ciencias Económicas
de la Universidad Nacional de Itapúa (UNI) realizan un paro y cortan la Ruta 1,
a la altura del acceso al campus universitario, para exigir la destitución de la
directora académica de la institución, a quien acusan de autoritarismo, mal
desempeño en sus funciones e inoperancia como directora de tesis, lo que
impide que más de 40 estudiantes concluyan sus carreras. 

V I E R N E S  1 6 Docentes afiliados a la Organización de Trabajadores de la Educación de
Paraguay (OTEP) que trabajan gratis para escuelas estatales se manifiestan
frente al Ministerio de Educación y Cultura (MEC) para exigirla inclusión de
todos los maestros ad honorem en las planillas del MEC y el pago del escala-
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fón docente, entre otros puntos. También se movilizan en Canindeyú, San
Pedro, Concepción e Itapúa. 

M I É R C O L E S  2 8 Dos labriegos que junto a unas 50 familias ocupan desde hace un mes la estan-
cia Leopoldina, en la colonia el Triunfo, distrito de Repatriación, son baleados
por guardias de seguridad rural privada de la empresa Montada SA, contratada
por los dueños de la propiedad para evitar el avance de los sin tierra. Durante el
mismo ataque, el presidente de la comisión vecinal San Miguel Arcángel,
Alberto Alegre, resulta herido cuando intenta protegerse de los disparos. 

J U L I O

M I É R C O L E S  5 Alrededor de 150 trabajadores de la Industria Nacional del Cemento (INC)
realizan una manifestación frente a la planta industrial de Villeta, en reclamo
por la recontratación de 121 obreros tercerizados y 29 contratados cesantea-
dos el pasado 30 de junio. 

L U N E S  1 0 Alrededor de 1.100 habitantes de Puerto Casado, Chaco, comienzan su segun-
da marcha hacia Asunción en reclamo de la toma de posesión de las tierras
otrora propiedad de la Secta Moon, expropiadas a su favor. 

Pobladores afectados por la represa de Yacyretá de ambas márgenes del río
Paraná realizan 6 bloqueos simultáneos de rutas, en territorios paraguayo y
argentino, para reclamar a la Entidad Binacional Yacyretá (EBY) por el incum-
plimiento del pago de indemnizaciones a raíz de territorios inundados y pér-
didas de fuentes laborales.

M A R T E S  1 1 Unas 500 familias de campesinos de la MCNOC y la Organización Nacional
Campesina (ONAC) son desalojadas de la estancia El Progreso, en Capiibary,
San Pedro, durante un procedimiento judicial policial. Seis dirigentes son dete-
nidos y personal del establecimiento quema los precarios ranchos levantados
por los sin tierra. 

Miles de familias de la MCNOC ocupan 20 estancias, aparentemente sin títu-
los de propiedad, en 7 departamentos del país, para exigir al gobierno la
entrega de tierras malhabidas (adquiridas por sus dueños en condiciones irre-
gulares en épocas de la dictadura stronista). Reclaman además la aplicación
del plan de reactivación productiva de la agricultura familiar, campesina e indí-
gena; la recuperación de tierras malhabidas; y la legalización de los asenta-
mientos campesinos e indígenas, entre otros puntos. 

M I É R C O L E S  1 2 Alrededor de 3 mil campesinos de la MCNOC realizan una marcha desde la
plaza municipal de Capiibary, San Pedro, hasta la calle 3 de Noviembre, en
reclamo de la liberación de 6 dirigentes campesinos detenidos durante el
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desalojo realizado el martes pasado en la estancia El Progreso. Tras un enfren-
tamiento con unos 100 policías antimotines, 2 personas son detenidas y 9
resultan heridas. 

J U E V E S  1 3 La MCNOC impulsa una gran movilización nacional para reclamar el pago del
subsidio a los productores algodoneros censados y la legalización de las tie-
rras ocupadas por los sin tierra. Campesinos de José D. Ocampos, Caaguazú,
cierran la Ruta 7 Dr. Gaspar Rodríguez de Francia, km. 245. En Ñumi, Caazapá,
unos 400 campesinos cierran la Ruta 8 Blas Garay, a la altura del cruce San
Juan Nepomuceno. En Capiibary, San Pedro, unos cien policías impiden el
cierre de ruta pero, no obstante, cerca de 3 mil campesinos marchan ocupan-
do media calzada desde la plaza municipal hasta la calle 3 de Noviembre.

La Cámara de Senadores aprueba la modificación del artículo 56 del Código
Agrario que establece que el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra
(INDERT) está obligado a entregar títulos de propiedad a favor de adjudicatarios
de lotes ubicados en asentamientos agrícolas creados por este organismo esta-
tal. Con esta modificación, serán beneficiados unos 800 mil campesinos. 

V I E R N E S  1 4 Al menos 800 campesinos de la MCNOC de José D. Ocampos, Caaguazú, cie-
rran la Ruta 7 para reclamar la libertad de los 8 labriegos detenidos en los últi-
mos días y trasladados a la cárcel regional de Coronel Oviedo. 

S Á B A D O  1 5 Bajo un fuerte despliegue militar, policial y fiscal, la primera partida de basura
hospitalaria y patológica es trasladada hasta una propiedad del Ministerio de
Hacienda, ubicada a 3 km del puente Remanso. 

D O M I N G O  1 6 Alrededor de 100 vecinos de Villa Hayes, Caco`í y José Falcón, Bajo Chaco,
ocupan la cabecera del puente Remanso, en rechazo al gobierno que conti-
núa enviando basura patológica a la zona. 

L U N E S  1 7 Comienza el juicio oral y público por el secuestro y asesinato de Cecilia Cubas,
hija del ex presidente Raúl Cubas Grau, secuestrada en septiembre de 2004 y
hallada muerta a mediados de febrero de 2005, enterrada en una vivienda en
las afueras de Asunción. 

Los trabajadores de la Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay SA (ESSAP),
agremiados al Sindicato de Trabajadores de ESSAP (SITRAESSAP), Sindicato de
Empleados, Obreros y Profesionales de Empresas Sanitarias (SEOPESA),
Sindicato de Funcionarios de ESSAP (SIFUESSAP) y Unión de Profesionales
(UPE), comienzan una huelga de brazos caídos en protesta por el desabasteci-
miento de herramientas y equipos para el normal desarrollo de sus tareas.

M I É R C O L E S  1 9 Más de mil campesinos de la MCNOC y la ONAC que desde el lunes pasado
bloquean la Ruta 8 Blas Garay que cruza el distrito Ñumi, departamento de
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Guairá, en reclamo de subsidios para 10 mil productores de algodón y en
demanda de un cambio en el trazado de la ruta que unirá Caazapá-Yuty, son
reprimidos por la policía, que hiere a 15 personas y detiene a más de 50. Dos
niños desaparecen durante el operativo. 

D O M I N G O  2 3 Luego de 3 días de actividades culmina en Ciudad del Este el II Foro Social de la
Triple Frontera. Más de 3 mil activistas de diversos movimientos campesinos,
sociales y políticos de Argentina, Brasil y Paraguay debaten sobre los intentos de
acentuar la militarización en la región, los recursos naturales en juego (como el
Acuífero Guaraní) y la criminalización de las luchas campesinas y sociales. 

L U N E S  2 4 Comienza el juicio oral y público contra los 8 procesados por el caso del incen-
dio del supermercado Ycuá Bolaños, en el barrio Trinidad, Asunción, donde el
1 de agosto de 2004 fallecieron alrededor de 400 personas y otras 400 sufrie-
ron heridas. Familiares de las víctimas e integrantes del colectivo Ni Olvido Ni
Perdón realizan una marcha desde el supermercado hasta el lugar del juicio, el
Comando Logístico de las Fuerzas Armadas, en reclamo de justicia. 

A G O S T O

M A R T E S  1 Un centenar de víctimas y familiares de las víctimas del incendio del super-
mercado Ycuá Bolaños participan de un acto por el segundo aniversario de la
tragedia, frente al lugar donde se encontraba el edificio, en Asunción. 

M I É R C O L E S  2 Una fiscal y un grupo de policías allanan el asentamiento Paraguay Pyahu del
distrito de Guayayby, San Pedro, donde destrozan las pequeñas viviendas y
detienen a 2 dirigentes campesinos de la MCNOC, uno de ellos herido de
bala. Los funcionarios justifican su accionar con el argumento de que en el
lugar se cultiva marihuana. 

V I E R N E S  4 A 6 meses de la desaparición del periodista Enrique Galeano, el SPP organiza
una manifestación por las calles de Yby Yau, Concepción, para exigir el escla-
recimiento del hecho. 

M A R T E S  1 5 La Coordinación Nacional “Por un país para la mayoría” –integrada por la
FNC, el Movimiento Popular Revolucionario Paraguay Pyahura (MPRPP), la
CSC, la Confederación Nacional de Organizaciones Populares-Movimiento Sin
Techo (CONOP-MST), el Departamento Mujer y Asambleas Populares de
Paraguay Pyahura– organiza marchas simultáneas en 10 departamentos, en
repudio a las políticas implementadas por el gobierno de Duarte Frutos, que
consideran contrarias a los intereses nacionales. 

El INDERT cede 52 mil hectáreas de tierra de Puerto Casado a la Cooperativa Puerto
Casado Poty y la infraestructura expropiada a la empresa coreana Victoria SA. 
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M I É R C O L E S  1 6 A los 93 años, Alfredo Stroessner, dictador de Paraguay (1954-1989), fallece
en un hospital de Brasilia, Brasil, donde permaneciera como exiliado político,
prófugo de la justicia nacional. 

Cinco activistas de base de la Unión Nacional de Ciudadanos Éticos (UNACE)
comienzan una huelga de hambre frente al Palacio de Justicia, para reclamar
la libertad de su líder, el general Lino Oviedo, preso desde hace 26 meses en
la cárcel militar de Viñas Cue. 

V I E R N E S  1 8 Alrededor de 5 mil pobladores de Concepción se movilizan hasta el puente
Nanawa para exigir el asfalto del tramo Concepción-Vallemí de la ruta Rafael
Franco y la no privatización del INC, que según lo acordado con el FMI debe
tener un accionista privado antes de 2008. 

M I É R C O L E S  2 3 La Federación Nacional de Trabajadores de la Salud realiza una manifestación
frente a la sede del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPYBS),
para exigir el cumplimiento de acuerdos firmados con el Ejecutivo. Reclaman
mayor asignación para el sector en el presupuesto 2007 y el nombramiento
de más de mil trabajadores contratados. 

M A R T E S  2 9 Miles de integrantes de la CONOP-MST, que reúne a unas 20 organizaciones
de sin techo de todo el país, se movilizan a nivel nacional, en reclamo de que
el gobierno incorpore al presupuesto 2007 un piso de 30 mil millones de gua-
raníes para la adquisición de terrenos. Exigen también que Hacienda agilice la
compra de inmuebles. Por su parte, el Ejecutivo aprueba un decreto por el
cual se destina al sector un monto de 43 mil millones. 

J U E V E S  3 1 Organizaciones campesinas, de mujeres, barriales, ONGs, y distintas persona-
lidades marchan hasta el Hotel Yacht Golf Club donde funcionarios del gobier-
no y representantes de las principales corporaciones multilaterales nacionales
e internacionales participan, hasta el próximo 2 de septiembre, de la Segunda
Conferencia Global de Soja Responsable. Rechazan el modelo monocultivista
de producción agrícola promovido por estos sectores, que según argumentan
destruye la vida en el campo, pues expulsa a los campesinos de sus tierras y
contamina el medio ambiente. 

Los 5 activistas de la UNACE en huelga de hambre desde hace 16 días extre-
man sus medidas de fuerza y dejan de ingerir líquido. Exigen que la Corte
Suprema de Justicia acelere el proceso contra el ex militar Lino César Oviedo. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANR Asociación Nacional Republicana 
ARP Asociación Rural del Paraguay 
BNF Banco Nacional de Fomento 
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CAP Coordinadora Agrícola del Paraguay 
CDAC Centro de Desarrollo Agropecuario de Canindeyú 

CGT Central General de Trabajadores 
CNT Central Nacional de Trabajadores 

CONAMURI Coordinadora de Mujeres Rurales e Indígenas 
CONOP-MST Confederación Nacional de Organizaciones Populares-Movimiento Sin Techo 

CPT Confederación Paraguaya de Trabajadores 
CSC Corriente Sindical Clasista 
CUT Central Unitaria de Trabajadores 

CUT-A Central Unitaria de Trabajadores Auténtica 
DEAG Dirección de Extensión Agraria 

EBY Entidad Binacional Yacyretá 
ESSAP Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay SA 

FMI Fondo Monetario Internacional 
FNC Federación Nacional Campesina 
INC Industria Nacional del Cemento 

INDERT Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra 
MAG Ministerio de Agricultura y Ganadería

MCDOCM Mesa Coordinadora Departamental de Organizaciones Campesinas de Misiones 
MCNOC Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 

MCP Movimiento Campesino Paraguayo
MEC Ministerio de Educación y Cultura 

MPRPP Movimiento Popular Revolucionario Paraguay Pyahura 
MSPYBS Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 

OCN Organización Campesina del Norte 
ONAC Organización Nacional Campesina 
OTEP Organización de Trabajadores de la Educación de Paraguay

PETROPAR Petróleos Paraguayos 
SEOPESA Sindicato de Empleados, Obreros y Profesionales de Empresas Sanitarias 

SIFUESSAP Sindicato de Funcionarios de ESSAP
SITRAESSAP Sindicato de Trabajadores de ESSAP 

SPP Sindicato de Periodistas del Paraguay 
UNACE Unión Nacional de Ciudadanos Éticos 

UNI Universidad Nacional de Itapúa 
UPE Unión de Profesionales 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Última Hora, La Nación y ABC Color. 
Otras fuentes: Jaku´éke Paraguay, Prensa Indígena, Rebelión y ADITAL. 
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Uruguay

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el marco del Día Internacional de los Trabajadores, más de 10 mil personas
participan de un acto en Montevideo, convocados por el Plenario Intersindical
de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT), la
Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda y Ayuda Mutua (FUCVAM),
la Federación de Estudiantes Universitarios de Uruguay (FEUU), la
Organización Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del
Uruguay (ONAJPU) y diversos organismos de derechos humanos. Rechazan
la firma de un Tratado de Libre Comercio (TLC) con Estados Unidos y el pago
adelantado de la deuda al Fondo Monetario Internacional (FMI), a la vez que
saludan algunas medidas como la instalación de los Consejos de Salarios, la
ley de fuero sindical, el Plan de Emergencia y la investigación de los crímenes
de la dictadura. Además, exigen participar en la búsqueda de una salida al
conflicto con Argentina por las papeleras y cuestionan el anuncio del
Programa de País Productivo, entre otras cosas. También se realizan actos en
Fray Bentos, en la ciudad de Melo, departamento de Cerro Largo y en varias
localidades del departamento de Canelones, así como en San José, Colonia,
Salto, Tacuarembó, Artigas, Río Negro, Durazno, Rocha, Treinta y Tres,
Maldonado, Rivera, Flores y Soriano. 

M A R T E S  2 El presidente Tabaré Vázquez asegura que quiere más y mejor Mercado
Común del Sur (MERCOSUR), con lo cual niega una ruptura con el bloque,
aunque afirma la necesidad de que se produzcan cambios en el mismo.

V I E R N E S  5 En Colonia del Sacramento, más de 2 mil personas realizan una marcha para
exigir el esclarecimiento de una violación ocurrida 2 meses atrás. 

V I E R N E S  1 2 Finaliza en Viena, Austria, la IV Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de
los países de la Unión Europea (UE) y de América Latina y el Caribe, de la que
participa el presidente Tabaré Vázquez. Los mandatarios apoyan la posición
de Uruguay en el conflicto con Argentina por las papeleras. 

S Á B A D O  2 0 Más de 75 mil personas, convocadas por organizaciones de Madres y
Familiares de Detenidos Desaparecidos, realizan bajo la consigna “Basta de
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Impunidad, Justicia para los Crímenes de Lesa Humanidad” la 11º “Marcha del
Silencio”, en conmemoración del 30 aniversario del asesinato de Zelmar
Michelini, Héctor Gutiérrez Ruiz, Rosario Barredo y William Whitelaw en
Argentina, y de la desaparición de Manuel Liberoff. Asimismo, la Plenaria
Memoria, Verdad y Justicia exige anular la ley de impunidad y que se castigue
a los asesinos. Participan de la manifestación el ministro de Educación y presi-
dente del Frente Amplio, Jorge Brovetto, el canciller Reinaldo Gargano, el
ministro de Trabajo, Eduardo Bonomi y el escritor Eduardo Galeano.

M A R T E S  3 0 En Montevideo, más de 15 gremios de la salud y la educación, entre ellos los
sindicatos de la educación pública y privada, convocados por el PIT-CNT y la
ONAJPU, realizan un paro nacional y una movilización que culmina en el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) bajo la consigna “aumento
salarial, presupuesto digno y autonomía y cogobierno”, con duras críticas al
ministro de Economía, Danilo Astori. Es el primer paro nacional que se realiza
bajo el gobierno de Tabaré Vázquez.

Cientos de personas convocadas por la Coordinadora de Organizaciones
Sociales realizan una concentración a favor de la Ley de Salud Sexual y
Reproductiva, de la que participan legisladoras encuentristas. 

J U N I O

V I E R N E S  2 En la puerta de la empresa textil Dancotex, ocupada por sus trabajadores
desde marzo, el Congreso Obrero Textil (COT) realiza una asamblea ante el
inminente intento de la policía, amparada en una orden judicial, de retirar
parte de la maquinaria del lugar. Finalmente, la jueza laboral implicada sus-
pende el retiro de la maquinaria debido a la importante cantidad de personas
que se concentra dentro de la empresa.

D O M I N G O  4 Los obreros de las empresas subcontratistas Teyma y Campiglia, que trabajan
en la construcción de la planta de celulosa de Botnia, en Fray Bentos, paralizan
las obras para exigir el pago de una partida de 1.800 pesos uruguayos, monto
que incluye un premio por productividad, una prima por prevención de acci-
dentes y tickets de alimentación. 

L U N E S  5 En ocasión del Día Mundial del Medio Ambiente, más de 30 organizaciones
sociales y ambientalistas del país realizan una concentración en la Plaza
Libertad, en Montevideo, en protesta por la instalación de las plantas de celu-
losa en Fray Bentos y el modelo forestal vigente.

El presidente Tabaré Vázquez firma el decreto sobre prevención de conflictos y
regulación de las ocupaciones que habilita el desalojo de los lugares de trabajo
cuando está en juego la salud de la población y se afecte el orden público.



M A R T E S  6 El representante del MTSS se reúne con una delegación del PIT-CNT y se com-
promete con los trabajadores de Dancotex a instalar un ámbito tripartito
–obreros, gobierno y empresarios– que encuentre una solución para los pro-
blemas del sector.

L U N E S  1 9 Docentes agremiados al PIT-CNT instalan el Campamento de la Dignidad en
la Plaza del Entrevero, en Montevideo, para exigir un aumento de sueldos
para los empleados públicos a partir del 1º de enero de 2007.

M I É R C O L E S  2 1 Trabajadores convocados por la Asociación de Funcionarios Judiciales de
Uruguay (AFJU) inician un paro de 24 hs en rechazo a la propuesta de reestruc-
turación que eleva la Suprema Corte de Justicia (SCJ) a la Asamblea General,
que contiene un reparto salarial injusto y desigual, entre otras cuestiones.

J U E V E S  2 2 Más de 3 mil trabajadores públicos y privados, jubilados y pensionistas, con-
vocados por el PIT-CNT, realizan un paro parcial y un acto en el Ministerio de
Economía y Finanzas (MEF), para exigir cambios en la política económica del
gobierno y más presupuesto para la salud, salarios y educación, así como la
aprobación del proyecto de salud sexual y reproductiva. También se manifies-
tan contra la firma de un TLC con EE.UU. y reclaman que la reforma tributaria
en curso no atente contra el sistema cooperativo del país.

S Á B A D O  2 4 El embajador brasileño en el país, el presidente de la Comisión de
Representantes del MERCOSUR (el argentino Carlos “Chacho” Álvarez) y el
canciller de Brasil, Celso Amorim, pactan un nuevo acuerdo para superar las
asimetrías del MERCOSUR y dan cuenta de las demandas de Uruguay y
Paraguay como socios menores del bloque. 

M I É R C O L E S  2 8 Trabajadores nucleados en la Confederación de Organizaciones de
Funcionarios del Estado (COFE) realizan un paro nacional de 24 hs y se con-
centran en el Campamento de la Dignidad, Plaza Fabini, en Montevideo, en
reclamo de un incremento salarial. Ocupan durante más de 10 hs el Ministerio
de Economía para exigir una reunión con el titular de esa cartera.

El FMI completa la cuarta revisión de un acuerdo por un monto de 1.130
millones de dólares, y decide otorgar unos 126 millones adicionales.

Más de mil obreros de la empresa Botnia realizan un paro y se concentran en
la avenida 18 de Julio de la ciudad de Fray Bentos, en reclamo de medidas de
seguridad ya que, denuncian, en el último mes se cayeron 2 grúas, y de la
remoción del capataz de la obra.

J U E V E S  2 9 Trabajadores agremiados a la Asociación de Empleados Tercerizados de Antel
(AETA) realizan un paro de 7 hs en protesta por el despido de un dirigente del
sindicato, conformado un año atrás, y para exigir un aumento salarial. Los

O
SA

L1
70

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
SU

R
-U

RU
G

UA
Y]



obreros levantan la medida de fuerza ante el compromiso del directorio de
recibir a una delegación del gremio e instalar una mesa de negociaciones.

V I E R N E S  3 0 En Mercedes, trabajadores de la empresa Botnia realizan una marcha para exi-
gir que se cumpla con la normativa en seguridad e higiene en la obra de Fray
Bentos y denunciar que, desde el inicio de la construcción de la planta, hubo 4
accidentes laborales. Además, reclaman la presencia del ministro de Trabajo en
el lugar. La manifestación incluye una caravana a pie, desde el monumento al
obrero del Sindicato Único Nacional de la Construcción y Anexos (SUNCA)
hasta la plaza Independencia, y un acto a cargo del dirigente del sindicato. 

J U L I O

M A R T E S  4 En Montevideo, trabajadores de la empresa Candysur, encargada de los servi-
cios de rampa y de tareas de apoyo en el Aeropuerto de Carrasco, realizan un
paro de 15 a 18 hs en rechazo al despido de 26 personas, en el marco de rees-
tructuración de la empresa.

M I É R C O L E S  5 El Senado aprueba el proyecto que efectiviza la cooperación con la Corte
Penal Internacional (CPI) en la lucha contra el genocidio, los crímenes de lesa
humanidad y los crímenes de guerra. Aprueba, además, la salida del país de
160 efectivos del ejército nacional para incrementar el contingente militar que
participa en las operaciones denominadas de Mantenimiento de la Paz de la
Organización de las Naciones Unidas (ONU) en Haití.

V I E R N E S  7 En la Plaza Libertad de Montevideo, la Comisión de Apoyo al Pueblo Palestino
y otras organizaciones realizan una concentración para repudiar el ataque de
Israel contra el pueblo palestino. 

L U N E S  1 0 Los trabajadores de Botnia realizan asambleas en las que aprueban el acuer-
do entre el sindicato y la empresa, que contempla la destitución del capataz,
que los delegados de seguridad sean incorporados en régimen de full time, y
que los mismos tengan facultad junto a los técnicos de paralizar las tareas si
corre riesgos la vida de un trabajador.

M I É R C O L E S  1 2 La Corte Internacional de La Haya falla en contra de la petición argentina de que
se suspenda la construcción de las papeleras en Fray Bentos, Uruguay. La deci-
sión de la Corte coincide con los argumentos emitidos por Uruguay que asegu-
ran que Argentina no ha logrado demostrar el daño que causarían las plantas de
celulosa. Enfatiza, también, la responsabilidad de Uruguay en cuanto al control
medioambiental, cumpliendo con lo previsto en el Estatuto del Río Uruguay.

Los trabajadores de la textil Dancotex, de la planta de Montevideo, reciben el
pago de una quincena adeudada. Por su parte, la empresa espera poder reti-
rar las materias primas retenidas por los obreros en la planta capitalina.
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L U N E S  1 7 Los trabajadores del Hospital de Florida cumplen 12 días de paro en reclamo
de la designación de 25 nuevos auxiliares de enfermería, 10 auxiliares de ser-
vicio y 10 funcionarios administrativos. El Sindicato Médico de Florida (SMF)
no apoya el paro ya que no comparte la estrategia del gremio. 

M A R T E S  1 8 El SUNCA declara un paro por 24 hs a nivel nacional y decreta un día de duelo
en la industria a raíz de la muerte de 5 obreros provocada por el choque del
camión que los llevaba a sus respectivos trabajos.

En el Paseo San Fernando de Maldonado, representantes de todos los gre-
mios afiliados a la Mesa Intersindical de Maldonado, al igual que integrantes
de la Mesa Ejecutiva del PIT-CNT y de organizaciones de defensa de los dere-
chos humanos, lanzan oficialmente la campaña de recolección de firmas para
impulsar la anulación de la Ley de Caducidad, que garantiza la impunidad
para quienes violaron los derechos humanos y están involucrados en actos de
torturas durante la última dictadura militar. 

M I É R C O L E S  1 9 Unos 14 empleados –de un total de 40– de la fábrica de cierres ZIP, en el
barrio Malvín, en Montevideo, ocupan la planta para exigir el pago de los
salarios en base al convenio de metalúrgicos, y no al de textiles, en el que se
encuentran encuadrados actualmente. Además, reclaman mejoras en las
condiciones de trabajo.

J U E V E S  2 0 En Córdoba, Argentina, el ministro de Economía, Danilo Astori, propone al
Consejo del MERCOSUR, formado por los ministros de Economía y los canci-
lleres del bloque, que se autorice a los socios menores a negociar acuerdos
comerciales bilaterales con otros países o grupos. La moción cuenta con el
respaldo de Paraguay.

S Á B A D O  2 2 Después de 20 años se realiza el Segundo Encuentro Nacional de Delegados
de Comités de Base del Frente Amplio. Los concurrentes reclaman mayor par-
ticipación de los comités en las decisiones del frente.

M A R T E S  2 5 El PIT-CNT, la FEUU, la ONAJPU, Amnistía Internacional, Servicio Paz y Justicia
(SERPAJ), el Centro Cultural Argentino-Árabe, la Cámara de Comercio Uruguayo-
Árabe, el Club Libanés del Uruguay, la Asociación Femenina Libanesa, entre otros,
realizan un multitudinario acto en el Paraninfo de la Universidad de la República,
en Montevideo, contra el ataque de Israel a los pueblos libanés y palestino.

V I E R N E S  2 8 El ministro de Economía, Danilo Astori, y el presidente del Banco Central rea-
lizan el segundo pago al FMI en la modalidad de adelantos equivalente a 900
millones de dólares. 

S Á B A D O 2 9 En Montevideo, más de medio millar de personas, convocadas por la organi-
zación Plenaria Memoria y Justicia, realizan un escrache a 4 ex comandantes
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en jefe del ejército relacionados con violaciones a los derechos humanos
durante la última dictadura militar, y exigen justicia y castigo.

A G O S T O

M A R T E S  1 El Comité de Relaciones Exteriores del Senado aprueba el tratado bilateral
sobre inversiones con Uruguay, considerado como el puente hacia un acuer-
do de libre comercio con EE.UU. 

J U E V E S  3 La COFE realiza una jornada de paro y movilización, de la que participan sin-
dicatos de docentes de todas las ramas de la enseñanza pública, judiciales,
bancarios y trabajadores de la seguridad social, en reclamo de un aumento
salarial y para repudiar al equipo económico por pagar la deuda externa y
someterse al FMI, entre otras cuestiones.

M I É R C O L E S  9 Más de mil personas se concentran en la Plaza de Cagancha, Montevideo, con-
vocadas por el Partido Comunista del Uruguay (PCU), el PIT-CNT, FUCVAM,
dirigentes del Frente Amplio y otras organizaciones sociales, para rechazar la
firma de un TLC con EE.UU. Repudian las decisiones del presidente que impul-
san el monocultivo, la concentración de la tierra en manos de sociedades anó-
nimas y el no cumplimiento de las resoluciones del Frente Amplio.

El presidente Tabaré Vázquez y el ministro Danilo Astori se reúnen con la
administración Bush y marcan pautas a favor de profundizar las relaciones
comerciales con EE.UU. Señalan que se trata de un proceso complementario
a los acuerdos regionales que contribuirá a superar las asimetrías que impiden
el normal funcionamiento del MERCOSUR.

V I E R N E S  1 1 Transportistas de carga, agremiados al Sindicato Único de Transporte de Carga
y Ramas Afines (SUTCRA), inician un paro de 48 hs a nivel nacional e interna-
cional en protesta por la falta de acuerdo en el Consejo de Salarios del sector.

M A R T E S  1 5 La justicia falla a favor del propietario de la textil Dancotex, Daniel Soloducho,
habilitando al empresario a desarmar las máquinas que se encuentran en la
planta capitalina.

M I É R C O L E S  1 6 El SUNCA realiza un paro parcial de actividades en Maldonado, en el marco
del inicio de las negociaciones entre el gremio y la Coordinadora de la
Industria de la Construcción del Este (CICE). Los trabajadores exigen un sobre-
laudo del 30%, por encima de los ingresos habilitados por el convenio salarial
vigente en todo el país.

El PIT-CNT repudia el fallo judicial que permite a la patronal el retiro de las
máquinas de la empresa Dancotex. Más de 50 trabajadores de la firma y sindi-

O
SA

L1
73

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



calistas se concentran en los alrededores de la planta, donde se dispone un
gran operativo de seguridad. Una asamblea de más de 30 obreros decide man-
tener una guardia gremial en un costado de la planta, aunque la ocupación no
seguirá en pie. El sindicato exige a la empresa que pague los despidos.

J U E V E S  1 7 Cerca de 10 gremios del sector industrial, como la Unión Nacional de
Trabajadores del Metal y Ramas Afines de Uruguay (UNTMRA), la Unión de
Obreros Curtidores (UOC), entre otros, y varios de la salud privada, convoca-
dos por el PIT-CNT, realizan paros parciales y movilizaciones que finalizan con
un acto unitario en el Palacio Peñarol, en Montevideo, después de que el
Poder Ejecutivo realizara una nueva jornada de “Compromiso Nacional por el
Empleo y la Producción”. Los trabajadores industriales reclaman un salario
básico de 7.200 pesos uruguayos, que se respeten sus organizaciones sindica-
les, empleo, que se acaben los acosos sexuales en los lugares de trabajo y
democracia. A su vez, los empleados de la salud exigen al Centro de Asistencia
del Sindicato Médico del Uruguay (CASMU) el pago del aumento acordado.
También rechazan la firma del TLC con EE.UU. y el pago al FMI. 

V I E R N E S  1 8 Más de 700 personas convocadas por el Movimiento 26 de Marzo, la
Asamblea Popular, el Partido Comunista Revolucionario, el Partido de los
Trabajadores (PT) y la FUCVAM, entre otras organizaciones, realizan un acto
antiimperialista en la explanada de la Universidad de la República, en
Montevideo, en rechazo a la firma de un TLC con EE.UU. y al genocidio del
pueblo israelí contra Palestina y el Líbano. Exigen, además, el retorno inme-
diato de las tropas uruguayas de Haití y el Congo. Despliegan banderas de
Cuba y Venezuela y rechazan al FMI y a la política del ministro de Economía. 

L U N E S  2 1 Granjeros realizan una movilización convocada por la Confederación Granjera
del Uruguay y la Federación Rural en rechazo a la reforma tributaria que pre-
tende implementar el gobierno nacional.

M I É R C O L E S  3 0 Miles de personas convocadas por la agrupación HIJOS, entre otras, se con-
centran en la Plaza Cagancha, en Montevideo, para conmemorar el Día
Internacional del Detenido-Desaparecido. Asimismo, la Comisión de
Derechos Humanos de la Cámara de Diputados da luz verde al proyecto que
tipifica el delito de desaparición forzada. 

J U E V E S  3 1 Por amplia mayoría, la Mesa Representativa del PIT-CNT resuelve conformar
una comisión en defensa de la soberanía, para oponerse al TLC que el gobier-
no nacional pretende firmar con EE.UU. 

G L O S A R I O D E  S I G L A S

AETA Asociación de Empleados Tercerizados de Antel 
AFJU Asociación de Funcionarios Judiciales de Uruguay 
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CASMU Centro de Asistencia del Sindicato Médico del Uruguay 
CICE Coordinadora de la Industria de la Construcción del Este 

COFE Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado 
COT Congreso Obrero Textil
CPI Corte Penal Internacional

FEUU Federación de Estudiantes Universitarios de Uruguay 
FMI Fondo Monetario Internacional 

FUCVAM Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda y Ayuda Mutua 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 

MERCOSUR Mercado Común del Sur 
MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 

ONAJPU Organización Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del
Uruguay 

ONU Organización de las Naciones Unidas 
PCU Partido Comunista del Uruguay 

PIT-CNT Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores
PT Partido de los Trabajadores 

SCJ Suprema Corte de Justicia 
SERPAJ Servicio Paz y Justicia 

SMF Sindicato Médico de Florida
SUNCA Sindicato Único Nacional de la Construcción y Anexos 

SUTCRA Sindicato Único de Transporte de Carga y Ramas Afines
TLC Tratado de Libre Comercio 

UOC Unión de Obreros Curtidores 
UE Unión Europea

UNTMRA Unión Nacional de Trabajadores del Metal y Ramas Afines de Uruguay

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios La República y El País y semanario Brecha.
Otras fuentes: Indymedia Uruguay.
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en tiempos de globalizaciones. Sin embargo, hasta ahora los estudios sobre movimientos
sociales han sido un área descuidada en los últimos quince años en Perú. Por esa razón, este
artículo nace con dos intenciones. En primer lugar, es pensado como un aporte a la reflexión
conceptual sobre cómo estudiar los movimientos sociales en el país. A la vez, busca provo-
car debates sobre los cambios actuales y potenciales en el panorama socio-político en Perú.

Lo visible: conflictos y movimientos sociales en el Perú del siglo XXI

La señalada excepcionalidad del caso peruano no se refiere a que este país no haya
tomado parte en las protestas y movilizaciones que tienen lugar en América Latina. Por
lo contrario, en Perú ha existido una alta conflictividad social durante los últimos años,
siendo la revolución democrática contra el régimen de Fujimori en el 2000 el ejemplo
más impresionante. Sin embargo, aunque Fujimori implementaba uno de los programas
de ajuste neoliberal más drásticos de la región, la convocatoria popular por la restaura-
ción de la democracia y el cese de la corrupción no llegó a articularse como una crítica
coherente al modelo político-económico predominante.

Durante el gobierno del ex empleado del Banco Mundial, Alejandro Toledo, las protestas
siguieron emergiendo casi sin interrupción, como lo muestran las cronologías del conflic-
to social divulgadas por el Observatorio Social de América Latina (OSAL) y los reportes
mensuales suministrados por la Defensoría del Pueblo2. Entre los ejemplos más notables
se encuentran: el caso de Ilave, en que las protestas culminaron con el asesinato del
alcalde, quien era acusado de nepotismo y corrupción; las movilizaciones de los cocale-
ros; y los conflictos con la minería en varias partes del país (como Cajamarca,
Tambogrande y Tintaya). Estas protestas tuvieron a veces una connotación anti-neolibe-
ral (como se mostró durante el Arequipazo3 en 2002), pero nunca llegaron a contar con
la fuerza, la continuidad o las estructuras organizativas que caracterizaron a los procesos
en otros países, tales como Ecuador, Bolivia, Brasil o Argentina.

Los conflictos sociales, entendidos como confrontaciones entre el pueblo y las institucio-
nes públicas o empresas, tienen el potencial de producir nuevos liderazgos, discursos,
modos de organizarse y propuestas para la transformación social que facilitan la emer-
gencia de movimientos sociales. Pero esta emergencia depende de las circunstancias
históricas y las prácticas políticas de los actores sociales. Para analizar estos procesos de
movilización y desmovilización en Perú, tenemos que (re)construir un marco conceptual,
para lo cual el concepto analítico de movimiento social, aunque resulta aún un término
esencialmente discutido, es un elemento clave. Sin aceptar por completo su teoría de la
acción colectiva, creo que la conceptualización sobre los movimientos sociales propues-
ta por Alberto Melucci aparece como la más adecuada para nuestra tarea. 
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Unas reflexiones conceptuales

Según Melucci (1996), los movimientos sociales son el
resultado de las negociaciones entre diferentes actores
que actúan colectivamente a partir de acuerdos tempora-
les sobre los objetivos y los medios de sus acciones. Estas
acciones están dirigidas tanto a la sociedad civil como a la
polis, a modo de reclamo por el cambio social (en térmi-
nos de distribución de recursos, participación en el siste-
ma político y/o el modelo cultural de la sociedad). Dicha
visión llama la atención sobre la diversidad de actores,
acciones y situaciones que constituyen y definen a los
movimientos sociales. El sociólogo italiano los entiende
como sistemas de acción que son socialmente construi-
dos y que existen en la forma de procesos continuos den-
tro de un campo de oportunidades, amenazas y limitacio-
nes que está en permanente cambio.

Un elemento clave en esta construcción social son los
marcos interpretativos que definen las solidaridades, los
adversarios, los contextos y los contenidos del conflicto.
De esta manera, el marco maestro anti-neoliberal, que
articula movimientos y espacios de resistencia alrededor
del mundo, hace posible la glocalización de las luchas
sociales. Es decir, los conflictos pueden ser integrados en
una crítica sistémica que permite la articulación con otros
conflictos y actores en los niveles nacionales e internacio-
nales, sin que pierdan su base local.

Por el contrario, en Perú, por falta de articulación y conti-
nuidad, las protestas habrían de quedar generalmente
acotadas a conflictos locales, lo que sugiere que la frag-
mentación política y social de la sociedad ha impedido la
identificación del campo histórico actual por parte de los
actores sociales. Es decir, no se han construido vínculos
basados en la solidaridad lo suficientemente fuertes como
para formar los sistemas de acción que Melucci ha sugeri-
do, ni han emergido discursos que facilitarían articulacio-
nes mutuas entre diferentes protestas y situaciones. En
este sentido, Ramón Pajuelo plantea que las nuevas pro-
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testas sociales en Perú reflejan una crisis permanente del sistema político, sin que emer-
jan de ellas nuevos movimientos sociales (Pajuelo, 2004).

Sin embargo, el análisis de lo visible en el presente no es suficiente para entender la
realidad, como ha mostrado tan lúcidamente Boaventura de Sousa Santos. El sociólo-
go portugués opina que las estructuras y prácticas hegemónicas (políticas y epistemo-
lógicas) producen ausencias y niegan los otros futuros posibles (Santos, 2006a). En
ese sentido, para entender los cambios y las potencialidades de los movimientos
sociales peruanos hoy en día, deberíamos analizar, aparte de lo visible, también lo
posible y lo ausente.

Lo posible: CONACAMI y la (re)construcción del movimiento indígena

Una de las características de la excepcionalidad del Perú en los últimos años ha sido la
ausencia de un movimiento indígena pujante, como los que existen en países vecinos,
tales como Ecuador y Bolivia. Sin duda, esta ausencia tiene sus razones en la laberíntica
historia peruana. Entre estas razones se encuentran la dificultad de articulación entre los
pueblos amazónicos y los pueblos andinos, el impacto desastroso de la guerra civil en las
comunidades originarias y la centralización del poder desde la época colonial en Lima.
Además, la izquierda peruana, en sus diferentes expresiones, nunca ha sabido construir
relaciones políticas basadas en el reconocimiento de la identidad de los indígenas perua-
nos. De esta manera, la dictadura reformista de Velasco los declaró por ley como cam-
pesinos, ya que así se convertirían en una noción más manejable para los marcos inter-
pretativos de la izquierda tradicional.

Sin embargo, la reciente victoria electoral de Ollanta Humala en las provincias andinas
revela el fuerte rechazo que siente esta población por el sistema político actual del país.
Sin duda, este antagonismo puede ser politizado de diferentes maneras, siendo la emer-
gencia de un movimiento indígena una posibilidad importante. Un factor indispensable
para la formación de dicho movimiento indígena sería, justamente, la conformación y
redefinición de las identidades en las comunidades de los Andes, ya que en la Amazonía
muchos pueblos gozan ya de resistentes identidades. De la misma manera que aconte-
ció en la sierra ecuatoriana en los años setenta y ochenta (Bretón Solo, 2001), un ele-
mento clave de este proceso sería que los campesinos peruanos pudieran repensarse a
ellos mismos como indígenas. La historia reciente de una de las organizaciones protago-
nista del panorama socio-político peruano, la Coordinadora Nacional de Comunidades
del Perú Afectadas por la Minería (CONACAMI), parece indicar que este proceso ya está
en marcha, como lo señala Aníbal Quijano (2006). 
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La CONACAMI emergió en el contexto de la privatización del sector minero durante el
gobierno de Alberto Fujimori. La neoliberalización de este sector causó, y sigue causan-
do, fuertes conflictos sociales por los daños provocados al medio ambiente y la salud
comunitaria, así como en razón de la falta de beneficios que ofrece el canon minero a la
población local. La CONACAMI surgió como una federación de diferentes grupos y fren-
tes locales, y ganó protagonismo en varios de los conflictos acontecidos en el pasado
reciente. Una de las características más importante de esta organización es su discurso
comunitario y originario, para cuyo desarrollo los contactos transnacionales, a través de
los Foros Sociales y las Cumbres de los Pueblos Indígenas, han sido esenciales.

Estos contactos transnacionales han resultado en el Congreso Fundacional de la
Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas, realizado en el Cusco por iniciativa
de CONACAMI, ECUARUNARI (Confederación de los Pueblos de Nacionalidad Kichua
del Ecuador) y CONAMAQ (Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu de
Bolivia). Entre el 15 y el 17 de julio del presente año, participaron representantes ayma-
ras, quechuas, kichwas, mapuches, y de varios otros pueblos indígenas, en lo que
Boaventura de Sousa Santos llama “un acontecimiento histórico” (Santos, 2006b). La
declaración final del Congreso revela una agenda política compartida por las organiza-
ciones partícipes, basada en los derechos colectivos y la autodeterminación de las
comunidades indígenas, y que confronta con la “colonización capitalista y neoliberal”.
En este sentido, dicha declaración hace un llamado a la fundación de Estados
Plurinacionales que incluyan a las comunidades indígenas según los principios de
“equilibrio en igualdad de condiciones, rotación, reciprocidad y redistribución”
(Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas, 2006).

Aparte de CONACAMI, participaron también la Confederación Campesina del Perú y la
Confederación Nacional Agraria, organizaciones críticas del proceso, pero no por ello dis-
tantes. Este hecho demuestra la existencia –aunque aún frágil– de discursos y relaciones
potenciales para la (re)construcción de un movimiento indígena en Perú. Aunque tam-
bién plantea la necesidad, tal como lo señala el líder campesino Hugo Blanco, de que
este proceso se amplíe y se establezca a nivel nacional. Profundizar e intensificar los con-
tactos con las organizaciones de la Amazonía peruana (AIDESEP y CONAP), de los
Aymaras, de las mujeres indígenas y de los cocaleros se torna indispensable para la cons-
trucción de un proyecto de este tipo. En todo caso, la posibilidad de construir un movi-
miento indígena en Perú abre nuevas perspectivas emancipatorias por su inmanente crí-
tica al sistema social predominante en el país.
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Lo ausente: el Foro de la Cultura Solidaria

Así como las identidades indígenas han sido negadas por
las lógicas políticas y sociales dominantes en el país, la
sociología hegemónica de la acción colectiva también pro-
duce ausencias. Ausencias que, siguiendo la propuesta
epistemológica de Boaventura de Sousa Santos, nos urge
evidenciar y recuperar. Para este fin tenemos que redefinir
las relaciones entre el poder y lo social, lo cultural y lo políti-
co. Si estamos dispuestos a entender el potencial emanci-
patorio de la cultura y las implicancias culturales de la políti-
ca, podremos observar propuestas de transformación social
que parecen haber quedado escondidas bajo la considera-
ción de ser “culturales” y no “políticas” (Álvarez, Escobar y
Dagnino, 1998). En Perú, un ejemplo importante de ello es
el Foro de la Cultura Solidaria (FCS), que se organiza este
año por tercera vez en el barrio popular de Villa El Salvador,
situado en la periferia de la ciudad de Lima.

Esta iniciativa surgió a partir de las conversaciones entre
Elvis Mori (líder juvenil del barrio), Marco Rodríguez (mili-
tante del Movimiento Raíz) y el director del Teatro
Vichama, César Escuza, como respuesta a la pérdida de la
identidad y la cultura solidaria que caracterizaran a Villa El
Salvador en las décadas del setenta y ochenta. La pro-
puesta estaba claramente influenciada por el Foro Social
Mundial, pero se posicionó explícitamente en la cultura
como el campo de reconstrucción de la solidaridad y la
identidad en la villa. Desde el comienzo participaron orga-
nizaciones del barrio y de otras partes de Lima en la cons-
trucción de este proceso.

En el primer año, el Foro convocó a 15 mil personas bajo
el lema de “Identidad, Ética y Compromiso Social”, siendo
los participantes en su mayoría jóvenes y niños. La segun-
da edición se dio en torno a la propuesta “Construyendo
Democracia, Liderazgo, Diversidad y Transformación
Social”, y contó con la asistencia de 27 mil personas. Este
año se espera la participación de países tan diversos
como Haití, Canadá, Francia, Uruguay y Corea del Sur. Las
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actividades serán organizadas en torno a la propuesta “Lucha contra las Desigualdades,
Democracia, Poder y Vida Alternativa”, que además debe incorporar un desarrollo según
los principios de equidad de género y respeto al medio ambiente.

Después de estos tres años, el Foro se manifiesta como un espacio político potencial
para la creación de procesos y discursos de autonomía y diversidad, sobre todo por su
capacidad de crear una agenda más amplia y democrática, hecho que lo distingue de
otros espacios políticos en Lima. En 2006 se organizarán una variedad de obras teatra-
les, talleres artísticos y educativos, conversatorios, exposiciones, muestras de cine y con-
ferencias, que tratarán temas que van desde la violencia contra la mujer, la diversidad
sexual y la importancia de los conocimientos ancestrales, hasta la integración política de
América Latina, la vigencia del socialismo y los diálogos entre movimientos sociales. Para
tener una incidencia más profunda en el barrio, y en el Perú en general, la Asamblea del
FCS ha iniciado, además, un proceso paralelo llamado Universidad Libre, con la intención
de que funcione en Villa El Salvador durante el año.

La articulación de las organizaciones e iniciativas de base que confluyan como resultado
del Foro es uno de los desafíos más importantes de este proceso. Hasta ahora, este reto
se está llevando con dificultad debido a la cultura política conflictiva y asistencialista del
barrio. Sin embargo, este año hay avances notables en razón del involucramiento de
comedores populares, la Federación Popular de Mujeres, organizaciones culturales, acti-
vistas por la diversidad sexual y algunos dirigentes barriales. Además, el Foro ha creado
un podio donde se pueden visibilizar temas y propuestas que hasta el día de hoy han
sido poco discutidos en Villa el Salvador.

Como todo espacio político, el Foro de la Cultura Solidaria presenta tensiones internas,
así como problemas y desafíos a enfrentar. Desde mi punto de vista, entre ellos se
encuentran: la estimulación de nuevos liderazgos, la visibilización y democratización de
las relaciones de poder, y la ampliación y descentralización del proceso. Aún así, el FCS
ofrece posibilidades relevantes para la construcción de un nuevo movimiento urbano
emancipatorio en Lima que contenga un discurso de transformación social fundado en la
democracia radical, la diversidad y la autonomía.

Palabras finales

En este artículo he planteado que la emergencia de los movimientos sociales depende
de circunstancias históricas, de la definición de marcos interpretativos y de ciertas prácti-
cas políticas de parte de los actores involucrados en los conflictos sociales. En Perú, estas
circunstancias no han sido favorables a causa de su dramática historia contemporánea.
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Por lo tanto, a pesar de ser un sistema político con poca legitimidad y de contar con la
presencia continua de conflictos sociales, todavía no se ha presentado una resistencia
articulada, duradera y fuerte contra el sistema socio-político del neoliberalismo, como sí
se ha dado en otros países latinoamericanos. 

Sin embargo, un análisis más profundo de la realidad peruana revela que poco a poco se
están gestando cambios, tanto en la construcción de nuevos espacios y relaciones políti-
cas, como en la creación de nuevos discursos e identidades, que podrían facilitar la
emergencia de nuevos movimientos sociales en Perú. Dos de estos procesos son la
(re)construcción del movimiento indígena y la iniciativa del Foro de la Cultura Solidaria
en Villa el Salvador. Ambos enfrentan problemas, retos y tensiones, propios de su desa-
rrollo, pero merecen atención, análisis académico y apoyo político. Ya que es cuestión de
develar proyectos cuyas propuestas emancipatorias partan del reconocimiento de la
diversidad y la reinvención de la democracia.
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Notas

1 Este artículo ha sido posible gracias a la colaboración de Marilyn Daza Quintanilla.

2 En su último reporte (agosto de 2006), la Defensoría del Pueblo identificó diez conflic-
tos activos y 78 latentes entre “población, autoridades de diferentes entidades públicas y
empresas”. Entre estos, 36 son “cuestionamientos a autoridades locales” y 18 son “enfren-
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tamientos entre poblaciones y empresas que explotan recursos naturales”. Ver
<www.ombudsman.gob.pe/modules/Downloads/conflictos/conflictos_sociales30.pdf>.

3 La ciudad sureña de Arequipa se rebeló masivamente en junio de 2002 contra la deci-
sión del gobierno de Toledo de desnacionalizar las dos compañías que se encargaban del
suministro de electricidad en el sur del país (EGASA y EGESUR). Las protestas se extendie-
ron a otras ciudades, como Tacna y Cusco, y terminaron forzando al gobierno a suspender
la privatización. Mientras tanto, la cifra de aprobación del gobierno de Toledo bajó del 80 al
18% entre junio de 2001 y julio de 2002.
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Bolivia

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 El presidente Evo Morales anuncia, desde el campo petrolero de San Alberto,
departamento de Tarija, la nacionalización de los hidrocarburos en todo el terri-
torio nacional. A través del decreto supremo 28.701, que afecta a unas 12 com-
pañías del sector, obliga a las empresas a entregar la propiedad del total de la
producción de hidrocarburos a la estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales
Bolivianos (YPFB) y restituye a manos del estado la propiedad del 50% más uno
de las acciones de cada empresa. Más tarde, y ante más de 12 mil manifestantes
apostados en la Plaza Murillo de la ciudad de La Paz, convocados por diversas
organizaciones sociales en el marco del Día Internacional de los Trabajadores
con el objetivo de festejar tanto la nacionalización de los hidrocarburos como el
incremento del 13,63% sobre el salario mínimo y la derogación del artículo 55
de la Ley 21.060 por la cual se estructuró la flexibilización laboral en Bolivia, Evo
Morales y su vicepresidente, Álvaro García Linera, expresan públicamente que la
política de recuperación de la soberanía nacional sobre áreas estratégicas se
extenderá hacia el sector minero y forestal. Por su parte, representantes de la
Central Obrera Boliviana (COB) marchan por el centro de La Paz en rechazo al
decreto presidencial y para conmemorar el 1º de mayo.

M A R T E S  2 La Confederación Sindical de Choferes de Bolivia inicia un paro de labores por
tiempo indefinido para exigir a los empresarios del transporte interdeparta-
mental que respeten el decreto 28.522 por el cual el gobierno obliga al sector
a emitir facturas por la venta de pasajes para viajes ínterdepartamentales.

M I É R C O L E S  3 La Federación Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social
(FENSEGURAL) inicia un paro de labores en todos los centros dependientes
de la Caja Nacional de Salud (CNS) en repudio al anuncio realizado por la
ministra de Salud sobre la fiscalización que se realizará en el ámbito de la
seguridad social.

L U N E S  8 El ministro de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente anuncia la
distribución, a través del Instituto Nacional para la Reforma Agraria (INRA), de
entre 11 y 14 millones de hectáreas de tierra a los campesinos, comunidades
indígenas y originarias y a todos los bolivianos que no posean el recurso natu-
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ral y que estén dispuestos a trabajarlo. El prefecto de Santa Cruz, Rubén
Costas, critica el anuncio gubernamental y reclama que la Comisión Agraria
Departamental (CAD) sea la encargada de encarar la política sobre la tenencia
de la tierra en el departamento.

J U E V E S  1 1 Trabajadores de la Caja Petrolera de Salud (CPS) paralizan sus actividades por
tiempo indefinido e inician una huelga de hambre para exigir el retiro de su
cargo al director ejecutivo de la institución, a quien acusan de corrupción, poli-
tización y de realizar despidos injustificados.

M A R T E S  1 6 La Confederación de Choferes de Bolivia suspende el paro de actividades pro-
gramado para las próximas horas y firma un acuerdo con el gobierno por el
cual acepta emitir facturas en la venta de pasajes para los viajes interdeparta-
mentales. Por su parte, el gobierno anuncia que desistirá de aplicar a la orga-
nización una multa millonaria por infracciones laborales.

Un grupo de integrantes del Movimiento Sin Tierra de Bolivia (MSTB) inicia
una huelga de hambre en la localidad de Yacuiba, departamento de Sucre,
para exigir que los vocales del Tribunal Agrario Nacional rechacen los recursos
presentados por supuestos terratenientes con el objetivo de que el organismo
revierta la entrega de predios cedidos por el gobierno a la organización cam-
pesina durante el año 2003.

J U E V E S  1 8 En Beni, alrededor de 10 mil personas, oriundas de los departamentos de
Santa Cruz, Pando y Beni, realizan un cabildo abierto donde ratifican la posi-
ción conjunta de apoyo a la opción por el Sí en el referéndum autonómico, a
realizarse el próximo 2 de julio, y para rechazar el plan de distribución de tie-
rras anunciado por el gobierno.

La Confederación de Maestros Rurales de Bolivia inicia un paro nacional de
actividades en demanda de que el gobierno cumpla con las reivindicaciones
enunciadas en el pliego petitorio de la organización.

Trabajadores de la Administración de Aeropuertos y Servicios de Navegación
Aérea (AASANA) marchan por las calles de la ciudad de La Paz para exigir el
cumplimiento del acta de entendimiento firmada el pasado 15 de mayo según
la cual se asegura la estatización de los aeropuertos de La Paz, Cochabamba y
Santa Cruz, la revisión de la lista de autoridades designadas y la nacionalización
de la empresa Servicios Aeroportuarios Bolivianos Sociedad Anónima (SABSA).

S Á B A D O  2 0 En la localidad de Caranavi, departamento de La Paz, el presidente Evo
Morales anuncia ante unos 10 mil cocaleros la nueva política para el cultivo de
coca. La misma aumenta el territorio con posibilidad de ser plantado, estable-
ce la creación de un tercer mercado para la venta de la hoja y avanza sobre la
industrialización del producto. Al mismo tiempo, fuentes gubernamentales
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informan que los gobiernos de Cuba y Venezuela colaborarán con planes de
desarrollo en la región como parte del Tratado Comercial de los Pueblos
(TCP) firmado entre los 3 países.

L U N E S  2 2 Miles de vendedores ambulantes marchan por las calles de la ciudad de La
Paz convocados por diversas federaciones de comerciantes minoristas, entre
las que se encuentra la Federación Departamental de Gremiales del Comercio
Minorista de La Paz, en rechazo al plan de reubicación que pretende ejecutar
la Alcaldía Municipal.

M A R T E S  2 3 Los integrantes del MSTB levantan la huelga de hambre iniciada el pasado 16
de mayo luego de firmar un acuerdo con representantes del Tribunal Agrario
Nacional y del INRA que establece un cuarto intermedio de 15 días, mientras
se estudian las presentaciones realizadas por propietarios de tierras que
reclaman la propiedad sobre las mismas y el desalojo de los campesinos que
las ocupan.

J U N I O

J U E V E S  1 Estudiantes de las carreras de Idiomas, Farmacia y Bioquímica y Medicina de
la Universidad San Francisco Xavier, departamento de Sucre, ocupan las sedes
de sus respectivas unidades académicas en repudio a las nuevas autoridades
elegidas en los comicios universitarios.

V I E R N E S  2 Representantes del Sindicato de Pilotos del Lloyd Aéreo Boliviano (LAB) sus-
penden las negociaciones con el presidente de la compañía, Ernesto Asbún, a
quien denuncian por incumplimiento de acuerdos previos. Los empleados
continuan con el proceso judicial contra el empresario por la apropiación
indebida de los aportes a las Aseguradoras de Fondos de Pensión (AFP), per-
tenecientes a los trabajadores.

S Á B A D O  3 En Santa Cruz, el presidente Evo Morales presenta el plan gubernamental de
distribución de tierras denominado “Revolución Agraria”. Con la firma de 7
decretos se permite la distribución inmediata de 2,2 millones de has de tierras
fiscales a favor de quienes carezcan de la misma y la entrega de títulos de pro-
piedad agraria por una extensión de 3,1 millones de has a pueblos originarios
y campesinos de Pando, Beni, Santa Cruz y Tarija. La Confederación
Agropecuaria Nacional (CONFEAGRO) y la Cámara Agropecuaria del Oriente
(CAO) anuncian el rompimiento del diálogo con el gobierno y manifiestan su
repudio al mencionado plan de distribución de tierras.

L U N E S  5 Trabajadores del LAB marchan por la ciudad de Cochabamba para denunciar
el incumplimiento de los acuerdos por parte del presidente de la compañía,
Ernesto Asbún, y anuncian que desisten de adquirir el 50% de las acciones y
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que continúan con la demanda judicial contra el empresario por apropiación
de 6 meses de aportes a las AFP.

M I É R C O L E S  7 Afiliados a la Federación Sindical de Trabajadores de la Prensa de Santa Cruz
(FSTPSC) marchan por la capital del departamento para repudiar el abuso y
las agresiones a las que están expuestos en el ejercicio de su trabajo.

V I E R N E S  9 Los médicos de la CPS levantan el paro de labores iniciado el pasado 11 de
mayo luego de firmar un acuerdo con el director de la entidad que establece
el pago de 15 meses de salario como contrapartida a la rebaja de sueldos
experimentada por los profesionales. 

V I E R N E S  2 3 Padres de familia, estudiantes y docentes de escuelas y universidades católicas
marchan por las calles de los departamentos de Cochabamba y Sucre para
exigir que el gobierno nacional respete el derecho a una educación plural en
lugar de una educación única, y repudiar la reforma anunciada por el ministro
de Educación, Félix Patzi. Por su parte, el presidente Evo Morales expresa que
el objetivo de la nueva política educativa no es eliminar la materia de religión
de la currícula oficial.

L U N E S  2 6 Vecinos de La Paz y El Alto protestan en las calles de sus respectivas ciudades
en repudio al desabastecimiento del Gas Licuado de Petróleo (GLP) y exigen
a las autoridades la solución al problema.

M I É R C O L E S  2 8 Miles de personas, convocadas por el Comité Cívico local, se concentran en
el centro de Santa Cruz para respaldar la opción por el Sí a las autonomías
departamentales. En el discurso pronunciado por el presidente del Comité se
hace referencia a 2 modelos de país, uno que se identifica con el progreso y
la autonomía y otro que le dice no al trabajo y a los gobiernos autonómicos.
Por su parte, el Movimiento Al Socialismo (MAS) organiza en La Paz una
masiva concentración en apoyo al No a las autonomías. El presidente Evo
Morales expresa que la autonomía de hoy se identifica con el centralismo
con el que unas pocas familias se han aprovechado del estado y de los recur-
sos de todos los bolivianos.

J U E V E S  2 9 Alrededor de 200 habitantes del barrio Alto Cotacachi de Quillacollo, departa-
mento de Cochabamba, ocupan la sede de la Alcaldía y bloquean calles cén-
tricas para pedir la provisión de agua potable y energía eléctrica para sus
domicilios. Efectivos de la policía intervienen la medida de fuerza y disparan
gases lacrimógenos para disuadir la protesta.

Los trabajadores del LAB reciben el 50% de las acciones de la compañía aérea
y declaran que asumirán la administración de la empresa.



J U L I O

D O M I N G O  2 Se realizan en todo el país las elecciones de los 255 candidatos a integrar la
Asamblea Constituyente. Entrará en funciones el próximo 6 de agosto y tendrá por
objetivo redactar una nueva Constitución Política del Estado (CPE). El MAS obtiene
el triunfo en 6 departamentos (La Paz, Cochabamba, Oruro, Potosí, Sucre y Tarija)
con el 50,7% de los votos a nivel nacional y 137 constituyentes; el partido Poder
Democrático Social (PODEMOS) alcanza la victoria en 3 departamentos (Santa
Cruz, Beni y Pando) y el 15,3% de los sufragios, lo que se traduce en 60 escaños
para la Asamblea; y en el tercer lugar se ubica la agrupación Unidad Nacional
(UN) con el 7,1% y 7 representantes. Al mismo tiempo se realiza el referéndum
autonómico en todo el territorio nacional. La opción por el No, respaldada por el
partido del presidente Evo Morales, obtiene el 57,5% de las preferencias y el triun-
fo en los departamentos de La Paz, Cochabamba, Oruro, Potosí y Sucre. El Sí a las
autonomías, impulsada por los departamentos del oriente boliviano, alcanza el
42,5% de los votos y el primer puesto en Santa Cruz, Tarija, Beni y Pando. 

Representantes de los Ayllus Qhara Qhara del departamento de Sucre mar-
chan hacia la plaza 25 de Mayo para cumplir con la autoconvocatoria a una
asamblea constituyente originaria y denuncian su falta de representación en
las elecciones constituyentes que se desarrollan en todo el país. La medida,
que cuenta con la autorización de la Corte Departamental Electoral (CDE), es
reprimida por la policía con gases lacrimógenos. Hacia las primeras horas de
la tarde, los pobladores originarios realizan la actividad planteada.

L U N E S  1 7 Ex trabajadores de YPFB ocupan las oficinas de la gerencia de exploración y de
la red de distribución de gas de la ciudad de Camiri, departamento de Santa
Cruz, para exigir ser reincorporados a sus fuentes de trabajo.

M A R T E S  2 5 Trabajadores de la salud pública de todo el país inician un paro de labores por
24 hs en apoyo a las medidas de fuerza llevadas a cabo por la Federación de
Trabajadores de la Salud de Cochabamba para exigir la destitución del director
del Servicio Departamental de Salud (SEDES).

A G O S T O

M I É R C O L E S  2 La Federación de Trabajadores de la Empresa de Correos de Bolivia
(ECOBOL) inicia un paro de labores por tiempo indefinido para repudiar los
sucesivos despidos que se vienen realizando y exigir la renuncia del jefe de
Relaciones Internacionales de la empresa estatal a quien responsabilizan de la
situación denunciada.

J U E V E S  3  Trabajadores de ECOBOL inician una huelga de hambre en la ciudad de Sucre
y se suman al paro de labores decretado por la Federación de Trabajadores de
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ECOBOL en demanda de la renuncia del jefe de Relaciones Internacionales y
de un asesor de la empresa, quien fuera designado por cuestiones políticas.

D O M I N G O  6 Se realiza en la ciudad de Sucre el acto de inauguración de la Asamblea
Constituyente con la participación de 252 de los 255 asambleístas, autorida-
des del Poder Ejecutivo, legisladores y personalidades de Bolivia y otros países
de América Latina. El presidente Evo Morales pronuncia un discurso en el que
repasa los primeros 6 meses de su gestión y enfatiza que, entre otros objeti-
vos, el proceso que comienza debe revertir la profunda discriminación a la
que están expuestos los pueblos originarios, transformar las injustas estructu-
ras de la economía boliviana y avanzar en la autonomía a nivel departamental
pero también para las provincias, pueblos, comunidades y ayllus. Momentos
después asumen las autoridades constituyentes. De los 11 cargos, 6 son ocu-
pados por dirigentes del MAS, incluyendo la presidencia de la Asamblea ocu-
pada por la dirigente campesina de Santa Cruz Silvia Lazarte, mientras que los
5 puestos restantes se reparten entre el principal partido de oposición,
PODEMOS, y partidos minoritarios como el Movimiento Nacionalista
Revolucionario (MNR), UN, Concertación Nacional (CN) y Alianza Social (AS).

M I É R C O L E S  9 Integrantes de la Asociación Nacional de Suboficiales, Clases y Policías (ANSCLAPOL)
inician huelgas de hambre en los departamentos de La Paz, Cochabamba y
Santa Cruz, para exigir al gobierno nacional un aumento de sus salarios para
que estos se equiparen al de los integrantes de las Fuerzas Armadas (FF.AA.).

V I E R N E S  1 1 Dirigentes de ANSCLAPOL suspenden las huelgas de hambre iniciadas 2 días
atrás en los departamentos de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz luego de fir-
mar un acuerdo con funcionarios del Poder Ejecutivo por medio del cual estos
se comprometen a revisar el presupuesto de la institución y elaborar un pro-
yecto para una nueva escala salarial.

El directorio del LAB, presidido por Ernesto Asbún, transfiere en forma gratui-
ta el 50% de las acciones de la compañía al consorcio europeo Transatlantic
Aviation Limited (TAA) luego de que el Sindicato de Pilotos del LAB desistiera
de la demanda interpuesta contra el empresario por retención indebida de
aportes a las AFP. La operación es apoyada por los pilotos y la Federación
Sindical de Trabajadores del LAB (FSTLAB). 

L U N E S  1 4 Alrededor de mil personas marchan por la ciudad de La Paz convocadas por la
Central Obrera Regional (COR) de El Alto para exigir la renuncia del alcalde
José Luis Paredes, a quien repudian por haber apoyado la campaña por el Sí a
las autonomías y por estar involucrado en supuestos hechos de corrupción. 

V I E R N E S  1 8 Diversas organizaciones sociales y políticas, entre las que se encuentran los
comités cívicos de Beni, Pando y Tarija, el Comité Pro Santa Cruz, la CAO,
PODEMOS y sectores afines al MNR, expresan su intención de conformar un
bloque con el fin de garantizar que la nueva constitución resultante de la
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Asamblea Constituyente requiera para su aprobación del voto de las dos ter-
ceras partes de los asambleístas. 

L U N E S  2 1 El secretario de relaciones de la FSTLAB expresa que luego de analizar en
detalle el contrato de transferencia de acciones hacia la compañía TAA, la
asamblea de los trabajadores decide anular la operación por considerarla per-
judicial para los intereses de la empresa y recuperar las acciones para los
empleados de la misma.

M I É R C O L E S  2 3 Dirigentes y asambleístas del MAS expresan la posibilidad de alcanzar un
acuerdo con otras fuerzas políticas para lograr que la Asamblea Constituyente
sea declarada originaria y con ello dotarla del poder necesario para una ver-
dadera y profunda refundación del país. Representantes de PODEMOS se
oponen al mencionado acuerdo y denuncian que es el primer paso para un
golpe de estado solapado. 

V I E R N E S  2 5 Los trabajadores de ECOBOL paralizan sus labores e inician una huelga de
hambre para exigir la renuncia del gerente general de la compañía a quien
acusan de protagonizar actos de corrupción y de poner en peligro la estabili-
dad laboral de los empleados. 

M A R T E S  2 9 Choferes sindicalizados de todo el país inician un paro del transporte público
por 48 hs para exigir al gobierno la resolución de los problemas en el abaste-
cimiento de diesel, la rebaja de las multas policiales y la simplificación de las
condiciones para obtener los permisos habilitantes para desarrollar su activi-
dad. Luego, dirigentes de diversas organizaciones gremiales, entre las que se
encuentra la Confederación Sindical de Choferes de Bolivia, firman un acuer-
do con los viceministros de Transporte y de Política Tributaria que establece la
suspensión de las medidas de fuerza y la conformación de mesas de negocia-
ción para tratar las demandas planteadas. 

La Confederación de Trabajadores de la Educación Urbana de Bolivia (CTEUB)
inicia un paro nacional por 48 hs y una huelga de hambre en la sede de la
COB de la ciudad de La Paz. Exigen la destitución del ministro de Educación y
la convocatoria a un nuevo congreso del sector que defina una política educa-
tiva consensuada entre los diversos sectores para reemplazar a la caduca Ley
de Reforma Educativa. 

Los trabajadores de ECOBOL levantan el paro luego de firmar un acuerdo con
el viceministro de Telecomunicaciones por el que se establece la realización
de una auditoría interna y la conformación de un directorio para evaluar y dar
solución a los conflictos generados por las acusaciones de corrupción que
recaen sobre la gerencia general y regional de la compañía.

M I É R C O L E S  3 0 Alrededor de 100 integrantes de la Federación Única de Trabajadores de
Pueblos Originarios de Chuquisaca (FUTPOCH) marchan por el centro de la
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ciudad de Sucre para exigir que la Asamblea Constituyente sea declarada ori-
ginaria, plenipotenciaria y que el nuevo texto constitucional sea aprobado por
la mayoría absoluta de votos. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AASANA Administración de Aeropuertos y Servicios de Navegación Aérea
AFP Administradoras de Fondos de Pensión

ANSCLAPOL Asociación Nacional de Suboficiales, Clases y Policías
AS Alianza Social

CAD Comisión Agraria Departamental
CAO Cámara Agropecuaria del Oriente
CDE Corte Departamental Electoral
CN Concertación Nacional

CNS Caja Nacional de Salud
COB Central Obrera Boliviana

CONFEAGRO Confederación Agraria Nacional 
COR Central Obrera Regional
CPE Constitución Política del Estado 
CPS Caja Petrolera de Salud

CTEUB Confederación de Trabajadores de la Educación Urbana de Bolivia
ECOBOL Empresa de Correos de Bolivia

FENSEGURAL Federación Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social
FF.AA. Fuerzas Armadas

FSTLAB Federación Sindical de Trabajadores del LAB
FSTPSC Federación Sindical de Trabajadores de Prensa de Santa Cruz

FUTPOCH Federación Única de Trabajadores de Pueblos Originarios de Chuquisaca
GLP Gas Licuado de Petróleo

INRA Instituto Nacional para la Reforma Agraria
LAB Lloyd Aéreo Boliviano
MAS Movimiento Al Socialismo 
MNR Movimiento Nacionalista Revolucionario

MSTB Movimiento Sin Tierra de Bolivia
PODEMOS Poder Democrático Social

SABSA Servicios Aeroportuarios Bolivianos Sociedad Anónima
SEDES Servicio Departamental de Salud

TAA Transatlantic Aviation Limited
TCP Tratado Comercial de los Pueblos
UN Unidad Nacional

YPFB Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Los Tiempos, La Razón, El Diario y Correo del Sur.
Otras fuentes: Indymedia Bolivia y Bolpress.

O
SA

L1
93

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



Colombia

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Miles de trabajadores, estudiantes, jóvenes, ecologistas y pobladores realizan
una marcha en Bogotá en el marco del Día Internacional de los Trabajadores, en
contra de la firma del Tratado de Libre Comercio (TLC) con Estados Unidos y de
la reelección presidencial, y en homenaje a la memoria de Nicolás Neira, asesi-
nado por la policía durante la manifestación del 1 de mayo del año pasado.

M A R T E S  2 Propietarios de autobuses de Bogotá realizan una huelga en protesta por la exclu-
sión de sus vehículos de varias vías, las que fueron destinadas al uso exclusivo del
transporte del sistema Transmilenio. Se producen fuertes enfrentamientos con la
policía que dejan un saldo de más de 60 detenidos y 70 buses averiados.

M I É R C O L E S  3 Los propietarios de autobuses de Bogotá levantan la huelga iniciada el día
anterior tras una mediación del gobierno nacional que abre un diálogo con la
administración de la ciudad. 

L U N E S  8 En Barranquilla, los trabajadores del sector salud, agremiados a la Asociación
Nacional de Trabajadores de Hospitales y Clínicas (ANTHOC), toman la
Empresa Social del Estado (ESE) Redehospital, en protesta por la falta de
médicos, de insumos y pago de salarios, y para exigir la renuncia del gerente.

M I É R C O L E S  1 0 El ejército colombiano y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) se enfrentan
en el sitio conocido como Río Pilón, municipio de Dibulla, La Guajira, y en el
área rural del municipio de Clemencia, sur de Bolívar. 

La Corte Constitucional despenaliza el aborto en los casos en que corra peli-
gro la vida de la madre por enfermedad grave o terminal, cuando existan mal-
formaciones genéticas o en casos de violación carnal. Los obispos de la Iglesia
Católica rechazan el fallo.

J U E V E S  1 1 Trabajadores de juzgados, tribunales y la fiscalía, agremiados a la Asociación
de Empleados de la Rama Judicial (ASONAL), inician un paro para exigir al
gobierno un aumento salarial, una bonificación y un incremento en las parti-
das presupuestarias. 
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L U N E S  1 5 Más de 3 mil indígenas provenientes de 36 resguardos de los municipios de
Tumaco, Samaniego, Barbacoas, Ricaurte y Roberto Payán, departamento de
Nariño, de El Predio el Verde, corregimiento El Diviso, municipio de
Barbacoas, y de El Palmar, municipio de Ricaurte, inician la cumbre nacional
de movimientos sociales y pueblos originarios bajo el lema “unidos por la vida
y el territorio Inkal Awá”. Por otra parte, miles de indígenas, campesinos,
negros, maestros públicos y estudiantes realizan manifestaciones en contra
del TLC con EE.UU. y de la reelección del presidente Álvaro Uribe, y en defen-
sa de los derechos de las comunidades indígenas, entre otros motivos. Las
protestas se realizan principalmente en Bogotá, Medellín, Manizales, Cali,
Popayán y Pasto. Las movilizaciones coinciden con la celebración del Día del
Maestro, lo que es aprovechado por algunos educadores para reclamar mejo-
ras salariales y protestar contra los despidos masivos en algunas zonas del
país. En Bogotá, un grupo de manifestantes se enfrenta con la policía.

M A R T E S  1 6 En el segundo día de protesta contra el TLC y la reelección presidencial, la poli-
cía reprime en Cauca, Nariño, Valle y Meta, entre otras ciudades, dejando
como saldo un indígena muerto, al menos 100 personas heridas y más de 30
detenidos y desaparecidos. El ministro de Interior y Justicia señala que las pro-
testas son manipuladas por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
(FARC), lo que es negado por los manifestantes.

M I É R C O L E S  1 7 Unos 28 mil empleados judiciales cumplen 7 días de huelga con marchas en
las ciudades de Bogotá, Barranquilla, Medellín, Cali y Bucamaranga para recla-
mar al gobierno un ajuste salarial, entre otras cuestiones. 

Obreros agremiados al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria
Minera y Energética (SINTRAMIENERGETICA) inician un paro en la mina de
carbón de la Jagua de Ibirico, situada en el César, propiedad de la multinacio-
nal Suiza Glencore, en demanda de un aumento salarial y mejores condicio-
nes de trabajo. 

V I E R N E S  1 9 Más de 300 personas, convocadas por la Federación Nacional Sindical Unitaria
Agropecuaria (FENSUAGRO), la Unión Nacional de Empleados Bancarios
(UNEB), la Unión Sindical Obrera (USO), organizaciones sociales como la
Organización Femenina Popular (OFP), la Asociación Nacional de Usuarios
Campesinos (ANUC), el Movimiento Nacional de Víctimas y el Movimiento de
Cristianos por la Paz con Justicia y Dignidad y diversas Organizaciones No
Gubernamentales (ONGs) religiosas realizan una marcha encabezada por los
féretros simbólicos de Pedro Coscués –asesinado días atrás en el Resguardo
Indígena La María por miembros del Escuadrón Móvil Antidisturbios
(ESMAD)– y de otras personas que también han sido asesinadas durante las
recientes protestas en el suroccidente del país. Los indígenas del Cauca acuer-
dan liberar a 2 policías a cambio de la liberación de 29 integrantes de su
comunidad que se encuentran presos. 
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D O M I N G O  2 1 El Ministro de Agricultura, el Director de Acción Social, el Gobernador de
Nariño, los alcaldes de los municipios afectados, el Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el obispo de la Diócesis de
Pasto, se reúnen en Chachagüí con representantes de las organizaciones cam-
pesinas e indígenas del departamento del Cauca, y acuerdan iniciar un proce-
so de diálogo con los gobiernos nacional, regional y locales, a la vez que esta-
blecen un cronograma de reuniones para tratar las demandas de los manifes-
tantes. Éstas contemplan el respeto a sus comunidades, el cese de los hostiga-
mientos y persecuciones por parte del ejército y los paramilitares, y el rechazo
al TLC, entre otras cosas. Los indígenas levantan las medidas de fuerza.

L U N E S  2 2 Miles de trabajadores de la empresa norteamericana Drummond, agremiados a
SINTRAMIENERGETICA, inician un paro y toman las minas ubicadas en el César y
en el puerto localizado en Ciénaga, para exigir a la empresa que dé una respuesta
favorable al pliego petitorio de los obreros, que contemple una mayor estabilidad,
pensión de alto riesgo y un incremento salarial, entre otras cuestiones. 

Los trabajadores de la salud de Barranquilla, agremiados a la ANTHOC, inician
un paro de 24 hs y una movilización para exigir al alcalde una solución a la cri-
sis que atraviesa la salud pública, y en protesta por la falta de personal y de
materiales en los nosocomios. 

M A R T E S  2 3 El ELN demanda al gobierno una amnistía e indulto para sus miembros como
condición para avanzar en una eventual negociación de paz.

J U E V E S  2 5 Un grupo de estudiantes realiza una protesta en la Universidad del Atlántico,
en Barranquilla, para rechazar el cierre de ese centro educativo. Se producen
enfrentamientos con la policía, y se ordena el cierre de las puertas hasta el
próximo martes.

Las FARC realizan un paro armado en San Carlos, San Rafael, San Luis,
Cocorná, Alejandría, Granada y San Francisco, oriente antioqueño.

Las autoridades cierran las instalaciones de la Universidad de Antioquia con el
objetivo de desarticular una jornada de protesta estudiantil organizada para
repudiar las amenazas recibidas por 23 personas de la comunidad universita-
ria, en su mayoría estudiantes, por parte de las Autodefensas de la
Universidad de Antioquia (AUDEA). Las puertas permanecerán cerradas hasta
el próximo martes.

S Á B A D O  2 7 Las FARC y el ejército se enfrentan en el corregimiento La Henea, jurisdicción
de El Guamo, Bolívar y en la zona rural de El Carmen de Bolívar. 

D O M I N G O  2 8 Se realizan las elecciones presidenciales en las que resulta triunfador el actual
primer mandatario, Álvaro Uribe, con el 62,2% de los sufragios. El candidato
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Carlos Gaviria, del Polo Democrático Alternativo (PDA), obtiene el segundo
lugar con el 22,04% de los votos, seguido por Horacio Serpa, del Partido
Liberal, con el 11,83%. En algunas regiones, la abstención electoral alcanza
altos niveles: en Bolívar, 67,8%, en Sucre, 56,31% y en Córdoba, 57,7%. 

En distintos puntos del país se registran combates entre guerrilleros y el ejér-
cito durante la jornada electoral, que dejan un saldo de más de 10 muertos. 

L U N E S  2 9 Las FARC y el ejército se enfrentan en La Guajira, Tolima y Antioquia, así como
en una zona rural del municipio de Puerto Asís, Putumayo.

M A R T E S  3 0 El gobierno de EE.UU. considera que Colombia garantiza la protección de los
derechos humanos, por lo que decide el desembolso de 62 millones de dóla-
res destinados a ayuda militar.

J U N I O

L U N E S  5 Trabajadores judiciales bloquean el acceso a Paloquemao y al edificio
Hernando Morales, en Bogotá, en donde se concentra buena parte de la acti-
vidad judicial de la ciudad, para exigir una respuesta a sus reclamos. Se pro-
ducen agresiones verbales entre los distintos sectores en los que se ha dividi-
do el sindicato, dado que un sector ha firmado un acuerdo con el gobierno
para levantar el paro, y el otro no. Por su parte, el ministro del Interior y
Justicia se reúne con integrantes de ASONAL para tratar de llegar a un acuer-
do, pero no lo logran.

M A R T E S  6 Integrantes de SINTRAMIENERGETICA y representantes de la empresa
Glencore firman un nuevo convenio laboral en el Hotel El Prado, en
Barranquilla, por lo que los obreros levantan la huelga en la mina ubicada en
La Jagua de Ibirico, departamento del César. Las partes establecen un aumen-
to salarial del 7,5% para este año, entre otros puntos. 

La Confederación General del Trabajo (CGT) confirma el asesinato de Luis
Antonio Arismendi, líder del sindicato de expendedores de alimentos y bebi-
das de Bogotá, desaparecido desde hace un mes atrás. En los últimos años,
344 dirigentes sindicales fueron asesinados.

L U N E S  1 2 Los cancilleres de Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú se reúnen en la ciudad de
Quito, Ecuador, para intentar reforzar la Comunidad Andina de Naciones
(CAN), en medio de la crisis que atraviesa el bloque económico debido a la
retirada de Venezuela.

Luego de 180 días de cárcel, 8 estudiantes de la Universidad del Tolima, a
quienes la policía señala como integrantes del Bloque Universitario Socialista
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(BUS), brazo político del núcleo Gilberto Guarín del ELN, recuperan la liber-
tad. Decenas de personas vinculadas a la Universidad de Antioquia y a la
Universidad Nacional de Bogotá reciben amenazas de grupos paramilitares.

M I É R C O L E S  1 4 El presidente Álvaro Uribe se reúne en Washington con su par estadouniden-
se, George Bush, para avanzar en la segunda etapa de la relación bilateral
entre ambos países.

V I E R N E S  1 6 Más de 2 mil habitantes de El Molino, sur de La Guajira, realizan una marcha
por las principales calles de la ciudad en protesta por la detención de 7 perso-
nas de ese municipio por parte de la policía nacional, acusadas de ser inte-
grantes de las FARC. 

M A R T E S  2 0 El ejército y las FARC se enfrentan en la finca Nuevo Mundo, corregimiento del
Tablazo, municipio de San Juan del César, La Guajira.

J U E V E S  2 2 Luego de 31 días de huelga, el sindicato y las directivas de la multinacional
Drummond, con mediación de Protección Social, firman un acuerdo que esta-
blece un 8% de aumento salarial para el primer año, un 1,5% más para el
segundo, una tabla de indemnización de 31% y retroactivo al 1º de abril, por
lo cual los obreros levantan el paro. La empresa se compromete a garantizar
la estabilidad laboral y a no tomar represalias contra los trabajadores. 

D O M I N G O  2 5 Las FARC mantienen intensos combates con la Armada Nacional en el sector
conocido como El Delirio, zona rural de los Montes de María, en los límites de
los municipios de Zambrano, El Carmen de Bolívar y Ovejas, dejando un saldo
de 9 oficiales muertos.

M I É R C O L E S  2 8 A causa de los intensos combates entre las fuerzas militares y las FARC en la
zona rural del municipio de Ovejas, en los Montes de María, campesinos
comienzan un nuevo desplazamiento hacia otras zonas.

J U L I O

S Á B A D O  1 Las FARC liberan a 7 personas que mantienen secuestradas desde hace 7
meses en las cercanías de San José del Guaviare. 

D O M I N G O  2 Más de 10 mil personas participan de la décima jornada de la marcha de
Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transgeneristas (LGBT), en el Parque Nacional y
la Plaza Bolívar, Bogotá. 

L U N E S  3 Las FARC y el ejército combaten en el municipio de Vistahermosa, Meta, y en
la localidad de Fortul, en Arauca. 
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M A R T E S  4 Las FARC y el ejército se enfrentan en una zona montañosa de Palmira, en el
Valle, y en el corregimiento de Varas Blancas, jurisdicción del municipio de La
Paz, norte del César. 

M I É R C O L E S  5 El gobierno presenta su propuesta de reforma tributaria que implica la modi-
ficación del actual sistema de impuestos, la reforma financiera y de transfe-
rencias territoriales y un proyecto sobre el habeas data. Los sindicatos recha-
zan la propuesta.

V I E R N E S  7 Luego de varios meses de negociaciones en torno a los textos del TLC, cuyas
tratativas finalizaron en febrero pasado, Colombia y EE.UU. logran un acuerdo
total respecto a los anexos agrícolas pendientes. 

D O M I N G O  9 El presidente Álvaro Uribe y su par venezolano, Hugo Chávez, convienen en
avanzar en un acuerdo bilateral que sustituya los compromisos adquiridos en
la CAN, de la que Caracas se retiró recientemente. El compromiso queda sella-
do en una declaración conjunta que también suscribe el presidente de
Panamá, Martín Torrijos, durante el acto de inicio de la construcción del gaso-
ducto transcaribeño entre los 3 países.

D O M I N G O  1 6 El ejército se enfrenta con las FARC en áreas rurales de Dibulla y Manaure, en
La Guajira y en el municipio de Cuaspud, departamento de Nariño, y con el
ELN en el sitio El Roncón, municipio de Becerril, César.

L U N E S  1 7 Más de 500 familias de desplazados mantienen una protesta, iniciada el pasa-
do viernes, en el parque principal de la localidad de Bosa, en Bogotá, para exi-
gir a los organismos gubernamentales que presten una mayor atención a sus
necesidades laborales y de salud.

M I É R C O L E S  1 9 En el sitio conocido como Mayasquer, en el puente Rumichaca, miembros del
ejército disparan contra un camión ecuatoriano, y hieren de muerte al herma-
no del jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas de Ecuador. Los
militares argumentan que el disparo se produjo luego de que el vehículo igno-
rara la orden de detención.

L U N E S  2 4 Trabajadores del Hospital de Soledad, agremiados a la ANTHOC, y la asocia-
ción de usuarios realizan una protesta para denunciar las condiciones de tra-
bajo y de atención a los enfermos. Exigen el pago de los sueldos adeudados,
las primas y las vacaciones.

V I E R N E S  2 8 Decenas de trabajadores de la Empresa Colombiana de Petróleos
(ECOPETROL) bloquean la entrada a la sede en Bogotá, en protesta por el
anuncio del gobierno nacional de privatizar la empresa. 

L U N E S  3 1 Las FARC y el ejército se enfrentan en zona rural del municipio de Villarica,
en Cauca. 



Los trabajadores de la sección de urgencias de la ESE José Prudencio Padilla, en
Sincelejo, Sucre, son desalojados de sus lugares de trabajo por la fuerza públi-
ca. El vicepresidente, Francisco Santos, señala que ante los problemas financie-
ros y operativos que presentan algunas instituciones del Instituto de Seguro
Social (ISS), todas las entidades están sujetas a una eventual reestructuración.
Por otra parte, la fuerza pública custodia desde la madrugada las puertas de
acceso y varias de las principales oficinas de la Unidad Hospitalaria Enrique de
la Vega, en Cartagena, impidiendo el ingreso de los trabajadores de planta de
la entidad, que atraviesa un proceso de liquidación impulsado por el gobierno. 

A G O S T O

M A R T E S  1 La refinería de la ECOPETROL de Barranca es militarizada por la fuerza públi-
ca bajo la orden del gobierno nacional.

M I É R C O L E S  2 Más de 950 campesinos desplazados llegan al casco urbano de Nariño,
oriente de Antioquia, huyendo de las veredas El Palmar, Guamal, Santa Rosa,
Morroazul, Uvital y Jazmín, situadas en los límites con el departamento de
Caldas, afectados por las fumigaciones y los enfrentamientos entre los gru-
pos armados.

J U E V E S  3  Miembros de la Sección de Policía Judicial e Investigación (SIJIN) ingresan a
la sede del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria de Alimentos
(SINALTRAINAL) en Bogotá. Asimismo, personas armadas entran a las ofici-
nas de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento
Forzado (CODHES), en la ciudad capital, y roban 2 discos duros de las com-
putadoras del lugar.

Más de 3 mil trabajadores petroleros agremiados a la USO inician un paro por
24 hs en protesta por el plan de vender al sector privado el 20% de la
ECOPETROL. El gobierno militariza las instalaciones de la empresa. En
Barrancabermeja se realiza una multitudinaria Asamblea Popular, en la que
varios sectores se pronuncian en contra de la privatización de la petrolera. El
Concejo Municipal, la Iglesia, parlamentarios del PDA, del Partido Liberal y
otras expresiones acuerdan crear un Frente Nacional por la Salvación del
Patrimonio Público. 

V I E R N E S  4 Las FARC y el ejército se enfrentan en el campamento La Mosca, municipio de
La Jagua del Pilar, en La Guajira, Santa Marta. 

Agentes de la policía metropolitana requisan las instalaciones del Semanario
Voz, del Partido Comunista Colombiano (PCC), sin orden judicial. En estos
días también son allanadas por la policía las casas de un ex dirigente estu-
diantil y de varios dirigentes sociales, del PCC y de la Unión Patriótica.

O
SA

L2
00

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
AN

D
IN

A
-C

O
LO

M
BI

A]



O
SA

L2
01

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]

S Á B A D O  5 Un grupo de 50 paramilitares y miembros del ejército ingresan a la gallera Las
Heliconias, ubicada en la vereda Villa de Leiva, corregimiento de La Carmelita,
municipio de Puerto Asís, Putumayo, en el marco de la celebración de una
fiesta comunal, secuestrando a 3 personas, y someten a humillaciones y abu-
sos sexuales a las mujeres presentes. La Asociación para la Promoción Social
Alternativa Minga denuncia estos actos. 

L U N E S  7 El presidente Uribe asume su segundo mandato en medio de un fuerte operati-
vo de seguridad desplegado por las Fuerzas Armadas y la policía, que incluyera,
días atrás, cerca de 11 mil allanamientos en Bogotá y retenes en todas las entra-
das a la ciudad y en sitios estratégicos. Previo a la ceremonia de asunción, el pri-
mer mandatario se reúne con los presidentes de los países del Plan Puebla-
Panamá. Se ausentan de la ceremonia el presidente venezolano Hugo Chávez,
el mandatario brasileño, Lula Da Silva y el presidente de Bolivia, Evo Morales. 

M A R T E S  8 Presos de la cárcel Modelo de Barranquilla realizan un motín en protesta por
la suspensión de las visitas de sus familiares. El ESMAD reprime con gases
lacrimógenos.

M I É R C O L E S  9 Paramilitares asesinan a 5 indígenas que se encuentran durmiendo en sus
casas, en el caserío de Altaquer, Nariño. 

S Á B A D O  1 2 Las FARC y el ejército se enfrentan en la vereda Cañón de Hogoso, de Santa Fe
de Antioquia.

L U N E S  1 4 Las FARC ordenan un paro armado en la zona de El Catatumbo, en Norte de
Santander.

M I É R C O L E S  1 6 El presidente Uribe ordena la captura de la cúpula militar de las Autodefensas
Unidas de Colombia (AUC). Los líderes Salvatore Mancuso, Edwad Cobos
Téllez, alias Diego Vecino, y Francisco Javier Zuluaga, alias Gordo Lindo, se
presentan voluntariamente ante el comandante de la policía de Montería, en
cumplimiento de la orden de detención en cárceles especiales.

J U E V E S  1 7 Las FARC instalan un retén en el tramo Vega-Teteyé, donde transitan los vehí-
culos que se dirigen a los pozos de ECOPETROL, en Puerto Asís, Bajo
Putumayo.

Carlos Arturo Montes Bonilla, afiliado a SINALTRAINAL, es asesinado cuando
llega a su casa en la zona norte de la ciudad de Barrancabermeja. 

V I E R N E S  1 8 En Medellín, concluye la tercera ronda de negociaciones de un TLC entre
Colombia, El Salvador, Guatemala y Honduras. Los representantes de estos
países reiteran su intención de concluir en diciembre próximo las tratativas
para su firma.



Las FARC y el ejército combaten en la vereda El Veinte, en Santa Marta.

J U E V E S  2 4 Se produce una explosión en la planta de parafinas de la refinería de
Barrancabermeja de la ECOPETROL, que provoca heridas en 3 trabajadores.

Se le practica un aborto a una niña de 11 años embarazada producto de una
violación. Militantes católicas se concentran en el Hospital Simón Bolívar, en
Bogotá, donde se hace la intervención a la pequeña, e intentar evitar la inte-
rrupción del embarazo.

El presidente estadounidense, George Bush, envía al Congreso de su país el
TLC con Colombia, para su ratificación.

S Á B A D O  2 6 El gobierno anuncia la liquidación del ISS y la posible división de institucio-
nes en 3 nuevos entes, para atender la salud, las pensiones y los riesgos
profesionales.

L U N E S  2 8 Los trabajadores del Instituto Materno Infantil (IMI) de Bogotá realizan una
protesta para exigir el pago de los salarios adeudados desde hace un año, pro-
duciéndose enfrentamientos con la policía.

J U E V E S  3 1 El gobierno y el Fondo Monetario Internacional (FMI) concluyen el acuerdo
sobre el ajuste de la economía suscripto entre ambas partes. El organismo
multilateral finaliza su visita al país y recomienda que se mantenga la discipli-
na fiscal, que se hagan las reformas estructurales, como la tributaria, y que se
elimine el impuesto a las transacciones financieras. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACNUR Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados
ANTHOC Asociación Nacional de Trabajadores de Hospitales y Clínicas 

ANUC Asociación Nacional de Usuarios Campesinos 
ASONAL Asociación de Empleados de la Rama Judicial 

AUC Autodefensas Unidas de Colombia
AUDEA Autodefensas de la Universidad de Antioquia

BUS Bloque Universitario Socialista 
CAN Comunidad Andina de Naciones
CGT Confederación General del Trabajo 

CODHES Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento Forzado
ECOPETROL Empresa Colombiana de Petróleos 

ELN Ejército de Liberación Nacional 
ESE Empresa Social del Estado 

ESMAD Escuadrón Móvil Antidisturbios
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
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FENSUAGRO Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria 
FMI Fondo Monetario Internacional 
IMI Instituto Materno Infantil 
ISS Instituto de Seguro Social

LGBT Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transgeneristas
OFP Organización Femenina Popular

ONGs Organizaciones No Gubernamentales 
PCC Partido Comunista Colombiano 
PDA Polo Democrático Alternativo 

SIJIN Sección de Policía Judicial e Investigación
SINALTRAINAL Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria de Alimentos 

SINTRAMIENERGETICA Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Minera y Energética
TLC Tratado de Libre Comercio 

UNEB Unión Nacional de Empleados Bancarios
USO Unión Sindical Obrera 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios El Tiempo, El Colombiano y El Heraldo.
Otras fuentes: Indymedia Colombia y Rebelión.
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Ecuador

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Unas 10 mil personas, entre ellas trabajadores del servicio eléctrico, el Seguro
Social, la salud, campesinos, indígenas, jubilados, familiares de inmigrantes en
EE.UU., organizaciones barriales y populares y partidos políticos, convocadas
por la Central Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres (CEOSL), el
Frente Unitario de Trabajadores (FUT) y la Central de Trabajadores del
Ecuador (CTE), entre otros, marchan en el Día Internacional de los
Trabajadores hasta la Plaza San Francisco, Quito, en contra del Tratado de
Libre Comercio (TLC) con EE.UU., la empresa estadounidense Petrolera
Occidental (OXY), la política migratoria de ese país, la tercerización laboral y el
gobierno “hambreador” de Alfredo Palacio. Asimismo, unas 12 mil personas
marchan en Cuenca. En Guayaquil, miles de trabajadores protestan al grito de
“fuera OXY, viva el Ecuador soberano”. También se realizan manifestaciones
en Ambato, Esmeraldas, Loja, y en varias ciudades de Manabí. 

J U E V E S  4 El ministro del Interior, Felipe Vega, anuncia la reapertura de las negociaciones
del TLC con EE.UU., luego de que fueran suspendidas por el rechazo de
Washington a la nueva ley ecuatoriana que obliga a las petroleras a repartir
con el estado sus ingresos extra por el aumento del precio del crudo.

M A R T E S  9 Unos 4 mil habitantes de la región amazónica, entre alcaldes, prefectos y
pobladores de Sucumbíos, Napo, Pastaza, Morona, Zamora y Orellana,
marchan en Quito para exigir la salida de OXY del país y en rechazo al TLC
y al Plan Colombia. Llegan al Ministerio de Energía, donde entregan un
manifiesto, y luego se dirigen hacia la presidencia, pero son dispersados
por la policía. 

L U N E S  1 5 El ministro de Energía, Iván Rodríguez, acepta la demanda presentada por
Petroecuador y declara la caducidad del contrato de la petrolera estadou-
nidense OXY. Se le imputa el traspaso, en noviembre de 2000, del 40% de
las obligaciones de la zona de campos petroleros, denominada bloque 15,
a la petrolera canadiense Encana, sin la autorización del ministro. Quedan
sin efecto el contrato modificatorio de prestación de servicios para la
exploración y explotación del bloque 15, y los convenios de operación de
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los campos Edén-Yuturi y Limoncocha, suscritos en 1999 con
Petroecuador. La consecuencia inmediata es la reversión de los activos de
OXY al estado ecuatoriano.

M A R T E S  1 6 El estado inicia el proceso para la reversión de los campos petroleros y las
instalaciones de OXY una vez anulado su contrato por violación del acuerdo
de explotación. Por su parte, el gobierno de EE.UU. expresa su disconformi-
dad con la decisión del gobierno ecuatoriano y suspende nuevamente la
negociación del TLC con el país, hasta resolver el alcance de las medidas dic-
tadas contra OXY. 

M I É R C O L E S  1 7 La misión técnica del Fondo Monetario Internacional (FMI) se reúne con el
ministro de Economía, Diego Borja, para conocer la situación macroeconó-
mica del país y pide cuentas del destino de los ingresos extrapresupuestarios,
producto de las reformas a la Ley de Hidrocarburos y la reversión de las
acciones de OXY.

M A R T E S  2 3 El Ministerio de Relaciones Exteriores rechaza las acusaciones de la embaja-
dora de EE.UU. en Quito de haber violado el Tratado de Protección Recíproca
de Inversiones al declarar la caducidad del acuerdo con OXY.

M A R T E S  3 0 El presidente Palacio se reúne con su par venezolano, Hugo Chávez, y suscri-
ben 2 convenios petroleros según los cuales Venezuela dará facilidades para
que el petróleo ecuatoriano sea refinado en dicho país y contribuirá a la
modernización de la refinería de Esmeraldas y a la creación de otra. 

Se inicia en la provincia de Carchi un paro por 48 hs convocado por las parro-
quias Julio Andrade y El Carmelo, ambas del Cantón Tulcán, y por los canto-
nes Huaca, Montúfar, Bolívar, Mira y Espejo, en reclamo de la entrega de 9
millones de dólares para la realización de obras. La provincia queda incomu-
nicada con el interior del país. En el límite interprovincial con Imbabura se pro-
ducen incidentes entre manifestantes y policías que intentan desalojarlos de la
Panamericana Norte.

M I É R C O L E S  3 1 Comienza el plan antidelincuencial Guayaquil Seguro, en el que 4 mil policías
recorren la ciudad divididos en 3 turnos. Participan también 150 militares,
guardias privados e informantes de la Policía. 

Los pobladores de Carchi deciden, ante la falta de respuesta del gobierno,
prolongar por tiempo indefinido la huelga que llevan adelante en reclamo de
recursos económicos. 
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J U N I O

M I É R C O L E S  7 Miles de personas, entre miembros de organizaciones sociales, políticas, entida-
des públicas y municipales y de la policía, marchan por las calles de Guayaquil
hasta la Corte Suprema de Justicia (CSJ) para exigir al gobierno mayor seguri-
dad. En Quito, unas 200 personas, entre adultos, escolares y policías, marchan
hasta la Fiscalía y luego a la Policía Judicial a favor de la pena de muerte.

M A R T E S  1 3 Los presidentes de Ecuador, Colombia, Perú y Bolivia, integrantes de la
Comunidad Andina de Naciones (CAN), asisten en Quito a la Reunión
Extraordinaria del Consejo Presidencial Andino con el objetivo de analizar la
situación regional. Intentan “revitalizar” a la CAN, luego del retiro de
Venezuela. Acuerdan el envío formal de una carta al presidente de EE.UU.
para solicitar la prórroga de las preferencias arancelarias andinas contenidas
en la ley de Promoción Comercial Andina y Erradicación de la Droga (ATPDEA,
por sus siglas en inglés), que expira el 31 de diciembre del presente año. 

J U E V E S  1 5 El presidente Palacio promulga la Ley Reformatoria del Código de Trabajo que
autoriza a las empresas la intermediación laboral y la tercerización de servicios
complementarios de hasta un 50% del total de sus empleados.

L U N E S  1 9 Unos 200 campesinos de las comunidades Asociación Payamino, Río Punino
y Quince de Abril, en Orellana, toman las instalaciones petroleras del campo
Coca, operado por la transnacional francesa Perenco Ecuador Limited. Exigen
a la petrolera el cumplimiento de los acuerdos que establecen una indemni-
zación a los habitantes de la zona por los daños causados por la plataforma y
la tubería del pozo reinyector. Un grupo de militares vigila las instalaciones. 

M A R T E S  2 0 Los 200 pobladores de las comunidades de Orellana que ocupan desde el día
anterior la estación Coca de la petrolera Perenco son desalojados violenta-
mente por militares y policías. La alcaldesa de Orellana, Ana Rivas, denuncia la
presunta desaparición del activista de Derechos Humanos (DDHH), Wilmar
Jiménez, quien se encontraba en el lugar fotografiando el desalojo. 

M I É R C O L E S  2 1 Ante la denuncia emitida por la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
(CEDHU) sobre la desaparición del dirigente Wilmar Jiménez, el Comandante
de la Fuerza de Tarea Conjunta, Gonzalo Meza, informa que el dirigente fue
detenido por la Policía Nacional durante el desalojo de las instalaciones petro-
leras de Perenco y entregado a la autoridad militar en cumplimiento del
decreto ejecutivo que mantiene el Estado de Emergencia en la región petrole-
ra de Napo, Orellana y Sucumbíos. 

J U E V E S  2 2 Los moradores de las comunidades Payamino y Quince de Abril, Orellana,
que fueron desalojados de la estación Coca de la petrolera Perenco, cierran la
vía que comunica con dicha estación. 
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Pobladores y alcaldes de Huaquillas y Santa Rosa, provincia de El Oro, cor-
tan la carretera Panamericana y el puente internacional que une al país con
Perú. Exigen al gobierno el cumplimiento de las demandas presentadas por
la Asamblea Provincial en 2005, que incluyen la construcción de un aero-
puerto en Santa Rosa y la promulgación del proyecto que crea la Zona de
Tratamiento Especial, Comercial e Industrial para Huaquillas (ZOTEH),
declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional (TC) el 23 de
mayo pasado.

M A R T E S  2 7 Los pobladores de Orellana inician un paro por tiempo indefinido y realizan
una marcha en repudio a la detención del activista Wilmar Jiménez. Pobladores
de 28 juntas parroquiales cierran sus vías. Se producen enfrentamientos entre
uniformados y manifestantes, donde varias personas resultan heridas. 

Los pobladores de Huaquillas levantan el paro luego de que el alcalde Miguel
Aguirre anuncia una reunión en Quito con el ministro de Gobierno para nego-
ciar una facilidad tributaria que beneficie a los comerciantes de la zona. En
Santa Rosa, el paro se radicaliza en rechazo al anuncio del gobierno de pos-
tergar la construcción del aeropuerto.

J U E V E S  2 9 Las estatales Petroecuador y Petróleos de Venezuela SA (PDVSA) suscriben
una Alianza Estratégica mediante la cual Petroecuador proveerá a Venezuela
cierto volumen diario de crudo y, en compensación, PDVSA le entregará pro-
ductos refinados por un valor equivalente.

Los pobladores de Santa Rosa levantan el paro luego de que el Ejecutivo se
compromete con las autoridades del cantón a financiar la primera parte de la
construcción del aeropuerto. El resto será financiado por la Corporación
Andina de Fomento (CAF). 

J U L I O

S Á B A D O  1 Unos 20 activistas de DDHH inician en la Catedral una vigilia permanente “por
la dignidad de Orellana y la vida” para exigir la libertad de Wilmar Jiménez.
Otro grupo de manifestantes, compuesto por empleados municipales, de la
Prefectura, gremios barriales y activistas de DDHH, permanece en los bajos de
la Municipalidad. 

D O M I N G O  2 En el marco del paro para exigir la liberación de Wilmar Jiménez manifestan-
tes marchan con antorchas hasta la Catedral de Coca, en Orellana, donde con-
tinúa la vigilia permanente, y unas 20 personas inician una huelga de hambre.
Exigen también que se derogue el decreto de emergencia y la salida del país
de la petrolera Perenco. Las autoridades provinciales denuncian represión
militar contra los habitantes de la parroquia Dayuma. 
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M I É R C O L E S  5 El dirigente Wilmar Jiménez, detenido en el Fuerte Militar Amazonas de Shell,
en Pastaza, es liberado luego del pago de 500 dólares de fianza. 

J U E V E S  6 Debido a conflictos en el gabinete por las modificaciones realizadas al
Reglamento de Aplicación de la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos, el
secretario de la Administración, José Modesto Apolo, pide la disponibilidad de
sus cargos a todos los ministros del gabinete. Las modificaciones al
Reglamento permitirían que las empresas petroleras no paguen al estado lo
que estipula la Ley de Hidrocarburos. 

Petroecuador firma con la petrolera estatal brasilera Petróleos de Brasil
(PETROBRAS) un convenio para desarrollar actividades de mutuo interés en
exploración, explotación, almacenamiento y comercialización de crudo. 

V I E R N E S  7 Armando Rodas y Roberto Illingworth asumen como ministros de Economía y
Comercio Exterior, respectivamente.

S Á B A D O  8 La comisión encargada de corregir los “errores” del Reglamento a la Ley de
Hidrocarburos elimina los artículos que generan polémica en el gabinete por
eximir a las compañías petroleras de compartir con el estado un porcentaje de
sus ingresos extra.

L U N E S  1 0 Felipe Vega y José Modesto Apolo renuncian a los cargos de ministro de
Gobierno y secretario de la Administración Pública, respectivamente. Rafael
Parreño Navas asume en la Administración.

M A R T E S  1 1 El gobierno separa del cargo al ministro de Obras Públicas, Derlis Palacios, y
posesiona a Pedro López. En la cartera de Gobierno asume Antonio Andretta.
Con este cambio, finaliza la crisis en el gabinete.

J U E V E S  1 3 La petrolera OXY presenta en el Centro Internacional para la Solución de
Disputas sobre Inversiones (CIADI) una demanda por confiscación, dando ini-
cio al arbitraje internacional. La OXY busca impugnar la resolución administra-
tiva del Ministerio de Energía ecuatoriano de caducidad del contrato.

D O M I N G O  2 3 Los productores de plátano de El Carmen, en Manabí, inician un paro en
rechazo a la disminución del precio de la caja de banano por parte de los
exportadores. 

A G O S T O

M A R T E S  1 En el marco del paro iniciado el día anterior, los productores de plátano de El
Carmen cierran las vías de acceso al lugar. Por la noche, se suspende el cierre
de vías luego de acordar un encuentro con representantes de las empresas y
del gobierno para el día siguiente.
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M I É R C O L E S  2 Representantes de productores de banano de El Carmen, exportadores del
producto y los ministros de Agricultura y Comercio Exterior se reúnen en
Guayaquil en busca de una solución al paro. Las negociaciones fracasan y los
productores deciden continuar la medida de fuerza y volver al cierre de vías.

V I E R N E S  4 Los productores de plátano de El Carmen levantan el paro luego de llegar a
un acuerdo con el ministro de Agricultura, Pablo Rizzo, que incluye un precio
oficial de la caja de fruta en 4,30 dólares netos y la conformación del Consejo
Consultivo del Plátano, entre otras cuestiones.

M I É R C O L E S  1 6 Los cancilleres de Ecuador y Colombia ratifican la suspensión de las fumiga-
ciones de glisfosato a menos de 10 kilómetros de la frontera común, entre
otras cosas. Ambos cancilleres critican la declaración realizada por el nuevo
comandante del Puesto Avanzado de Operaciones de EE.UU. de la Base de
Manta, Javier Delucca, quien aseguró que la Base es crucial para el Plan
Colombia.

M A R T E S  2 2 El CIADI rechaza las medidas cautelares solicitadas por la petrolera OXY en
contra del Ecuador, con el argumento de que el contrato entre la petrolera y el
estado no establece la intervención del CIADI como mecanismo válido para
resolver las controversias.

L U N E S  2 8 El ministro de Defensa, Oswaldo Jarrín, renuncia al cargo sin dar ninguna
explicación sobre el tema. Asume en su reemplazo Marcelo Delgado Alvear.

Los productores bananeros de la provincia de El Oro, integrantes de la
Asociación de Bananeros Orenses (ABO), cierran las vías de acceso a su pro-
vincia, a la de Loja y a la frontera con Perú para exigir que se respete el precio
oficial de la caja de banano. Además, exigen la renuncia del ministro de
Agricultura, Pablo Rizzo, y del subsecretario del Litoral, Armando Serrano. En
la vía Guayaquil-Machala, cantón El Guabo, la policía reprime y deja un saldo
de 20 heridos y 10 detenidos.

M A R T E S  2 9 Los productores bananeros de la provincia de El Oro suspenden el paro hasta
la semana próxima luego de la represión policial y de la sanción del Ministerio
de Agricultura a 6 empresas por irrespetar el precio de la caja de fruta.

J U E V E S  3 1 El canciller Francisco Carrión se opone a la renovación del acuerdo que per-
mite a EE.UU. el uso de la base militar nacional de Manta para operaciones
antinarcóticos, la cual ha sido involucrada con el Plan Colombia.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ABO Asociación de Bananeros Orenses
ATPDEA Promoción Comercial Andina y Erradicación de la Droga
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CAF Corporación Andina de Fomento
CAN Comunidad Andina de Naciones 

CEDHU Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
CEOSL Central Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres
CIADI Centro Internacional para la Solución de Disputas sobre Inversiones

CSJ Corte Suprema de Justicia
CTE Central de Trabajadores del Ecuador

DDHH Derechos Humanos
FMI Fondo Monetario Internacional
FUT Frente Unitario de Trabajadores
OXY Petrolera Occidental

PDVSA Petróleos de Venezuela SA
PETROBRAS Petróleos de Brasil

TC Tribunal Constitucional
TLC Tratado de Libre Comercio

ZOTEH Zona de Tratamiento Especial, Comercial e Industrial para Huaquillas

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, La Hora y El Comercio.
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Perú

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, la Confederación General de
Trabajadores del Perú (CGTP) encabeza una romería a las tumbas de Mariátegui
y del sindicalista Pedro Huilca, asesinado en 1992 por un grupo paramilitar. 

J U E V E S  1 8 La Corte Suprema de Chile otorga la libertad provisional al ex presidente
Alberto Fujimori, detenido desde el 7 de noviembre de 2005. Dicta también
una orden de arraigo, por lo que el ex mandatario no podrá salir de Chile
mientras dure el juicio de extradición. Fujimori es requerido por la justicia
peruana por 10 delitos de corrupción y 2 de violaciones a los derechos huma-
nos. En tanto, centenares de personas marchan en Lima hasta la embajada
de Chile y en Arequipa hasta la Plaza de Armas local para expresar su recha-
zo a esta resolución. 

M I É R C O L E S  2 4 Agricultores, trabajadores y estudiantes participan de una jornada nacional de
lucha y paro agropecuario en reclamo de un referéndum sobre el Tratado de
Libre Comercio (TLC) entre Perú y EE.UU. y que el Congreso no ratifique
dicho acuerdo. En Lima, entre 3 mil y 10 mil personas –según diferentes fuen-
tes– integrantes de diversos grupos como la Confederación Nacional Agraria
(CNA), la Central Única de Trabajadores (CUT), la CGTP, el Frente Ganadero,
la Asociación Nacional de Empresas Comunales (ANECOMSA), agrupaciones
estudiantiles y cocaleros de diversos valles, se movilizan hasta la Plaza Dos de
Mayo. La Coordinadora Nacional de Lucha contra el TLC organiza la Marcha
de Sacrificio de los Cuatro Suyos. 

J U N I O  

D O M I N G O  4 Alan García Pérez, de la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA),
gana en segunda vuelta electoral, con el 52,6% de los votos, la presidencia de
la Nación. El candidato opositor, Ollanta Humala Tasso, de Unión por el Perú
(UPP), logra el 47,3%. García se impone en Lima y El Callao, mientras que
Humala triunfa en 14 de los 24 departamentos del interior. La UPP será la pri-
mera minoría en el Parlamento unicameral.
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L U N E S  5 El dirigente de los cocaleros Nelson Palomino abandona el penal de
Yanamilla, Ayacucho, al obtener la libertad condicional luego de cumplir la ter-
cera parte de una sentencia de 10 años. Palomino fue acusado de secuestro,
violación de domicilio, disturbios, hurto agravado, apología del delito y coac-
ción, durante las protestas de los productores de coca realizadas en 2004.

J U E V E S  8 En el contexto del llamado a un paro agrario nacional, la CGTP realiza un plan-
tón frente al Congreso para protestar contra el TLC con EE.UU. Por la tarde, la
Coordinadora Nacional de Lucha contra el TLC, que agrupa a distintas organiza-
ciones campesinas a nivel nacional, lidera una marcha hacia la embajada de
EE.UU. En Arequipa, Huaraz, Anchash e Ica también se realizan manifestaciones. 

J U E V E S  1 5 Alrededor de 5 mil pobladores de Arequipa, junto al alcalde y autoridades pro-
vinciales y distritales, participan de una multitudinaria marcha en Uchumayo,
Arequipa, contra la minera Cerro Verde, acusada de adeudar millones de dóla-
res al Impuesto a la Renta (IR). 

M I É R C O L E S  2 1 Los agricultores y campesinos del Cusco, convocados por la Federación
Agraria Túpac Amaru II y respaldados por la Federación Departamental de
Trabajadores del Cusco y la CNA, inician un paro agrario por tiempo indefini-
do para sensibilizar a los legisladores respecto de las serias implicancias que
tiene sobre el sector agrícola local la ratificación del TLC con los EE.UU. 

L U N E S  2 6 Convocados por la Asociación de Alcaldes de Arequipa, cerca de 10 mil pobla-
dores de diversos distritos de la región marchan hasta la minera Cerro Verde,
en Uchumayo, para reclamar que la empresa pague el IR. 

M I É R C O L E S  2 8 Diversos gremios agrarios, junto a estudiantes y la CGTP, realizan una marcha
por las calles de Lima hasta el Congreso, en contra de la ratificación del TLC
con EE.UU. 

Cerca de 400 pobladores de los asentamientos humanos de San Juan de
Miraflores bloquean la Panamericana Sur, entre los kms 15 y 16, en contra de
las excesivas tarifas cobradas por el Servicio de Agua Potable y Alcantarillado
(SEDAPAL). Un contingente policial desaloja a los manifestantes con bombas
lacrimógenas. 

J U E V E S  2 9 El Congreso aprueba el Acuerdo de Promoción Comercial (APC) Perú-EE.UU.,
más conocido como TLC. Luego, el presidente Toledo promulga la resolución
legislativa. 

J U L I O  

M A R T E S  4 La Convención Nacional del Agro Peruano (CONVEAGRO) y la
Coordinadora Nacional contra el TLC, conformada por organizaciones agra-
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rias y sociales, encabezan un paro agrario en rechazo al TLC con EE.UU. En
Lima, cientos de personas marchan hasta la residencia del embajador esta-
dounidense, mientras que en el interior del país, principalmente en el sur,
miles de trabajadores, campesinos y estudiantes bloquean carreteras y par-
ticipan de sendas manifestaciones. 

M A R T E S  1 1 El presidente Toledo se reúne con su par norteamericano, George Bush, en la
Casa Blanca, Washington, EE.UU., para impulsar la ratificación del APC. 

V I E R N E S  2 8 Alan García Pérez asume como presidente de la Nación. 

A G O S T O

M I É R C O L E S  2 Alrededor de 200 habitantes del poblado de Combayo, distrito de La Encañada,
provincia y departamento de Cajamarca, bloquean las carreteras de acceso a las
instalaciones del Proyecto Ampliación Carachugo II, de la minera Yanacocha, en
oposición a la construcción del dique El Azufre, debido a la posibilidad de que
las fuentes de agua que abastecen a la población local se contaminen con las
actividades de la empresa. Los manifestantes son reprimidos por la policía y el
personal de seguridad de la compañía, donde resultan un campesino muerto
por impactos de bala, decenas de heridos y 4 periodistas retenidos. 

Alcaldes de Arequipa firman un acuerdo con representantes de la minera
Cerro Verde, poniendo fin al ciclo de protestas iniciado meses atrás por la
población y las autoridades locales para que la empresa reinvierta en la zona
parte de sus millonarias utilidades. La empresa se compromete a aportar más
de 50 millones de dólares para la ejecución de la Planta de Tratamiento de
Agua Potable II de Alto Cayma. 

M A R T E S  8 Los comuneros del centro poblado de Combayo, Cajamarca, reinician las pro-
testas con una huelga indefinida y un plantón frente a las instalaciones de la
minera Yanacocha, tras vencer el plazo cedido a la empresa a fin de concretar
propuestas de diálogo. Además de una indemnización económica para la
familia del comunero muerto, los campesinos demandan a la minera la pro-
tección del agua y oportunidades laborales. 

V I E R N E S  1 8 Centenares de vecinos de los poblados de Lima y alrededores que carecen de
agua potable realizan una manifestación por los barrios acomodados de Lima
hasta el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, para reclamar la
implementación del programa Agua para Todos. Siete millones de peruanos
carecen de este servicio. 

M I É R C O L E S  2 3 Más de mil comuneros de Combayo, Cajamarca, liderados por el alcalde local,
bloquean el km 4,5 de la vía Cajamarca-Bambamarca, en demanda de una
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reunión con la compañía Yanacocha y los ministerios de Interior, Agricultura, y
Energía y Minas. La policía reprime la protesta y 8 personas resultan heridas.

V I E R N E S  2 5 La minera Yanacocha decide suspender las actividades de su Proyecto
Ampliación Carachugo, ubicado en el centro poblado de Combayo,
Cajamarca. 

L U N E S  2 8 Unos 500 trabajadores afectados por la decisión de Yanacocha de suspender
sus actividades en Combayo realizan una movilización por las calles de
Cajamarca para reclamar a la minera que dé marcha atrás con esta decisión.
Por otro lado, la situación en la carretera Huambocancha Baja, bloqueada por
los campesinos desde el miércoles pasado, no presenta cambios. En conse-
cuencia, el gerente general de Yanacocha anuncia que la empresa suspende
sus actividades en Santa Cruz y Benavides, paralizando totalmente sus labores
en la región de Cajamarca y afectando de este modo las fuentes de trabajo de
alrededor de 10 mil empleados. 

M A R T E S  2 9 El presidente del Consejo de Ministros logra conciliar los requerimientos de
los representantes de la población de Combayo y de la empresa Yanacocha,
para comenzar un acuerdo entre ambas partes. Así, la población de Combayo
se compromete a desbloquear el km 4,5 de la carretera Cajamarca-
Bambamarca, tomado desde el 23 de agosto pasado, y la compañía minera
promete reiniciar las actividades de la mina. 

M I É R C O L E S  3 0 Los comuneros de Combayo levantan el bloqueo de la carretera Cajamarca-
Bambamarca. 

J U E V E S  3 1 Tras el desbloqueo de la carretera Cajamarca-Bambamarca, decenas de traba-
jadores de la minera Yanacocha retoman sus labores en la compañía. Con
todo, las operaciones en el sector Carachugo II permanecen paralizadas. 

La justicia abre una investigación penal e impide salir del país al ex candidato
presidencial Ollanta Humala, por delitos de desaparición forzada, asesinato y
lesiones graves, en junio de 1992, en Madre Mía, Tocache, San Martín, cuando
revistaba como jefe de la base contrasubversiva del lugar.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANECOMSA Asociación Nacional de Empresas Comunales 
APC Acuerdo de Promoción Comercial 

APRA Alianza Popular Revolucionaria Americana 
CGTP Confederación General de Trabajadores del Perú
CNA Confederación Nacional Agraria 
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CONVEAGRO Convención Nacional del Agro Peruano 
CUT Central Única de Trabajadores 

IR Impuesto a la Renta 
SEDAPAL Servicio de Agua Potable y Alcantarillado 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UPP Unión por el Perú 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Correo, La República, RPP Noticias y 24 Horas Libre. 
Otras fuentes: Indymedia Perú, Rebelión, Comunidad Web de Movimientos
Sociales, ADITAL, Aymara UTA, Prensa Indígena, Frente Regional Puno y ALAI. 
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Venezuela

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, miles de personas llegadas de
todas las regiones del país marchan en Caracas convocadas por la Unión
Nacional de Trabajadores (UNT) para protestar contra el gobierno norteame-
ricano por intervenir en los asuntos de Venezuela y contra los Tratados de
Libre Comercio (TLC) que el gobierno de EE.UU. intenta imponer a los países
de América Latina. Por su parte, la Confederación de Trabajadores de
Venezuela (CTV) realiza, junto a la Confederación General de Trabajadores
(CGT), la Federación Médica Venezolana (FMV) y otras organizaciones, una
marcha menor desde la Plaza Morelos hasta la Asamblea Nacional (AN) para
exigir un mayor ajuste salarial, la firma de contratos colectivos vencidos, el
pago de pasivos laborales y un mejor sistema de seguridad social, entre otras
cosas. En Maracaibo, estado Zulia, un grupo de trabajadores y representantes
de la UNT marchan por la profundización de la revolución bolivariana ante las
amenazas del imperialismo norteamericano que realiza prácticas militares en
el mar Caribe; en tanto que los trabajadores afiliados a los sindicatos oposito-
res al gobierno, integrantes de la Federación de Trabajadores del Zulia
(FETRAZULIA), toman las calles para reclamar un mayor incremento salarial,
derecho a la vida y el respeto a las instituciones.

V I E R N E S  5 Luego de que unos 120 efectivos del Ejército venezolano ingresan al sector
minero El Machao, en el municipio Raúl Leoni, estado Bolívar, cerca de 2 mil
mineros informales paralizan sus actividades a fin de evitar posibles desalojos
en la zona.

D O M I N G O  7 El presidente Chávez anuncia el incremento del Impuesto sobre la Renta
(ISLR) a las empresas mixtas de la Faja petrolífera del Orinoco, pasando del
34% actual a un 50% y la creación de un nuevo gravamen para la explotación
del crudo, el Impuesto Petrolero a la Extracción, equivalente al 33,3% del valor
del producto.

J U E V E S  1 1 Más de mil personas, pertenecientes a la Organización Comunitaria de
Vivienda (OCV) Ciudad Crespo, bloquean el paso vehicular en distintos pun-
tos de Maracay, estado Aragua, y realizan una toma simbólica de la
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Gobernación, la Alcaldía de Girardot y el Servicio Autónomo de la Vivienda
Rural (SAVIR) para exigir a las autoridades regionales y municipales la compra
de un terreno de 27 has en el municipio Girardot, que podría beneficiar a más
de 20 mil familias de varias OCV aragüeñas que carecen de vivienda.

Más de 5 mil estudiantes de la Universidad Experimental de Guayana (UNEG)
cortan el tránsito en la Av. Atlántico de Ciudad Guayana, para exigir la reestruc-
turación del plan de estudios y la culminación de las obras de infraestructura.

L U N E S  2 2 Unos 4 mil transportistas pertenecientes a 40 líneas que cubren rutas urbanas
y suburbanas del sector de Petare, municipio Sucre de Caracas, cortan todos
los accesos a la capital y sus zonas aledañas en protesta por el asesinato de un
chofer ocurrido el día anterior mientras desempeñaba sus tareas, y para exigir
planes que protejan a la ciudadanía.

J U E V E S  2 5 Por segundo día consecutivo, los estudiantes de la Universidad de Los Andes
(ULA), Mérida, protestan en el campus universitario contra la decisión de la
Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) de suspender el proceso
comicial de la Federación de Centros Universitarios (FCU) y los centros de estu-
diantes de la ULA. La protesta finaliza en un enfrentamiento cuando tanquetas
de la Guardia Nacional (GN) ingresan al lugar violando la autonomía universi-
taria. Los heridos, en su mayoría de bala, suman 36; 26 de ellos son policías.

M I É R C O L E S  3 1 Más de 500 trabajadores afiliados a 10 sindicatos de empleados de la
Gobernación de Anzoátegui protestan frente a la sede gubernamental en la
ciudad de Barcelona, para reclamar por los retrasos en las discusiones de los
nuevos contratos colectivos, las desmejoras en los beneficios alcanzados y
por la violación de los derechos humanos por parte del gobernador Tarek
William Saab.

Estudiantes universitarios de todo el país realizan una jornada de protesta
nacional para exigir respeto a la autonomía universitaria y al voto estudiantil, y
rechazar la violencia. En Caracas, alumnos de la Universidad Central de
Venezuela (UCV), la Universidad Católica Andrés Bello (UCAB), la Universidad
Simón Bolívar (USB), la Universidad de Oriente (UDO), la Metropolitana y la
Santa María protestan frente a la Comandancia General de la GN contra el
allanamiento de la ULA ocurrido una semana atrás. En Mérida, estudiantes de
la ULA realizan un “pupitrazo”, apostando sus pupitres en las adyacencias de
las facultades de Derecho, Medicina, Farmacia y del Rectorado. De igual
modo, en Maracay, estado Aragua, grupos de estudiantes de la Universidad
Bicentenaria de Aragua (UBA) y de la Universidad Pedagógica Experimental
Libertador (UPEL), cierran la Av. Las Delicias frente a la sede de esta última
casa de estudios. En tanto, en Maracaibo, estado Zulia, y en Puerto La Cruz,
estado Anzoátegui, estudiantes de la Universidad del Zulia (LUZ) y de la UDO
realizan vigilias frente a sus respectivas sedes académicas.
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J U N I O

S Á B A D O  3 Más de 10 mil estudiantes de varios liceos bolivarianos de todo el país mar-
chan desde la plaza del Panteón hasta la Plaza Bicentenaria, detrás del pala-
cio de Miraflores, en Caracas, para solicitar al presidente Hugo Chávez la eli-
minación de la Prueba de Aptitud Académica y las pruebas internas de las
universidades.

D O M I N G O  4 Los reclusos del retén judicial de Vista Hermosa, en Ciudad Bolívar, estado
Bolívar, secuestran, al término de la visita dominical, a 213 personas, entre
ellas 70 menores de edad, para exigir celeridad procesal y designación de
beneficios. Además, reclaman los resultados de los exámenes psicológicos
realizados 2 meses atrás, de los que puede depender la entrega de beneficios
para quienes ya hayan cumplido una parte importante de su condena. Horas
más tarde, y tras conversaciones con la Defensoría del Pueblo, los reclusos
permiten la salida de 42 personas.

L U N E S  5 Los aspirantes presidenciales Julio Borges, de Primero Justicia, Teodoro
Petkoff, a título personal y Manuel Rosales, gobernador del estado Zulia y líder
de Un Nuevo Tiempo, suscriben un acuerdo de unidad nacional que incluye
la inscripción de un solo candidato ante el Consejo Nacional Electoral (CNE)
para enfrentar al gobierno en la elección presidencial del 3 diciembre.

M I É R C O L E S  7 Representantes de las diferentes etnias indígenas, provenientes de los estados
de Amazonas, Apure, Anzoátegui, Delta Amacuro, Monagas y Zulia, realizan la
I Marcha Nacional de Pueblos Indígenas, organizada por el Consejo Nacional
Indígena de Venezuela (CONIVE) en solidaridad con la gestión de gobierno
del presidente Chávez y con los indígenas de Perú. Exigen que se investigue la
presunta entrega de armas a las comunidades aborígenes en varios estados,
bajo el supuesto de que el gobierno les va a quitar sus tierras o entregar sus
recursos a las transnacionales, con el objetivo de buscar enfrentamientos con
campesinos o con el ejército, crear desestabilización y propiciar la aplicación
de la Carta Democrática.

J U E V E S  8 Unos 700 trabajadores de la Alcaldía de Guaicaipuro, del estado Miranda,
toman las instalaciones del Palacio Municipal para exigir la destitución del
director de administración, Ramón Pérez, quien no ha dado respuestas sobre
el paradero de 2.700 millones de bolívares destinados a la cancelación de una
serie de compromisos contractuales, entre ellos, la Ley de Política
Habitacional, seguro social, y un retroactivo correspondiente a los años 2002 y
2003. Horas más tarde, el alcalde de Guaicaipuro mantiene una reunión a
puerta cerrada con los representantes de la organización sindical, en la que se
decide la destitución de Ramón Pérez, y someter su gestión a una auditoría
por parte de la Contraloría Municipal.
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V I E R N E S  1 6 Más de 3 mil personas entre estudiantes, profesores, autoridades, empleados,
obreros, jubilados y distintos sectores de la sociedad civil, convocadas por el
Consejo Universitario de la ULA, marchan más de 3 km por la ciudad de Mérida,
hasta el estacionamiento de la Facultad de Medicina en defensa de la autono-
mía universitaria y en apoyo al líder estudiantil del Movimiento 13 de Marzo,
Nixon Moreno, acusado por el gobierno regional de ser el responsable de los
actos violentos que se suscitaron durante las manifestaciones del mes de mayo.

En horas de la tarde y con la liberación de 123 personas, concluye el secuestro
de familiares que llevan adelante desde hace casi 2 semanas los reclusos de la
cárcel de Vista Hermosa. Las autoridades del penal se comprometen a analizar
en una mesa técnica el retardo procesal en el reclusorio y a liberar a 29 de los
33 detenidos que aún no han recibido beneficios procesales que les corres-
ponden por ley.

D O M I N G O  1 8 Cerca de 4 mil campesinos del Sur del Lago, Llanos Centrooccidentales,
Apure, Lara, Portuguesa, Barinas y Miranda marchan en Guasdualito, estado
Apure, convocados por el Frente Nacional Campesino Ezequiel Zamora para
protestar contra el paramilitarismo y en defensa de la soberanía y la revolu-
ción bolivariana.

J U E V E S  2 2 Unas 3.500 personas integrantes de la OCV Ciudad Crespo bloquean todas las
puertas de acceso a la Alcaldía de Girardot, en Maracay, estado Aragua, para
expresar su descontento a las autoridades municipales, ante la sospecha de
que el terreno municipal concedido para la construcción de residencias esté
siendo vendido fraccionado a otras familias por parte de los supuestos dueños.

J U E V E S  2 9 Luego de semanas de negociación y discusión, los precandidatos presidencia-
les Teodoro Petkoff, Manuel Rosales, Julio Borges y el CNE logran consensuar
un mecanismo para que los postulantes se incorporen a la auditoría del
Registro Electoral que realizan las 6 universidades adscritas al Ministerio de
Educación Superior y el Instituto Venezolano de Investigaciones Científicas
(IVIC). El acuerdo establece que los técnicos de los representantes de la opo-
sición elaboren una muestra aleatoria del 1% del censo, y tengan acceso a las
direcciones de 150 mil votantes. Además, el directorio del CNE acuerda de
manera unánime contar entre el 53 y 55% de las boletas al cierre de la elec-
ción presidencial del próximo 3 de diciembre.

J U L I O

L U N E S  3 Miembros del Comité Ejecutivo del Sindicato Único de Trabajdores de la
Industria Siderúrgica y sus Similares (SUTISS) paralizan por 8 hs las activida-
des de la Siderúrgica del Orinoco (SIDOR) para protestar contra la empresa y
las autoridades laborales de la región por la violación de las cláusulas funda-
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mentales de la convención colectiva relacionadas con salario, salud, higiene y
seguridad industrial, y bonos vacacionales. Además, exigen el pago de las
ganancias líquidas de acuerdo con el artículo 174 de la Ley Orgánica del
Trabajo (LOT) y reclaman por el deterioro y las malas condiciones de la flota.

M A R T E S  4 Ante los jefes de estado de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, miembros
del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), el presidente Hugo Chávez suscri-
be en Caracas el Protocolo de Adhesión de Venezuela como miembro pleno
de este bloque. El protocolo entrará en vigencia 30 días después de que los
parlamentos de los 5 países lo ratifiquen. Además, en el mismo acto se firma
una serie de convenios mediante los cuales se incorporan Bolivia, Paraguay y
Uruguay al proyecto del Gran Gasoducto del Sur.

L U N E S  1 0 Más de 5 mil presos de los internados judiciales La Planta, Rodeo I y II, Los
Teques, Penitenciaría General de Venezuela, la cárcel de Sabaneta, la de
Tocorón y la de San Fernando de Apure se declaran en huelga de hambre
para exigir la derogación de los artículos 501 y 508 del Código Orgánico
Procesal Penal (COPP) –referidos a la imposibilidad de que los reincidentes
obtengan medidas alternativas– así como los artículos 406 y 408 del Código
Penal. Además, solicitan que los jueces cumplan con lo establecido en el artí-
culo 244 del COPP, que señala que aquellas personas que tengan 2 años pre-
sas sin haber ido a juicio deben recuperar su libertad; y que se respeten los
tratados, pactos y convenciones de derechos humanos suscritos por
Venezuela con jerarquía constitucional.

J U E V E S  1 3 Los presos de las cárceles de Uribana, Cumaná, Carúpano, La Pica y Barcelona
se suman a la huelga de hambre iniciada el pasado lunes por más de 5 mil
presos de todo el país para exigir la derogación de algunos artículos del COPP
y del Código Penal y el cumplimiento de la celeridad procesal. Por la noche,
los internos levantan la medida de fuerza luego de firmar un acuerdo con las
autoridades del Ministerio del Interior y Justicia (MIJ) que establece la deroga-
ción del artículo 508 del COPP –que regula el beneficio de la libertad condi-
cional–, la instalación de mesas en los 30 penales del país para realizar exá-
menes a los reclusos, y la intervención del centro donde se efectúan los estu-
dios psicosociales a los presos.

V I E R N E S  1 4 Alrededor de 500 personas que habitan en la localidad de Barinitas, estado
Barinas, marchan hasta la sede del ejecutivo regional para protestar por la falta
de ayuda para resolver el problema de escasez de agua que sufren desde
hace 2 meses. La protesta finaliza 200 metros antes de llegar a su destino,
cuando la policía del estado lanza bombas lacrimógenas y perdigones, disper-
sando a los manifestantes.

L U N E S  1 7 Unos 5 mil trabajadores de las minas Paso Diablo y Mina Norte, ubicadas en
la subregión Guajira, paralizan sus labores y se trasladan hasta Maracaibo,
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estado Zulia, en apoyo a la actividad minera como motor del desarrollo socio-
económico de los municipios Mara, Páez e Insular Padilla.

M I É R C O L E S  1 9 Por tercer día consecutivo, a partir de las 4 de la tarde, las unidades del trans-
porte público del municipio de Valera, estado Trujillo, suspenden sus activida-
des como parte del paro escalonado por un aumento de 300 bolívares en el
precio del pasaje urbano.

S Á B A D O  2 2 El diputado del Movimiento V República (MVR) y dirigente campesino Braulio
Álvarez es atacado al arribar a su residencia en la población de Camunare,
municipio Urachiche, estado Yaracuy, y resulta herido de bala en la región
maxilar derecha. El ministro de Agricultura y Tierras, Elías Jaua, y el vicepresi-
dente de la República, José Vicente Rangel, repudian el atentado al tiempo
que aseguran que el hecho forma parte del hostigamiento de las mafias lati-
fundistas que desde la promulgación de la Ley de Tierras emprendieron una
persecución contra los líderes campesinos que reclaman sus derechos.

S Á B A D O  2 9 Encabezada por el vicepresidente Rangel, los campesinos del estado
Yaracuy marchan por la ciudad de San Felipe para protestar por el sicariato
en el campo y condenar el atentado contra el diputado y dirigente agrario
Braulio Álvarez.

L U N E S  3 1 Unos 3.500 productores de papa cierran los accesos entre los estados Mérida
y Barinas, en protesta por las cuantiosas pérdidas ocasionadas por el contra-
bando y la mala calidad de las semillas que provoca una pobre cosecha.

A G O S T O

M A R T E S  1 Los representantes de unas 5 mil familias pertenecientes a las asociaciones
civiles Negra Hipólita, Jerusalén, Bella Vista y Los Vencedores, ubicadas en los
alrededores del aeropuerto local, protestan frente a la gobernación del estado
Barinas en demanda de una respuesta sobre la construcción de sus viviendas.
El Instituto Nacional de Aviación Civil (INAC) ha determinado que los terrenos
ocupados por las familias no pertenecen a la zona de seguridad del aeropuer-
to, razón por la cual el proyecto habitacional se encuentra acéfalo.

M I É R C O L E S  2 Más de 2 mil trabajadores jubilados y pensionados de la Policía Regional del
estado Zulia protestan frente a las puertas de la sede de gobierno, en
Maracaibo, por el incumplimiento del pago de sus servicios.

J U E V E S  3 El presidente Chávez anuncia la decisión de retirar al embajador venezolano
en Israel, Héctor Quintero, como forma de protesta por los ataques de ese
país al Líbano.



V I E R N E S  4 Teodoro Petkoff retira su candidatura a la presidencia de la nación. Se compro-
mete a continuar trabajando por la unidad de la oposición y se excusa en su
compromiso de declinar a favor de un liderazgo con mayor posicionamiento.

L U N E S  7 La cancillería israelí señala que convoca a su embajador en Venezuela para
realizar consultas debido a las posiciones unilaterales adoptadas por el gobier-
no de Caracas sobre Oriente Medio y por el hecho de que Venezuela haya
decidido acercarse a los elementos extremistas de la región, como el presi-
dente iraní, Mahmoud Ahmadinejad.

M A R T E S  8 Los rectores del CNE deciden unánimemente que la última sentencia de la
Sala Constitucional del TSJ no obliga al gobernador del estado Zulia, Manuel
Rosales, a renunciar a su cargo en caso de que decida postularse como candi-
dato presidencial, sino sólo temporalmente, desde el momento de su postula-
ción y hasta el día de la elección. Tras conocer la decisión del CNE, los pre-
candidatos presidenciales acuerdan que el candidato unitario de la oposición
para enfrentar a Chávez el próximo 3 de diciembre será Manuel Rosales.

S Á B A D O  1 2 El presidente Hugo Chávez formaliza ante el CNE su candidatura a la reelec-
ción en los comicios del próximo 3 de diciembre. Más tarde, preside en la
Plaza Caracas de la capital, un acto ante miles de simpatizantes provenientes
de todo el país, donde anuncia el lanzamiento del Comando Miranda, encar-
gado de militar la campaña electoral.

D O M I N G O  1 3 En horas de la madrugada se fugan de la cárcel de Ramo Verde, en Los
Teques, el presidente de la CTV, Carlos Ortega, los coroneles de la GN, Jesús
Farías y Darío Farías, y el capitán del Ejército Rafael Farías. Ortega fue conde-
nado a casi 16 años de cárcel por rebelión civil e instigación para delinquir por
el paro nacional de 63 días, entre diciembre de 2002 y febrero de 2003, en
tanto que 2 de los militares fueron condenados por facilitar el ingreso a
Venezuela a más de 100 presuntos paramilitares.

S Á B A D O  1 9 Respaldado por 21 partidos políticos, el gobernador del estado Zulia, Manuel
Rosales, inscribe su candidatura a la presidencia de la República ante el CNE,
y reclama a la Fuerza Armada Nacional (FAN) que garantice una transición
pacífica.

M I É R C O L E S  2 3 La Embajada de EE.UU. en Venezuela denuncia la revisión ilegal de una valija
diplomática por parte de efectivos de la GN en las inmediaciones del aero-
puerto de Maiquetía. Por su parte, el Ministerio Público inicia una investigación
para determinar si la embajada de EE.UU. incurrió en alguna irregularidad.

J U E V E S  2 4 Al finalizar el plazo para inscribir las candidaturas presidenciales ante el CNE
se registran 20 aspirantes a ocupar la silla del Palacio de Miraflores.
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V I E R N E S  2 5 El ministro del Interior y Justicia, Jesse Chacón, niega que el material retenido
por la GN pueda ser considerado como una valija diplomática, ya que no
cuenta con ninguna indicación que lo señala como tal, y sólo 4 de los 20 bul-
tos retenidos presentan la documentación adecuada. Chacón informa que en
uno de los bultos hay detonadores, percutores y motores de cohetes. Por su
parte, el portavoz del Departamento de Estado de EE.UU., Kurtis Cooper,
señala que Washington exige explicaciones inmediatas por la apertura de una
de sus valijas diplomáticas, en una violación de las convenciones de Viena.

L U N E S  2 8 A través de la embajada venezolana en Washington, el Ministerio de
Relaciones Exteriores envía una nota de protesta al Departamento de Estado
de EE.UU. por las irregularidades cometidas en el incidente con la valija diplo-
mática el pasado 23 de agosto. Considera que el hecho es una violación a los
procedimientos previstos en la Convención de Viena sobre Relaciones
Diplomáticas y la legislación interna en cuanto al ingreso al país de equipaje
de funcionarios diplomáticos.

M A R T E S  2 9 La plenaria de la AN aprueba en segunda discusión y sanciona de manera
definitiva la reforma parcial de la Ley del ISLR, que permite incrementar la alí-
cuota de 34 a 50% a las empresas que operan las asociaciones estratégicas de
la Faja del Orinoco: Sincor, Petrozuata, Cerro Negro, Hamaca y Ameriven.

Unos 500 jubilados directos de la Corporación Venezolana de Guayana
(CVG), junto con 4.900 jubilados de CVG Alcasa, CVG Venalum, CVG Edelca y
de SIDOR, toman la sede administrativa de la insititución en Puerto Ordaz,
estado Bolívar, para exigir que se regularicen las pensiones de por lo menos
5.300 jubilados de las diferentes empresas tuteladas por la CVG. Reclaman
también que se homologuen sus haberes con el nivel del salario mínimo
nacional decretado por el gobierno.

J U E V E S  3 1 Cerca de 4 mil trabajadores contratados de la Alcaldía Mayor de Caracas pro-
testan en la sede de la institución en reclamo del pago de los cestatíckets y los
beneficios contemplados en el sistema de seguridad social, como el bono de
alimentación, caja de ahorro y Ley de Política Habitacional.

Por tercer día consecutivo, unas 3 mil familias de por lo menos 4 comunida-
des de San Félix, estado Bolívar, interrumpen el paso vehicular con una pro-
testa nocturna en demanda de la continuidad de los servicios de agua potable
y energía eléctrica, que no cubren los requerimientos del sector.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AN Asamblea Nacional
CGT Confederación General de Trabajadores
CNE Consejo Nacional Electoral
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CONIVE Consejo Nacional Indígena de Venezuela
COPP Código Orgánico Procesal Penal

CTV Confederación de Trabajadores de Venezuela
CVG Corporación Venezolana de Guayana
FAN Fuerza Armada Nacional
FCU Federación de Centros Universitarios

FETRAZULIA Federación de Trabajadores del Zulia
FMV Federación Médica Venezolana
GN Guardia Nacional

INAC Instituto Nacional de Aviación Civil
ISLR Impuesto sobre la Renta
IVIC Instituto Venezolano de Investigaciones Científicas
LOT Ley Orgánica del Trabajo
LUZ Universidad del Zulia

MERCOSUR Mercado Común del Sur
MIJ Ministerio del Interior y Justicia

MVR Movimiento V República
OCV Organización Comunitaria de Vivienda

SAVIR Servicio Autónomo de la Vivienda Rural
SIDOR Siderúrgica del Orinoco
SUTISS Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Siderúrgica y sus Similares

TLC Tratado de Libre Comercio
TSJ Tribunal Supremo de Justicia

UBA Universidad Bicentenaria de Aragua
UCAB Universidad Católica Andrés Bello

UCV Universidad Central de Venezuela
UDO Universidad de Oriente
ULA Universidad de Los Andes

UNEG Universidad Experimental de Guayana
UNT Unión Nacional de Trabajadores

UPEL Universidad Pedagógica Experimental Libertador
USB Universidad Simón Bolívar

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios Últimas Noticias, El Universal, Panorama Digital y El
Nacional.

O
SA

L2
24

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
AN

D
IN

A
-V

EN
EZ

UE
LA

]



Lo novedoso del escenario electoral es encontrarnos con
cinco fuerzas políticas compitiendo por la presidencia, la
asamblea y el parlamento centroamericano, luego de 16
años de régimen bipartidista entre dos fuerzas políticas
que históricamente han concentrado los votos ciudada-
nos. Por un lado, el FSLN ha mantenido la adhesión firme
de un sector importante de la ciudadanía (42% en elec-
ciones nacionales en el año 2001), y por otro lado, una
coalición de agrupaciones anti-sandinistas lideradas por
Violeta Chamorro en 1990 y por el Partido Liberal
Constitucionalista en las elecciones de 1996 y de 2001
(56% de votos en 2001). La otra cara de la competencia
electoral entre sandinistas y anti-sandinistas han sido los
acuerdos entre ambas partes, que culminaron en 2000
con el pacto entre Daniel Ortega (FSLN) y Arnoldo
Alemán (PLC), que modificó la Constitución Política y la
Ley Electoral para repartirse los cargos de los poderes del
estado (Corte Suprema, Consejo Electoral, Contraloría,
Procuraduría) y restringir la participación de otros partidos
políticos en las contiendas electorales. 

La crisis recurrente de gobernabilidad que atravesó el país
en estos últimos años alcanzó un punto álgido en 2005,
cuando los dos partidos mayoritarios (FSLN y PLC) en la
asamblea nacional aprobaron una reforma constitucional
que cercenaba los poderes del Ejecutivo en el nombra-
miento de ministros y en el manejo de los entes regula-
dores de servicios públicos, del seguro social y del
Instituto de la Propiedad, la cual fue finalmente conjurada
con la mediación de la OEA que logró posponer la aplica-
ción de estas reformas hasta 2007 y que garantizó la ter-
minación del mandato de Bolaños. Frente a esta crisis, la
ciudadanía, convocada por distintas organizaciones de la
sociedad civil, se manifestó pública y masivamente en
contra de la “clase política” en las principales ciudades del
país (junio-julio 2005)2, denunciando el doble pacto que
condiciona la política nacional: por un lado, la alianza PLC-
FSLN que controla gran parte de los poderes del estado, y,
por otro, el acuerdo del gobierno de Bolaños con la gran
empresa y el gobierno de Estados Unidos. 
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En medio de una costosa e insistente campaña electorera, la preocupación por la sobre-
vivencia diaria concentra las mentes y acciones de la mayoría de la población nicara-
güense (63,1%), que vive en situación de pobreza. Según las cifras de la CEPAL, la extre-
ma pobreza alcanza al 36,5% de la población, sumado a un 26,6% en situación de
pobreza (Barahona, 2006). La pobreza presenta una mayor incidencia en las zonas rura-
les que en las urbes, y afecta particularmente a los grupos sociales de mujeres, niños e
indígenas; por ejemplo, 6 de cada 10 niños/as están en situación de pobreza y 2 de
ellos/as en extrema pobreza. El ingreso promedio per cápita de los hogares es de 60
dólares estadounidenses al mes, cuando el costo de la canasta básica suma 163 dólares
a enero de 2006 (2.810 córdobas nicaragüenses). Entre 2000 y 2004 el gasto guber-
namental para la reducción de la pobreza se mantuvo estancado en el 11,6% del PIB, a
pesar de recursos que significaron el perdón de la deuda externa (HIPC) y el aumento
sustantivo de los ingresos fiscales (Oxfam y Coordinadora Civil, 2006).

La dinámica de los actores sociales

Frente a esta grave crisis económica y política, diversas organizaciones sociales han
desarrollado este año fuertes luchas, por vías legales y de hecho, expresando las
demandas más sentidas de la población empobrecida por las políticas neoliberales. Un
elemento facilitador de las protestas ha sido el reconocimiento público del origen frau-
dulento de la elevada deuda interna (unos 1.400 millones de dólares) que el gobierno
tiene con la banca nacional y cuyos pagos ha priorizado aprovechando la condonación
de gran parte de la deuda externa, en perjuicio del presupuesto destinado a la
Estrategia de Reducción de la Pobreza3.

Luchas por salarios y derechos laborales

Las políticas neoliberales de recorte del gasto social para disminuir el déficit fiscal y de
congelar los salarios de los trabajadores para atraer la inversión extranjera han provocado
frecuentes protestas en las ultimas décadas, destacándose en el sector de los emplea-
dos públicos las luchas de los médicos y trabajadores de la salud, los y las maestros/as
de centros de educación públicos.

Desde fines de 2005 se ha desarrollado una fuerte lucha durante seis meses por parte
de los médicos organizados en una Federación Médica en demanda de salarios justos
(un alza del 140%), un seguro de vida y un programa habitacional. Paralelamente, los
trabajadores de la salud nucleados en la FETSALUD se movilizaron en demanda de un
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aumento salarial (del 100%), viáticos, seguros, uniformes y medicinas para los centros
públicos de salud. Ante la negativa gubernamental, las organizaciones implementaron
diversas medidas, desde una huelga que suspendió los servicios de atención (salvo
emergencias) hasta movilizaciones, cortes de calles, tomas de edificios públicos, campa-
ñas de divulgación y alianzas con otros sectores sociales. Los principales afectados por
estas luchas fueron los sectores populares usuarios de los servicios públicos. Finalmente,
ante el apoyo recibido por diversas organizaciones sociales incluyendo la jerarquía católi-
ca, en mayo de 2006 culminó el conflicto con un acuerdo que establece un alza salarial
del 30% para los trabajadores de la salud y médicos; a estos últimos se les nivelarán los
salarios con el promedio centroamericano en 5 años desde 2007; además, se acuerda
el reintegro de todos los médicos y trabajadores despedidos y el pago de los salarios
retenidos. Sin embargo, el cumplimiento de estos acuerdos ha sido irregular, generando
en los siguientes meses nuevas acciones de protesta para hacerlos efectivos.

En el área de educación, los maestros organizados en ANDEN y sectores estudiantiles se
han movilizado en defensa de la Ley General de Educación, que fue resultado de
amplios debates donde ha jugado un rol clave el Foro de Educación conformado por
diversas organizaciones sociales. Esta importante ley trata de articular los distintos sub-
sistemas educativos del país, mejorar la calidad y la pertinencia de la educación y brindar
condiciones laborales adecuadas a los/as maestros/as. La ley fue aprobada por la
Asamblea Nacional pero ha sido vetada por el Ejecutivo con respaldo del FMI, especial-
mente en el aspecto financiero, ya que contempla un incremento anual en el presu-
puesto de educación incluyendo incrementos salariales para los docentes y suspende
los aportes económicos de los padres. Luego de protestas y negociaciones, se logró un
consenso en cuanto al incremento presupuestario a fin de no afectar el programa eco-
nómico con el FMI.

El sector de empresas extranjeras beneficiadas por el régimen de “zona franca” –que se
han multiplicado en el rubro textil aprovechando la cuota otorgada en el mercado norte-
americano– ha sido denunciado frecuentemente por el sindicato María E. Cuadra debido
a las violaciones que sufren los trabajadores (mujeres en su mayoría) tales como la
prohibición de la organización sindical, prolongados horarios de trabajo, violaciones a las
normas de seguridad e higiene ocupacional, acoso sexual y laboral. Otras luchas obreras
que estallaron este año por despidos injustificados y desconocimiento de derechos labo-
rales han sido provocadas por empresas transnacionales como Parmalat (acopio y pro-
cesamiento lácteo) y Triton (minería).

Este año ha continuado la prolongada lucha de los trabajadores de las empresas bana-
neras que fueron afectados seriamente en su salud por el uso de Nemagon y otros pes-
ticidas prohibidos internacionalmente por parte de empresas como Standard Fruit, Dole
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y Shell. Este movimiento obrero ha logrado una condena judicial a la empresa Shell por
489 millones de dólares y ha embargando bienes de la empresa en el país, basándose
en la Ley 364 que protege a los afectados. La Shell ha recurrido a instancias internacio-
nales y ha apelado la condena judicial, tratando de derogar la Ley 364. También los tra-
bajadores –que establecieron un campamento frente a la Asamblea Nacional como
mecanismo de presión– reclaman al gobierno el cumplimiento de los acuerdos estable-
cidos en 2005 en relación con los servicios de salud.

El conflicto del transporte público

El alza internacional de los precios del petróleo ha impactado fuertemente a un país
como Nicaragua, que lo importa y lo utiliza para transporte y generación eléctrica. Las
tarifas de transporte público son reguladas por los gobiernos municipales, que deben
negociar entre las demandas de los transportistas privados y los usuarios. Se destaca la
situación de Managua por su concentración de población (20% del país) y por el rol de
las empresas de transporte colectivo, que consumen unos 20.000 gls de diesel. Al igual
que en años anteriores, los transportistas nucleados en la Unión Regional de
Cooperativas del Transporte Colectivo (URECOOTACO) solicitaron un aumento de la tari-
fa conforme el alza de los combustibles o un subsidio estatal compensatorio. Este último
excede las capacidades de la Alcaldía de Managua y requiere de fondos del gobierno
nacional que deben ser aprobados por la Asamblea dentro del presupuesto anual, lo
cual fue difícil de lograr en el contexto preelectoral donde el gobierno y los diputados
liberales no deseaban colaborar con una alcaldía sandinista y con transportistas de igual
color partidario, contando con el apoyo del FMI-BM que se oponen a todo subsidio esta-
tal en nuestros países. La propuesta de extraer el subsidio de un impuesto a las compa-
ñías petroleras, que han reportado ganancias extraordinarias en este período de alza, fue
rechazada por los gremios empresariales y los sectores liberales. Igual sucedió con la
propuesta de importar petróleo venezolano a precios concesionales y pago a mediano
plazo para el transporte colectivo, a través de la empresa ALBANIC creada por Petróleo
de Venezuela (PDV) con la Asociación de Alcaldes (AMUNIC), lo cual era percibido como
parte de la campaña electoral del FSLN4.

Ante la falta de respuesta gubernamental, los transportistas suspendieron parcialmente
sus servicios y luego aumentaron la tarifa a los usuarios, lo cual generó fuertes protes-
tas de las organizaciones estudiantiles que bloquearon calles, quemaron buses y se
enfrentaron con la policía en demanda de mantener la tarifa, mejorar las unidades de
transporte y la atención a usuarios5. Luego de diálogos entre las partes, los estudiantes
y organizaciones comunales decidieron unirse con los transportistas en demanda al
estado de un subsidio. Finalmente, después de varias semanas de este conflicto que
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afectó fuertemente la economía del país, se llegó a un
acuerdo temporal entre las partes que contemplaba la
entrega de un subsidio estatal a los transportistas mien-
tras se mantenía la tarifa anterior, la importación de nue-
vas unidades que cobrarían una tarifa diferenciada y la
elaboración de una ley del transporte que brindara una
solución duradera al problema.

Ligado al tema del transporte, diversas organizaciones
sociales y gobiernos municipales han protagonizado
este año fuertes movilizaciones –cortes de carreteras y
marchas a oficinas del gobierno y asamblea– en
demanda al gobierno por la reparación y/o construcción
de carreteras y caminos que permitan el transporte de
pasajeros y de carga. Entre estas reivindicaciones loca-
les con amplia participación ciudadana se destacan las
movilizaciones realizadas en Matagalpa y Jinotega, que
son las principales zonas productoras de café del país.
Por su parte, el gobierno ha priorizado las carreteras
financiadas por el Plan Puebla Panamá, es decir, ligadas
a la circulación de mercancías del CAFTA, además de
que el Ministerio de Transporte fue señalado pública-
mente por ineficiencia y corrupción6.

Las luchas sociales por la luz y el agua

Desde hace diez años está privatizado el servicio de
energía eléctrica, tanto en su distribución a cargo de la
empresa española Unión Fenosa (UF) como en su pro-
ducción realizada por diversas empresas que operan
maquinaria obsoleta en base a búnker importado7. El
déficit que existe en la generación de energía se debe,
por un lado, a la falta de una política de estado para apro-
vechar las fuentes hidroeléctricas, geotérmicas y eólicas
que tiene el país, y por el otro, al incumplimiento de las
inversiones acordadas por las empresas privadas que
obtuvieron las generadoras durante el proceso de privati-
zación en los noventa. Por su parte, tampoco UF ha reali-
zado las inversiones acordadas en el sistema de distribu-
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ción eléctrica, y fue cuestionada en repetidas ocasiones por alteración de facturas, ser-
vicio deficiente e incumplimiento de sus obligaciones. Esta crisis estructural del sistema
se hizo evidente en la coyuntura del alza del precio del petróleo, cuando todas las
empresas involucradas en el negocio decidieron trasladar a los consumidores sus altos
costos de producción.

Ante el rechazo de la ciudadanía y de la asamblea a la solicitud de UF de subir las tarifas
y/o de recibir un subsidio estatal, la compañía lanzó un plan de racionamiento de 4 a 8
horas diarias en todo el país desde fines de mayo 2006 hasta el presente, aduciendo
falta de liquidez para cancelar a las empresas generadoras de energía. Dado que el sis-
tema de agua potable8 funciona con motores eléctricos, los cortes de luz han significado
el desabastecimiento del vital líquido en la mayoría de los hogares del país. Asimismo,
los cortes de luz en horarios desconocidos afectaron a sectores clave como los hospita-
les y centros de salud, las empresas productivas, las comunicaciones, el sector turístico y
la conservación de alimentos en comercio y hogares.

Las movilizaciones de la población afectada no se hicieron esperar. En las principales ciu-
dades del país –Managua, Ocotal, León, Masaya, Granada, Esteli, Juigalpa, Bluefields,
Bilwe– se realizaron masivas marchas de protesta organizadas por la Unión Nacional de
Asociaciones de Consumidores y Usuarios, la Red Nacional de Defensa de los
Consumidores (RNDC), el Movimiento Comunal y demás organizaciones sociales
(comerciantes, panaderos, y otras). La demanda básica es rescindir el contrato con UF,
revisar la tarifas adeudadas y el pago de los equipos dañados por los apagones. Ante la
presión social, el Instituto Regulador de Energía (INE) ordenó a UF descontar la energía
eléctrica que no habían recibido los usuarios por cortes de luz y que aparecía en las fac-
turas de cobro. Por su parte, la Contraloría General (CCGR) solicitó la nulidad el contrato
de UF con el estado debido al incumplimiento de sus obligaciones. La empresa UF ha
apelado judicialmente estas resoluciones y actualmente se está organizando un arbitraje
para buscar una solución negociada.

Luchas por los derechos de las mujeres, los niños y los adolescentes

La hegemonía de una cultura patriarcal entre la clase política nicaragüense quedó en evi-
dencia en 2005, al debatirse el proyecto de ley por la equidad de géneros, que final-
mente fue engavetado ante las fuertes presiones de las iglesias tanto católica como pro-
testante. A principios de 2006, el movimiento de mujeres y las organizaciones que pro-
mueven los derechos de la niñez (CODENI) se movilizaron en protesta por la rebaja de
las sanciones por delitos sexuales que pretendían plasmarse en el nuevo Código Penal,
logrando finalmente la inclusión de sus propuestas. 
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En los últimos meses se ha abierto al debate público el tema del aborto terapéutico, que
fue establecido en Nicaragua hace 104 años en casos de riesgo de muerte de la madre
debido a diversas patologías, correspondiendo a una junta médica decidir en cada caso
con el consentimiento de su cónyuge o tutor. Por un lado, las iglesias han desarrollado
una fuerte campaña contra el aborto, al que califican de asesinato y pecado grave contra
la vida de un ser humano, que comenzaría en la concepción. Ello culminó en una masi-
va marcha en Managua hasta la Asamblea, donde presentaron un proyecto de penaliza-
ción de todo tipo de aborto, incluido el terapéutico, con fuertes sanciones para quienes
lo practiquen o consientan. Los diputados de todos los partidos han acogido con bene-
plácito esta iniciativa, en el contexto electoral donde priva la lógica de captar la mayor
cantidad de votos –en un país de fuertes creencias religiosas– y como forma de evitarse
la condena de la jerarquía eclesiástica. Por otro lado, el movimiento de mujeres junto con
la Sociedad Nicaragüense de Ginecología y Obstetricia, otras organizaciones sociales y el
Movimiento de Renovación Sandinista plantean que se mantenga el aborto terapéutico
en casos de riesgo grave para la vida de la madre y del feto, tal como sucede en el 98%
de los países del mundo, ya que su penalización afectaría básicamente a las mujeres
pobres que no pueden viajar fuera del país para interrumpir su embarazo para salvar su
vida. Como señala Patricia Orozco, del Movimiento Autónomo de Mujeres: “El aborto en
condiciones de riesgo no sólo causa la muerte, también provoca altos gastos en trata-
mientos médicos e implica peligro de orfandad y abandono para los hijos nacidos de las
mujeres que se lo practican” (La Prensa, 2006).

Hay que destacar que en el contexto electoral actual, las organizaciones de mujeres,
niños, adolescentes y jóvenes han realizado múltiples acciones públicas para conocer y
discutir las propuestas de planes de gobierno, para expresar sus demandas a los candi-
datos de los partidos políticos y tratar de lograr compromisos públicos que luego de las
elecciones puedan ser monitoreados por los/las ciudadanos/as.

Conclusiones

Estas movilizaciones muestran la vitalidad de distintos sujetos sociales –que viven en
condiciones de pobreza y exclusión– a través de múltiples organizaciones, redes y movi-
mientos que se han convertido en los últimos años en instancias de participación ciuda-
dana que los partidos políticos no canalizan y de atención a demandas sociales que el
estado no responde9. Las luchas sociales se enfrentan a un estado debilitado por el tras-
paso de decisiones a instancias supranacionales, por su carácter fragmentado, burocráti-
co y deficitario, y por su concepción de ser un simple facilitador del mercado capitalista
como regulador socioeconómico que debería responder a las demandas sociales. El
resultado es la insatisfacción de las demandas sociales y la pérdida de legitimidad del
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gobierno, tal como sucede en otros países de América Latina, mostrando los límites de la
democracia representativa que deja por fuera la democratización económico-social y el
cumplimiento de los amplios derechos establecidos en la constitución política del país.

Una parte de los conflictos sociales presentados se mantienen vigentes a fines de sep-
tiembre 2006. Aquellos que se han resuelto positivamente para los sujetos sociales lo
fueron debido a sus capacidades de movilización, de persuasión pública vía medios de
difusión y de alianzas con otros actores, particularmente con partidos políticos que tienen
presencia en los poderes del estado, por ejemplo: el éxito de centrales sindicales como
FETASALUD y ANDEN está vinculado al hecho de que tienen líderes como diputados en
la bancada del FSLN. 

En la mayoría de los conflictos, comprobamos que las condiciones del programa con el
FMI han restringido al gobierno su capacidad de manejo presupuestario para responder
a las demandas sociales. La prioridad para el FMI es disminuir el déficit fiscal, la estabili-
dad macroeconómica y el pago de la deuda pública. Tal como ha señalado José Seoane:

Ciertamente, la geografía de estas protestas da cuenta de la vigencia y profundidad

de las políticas de privatización y ajuste fiscal promovidas especialmente por el FMI,

y de su impacto más allá de los difundidos procesos de renegociación, reducción

y/o condonación de parte de la deuda externa de la región [de América Latina]

(Seoane y Algranati, 2006: 121). 

Frente a esta situación, Oxfam España y la Coordinadora Civil han lanzado este año una
campaña internacional solicitando que el FMI deje de condicionar a Nicaragua en las
políticas que apuntan a cumplir las metas del milenio y reducir la pobreza, que fueron
acordadas por unanimidad en las Naciones Unidas. 

Estas luchas sociales cuestionan el statu quo neoliberal que sostiene el gobierno de
Bolaños, bajo la dirección del FMI, en el contexto del inicio del Tratado de Libre Comercio
entre Centroamérica y República Dominicana con EE.UU. Tal como lo expresó Simona
Yagenova (2006: 227-228):

Estas luchas son síntoma de la crisis y agotamiento de la hegemonía neoliberal, cuyas

manifestaciones más visibles son la emergencia de un nuevo ciclo de lucha de clases,

y un despliegue de conflictos y protestas de los movimientos sociales en América

Latina [...] Se trata, en efecto, de [cuestionar] un modelo de Estado que, dentro del

marco de la globalización neoliberal, se asigna como función principal garantizar las

condiciones políticas jurídicas que permitan a las elites transnacionalizadas contar con

las mejores condiciones para su proyecto de acumulación de capital.
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En medio de la fanfarria electorera de los partidos políticos, cargada de virulentas críticas
al adversario más que de propuestas de desarrollo, estas luchas sociales que hemos ana-
lizado expresan contradicciones profundas de la formación socioeconómica nicaragüen-
se que han aflorado debido a elementos precipitantes coyunturales, como el alza del
petróleo, que ha provocado una reacción en cadena y una lucha por ver quién asume los
costos, dejando al desnudo el precio de la privatización de servicios básicos como la
energía. En gran parte de los casos, observamos que las luchas sociales han sido para
defender derechos establecidos y conquistados en décadas anteriores, frente a la ofen-
siva del capital que trata de maximizar sus ganancias por la vía de reducción de salarios
e intensificación de la jornada laboral, y que muchas veces lo logra gracias al gran “ejér-
cito de reserva” en el mercado laboral y a la protección estatal con apoyo del FMI en el
marco del CAFTA. 

A pesar del contexto adverso, la población nicaragüense posee aspiraciones y propuestas
para un futuro mejor, así como capacidades humanas (individuales y colectivas) y dispo-
sición a colaborar para alcanzar sus sueños en alianza con otras personas, organizaciones
civiles y estatales. Este capital humano le da un sentido a las acciones del presente y
mantiene una esperanza necesaria para el desarrollo. Tal como lo señala una encuesta
nacional, los y las nicaragüenses desean una educación para sí y su familia, tener
empleo, créditos, tierra, su propio negocio, vivienda, electricidad. El país que anhelan
los/as nicaragüenses es una nación con justicia y seguridad jurídica, con oportunidades
económicas y sociales para todos, sin corrupción y más democrático. Para lograrlo están
dispuestos a colaborar, pero demandan condiciones básicas: acceso a educación, vivien-
da, trabajo con ingreso digno, un sistema jurídico y político justo, transparente y estable,
una democracia participativa que facilite información a los/as ciudadanos/as, y su inci-
dencia en decisiones políticas.
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Notas

1 El presente texto es una versión resumida del artículo original, que puede consultarse en
formato completo en la sección “análisis y debates” de la página web del OSAL, en
<http://osal.clacso.org>.

2 El aniversario de estas protestas se realizó este año en Matagalpa, convocado por el
Movimiento por Nicaragua. Miles de ciudadanos marcharon “Por la Dignidad Nacional en
Contra del Pacto, la Corrupción y la Pobreza”.

3 La Coordinadora Civil ha demandado al gobierno suspender todo pago de esa deuda
mientras se determina su validez legal y su monto real. 

4 La iniciativa del ALBA que dirige Chávez ha sido canalizada vía el FSLN (alfabetización,
becas de estudio, operación para ciegos, petróleo). Por lo tanto, es vista como parte de su
campaña electoral y calificada de injerencista, al igual que el gobierno de EE.UU. a favor de
la Alianza Liberal. 

5 Es común en las luchas estudiantiles de Nicaragua el uso de morteros (tubos de acero)
que lanzan explosivos al aire, pero que también se usan contra la policía cuando esta dis-
para gases lacrimógenos y balas de hule, estableciéndose verdaderas batallas campales
que dejan heridos y muertos de ambos lados.

6 Por estas razones, el ministro del MTI Solórzano debió renunciar a fines de 2005 y fue
encontrado con responsabilidad penal y civil por la Contraloría.

7 El estado sólo maneja la empresa hidroeléctrica HIDROGESA, que no fue privatizada gra-
cias a la movilización ciudadana y cuyas ganancias han sido usadas de subsidio de Unión
Fenosa.

8 La empresa estatal ENACAL maneja el agua potable. Los intentos de privatización han
sido frenados por la movilización de organizaciones sociales que promovieron una Ley
General de Aguas para regular el sector y evitar la transnacionalización de las ricas fuentes
de agua potable de Nicaragua.

9 Un 67% de la población participa regularmente en alguna asociación civil (más los hom-
bres) o religiosa (más las mujeres) donde encuentra un sentido de identidad, un inter-
cambio solidario y la reivindicación colectiva de demandas (PNUD, 2002).
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Costa Rica

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, aproximadamente 4 mil personas,
convocadas por los principales sindicatos y organizaciones sociales del país,
marchan hasta la Asamblea Legislativa, en San José, en oposición al Tratado
de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Estados
Unidos (DR-CAFTA). Exigen salarios más justos y respeto a la libertad sindical.

M I É R C O L E S  3 Aproximadamente 60 trabajadores del servicio de nutrición del hospital
Monseñor Sanabria, en Puntarenas, realizan un paro en reclamo de mejoras
en las instalaciones y los equipamientos. La huelga se levanta luego de que las
autoridades del hospital se comprometen a cumplir con las demandas en un
plazo máximo de 20 meses.

L U N E S  8 En el marco del acto de asunción del presidente electo Oscar Arias, aproxima-
damente 8 mil personas –entre ellas trabajadores, estudiantes, campesinos y
ecologistas– convocadas por el Frente Interno de Trabajadores (FIT) del
Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), la Asociación Nacional de
Empleados Públicos y Privados (ANEP), la Comisión Nacional de Enlace (CNE)
y la Coordinadora Nacional contra el Tratado de Libre Comercio (TLC), entre
otros, marchan hasta las instalaciones del ICE, en San José, en contra del DR-
CAFTA y del presidente Arias, quien impulsa dicho tratado comercial.

J U E V E S  1 1 Se anuncia oficialmente el lanzamiento de las negociaciones entre
Centroamérica y la Unión Europea (UE) para la firma de un acuerdo de aso-
ciación que incluye un TLC.

J U E V E S  2 5 Los empleados del Instituto Nacional de Seguros (INS) realizan una huelga nacio-
nal en contra del fallo de la Sala Constitucional que deroga algunas cláusulas del
convenio colectivo por considerar que no constituyen beneficios legítimos sino
privilegios irrazonables. Dirigentes sindicales responden que esos beneficios son
derechos laborales adquiridos que se pretende avasallar. La Sala Constitucional
ha emitido fallos similares contra los convenios colectivos de varias instituciones
públicas, como la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), la Refinadora
Costarricense de Petróleo (RECOPE) y la Junta de Administración Portuaria y de
Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA), entre otros.
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Estudiantes, padres y docentes de la escuela Carlos Sanabria Mora, en Pavas,
realizan una huelga para exigir al Ministerio de Educación Pública (MEP) una
solución a los problemas de infraestructura que afectan a ese centro educativo. 

En su visita al país, el presidente del Banco Interamericano de Desarrollo (BID),
Luis Alberto Moreno, recomienda a los diputados que ratifiquen el DR-CAFTA. 

M I É R C O L E S  3 1 Los estudiantes de Tecnología en Salud realizan una manifestación y toman el
edificio de la rectoría de la Universidad de Costa Rica (UCR) para exigir a las
autoridades la destitución de la directora de la carrera. También demandan
mejoras edilicias y participación estudiantil en la dirección universitaria.

J U N I O

J U E V E S  1 Los estudiantes de Tecnología en Salud toman la sede de la carrera en el
marco de las protestas iniciadas el día anterior. 

S Á B A D O  3 Un grupo de vecinos de Tamarindo, departamento de Guanacaste, demuele
un edificio en construcción porque sostiene que ese terreno, cedido por la
municipalidad a un empresario extranjero, está destinado para áreas verdes.

M I É R C O L E S  7 Miles de trabajadores de los sectores público y privado, convocados por los
principales sindicatos del país, realizan un paro nacional y marchan hasta las
inmediaciones de la Sala Constitucional en repudio de las resoluciones que
derogaran beneficios de las convenciones colectivas de varias entidades públi-
cas. También se manifiestan en contra del DR-CAFTA. En Limón, con consig-
nas similares, los trabajadores de los muelles paralizan las actividades y miles
de personas marchan por el centro de la ciudad.

J U E V E S  8 Docentes de todo el país, convocados por la Asociación de Profesores de Segunda
Enseñanza (APSE), realizan un paro nacional y una marcha federal hasta la
Asamblea Legislativa, en San José, para exigir el retiro del proyecto de ley promo-
vido por el oficialista Partido Liberación Nacional (PLN) que pretende municipali-
zar la educación. A su vez, los manifestantes se oponen a la flexibilización laboral
y al DR-CAFTA. Estudiantes y trabajadores del ICE y el INS asisten a la marcha. 

L U N E S  1 2 El presidente Oscar Arias, en declaraciones a la prensa, admite la posibilidad
de presentar un proyecto de apertura de la RECOPE, empresa estatal que
monopoliza la importación, refinación y distribución de petróleo crudo y sus
derivados. El gobierno ya prepara proyectos para la apertura del ICE y el INS.
También analiza la posibilidad de privatizar los puertos del Caribe.

V I E R N E S  1 6 Durante su visita al Vaticano, el presidente Oscar Arias declara que la iglesia
católica en Costa Rica ha sido reticente a la apertura comercial del país, y soli-
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cita al secretario de Estado del Vaticano que envíe una señal a los católicos
costarricenses sobre la conveniencia de que el DR-CAFTA sea ratificado.

M I É R C O L E S  2 1 Un grupo de porteadores –taxistas informales– realiza una manifestación en
las afueras de la Asamblea Legislativa en repudio al proyecto de ley que pre-
tende eliminar el porteo.

L U N E S  2 6 Padres y estudiantes bloquean el acceso a la escuela República de Inglaterra,
en San Rafael de Montes de Oca, para exigir la destitución de la directora, cuya
labor critican.

J U L I O

V I E R N E S  1 4 Un grupo de vendedores convocado por el Sindicato de Vendedores
Patentados y la Federación Costarricense de Trabajadores Autónomos realiza
una manifestación en San José para exigir a las autoridades municipales y
nacionales la resolución de los problemas que afectan a su sector laboral. 

L U N E S  1 7 Alrededor de 300 taxistas de diferentes cooperativas de Puntarenas realizan
una caravana a ritmo lento, provocando el congestionamiento de la vía
Interamericana Norte. Exigen la anulación de la figura del porteo –taxis infor-
males– por considerarla una competencia desleal. Acciones de protesta simi-
lares se desarrollan en los tramos Esparza-Puntarenas, Alajuela y los munici-
pios de Quepos, Garabito, Palmares y San Ramón.

J U E V E S  2 0 Por tercer día consecutivo, decenas de taxistas protestan, provocando el conges-
tionamiento de las principales rutas que comunican con San José, para exigir a la
Asamblea Legislativa que elimine la figura del porteo del Código de Comercio. 

M I É R C O L E S  2 6 Decenas de trabajadores del sector textil se manifiestan frente a la Asamblea
Legislativa en apoyo al DR-CAFTA. 

S Á B A D O  2 9 Finaliza el Foro Ambiental No al TLC, del que participan 100 representantes de
aproximadamente 70 organizaciones ambientales y sociales, comunidades
indígenas del país, sindicatos y partidos políticos, entre otros. El documento
final concluye que el DR-CAFTA no debe ser ratificado porque impone una
visión mercantilista de los recursos naturales, entre otras cuestiones. 

D O M I N G O  3 0 Decenas de miembros de la comunidad musulmana marchan en San José en
contra de los ataques de Israel al Líbano y Palestina. Por su parte, el presidente
Arias se pronuncia por el cese del fuego inmediato y efectivo, sin condiciones. 
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A G O S T O  

L U N E S  7 El presidente Oscar Arias se reúne en Colombia con su homóloga chilena,
Michelle Bachelet, y le solicita el envío de una comitiva gubernamental que
ayude a destrabar el DR-CAFTA, que se encuentra en discusión en la
Asamblea Legislativa.

Los trabajadores del hospital de San Ramón, en Alajuelas, realizan un paro en
protesta por el recorte presupuestario aplicado por las autoridades, que afecta
numerosos servicios. La medida de fuerza finaliza luego de que la CCSS se
compromete a girar más fondos para cubrir parte del déficit.

J U E V E S  1 0 Los educadores afiliados a la APSE marchan hasta el Ministerio de Trabajo en
rechazo al aumento salarial de 3,5% ofrecido por el gobierno a los empleados
públicos para el segundo semestre. Exigen un incremento del 12%.

V I E R N E S  1 1 El puerto de Caldera, Puntarenas, anteriormente operado por el Instituto
Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP), es entregado en concesión a
una empresa privada, y casi mil empleados son despedidos. Entre ellos, sólo
unas 300 personas serían recontratadas.

M I É R C O L E S  1 6 Aproximadamente 20 personas realizan una manifestación en contra del
DR-CAFTA durante el acto oficial que se desarrolla en el Parque Nacional
para celebrar los cien días de la administración de Oscar Arias.

Decenas de pobladores del barrio precario Los Arrayanes, en Desamparados,
desalojados por la policía un mes atrás, se instalan frente a la casa del presi-
dente Oscar Arias en reclamo de la entrega de una finca o lote donde puedan
vivir hasta que se construyan las casas que el gobierno ha prometido.

M A R T E S  2 9 Aproximadamente 650 indígenas asisten a la Asamblea Legislativa para mani-
festar su oposición al proyecto de ley de desarrollo autónomo de los pueblos
indígenas que provocaría la eliminación las instituciones representativas de
sus pueblos. Asimismo, repudian que dicho proyecto no haya sido traducido a
los idiomas autóctonos. A su vez, aseguran que tras la ley se ocultan intereses
relacionados con el DR-CAFTA y el Plan Puebla Panamá (PPP), que apuntan a
la apropiación de los hidrocarburos, el cobre, el petróleo y los mantos acuífe-
ros de la zona. 

M I É R C O L E S  3 0 Un grupo de indígenas, pertenecientes a diversas organizaciones, realiza una
concentración en las instalaciones del Grupo Extra, propietario de 4 medios
de comunicación, para solicitar que estos hagan pública la oposición de los
manifestantes a la ley de desarrollo de los pueblos indígenas impulsada por la
Asamblea Legislativa.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANEP Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados
APSE Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza

BID Banco Interamericano de Desarrollo
CCSS Caja Costarricense de Seguro Social
CNE Comisión Nacional de Enlace

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y
Estados Unidos

FIT Frente Interno de Trabajadores
ICE Instituto Costarricense de Electricidad

INCOP Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico
INS Instituto Nacional de Seguros

JAPDEVA Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente
Atlántica

MEP Ministerio de Educación Pública
PLN Partido Liberación Nacional
PPP Plan Puebla Panamá

RECOPE Refinadora Costarricense de Petróleo
TLC Tratado de Libre Comercio

UCR Universidad de Costa Rica
UE Unión Europea

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: diarios La Prensa Libre y La Nación.
Otras fuentes: Encuentro Popular.CR
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El Salvador 

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Miles de personas se manifiestan en las calles de San Salvador para conme-
morar el Día Internacional de los Trabajadores, protestar contra la política eco-
nómica y social del gobierno, encabezado por Antonio Elías Saca del partido
Acción Republicana Nacionalista (ARENA), y repudiar la puesta en marcha del
Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y
EE.UU. (DR-CAFTA), así como de los que se están negociando con la Unión
Europea (UE) y países asiáticos. 

J U E V E S  1 1 Representantes de la Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales
(ASTRAM) y la Asociación General de Empleados Públicos Municipales
(AGEPYM) protestan en las puertas de un hotel del centro de San Salvador en
el que se realiza una actividad de la Procuraduría para la Defensa de los
Derechos Humanos (PDDH) para exigir que las nuevas administraciones
municipales mantengan en sus puestos a los trabajadores de las alcaldías. 

J U N I O

J U E V E S  1 Miles de personas –estudiantes de la Universidad de El Salvador (UES), inte-
grantes del Movimiento Popular de Resistencia 12 de Octubre (MPR-12) y
militantes del Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional (FMLN)– mar-
chan por el centro de San Salvador, Santa Ana, Ahuachapán y San Miguel en
repudio a la política económica y social llevada a cabo por el gobierno de
ARENA al cumplirse el segundo aniversario de la asunción presidencial de
Elías Antonio Saca. Efectivos de la Unidad de Mantenimiento del Orden
(UMO) detienen a 6 miembros del Bloque Popular Social (BPS) en el bloqueo
de la autopista hacia Comalapa, que se realiza en repudio al DR-CAFTA. 

M A R T E S  2 0 El ministro de Salud Pública, Guillermo Maza, presenta ante la Asamblea
Legislativa el anteproyecto de ley para crear el Sistema Nacional de Salud
(SNS) con el objetivo de erradicar el desorden que existe en el sector y pro-
porcionar una mayor racionalidad a la asignación de recursos. La iniciativa
cuenta con el apoyo del presidente Antonio Saca.
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J U E V E S  2 2 Docentes y estudiantes de la educación media y superior, junto a integrantes
de Bases Magisteriales y Unidad y Resistencia por la Justicia Social (URJS), mar-
chan por el centro de San Salvador para demandar una inversión del 7,5% del
Producto Interno Bruto (PIB) en educación. La propuesta, presentada a la
ministra del área, pone énfasis en la gratuidad de la educación, el aumento de
los salarios y una mayor inversión para el área. 

M I É R C O L E S  2 8 Integrantes del Sindicato General de Empleados de la Salud (SIGESAL) sus-
penden la consulta externa y las tareas administrativas en el hospital Rosales
del centro de San Salvador para rechazar la reforma de la salud anunciada por
el Ministerio de Salud Pública, por considerar que persigue fines privatizadores. 

J U L I O

M I É R C O L E S  5 Cientos de estudiantes de la UES se manifiestan en los alrededores de la sede
de la casa de estudios superiores en la ciudad de San Salvador para repudiar el
aumento de los pasajes del transporte urbano implementado el 1 de julio
pasado. En la protesta mueren 2 policías de la UMO y otros 2 sufren heridas de
consideración. Efectivos policiales detienen a varios estudiantes y los acusan de
generar los hechos de violencia junto al FMLN. Dirigentes del principal partido
de oposición niegan cualquier tipo de responsabilidad en los acontecimientos. 

J U E V E S  2 0 Decenas de personas, entre ciudadanos de origen palestino, estudiantes de la
UES y diputados del FMLN, se movilizan hacia la Embajada de Israel para
expresar su solidaridad con los pueblos de El Líbano y Palestina y repudiar la
guerra y la masacre que, a su criterio, produce la política del estado israelí. 

S Á B A D O  2 2 Integrantes de la URJS marchan por el centro de la capital para manifestar su
repudio a la violencia estructural que vive el país. Según los organizadores, la
movilización intenta abrir un espacio de diálogo en el que participen todos los
sectores y organizaciones para poner fin a la violencia que padecen los vende-
dores ambulantes, jubilados, desempleados y organizaciones de trabajadores. 

L U N E S  2 4 Miles de habitantes de Chalatenango y miembros del FMLN se movilizan hacia
el Ministerio de Economía en la ciudad de San Salvador para manifestar su
rechazo a las iniciativas de exploración y concesión minera, y exigir la inmediata
y definitiva suspensión de las más de 30 licencias de explotación otorgadas.
Según los manifestantes, la actividad minera conlleva una irreversible degrada-
ción del ecosistema, especialmente por la contaminación de los cursos hídricos. 

M A R T E S  2 5 Estudiantes de la UES denuncian haber sufrido torturas físicas y mentales por
parte de efectivos de la UMO y del Grupo de Reacción Policial (GRP) luego de
los incidentes ocurridos el pasado 5 de julio en el que resultaran muertos 2
agentes de las fuerzas de seguridad.
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A G O S T O

J U E V E S  1 7 Vendedores ambulantes de discos de audio y video realizan una protesta en el
centro de la capital en repudio al decomiso de mercadería por parte de efecti-
vos policiales bajo las órdenes de la Fiscalía General de la República. Dirigentes
de la Asociación Nacional de Trabajadores, Vendedores Estacionarios y
Pequeños Comerciantes Salvadoreños (ANTRAVEPECOS) anuncian la radicali-
zación del conflicto en caso de no consensuarse una solución.

M A R T E S  2 2 Trabajadores de la maquila Casadores Sociedad Anónima se manifiestan fren-
te a la empresa ubicada en San Marcos en protesta por el despido de 3
empleados acusados de formar parte del sindicato. Dirigentes de la
Federación Sindical Salvadoreña (FSS) repudian a los directivos de la maquila.

J U E V E S  3 1 Decenas de profesores de la UES inician un paro de labores por 24 hs en
apoyo a las demandas de aumento salarial expresadas por el Sindicato de
Empresa de Trabajadores de la UES (SETUES). 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AGEPYM Asociación General de Empleados Públicos Municipales
ANTRAVEPECOS Asociación Nacional de Trabajadores, Vendedores Estacionarios y Pequeños

Comerciantes Salvadoreños
ARENA Acción Republicana Nacionalista

ASTRAM Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales
BPS Bloque Popular Social

DR-CAFTA TLC entre Centroamérica, República Dominicana y EE.UU. 
FMLN Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional

FSS Federación Sindical Salvadoreña
GRP Grupo de Reacción Policial

MPR-12 Movimiento Popular de Resistencia 12 de Octubre
PDDH Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos

PIB Producto Interno Bruto
SETUES Sindicato de Empresa de Trabajadores de la Universidad de El Salvador

SIGESAL Sindicato General de Empleados de la Salud
SNS Sistema Nacional de Salud
TLC Tratado de Libre Comercio
UE Unión Europea

UES Universidad de El Salvador
UMO Unidad de Mantenimiento del Orden 
URJS Unidad y Resistencia por la Justicia Social

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Prensa, Colatino y El Diario de Hoy.
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Guatemala

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Alrededor de 25 mil personas, integrantes de la Coordinadora General de
Trabajadores Guatemaltecos (CGTG) y el Frente Nacional de Lucha (FNL),
entre otras organizaciones, marchan por el Día Internacional de los
Trabajadores hasta la Plaza de la Constitución, en la capital, y expresan su opo-
sición al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República
Dominicana y EE.UU. (DR-CAFTA) y su apoyo al boicot a productos estadou-
nidenses convocado por organizaciones de inmigrantes en EE.UU.

J U E V E S  1 8 El Congreso aprueba la ley de implementación del DR-CAFTA. 

El presidente Berger inaugura el Acuerdo Nacional sobre la Implementación
del Gasto Social y la Reducción de la Pobreza 2006-2007, conocido como
Gran Diálogo Nacional, al que diversos sectores sociales son convocados para
discutir políticas a corto plazo en 4 áreas: Transparencia, Salud y Nutrición,
Pueblos Indígenas y Desarrollo Rural. 

J U N I O

V I E R N E S  9 Médicos residentes del hospital Roosevelt se declaran en asamblea permanente
ante la falta de insumos por una deuda de la institución con sus proveedores. 

M A R T E S  1 3 Tras 17 días sin ser recibidas por las autoridades, las más de 100 familias cam-
pesinas de la estancia Nueva Linda que ocupan el Parque Central del Centro
Histórico de Guatemala deponen la medida y dan un plazo de 3 meses al
gobierno para que capture y juzgue a los responsables de la desaparición de
uno de sus dirigentes ocurrida casi 3 años atrás y de la masacre cometida por
la policía y el ejército en un desalojo realizado en agosto de 2004 en el que
murieron 9 labriegos. 

J U E V E S  2 2 Los médicos residentes de la salud pública de todo el país se suman a la pro-
testa iniciada días atrás por los médicos del hospital Roosevelt por falta de
insumos en los centros asistenciales y en demanda de mejoras salariales. 
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L U N E S  2 6 Más de mil médicos residentes de la red hospitalaria nacional realizan una
marcha desde el hospital Roosevelt hacia el Congreso y la Casa Presidencial
para reclamar abastecimiento de insumos medicinales y equipo médico en
todos los centros hospitalarios, incremento salarial y la implementación del
escalafón médico. 

J U L I O

S Á B A D O  1 Entra en vigencia el DR-CAFTA. 

El juez español Santiago Pedraz, quien arribara a Guatemala el 24 de junio
pasado, abandona el país días antes de lo previsto debido a que, por diversos
recursos presentados por los civiles y militares acusados de genocidio, tortura
y terrorismo de estado, se le hace imposible llevar adelante el proceso de
investigación en el país. 

L U N E S  3 Después de 25 días de paro parcial de labores, los médicos del hospital
Roosevelt declaran el cierre total del centro asistencial. Realizan un plantón fren-
te a las instalaciones del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS). 

El Ministerio de Educación (MINEDUC) aprueba un acuerdo que amplía a 4
años la carrera magisterial.

M A R T E S  4 Miembros de la Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas
(CNOC) realizan un plantón frente al edificio del Congreso para protestar por
la entrada en vigencia del DR-CAFTA.

V I E R N E S  7 El juez español Santiago Pedraz dicta órdenes de captura internacional contra
los 8 acusados de genocidio en Guatemala: el ex dictador general Efraín Ríos
Montt, el general Oscar Humberto Mejía Victores, el general Ángel Aníbal
Guevara Rodríguez, el ex ministro de Gobernación Donaldo Álvarez Ruiz, el
coronel Germán Chupina Barahona, el director de la Policía Nacional Pedro
García Arredondo, el general Benedicto Lucas García y el general Romeo
Lucas García, ex presidente de facto. 

D O M I N G O  9 Durante un intento de desalojo, las 280 familias que habitan en la hacienda
Moca, ubicada entre los municipios de La Tinta y Senahú, Alta Verapaz, se
enfrentan a campesinos que ofician como agentes de seguridad privada de
los finqueros dueños del lugar. Un campesino muere y 43 resultan heridos. 

M I É R C O L E S  1 2 Nueve escuelas normales de 6 departamentos son ocupadas por los alumnos
en repudio al acuerdo del MINEDUC que extiende a 4 años la carrera de
magisterio. Grupos de estudiantes bloquean el tránsito en las principales arte-
rias de la ciudad de Guatemala. 
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L U N E S  1 7 Convocados por el Movimiento Nacional de Víctimas, más de 2 mil indígenas
representantes de aproximadamente 800 comunidades rurales marchan por el
Centro Histórico de la capital hacia la Casa Presidencial, la Catedral Metropolitana
y el Congreso para demandar la creación de una instancia que facilite el proceso
de resarcimiento a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. 

M I É R C O L E S  1 9 La Corte de Constitucionalidad (CC) declara inconstitucionales los artículos 8 y 12
del decreto que contiene la Ley del Adulto Mayor, por la cual el Ejecutivo pagaría
pensiones mensuales a las personas mayores de 65 años sin cobertura social.

D O M I N G O  2 3 Ancianos de la Asociación Nacional de Personas de la Tercera Edad sin
Cobertura Social cortan 3 puntos de la ruta Interamericana en protesta por la
suspensión de la Ley del Adulto Mayor ordenada por la CC. Uno de los blo-
queos se registra en el km 105, a la altura del departamento de Quiché, en
momentos en que el presidente Oscar Berger realiza allí el llamado Gabinete
Móvil. También cierran el paso en el municipio de Tecpán, a 85 km de la capi-
tal, y en el cruce hacia el balneario Los Aposentos de la cabecera departamen-
tal de Chimaltenango. 

M A R T E S  2 5 Más de 29 mil pobladores de 5 municipios de Huehuetenango participan de
una consulta popular en la que rechazan por mayoría las licencias otorgadas
por el Ministerio de Energía y Minas (MEM) para la exploración y explotación
de minerales en la zona. 

M I É R C O L E S  2 6 Después de varias horas de negociación en la Casa Presidencial, en la que las
autoridades se comprometen a abastecer las bodegas de medicinas y com-
prar el equipo quirúrgico solicitado, los médicos residentes anuncian que al
día siguiente abrirán las puertas de las consultas externas. 

J U E V E S  2 7 Decenas de estudiantes normalistas de Sacatepéquez, San Marcos,
Chiquimula, Alta Verapaz, Jalapa, Retalhuleu, Suchitepéquez, Totonicapán,
Quetzaltenango y Sololá bloquean las rutas de ingreso a esas cabeceras
departamentales en rechazo a la medida ministerial que amplía a 4 años la
carrera de magisterio. 

A G O S T O

J U E V E S  1 0 Los médicos de los hospitales Roosevelt, San Juan de Dios, de
Quetzaltenango y de Cuilapa dejan de atender consultas externas debido a
que las autoridades del MSPAS no han adquirido el material que prometieran
al momento de levantarse el último paro. 

V I E R N E S  1 1  Vecinos de 48 cantones de Totonicapán bloquean la ruta Interamericana en
Cuatro Caminos para demandar una revisión de las tarifas del servicio de
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energía eléctrica, mayor seguridad y solución a los conflictos entre el gobierno
central y los estudiantes normalistas y médicos. Horas después de iniciada la
protesta, también bloquean la carretera hacia la costa sur en el km 220. 

Los médicos de los hospitales San Juan de Dios y Antituberculoso, así como
de los centros asistenciales de Zacapa, Jalapa y Coatepeque, se suman al paro
parcial de labores. 

S Á B A D O  1 2 Médicos de los hospitales de Quetzaltenango, Jalapa, Jutiapa y El Progreso se
suman al paro médico.

L U N E S  1 4 Durante la crisis hospitalaria, médicos del Ejército comienzan a atender las
consultas externas de los centros de salud de las zonas 1, 3, 7, 11 y 21 de
Guatemala. 

Decenas de estudiantes bloquean el acceso a las agencias de la
Superintendencia de Administración Tributaria (SAT) y a los edificios de gober-
nación departamental en Jalapa, Quetzaltenango, San Marcos, Huehuetenango,
Suchitepéquez, Sacatepéquez y Totonicapán para rechazar la medida del
MINEDUC que extiende a 4 años la carrera de magisterio. 

V I E R N E S  1 8 Representantes de los 48 cantones de Totonicapán firman un acuerdo con el
vicepresidente Stein que incluye la revisión de la vigencia de la tarifa social
para el servicio eléctrico y la conformación de una comisión técnica bilateral
de educación propuesta por ambas partes. 

L U N E S  2 1 El Consejo Municipal, organizaciones sociales y los pobladores de Playa
Grande Ixcán, El Quiché, denuncian que decenas de miembros del Ejército y
fuerzas especiales de la Policía Nacional Civil (PNC) llegan al centro de
Ixtahuacán Chiquito en 7 helicópteros y 3 aviones del Ejército y, fuertemente
armados y con sus caras pintadas de negro, ocupan el campo de fútbol, rode-
an la escuela local, ingresan de manera violenta a las viviendas y se apoderan
de herramientas de trabajo con las que inician excavaciones en un centro
arqueológico ubicado cerca de la comunidad, supuestamente en busca de
armas. La PNC argumenta que el operativo tiene por objetivo buscar armas
que habrían sido de la guerrilla y que hoy estarían llegando a manos del cri-
men organizado. 

Se publica el Acuerdo Ministerial 713-2006 que deroga el acuerdo 581-2006
pero que, de todas maneras, incrementa el número de materias y las horas de
clases para la carrera de magisterio. Durante los 2 meses siguientes cada
escuela deberá armar su propio proyecto de carrera y optar entre 3 modalida-
des: 6 semestres (3 años), entre 6 y 8 semestres (3 a 4 años de estudio) o un
plan de estudios especial.



M A R T E S  2 2 Estudiantes de magisterio de la capital y provincias toman diversos colegios
en rechazo al nuevo acuerdo ministerial que ofrece la opción de obtener el
título en 3 o 4 años. Reclaman que la carrera tenga una duración de 3 años
exclusivamente. 

J U E V E S  2 4 Más de 2 mil médicos de diferentes hospitales nacionales realizan una marcha
hasta el Congreso para demandar un aumento del presupuesto de salud pública. 

L U N E S  2 8 Médicos y sindicalistas de los hospitales nacionales de Guatemala,
Quetzaltenango, Amatitlán, Escuintla y Jalapa, y estudiantes de Medicina del
Centro Universitario de Occidente (CUNOC), realizan marchas, plantones y
paros en las consultas externas para exigir al gobierno que cumpla con el com-
promiso de dotar con equipo e insumos a la red hospitalaria pública. El titular
del MSPAS anuncia que deja su renuncia al cargo a disposición del Ejecutivo. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CC Corte de Constitucionalidad 
CGTG Coordinadora General de Trabajadores Guatemaltecos
CNOC Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 

CUNOC Centro Universitario de Occidente 
DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y

Estados Unidos
FNL Frente Nacional de Lucha

MEM Ministerio de Energía y Minas 
MINEDUC Ministerio de Educación 

MSPAS Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 
PNC Policía Nacional Civil 
SAT Superintendencia de Administración Tributaria 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Prensa Libre y La Hora. 
Otras fuentes: Servicio Informativo del Centro de Estudios Guatemala (CEG),
Albedrío, IMC Chiapas, Prensa Indígena, Rebelión, ALAI y ADITAL
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Honduras

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, miles de afiliados a la Central
General de Trabajadores (CGT), la Confederación Unitaria de Trabajadores de
Honduras (CUTH) y la Confederación de Trabajadores de Honduras (CTH)
marchan unidos hasta el Parque Central General Francisco Morazán, en
Tegucigalpa, junto con miembros de la Coordinadora Nacional de Resistencia
Popular (CNRP), el Colegio de Abogados, el Colegio Médico, organizaciones
gay, taxistas, estudiantes, maestros y otros profesionales, para rechazar la
negociación de más cartas de intención con el Fondo Monetario Internacional
(FMI); exigir una política de redistribución de la riqueza y la no privatización
de la salud, la educación, la energía eléctrica y las telecomunicaciones; y
demandar la no concesión del agua, los bosques y los minerales, y la prohibi-
ción del uso de patentes para controlar semillas agrícolas, hierbas y plantas
curativas. Además, ratifican su total rechazo al Tratado de Libre Comercio
(TLC) con EE.UU. En El Progreso, alrededor de 4 mil empleados, estudiantes y
amas de casa incluyen entre las demandas la derogación de la Ley Marco del
Agua Potable y el freno de la inminente municipalización y posterior privatiza-
ción de ese servicio público, la cancelación de la concesión de los minerales
metálicos, la defensa de los recursos naturales y el esclarecimiento del asesi-
nato de Edickson Roberto Lemus, secretario de la Central Nacional de
Trabajadores del Campo (CNTC) y miembro del Partido de los Trabajadores.
En San Pedro Sula se congregan más de 40 mil trabajadores, estudiantes,
miembros de patronatos y familiares de inmigrantes en EE.UU. En La Ceiba
marchan aproximadamente 15 mil trabajadores. También se registran marchas
en Tela, Comayagua, Juticalpa, Danlí, Omoa y Choluteca.

M I É R C O L E S  1 0 Alrededor de 3 mil hondureños y salvadoreños que habitan en zonas de fron-
tera entre ambos países realizan una manifestación en San Antonio, departa-
mento de Intibucá, para protestar contra la pretensión de construir una repre-
sa hidroeléctrica binacional que obligará a desalojar comunidades enteras.

M A R T E S  1 6 Los 340 médicos internos de todo el país inician un paro de labores por tiem-
po indefinido para exigir a las autoridades de salud el pago del aguinaldo y de
salarios atrasados, entre otras demandas.
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D O M I N G O  2 1 Bajo la consigna “Honduras hambre nunca más”, alrededor de 15 mil habi-
tantes de la capital, encabezados por el vicepresidente Elvin Santos, el alcal-
de de Tegucigalpa Ricardo Álvarez y la primera dama Xiomara Castro, parti-
cipan de la Marcha Contra el Hambre del Programa Mundial de Alimentos
(PMA), que se realiza simultáneamente en cien países del mundo por tercer
año consecutivo.

L U N E S  2 2 Miles de maestros de los niveles preescolar, primario y medio paralizan sus
labores en todo el país para demandar la derogación de la Ley de
Reordenamiento del Sistema Retributivo, seguro social para los docentes y la
contratación de más profesores. También exigen al presidente Zelaya el cum-
plimiento de su promesa electoral de matrícula gratis, y la descentralización
de la Subgerencia de Recursos Humanos de Educación.

Al cumplirse el séptimo día de paro de los médicos internos en demanda del
pago de salarios atrasados, aproximadamente 240 médicos residentes del
Hospital Escuela de Tegucigalpa decretan un paro indefinido de labores y
abandonan las salas de hospitalización y consulta externa para exigir incre-
mento salarial, insumos y medicinas.

M I É R C O L E S  2 4 Miles de taxistas de todo el país inician un paro por tiempo indefinido y blo-
quean calles y avenidas de varias ciudades para exigir al gobierno que rebaje
el precio de los combustibles y cumpla con un pliego de 8 peticiones presen-
tadas en las últimas semanas al presidente Manuel Zelaya Rosales, entre las
que se incluyen una veda de 10 años para los trámites de permiso de explota-
ción en el rubro, la erradicación de todos los taxis que operan con números
repetidos y la aprobación de un programa de financiamiento que les permita
convertir los vehículos de gasolina a diesel.

J U E V E S  2 5 Las dirigencias del sindicato de taxis y de la Asociación de Taxistas de
Honduras (ATAXISH) se reúnen con el viceministro de Transporte, Bayardo
Paguaga, con quien firman un documento por el que el gobierno se compro-
mete a pagar un subsidio a los taxistas de las 7 principales ciudades del país
retroactivo al 22 de abril pasado para compensar los aumentos de combusti-
ble desde ese momento, sacar de circulación todas las unidades que transiten
con documentos falsos y conseguir el financiamiento para el cambio de la
flota vehicular de taxis de gasolina a diesel, entre otros puntos.

M A R T E S  3 0 Los médicos internos en paro desde hace 15 días rechazan la propuesta del
gobierno de incrementar su salario-beca en un 28% porque la Secretaría
de Salud no acepta que el pago se realice en forma retroactiva a partir de
enero de 2006.
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J U N I O

V I E R N E S  9 Tras una nueva reunión en la Casa Presidencial en Tegucigalpa, el gobierno
llega a un acuerdo salarial con los médicos internos y de servicio social,
poniendo fin al paro de labores que mantenía el gremio. Los médicos internos
logran un incremento de su salario beca de 1.100 lempiras a partir de junio, en
tanto que los médicos en servicio social obtienen un aumento de 1.444 lem-
piras, retroactivo desde enero de 2006.

J U E V E S  1 5 Convocados por el programa de Paz y Convivencia, centenares de habitantes
del municipio Santa Rita, departamento Yoro, junto con estudiantes de prime-
ra y segunda enseñanza, maestros, padres de familia, religiosos y miembros
de la Corporación Municipal, realizan la Marcha por la Paz en las calles de la
ciudad, para manifestarse por la paz y contra la violencia que azota a la región.

M A R T E S  2 0 El gobierno ofrece a la dirigencia magisterial un aumento de 2,04 lempiras por
hora clase y el descongelamiento de los colaterales de calificación académica y
antigüedad en el servicio, que no se actualizan desde hace 3 años, a ser pagados
en un 50% durante 2007 y la parte restante en 2008. La oferta es rechazada por
los maestros, quienes rompen el diálogo y exigen el cumplimiento total del
Estatuto del Docente, que establece un valor de hora clase de 57,46 lempiras.

J U L I O

L U N E S  1 7 Alrededor de 1.500 empleados de la Empresa Hondureña de
Telecomunicaciones (HONDUTEL), distribuidos en las distintas oficinas del
departamento Francisco Morazán, paralizan sus labores durante 3 hs en pro-
testa porque las autoridades nacionales no cumplen lo estipulado en la cláu-
sula de contratación colectiva, que contempla un incremento del 11% en los
salarios de los trabajadores.

M I É R C O L E S  1 9 Más de 5 mil docentes de preescolar, primaria y enseñanza media de los
departamentos de Cortés, Yoro, Santa Bárbara, Intibucá, La Paz, Comayagua y
Francisco Morazán marchan desde el bulevar del Sur, en Tegucigalpa, hasta el
aeropuerto de Toncontín, donde impiden el ingreso y egreso de las personas
en tránsito desde o hacia el exterior, para exigir el cumplimiento del Estatuto
del Docente, la aplicación de sus cláusulas salariales y la inmediata derogación
de la Ley de Reordenamiento del Sistema Retributivo. En horas de la noche, el
Parlamento de Honduras aprueba una serie de reformas a esta ley que exclu-
yen al gremio de maestros de las regulaciones de la misma.

V I E R N E S  2 1 Los empleados de las 310 oficinas del Registro Nacional de las Personas (RNP)
inician un paro parcial por tiempo indefinido en protesta porque no reciben
aumento salarial desde hace 5 años.



M A R T E S  2 5 Miles de campesinos, obreros, indígenas y líderes de organizaciones no
gubernamentales convocados por la Alianza Cívica por la Democracia bloque-
an carreteras en Siguatepeque, La Flecha, Seis de Mayo, Santa Rosa De Copán
y San Marcos, en los departamentos de Santa Bárbara y Ocotepeque, en recla-
mo del cumplimiento de un pliego de 12 peticiones que incluyen la deroga-
ción de la Ley de Minería y la oposición a la construcción de la represa hidro-
eléctrica El Tigre. Luego de una hora y media de conversaciones vía telefónica
con el presidente Zelaya Rosales y el presidente del Poder Legislativo, Roberto
Micheletti, los manifestantes logran un acuerdo con el gobierno que establece
la aprobación de la Ley de Transparencia e Información Pública, la descentra-
lización y ejecución de los 700 millones de lempiras asignados a la Estrategia
de Reducción de la Pobreza (ERP), la discusión de la Ley de Aguas, particular-
mente los aspectos relacionados a la municipalización, el impulso de una
veda forestal en el occidente del país, y la discusión a partir del próximo mar-
tes, en San Pedro Sula, de la derogación de la Ley General de Minas.

M I É R C O L E S  2 6 Centenares de estudiantes de más de 10 centros de educación media de la capital
realizan protestas y cortes de calles en varios puntos de Tegucigalpa para exigir el
pago del bono de transporte. Un grupo de manifestantes toma las oficinas del
Régimen de Aportaciones Privadas (RAP), donde se encuentra el despacho del
titular de Educación, Rafael Pineda Ponce. Por su parte, la Secretaría de Educación
emite un comunicado oficial en el cual ordena a los directores de todos los cole-
gios que se encuentran en paro que elaboren los expedientes correspondientes a
los estudiantes que no han asistido a sus clases sin causa justificada.

V I E R N E S  2 8 La dirigencia sindical de los trabajadores del RNP y las autoridades de la enti-
dad suscriben un acta de compromiso que pone fin al paro indefinido de
labores iniciado el pasado viernes 21. El directorio del Registro acepta la distri-
bución de incrementos salariales propuesta por el sindicato, que en ningún
caso excederá los 12 millones de lempiras, y promete que efectuará el pago a
más tardar el 4 de agosto próximo y que no habrá ninguna represalia contra
los funcionarios de la institución que participaran en las protestas.

Alrededor de 250 estudiantes del Instituto Técnico Luis Bográn de Tegucigalpa
toman la entrada del colegio y cortan el tránsito para exigir la entrega de un
bono de transporte y la reparación de la vía que conduce a la institución. Un
pelotón de policías antimotines se hace presente en el lugar y reprime la pro-
testa con el objetivo de desalojar a los estudiantes de la calle, con un saldo de
60 jóvenes detenidos.

A G O S T O

M A R T E S  1 Más de 40 mil maestros provenientes de todo el país marchan desde la sede
de la Universidad Pedagógica Nacional Francisco Morazán (UPNFM) hasta el
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Congreso Nacional, en Tegucigalpa, donde se les unen la CNRP y el Bloque
Popular, para exigir el cumplimiento del pago de las cláusulas salariales conte-
nidas en el Estatuto del Docente. Por su parte, el gobierno reitera un llamado
al diálogo, aunque advierte que no entregará por escrito una propuesta sala-
rial a menos que la dirigencia magisterial suspenda el paro.

Los 288 médicos residentes del Hospital Escuela, el San Felipe, el Materno-
Infantil y el Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS), en Tegucigalpa, y
del Mario Catarino Rivas de San Pedro Sula, departamento de Cortés, que
cumplen funciones en las salas de hospitalización, consulta externa y cirugías
selectivas, decretan un paro de labores debido a que el gobierno no ha cum-
plido con los compromisos contraídos 2 meses atrás por el ex ministro de
Salud, Orison Velásquez.

J U E V E S  3 Luego de una larga reunión con las autoridades de salud en la que se confir-
ma que al día siguiente se hará efectivo el pago del incremento acordado con
el ex ministro Orison Velásquez, los médicos residentes deciden regresar a sus
labores a partir del viernes 4, normalizando las actividades en los 5 hospitales
donde brindan sus servicios.

M I É R C O L E S  9 En horas de la mañana, miles de docentes marchan por el anillo periférico de
Tegucigalpa y toman la carretera. Pasado el mediodía, los contingentes del
Ejército, el Escuadrón Antimotines, miembros de la Policía Preventiva y estu-
diantes de la Academia Nacional de Policía (ANAPO) que se encuentran en el
lugar reprimen a los manifestantes utilizando bombas lacrimógenas, garrotes
y disparos. Producto de los enfrentamientos, alrededor de 80 maestros son
detenidos, en tanto que otros 40, junto con 19 efectivos policiales y militares,
resultan heridos.

Como parte de una serie de acciones iniciadas varios meses atrás para que el
gobierno les devuelva 35 mil hectáreas de tierra que fueran malvendidas 12
años antes mediante la Ley de Modernización del Sector Agrícola, un grupo
de aproximadamente 400 campesinos toma la finca de palma africana La
Concepción, en La Ceiba, departamento de Atlántida, propiedad de la empre-
sa Exportadora del Atlántico de la Corporación Dinam. Exigen que el Congreso
Nacional derogue la mencionada Ley, reactive la Ley de Reforma Agraria, y
cese la persecución, hostigamiento y encarcelamiento de campesinos y diri-
gentes de organizaciones populares de la zona, que suman 140 procesados,
37 encarcelados y 12 órdenes de captura pendientes de ser ejecutadas.
También reclaman que se investiguen los asesinatos de los ex dirigentes
Carlos Alfonso Escaleras, Jairo Amílcar Ayala, René Pinto y Juan Ernesto López
Mejía, entre otros.

S Á B A D O  1 2 El presidente Manuel Zelaya Rosales y los 6 líderes de la Federación de
Organizaciones Magisteriales de Honduras (FOMH) firman en Tegucigalpa
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un acuerdo que pone fin a la huelga de 10 días en el sistema educativo
nacional. Además del incremento salarial de 24,02 lempiras por hora clase
diferido en 3 años, el acuerdo incluye el compromiso de los docentes de
dedicar, en los próximos 3 años, 4 hs semanales a la alfabetización de
parientes de alumnos.

V I E R N E S  1 8 Luego de 2 días de sesiones, finaliza en Tegucigalpa el Foro Nacional por una
Reforma Agraria y el Desarrollo Rural, promovido por Vía Campesina. Los
representantes de las organizaciones allí reunidos escriben una declaración
en la cual demandan políticas que garanticen el acceso, la tenencia y la segu-
ridad de la tierra y demás recursos productivos, dentro de un marco de forta-
lecimiento de la soberanía alimentaria, protección de los patrimonios natura-
les y culturales, y respeto de los derechos humanos. También reclaman una
reforma agraria integral. Por otra parte, exigen la búsqueda de alternativas
comerciales que profundicen el vínculo con el sur, a través, por ejemplo, de
la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA) y el Mercado Común del
Sur (MERCOSUR).

L U N E S  2 1 Aproximadamente 1.200 enfermeras profesionales de todo el país paralizan
sus labores e inician movilizaciones con plantones frente a la Casa de
Gobierno, en Tegucigalpa, para exigir que el gobierno incluya en el presu-
puesto 2007 el aumento salarial de 2.500 lempiras mensuales prometido por
el ex ministro de Salud, Orison Velásquez. 

M A R T E S  2 9 Las enfermeras profesionales que se encuentran en paro desde el pasado
lunes 21 abandonan durante 4 hs las áreas críticas –salas de emergencia, que-
mados, operaciones, hemodiálisis y labor y parto– como respuesta a la oferta
gubernamental presentada la noche anterior, que consideran ofensiva.

J U E V E S  3 1 Tras una maratónica jornada de discusión, el Congreso Nacional autoriza al
Ejecutivo para que continúe con el procedimiento de adquisición de los deri-
vados del petróleo a precios razonables mediante una licitación internacional.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALBA Alternativa Bolivariana para las Américas
ANAPO Academia Nacional de Policía

ATAXISH Asociación de Taxistas de Honduras
CGT Central General de Trabajadores

CNRP Coordinadora Nacional de Resistencia Popular
CNTC Central Nacional de Trabajadores del Campo

CTH Confederación de Trabajadores de Honduras
CUTH Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras

ERP Estrategia de Reducción de la Pobreza
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FMI Fondo Monetario Internacional
FOMH Federación de Organizaciones Magisteriales de Honduras

HONDUTEL Empresa Hondureña de Telecomunicaciones
IHSS Instituto Hondureño de Seguridad Social

MERCOSUR Mercado Común del Sur
PMA Programa Mundial de Alimentos
RAP Régimen de Aportaciones Privadas
RNP Registro Nacional de las Personas
TLC Tratado de Libre Comercio

UPNFM Universidad Pedagógica Nacional Francisco Morazán

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios La Prensa, La Tribuna, Tiempo y El Heraldo.
Otras fuentes: Centro de Medios Independientes Chiapas.
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México

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Distrito Federal (DF), en conmemoración del Día Internacional de los
Trabajadores, el Congreso del Trabajo (CT) realiza un acto, mientras que el
Frente Nacional por la Unidad y la Autonomía Sindical (FNUAS) y el Frente
Sindical Mexicano (FSM) convocan a una manifestación a la que acuden
aproximadamente 200 mil personas que se oponen a la destitución de
Napoleón Gómez Urrutia al frente del Sindicato Nacional de Trabajadores
Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana (SNTMMSRM), a
quien la Secretaría de Trabajo y Previsión Social (STPS) quiere reemplazar
por otro sindicalista de su misma línea, Elías Morales Hernández. Más tarde,
llega al zócalo la marcha de los seguidores de La otra campaña en la que par-
ticipan 25 mil personas. 

M I É R C O L E S  3 En Texcoco, el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT) se enfrenta
con la policía en las cercanías del mercado Belisario Domínguez y en la ruta
que conduce a la ciudad de México. En Belisario Domínguez, la policía doble-
ga a los rebeldes, arresta a Ignacio del Valle, dirigente del FPDT, y golpea con
brutalidad a otras 40 personas. En la ruta, la fuerza pública es repelida, dece-
nas de oficiales son heridos y una treintena de pobladores son detenidos. El
adolescente Javier Cortés Santiago es asesinado. La otra campaña se reúne en
la Plaza de las Tres Culturas de Tlatelolco, donde América del Valle, del FPDT,
responsabiliza del hecho a los gobiernos municipal y estatal, al presidente
Vicente Fox y al Partido Acción Nacional (PAN). Dicho frente hubo detenido
un intento gubernamental de expropiar tierras para la instalación del aero-
puerto de Texcoco entre octubre de 2001 y agosto de 2002. 

J U E V E S  4 La Policía Federal Preventiva (PFP) lidera un operativo que ingresa por la fuer-
za a San Salvador Atenco y Texcoco, y realiza allanamientos de viviendas en
busca de los líderes del FPDT, poniendo al lugar en un estado de sitio que cul-
mina con la aprehensión de 217 opositores. 

S Á B A D O  6 Un centenar de presos políticos del FPDT inicia una huelga de hambre en el
penal de Santiaguito para exigir su liberación. 
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D O M I N G O  7 La trigesimocuarta convención nacional ordinaria del SNTMMSRM ratifica por
unanimidad a Napoleón Gómez Urrutia como secretario general, y repudia la
injerencia del gobierno. 

J U E V E S  1 1 Dieciséis liberados del penal de Santiaguito denuncian haber sufrido torturas
y condiciones deplorables de encierro. Diversas manifestaciones tienen lugar
en la Ciudad de México, San Cristóbal de las Casas, Cuernavaca, Oaxaca,
Chihuahua, Zacatecas, Colima y Chilpancingo como parte de la jornada nacio-
nal de lucha lanzada por los adherentes a La otra campaña. 

V I E R N E S  1 2 Más de 6 mil campesinos, indígenas, académicos, defensores de los derechos
humanos, estudiantes y activistas de varias organizaciones marchan desde la
sede de la Secretaría de Gobernación (SG) a la residencia oficial de Los Pinos
para exigir la salida de la policía de San Salvador Atenco, castigo para los cri-
minales y la liberación de todos los detenidos. Alrededor de 50 detenidos en
Almoloya de Juárez son liberados. 

S Á B A D O  1 3 Un grupo de 47 detenidas en Texcoco emite una declaración pública que da a
conocer las violaciones a las que fueron sometidas. 

L U N E S  2 2 Aproximadamente 70 mil miembros de la sección 22 del Sindicato Nacional
de Trabajadores de la Educación (SNTE) inician un paro indefinido en el esta-
do de Oaxaca e instalan un plantón por tiempo indefinido ante el Palacio de
Gobierno en reclamo de un aumento salarial. 

M A R T E S  2 3 Miles de maestros de la sección 22 del SNTE toman 9 dependencias del
gobierno de Oaxaca. 

M I É R C O L E S  2 4 La Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE) inicia una
huelga por 72 hs en Michoacán, Guerrero y Tlaxcala, que es acompañada por
una marcha en el DF en la que participan 2 mil personas que reclaman la ins-
talación de una mesa de negociación y repudian la aplicación de la Reforma a
la Educación Secundaria (RES). 

V I E R N E S  2 6 El acuerdo de la Secretaría de Educación Pública que establece la RES es publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación. En el DF, la disidencia del magiste-
rio protesta frente a la sede del PAN. 

D O M I N G O  2 8 Entre 50 y 60 mil personas adherentes a La otra campaña y seguidores del
FPDT realizan la Marcha Nacional por la Liberación de los Presos Políticos, que
se dirige desde el Ángel de la Independencia al zócalo capitalino. El subco-
mandante Marcos cierra el evento diciendo que la clase política se asoma
abajo para golpear, violar, matar y después juzgar y condenar, y que esa es la
justicia que se prepara para las elecciones federales del 2 de julio. 

O
SA

L2
57

[A
ÑO

VI
IN

º2
0

M
AY

O
-A

GO
ST

O
20

06
]



J U N I O

J U E V E S  1 Profesores de la CNTE realizan una protesta nacional para repudiar la RES y
exigir un aumento presupuestario al gobierno federal y los estatales. En el
DF, los docentes michoacanos, oaxaqueños y guerrerenses hacen un plantón
ante el Senado. 

V I E R N E S  2 Alrededor de 80 mil personas, entre maestros, estudiantes, familiares e inte-
grantes de organizaciones sociales y sindicatos de Oaxaca, marchan en la capi-
tal del estado para exigir al gobierno que acceda a rezonificar a los docentes y
denunciar la represión a la que los somete. 

L U N E S  5 El secretario general del Comité Ejecutivo Nacional del SNTE critica a los maes-
tros de la sección 22 y desliga a la dirigencia nacional del gremio de las accio-
nes de la seccional de Oaxaca, cuyos integrantes bloquean el Congreso del
Estado, la Procuraduría de Justicia, el Palacio Municipal de la ciudad y la sede
del Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca. 

M A R T E S  6 Los maestros de Oaxaca bloquean instalaciones de Petróleos Mexicanos y de
la caseta de peaje de la ruta que conduce a la ciudad de México, y protestan
frente a la Procuraduría General de Justicia del Estado (PGJE) y el Canal 9 de
televisión. 

M I É R C O L E S  7 Muere el estudiante universitario Alexis Benhumea, quien fuera herido el 4
de mayo. 

La sección 22 del SNTE logra la afluencia de 120 mil maestros, padres de fami-
lia y estudiantes, entre otros, a la marcha que realiza en la ciudad de Oaxaca
desde el monumento a Juárez hasta la Plaza de la Danza, donde el secretario
general, Enrique Rueda Pacheco, acusa al gobernador Ulises Ruiz Ortiz de ser
incapaz, permitir la impunidad y la violencia y destruir el sistema educativo en
el estado. También anuncia que promoverán el juicio político del gobernador. 

S Á B A D O  1 0 En el DF se realizan 3 marchas que se dirigen al zócalo en conmemoración del
halconazo del 10 de junio de 1971. Organizaciones sindicales y ex dirigentes
estudiantiles del Comité 68 participan de una de ellas, mientras que la otra
aglutina a maestros de la disidencia magisterial y pobladores de San Salvador
Atenco. Ambas anuncian la creación de una Coordinación Permanente contra
la Represión. La tercera congrega a adherentes a La otra campaña. 

V I E R N E S  1 6 Los profesores oaxaqueños realizan una megamarcha que convoca a alrededor
de 50 mil personas, tras la cual los docentes despejan el zócalo ocupado el 22 de
mayo y se repliegan en escuelas e iglesias por temor a la intervención policial.
Unos 3 mil miembros de la CNTE marchan desde el Ángel de la Independencia
a Los Pinos en repudio a Ruiz Ortiz y para exigir el cese de la represión. 
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S Á B A D O  1 7 Los maestros de Oaxaca reinstalan el plantón en el centro histórico de la ciudad.

M A R T E S  2 0 La Asamblea Popular del Pueblo de Oaxaca (APPO), compuesta por la sección
22 del SNTE y otras 365 organizaciones, se declara en alerta máxima y bloquea
9 rutas del estado para impedir el arribo de contingentes a la capital estatal, a
un día de la manifestación que organiza el gobernador en su favor. También se
manifiestan ante oficinas públicas y las sedes de los 3 poderes del estado. 

J U E V E S  2 2 El gobernador oaxaqueño y la Confederación Patronal de la República
Mexicana (COPARMEX) convocan a la “marcha de la legalidad” en la capital
del estado, a la que asisten entre 45 y 200 mil personas que expresan su
apoyo a Ruiz Ortiz y exigen a la sección 22 del SNTE que deponga el paro y
despeje el centro histórico. Los maestros en huelga impiden el paso de auto-
buses rentados hacia la ciudad en 17 tramos carreteros, mientras que 25 alcal-
días permanecen ocupadas. 

V I E R N E S  2 3 Los bloqueos de la APPO se extienden a la casi totalidad de los bancos y caje-
ros de la ciudad. 

M I É R C O L E S  2 8 Los docentes de Oaxaca realizan otra megamarcha por la ciudad, a la que asis-
ten alrededor de 300 mil personas. 

J U L I O

D O M I N G O  2 Las elecciones presidenciales, legislativas y estaduales dan un resultado incier-
to en la contienda entre el perredista Andrés Manuel López Obrador, candida-
to de la Coalición por el Bien de Todos, y el panista Calderón. El PAN consigue
las gobernaciones de Jalisco, Guanajuato y Morelos, mientras que el Partido
de la Revolución Democrática (PRD) se impone en el DF.

L U N E S  3 El candidato presidencial perredista desconoce los cómputos brindados por el
Programa de Resultados Electorales Preliminares, que lo sitúan por debajo de
su rival. El organismo estima que la participación electoral ha sido del 58,9%
del padrón total. 

M A R T E S  4 Los maestros de Oaxaca reanudan los bloqueos de ruta y se movilizan en la
capital, en cuyo zócalo prosigue el plantón por tiempo indefinido. 

M I É R C O L E S  5 El subcomandante Marcos denuncia al Instituto Federal Electoral (IFE) por
haber operado un fraude en las elecciones con el patrocinio de la Presidencia
de la Nación. 

J U E V E S  6 El consejero presidente del IFE, Luis Carlos Ugalde, declara triunfante a
Calderón con un 35,89% de los votos frente a un 35,31% de López Obrador,
lo que constituye una decisión oficial. 
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S Á B A D O  8  Medio millón de seguidores de López Obrador se reúnen en la Plaza de la
Constitución, donde el candidato perredista anuncia que impugnará los últi-
mos comicios y acusa a Fox de traición a la democracia por haber favorecido
a Calderón mediante las instituciones y los recursos públicos. 

D O M I N G O  1 6 Más de un millón de personas, según los organizadores, acuden al zócalo
capitalino para dar inicio a la resistencia civil pacífica convocada por López
Obrador, quien denuncia un fraude electoral y exige recuento completo del
sufragio. 

Los trabajadores mineros de Cananea levantan el paro indefinido iniciado el
28 de febrero pasado, luego de aceptar el pago de la mitad de los salarios caí-
dos y el retiro de las denuncias penales interpuestas por el Grupo México con-
tra los sindicalistas. 

M I É R C O L E S  2 6 La asamblea estatal del magisterio oaxaqueño resuelve intensificar sus accio-
nes de protesta a fin de lograr la destitución de Ruiz Ortiz. Posteriormente, los
docentes y el resto de la APPO inician bloqueos ante el Congreso Estatal, el
Tribunal Superior de Justicia, la Casa de Gobierno, la Secretaría de Finanzas, la
Dirección General de Seguridad Pública y la Procuraduría de Justicia. 

Los obreros de la mina La Caridad, en Nacozari de García, concluyen la medi-
da iniciada el 24 de marzo y restituyen las instalaciones ocupadas al Grupo
México luego de que el sindicato acepta el despido de los trabajadores a cam-
bio del retiro de las denuncias por extorsión y despojo. 

J U E V E S  2 7 A las manifestaciones de los asambleístas iniciadas el miércoles se suma el
bloqueo de la ruta Oaxaca-Veracuz y de la que conduce de Ciudad Alemán a
Puerto Ángel. Asimismo, se extienden las protestas ante la Comisión Estatal
del Agua y la Administración Directa de Obras y Servicios de Agua Potable y
Alcantarillado de la ciudad de Oaxaca. 

V I E R N E S  2 8 La APPO bloquea las sedes de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y
ocupa la PGJE, la Secretaría de Finanzas, los juzgados penales y la Comisión
Estatal del Agua, lo que fuerza al gobierno a trasladar sus actividades a hoteles
de la agencia municipal San Felipe del Agua, al norte de la ciudad. 

D O M I N G O  3 0 Entre 2 y 3 millones de seguidores de López Obrador asisten al zócalo del DF,
donde, a pedido del candidato perredista, resuelven instalar un plantón per-
manente hasta tanto el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
(TEPJF) se expida respecto del recuento electoral que reclama la coalición. La
PFP estima la magnitud de la manifestación en 180 mil personas. 
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A G O S T O

M A R T E S  1 Ex dirigentes sindicales de la deshecha sección del SNTMMSRM en la mina La
Caridad expresan que el Grupo México recontrató a menos de la mitad de los
trabajadores que había antes del cierre, a título de operadores generales y por
un plazo de 28 días. 

Miembros de la sección 22 del SNTE y de la APPO se instalan en plantón por
72 hs ante el Senado de la República para demandar la desaparición de los
poderes en Oaxaca. Los manifestantes acusan al gobierno de Ruiz Ortiz de
crear conflictos, quebrantar la Constitución e impulsar asesinatos, represiones,
amenazas, detenciones y persecuciones. 

M I É R C O L E S  2 Los docentes oaxaqueños acuerdan otorgar carácter permanente a las tomas
de la Casa de Gobierno, la Cámara de Diputados y la sede del Poder Judicial
estatal. En el DF, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión delega la
decisión de la desaparición de los poderes en Oaxaca a la próxima Comisión
de Gobernación del Senado, que será integrada por nuevos legisladores cuan-
do asuman en septiembre. 

J U E V E S  3 Los maestros y asambleístas congregados en el DF levantan el plantón ante el
Senado luego de manifestarse frente a la sede del SNTE, cuya dirigencia nacio-
nal repudian. Afirman que aguardarán la asunción de los legisladores electos. 

V I E R N E S  4 Miembros de la APPO ocupan el palacio de gobierno municipal de la ciudad
de Oaxaca. La asamblea convoca a la desobediencia civil y a una huelga esta-
tal, y se declara en estado de alerta. 

S Á B A D O 5 El TEPJF decide por unanimidad desatender el pedido de la coalición Por el
Bien de Todos que reclama el recuento de la totalidad de los votos. El líder
López Obrador rechaza tal decisión en el zócalo capitalino ante miles de
seguidores en campamento, y les pide que mantengan el movimiento de
resistencia civil pacífica. 

L U N E S  7 El movimiento de resistencia civil pacífica se instala ante el TEPJF. 

Unos 200 integrantes de la APPO clausuran de manera simbólica la Secretaría
de Economía estatal. Acto seguido, la policía municipal los reprime con dispa-
ros y bombas lacrimógenas, y los manifestantes responden con piedrazos.
Dos policías y una maestra resultan heridos. La APPO realiza bloqueos de ruta
en la Mixteca, la Cuenca del Papaloapan, el Istmo y la Costa. 

M A R T E S  8 Miembros de la coalición Por el Bien de Todos toman los 5 accesos principa-
les a la ciudad de México. Otras manifestaciones tienen lugar en Querétaro,
Anenecuilco, Hidalgo, Hermosillo, Tlaxcala, Campeche y Tamaulipas.
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Un profesor de la Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca es asesina-
do por 2 personas no identificadas. La APPO, a diferencia de sus familiares,
expresa que la víctima integraba el movimiento magisterial. Las organizacio-
nes que componen dicha asamblea dan a conocer la Declaración de Oaxaca,
la cual expone que ante el incremento de los asesinatos políticos, la corrup-
ción y las violaciones a los derechos humanos y la libertad de expresión, y
ante la comercialización de su cultura, el pueblo de Oaxaca se ha unido para
demandar el juicio político y la revocación del mandato del gobernador.

M I É R C O L E S  9 La APPO pide al gobierno federal que detenga la ola de terror contra los diri-
gentes sociales, para lo cual reclama la desaparición de los poderes de Oaxaca
y que sea impedido el traslado de los líderes detenidos a los penales de máxi-
ma seguridad. A su vez, 3 indígenas que pertenecían al Movimiento Unificador
de Lucha Triqui-Independiente (MULTI) y a la APPO son asesinados.

J U E V E S  1 0 El movimiento magisterial y popular organiza una marcha de 20 mil personas
desde el Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca hasta la sede de la
Corporación Oaxaqueña de Radio y Televisión (CORTV) a fin de exigir la libe-
ración de 3 asambleístas detenidos en Almoloya de Juárez y la aparición con
vida de otros 3 secuestrados la noche anterior. Al final del camino, un grupo
de sicarios ataca a balazos a los manifestantes. Una persona muere y otras 2
resultan heridas. La movilización es custodiada por el Honorable Cuerpo de
Topiles de la APPO y la Policía Magisterial de Oaxaca.

Miembros de la coalición perredista bloquean la sede de la Subsecretaría de
Egresos de la Secretaría de Hacienda, en el DF, mientras que otros se mani-
fiestan ante dependencias públicas en Guanajuato, Jalisco, Guerrero, Hidalgo
y Coahuila. 

S Á B A D O 1 2 Dos de los 3 desaparecidos en Oaxaca son liberados y relatan las torturas a
que fueron sometidos por sus captores.

M I É R C O L E S  1 6 Luego de que el movimiento destituyente marcha en las ciudades principales
del estado de Oaxaca y bloquea sucursales bancarias y de la tienda Elektra, la
sección 35 del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud
(SNTSSA) inicia un paro indefinido en el estado.

V I E R N E S  1 8 Ochenta mil trabajadores oaxaqueños del magisterio, la salud, el seguro social
y el ayuntamiento realizan un día de paro cívico junto a las restantes organiza-
ciones de la APPO, que es acompañado por una marcha y bloqueos ante
sedes bancarias y en rutas.

En el estado de Puebla, trabajadores de la armadora automotriz Volkswagen
inician una huelga conducidos por el Sindicato Independiente de Trabajadores
de la Industria Automotriz Volkswagen (SITIAVW) en reclamo de un aumento
salarial mayor al 4,5% ofrecido por la empresa.
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L U N E S  2 1 Un comando gubernamental ataca a balazos los transmisores de la CORTV
ocupados por el movimiento oaxaqueño, lo que motiva a los rebeldes a ocu-
par otras 12 radiodifusoras del estado. Unas 12 mil personas marchan en la
capital estatal. 

M A R T E S  2 2 Efectivos de las policías preventiva y ministerial del estado y de la municipal de
Oaxaca, apoyados por patoteros de la Confederación Revolucionaria de
Obreros y Campesinos (CROC), realizan un operativo en la ciudad durante el
que disparan a maestros y asambleístas en la ocupada radio La Ley, asesinan-
do a Lorenzo San Pablo Cervantes. Tras la agresión se multiplican las barrica-
das de fuego y los ataques a piedrazos del movimiento destituyente.

M I É R C O L E S  2 3 Los obreros de la armadora de Volkswagen de Puebla concluyen la huelga
luego de acordar un aumento salarial de 5,5%. 

El IFE aprueba la asignación de legisladores plurinominales. Las cámaras que-
dan conformadas de la siguiente manera: el PAN obtiene 206 diputados y 52
senadores; el PRD, 126 y 29; el Partido Revolucionario Institucional (PRI), 104
y 33; el Partido Verde Ecologista de México (PVEM), 19 y 6; Convergencia, 16
y 5; y el Partido Nueva Alianza (PANAL), 9 y 1 escaños respectivamente. Por su
parte, se asignan 4 diputaciones al Partido Alternativa Socialdemócrata y
Campesina (PASC) y 2 senadores al Partido del Trabajo (PT). 

M A R T E S  2 9 El secretario de Gobernación se reúne en secreto primero con Ruiz Ortiz, en el
Palacio de Bucareli, y luego con representantes de la APPO. Posteriormente la
presidencia de la República admite que está en debate la renuncia o remoción
del mencionado gobernador. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

APPO Asamblea Popular del Pueblo de Oaxaca
CNTE Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación

COPARMEX Confederación Patronal de la República Mexicana
CORTV Corporación Oaxaqueña de Radio y Televisión
CROC Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos

CT Congreso del Trabajo
DF Distrito Federal

FNUAS Frente Nacional por la Unidad y la Autonomía Sindical
FPDT Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra
FSM Frente Sindical Mexicano

IFE Instituto Federal Electoral
MULTI Movimiento Unificador de Lucha Triqui-Independiente

PAN Partido Acción Nacional
PANAL Partido Nueva Alianza
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PASC Partido Alternativa Socialdemócrata y Campesina
PGJE Procuraduría General de Justicia del Estado
PFP Policía Federal Preventiva
PRD Partido de la Revolución Democrática
PRI Partido Revolucionario Institucional
PT Partido del Trabajo

PVEM Partido Verde Ecologista de México
RES Reforma a la Educación Secundaria
SG Secretaría de Gobernación

SITIAVW Sindicato Independiente de Trabajadores de la Industria Automotriz
Volkswagen

SNTE Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación
SNTMMSRM Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la

República Mexicana
SNTSSA Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud

STPS Secretaría de Trabajo y Previsión Social
TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios La Jornada y El Universal.
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Nicaragua

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1  En el Día Internacional de los Trabajadores alrededor de 3 mil personas con-
vocadas por el Frente Nacional de los Trabajadores (FNT) marchan por las
principales calles de Managua en contra de las políticas neoliberales y en soli-
daridad con los inmigrantes en EE.UU. y Costa Rica. 

M A R T E S  2 Los transportistas de Managua nucleados en la Unión Regional de Cooperativas
de Transporte Colectivo (URECOOTRACO) ponen en circulación sólo el 70% de
los buses disponibles y aplican sin autorización un incremento tarifario de 50
centavos por boleto para exigir a la Asamblea Nacional (AN) la aprobación del
subsidio de 37 millones de córdobas prometido por el gobierno. 

Alrededor de 200 maestros de Juigalpa, Chontales, realizan una manifesta-
ción en la entrada principal de la ciudad para exigir al Ejecutivo la promulga-
ción de la Ley General de Educación que contempla incrementos presu-
puestarios y salariales.

M I É R C O L E S  3 Los médicos de la Federación de Médicos Pro Salario (FMPS) realizan un plan-
tón frente a la colonia Unidad de Propósitos, en Managua, en el marco de la
huelga nacional que sostienen desde hace más de 5 meses en reclamo de un
incremento salarial del 13,35%, adicional al 30% ya aprobado para el sector
salud. Aproximadamente 300 desmovilizados de la Resistencia Nicaragüense
se concentran en la Cruz Roja, sede Belmonte, en solidaridad con los 4 médi-
cos que realizan una huelga de hambre desde hace una semana.

V I E R N E S  5 En el marco de la huelga nacional, alrededor de 200 médicos de la FMPS toman
parte de las instalaciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP).
La policía realiza un violento desalojo y reprime a un grupo de médicos que
protesta en las afueras del edificio, dejando un saldo de 22 heridos. Por la
noche, los 88 manifestantes detenidos durante las protestas son liberados.

L U N E S  8 Un grupo de médicos de la FMPS realiza una manifestación frente a las insta-
laciones del Ministerio de Trabajo (MITRAB) para exigir el reinicio de las nego-
ciaciones. Representantes del gobierno se reúnen con los manifestantes y
sientan las bases de un posible acuerdo. Por su parte, médicos de León y
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Granada suspenden algunos servicios en solidaridad con los médicos reprimi-
dos por la policía el viernes anterior.

M A R T E S  9 Un grupo de madereros de Nueva Segovia realiza una caravana por las calles
de Ocotal, capital departamental, para exigir al gobierno la anulación del
Decreto de Emergencia Económica que prohíbe la tala, transporte y comercia-
lización de madera por 180 días en la Región Autónoma del Atlántico Norte
(RAAN) y Región Autónoma del Atlántico Sur (RAAS), y en los departamentos
de Río San Juan y Nueva Segovia.

M I É R C O L E S  1 0 En el marco de la huelga nacional, miembros de la FMPS, junto a estudiantes
de la Universidad Nacional de Ingeniería (UNI), bloquean la avenida universi-
taria de Managua. En León, estudiantes de medicina, docentes y médicos
toman las instalaciones del Sistema Local de Atención Integral de Salud.

J U E V E S  1 1 Los estudiantes de medicina de la Universidad Nacional Autónoma de
Nicaragua (UNAN), sede Managua, se concentran en las inmediaciones de la
universidad en protesta por el incremento en la tarifa del transporte urbano y
en apoyo a la huelga médica, entre otras cuestiones. Se producen enfrenta-
mientos entre la policía y los manifestantes.

Se anuncia el lanzamiento oficial de las negociaciones entre Centroamérica y
la Unión Europea (UE) para firmar un acuerdo de asociación que incluya un
Tratado de Libre Comercio (TLC).

V I E R N E S  1 2 Los médicos de la FMPS ponen fin a la huelga de casi 6 meses luego de llegar
a un acuerdo con el gobierno que establece la nivelación de los salarios con el
promedio centroamericano en un plazo de 5 años. Además, se acuerda el
reintegro de los médicos despedidos, el pago de los salarios retenidos y la
aplicación del incremento salarial del 30% otorgado al resto de los trabajado-
res de la salud. 

D O M I N G O  1 4 Unos 4 mil ex trabajadores de las bananeras, afectados por los insecticidas
Nemagón y Fumazone, realizan una concentración en el Estadio Municipal de
Chinandega en rechazo a la derogación de la ley especial aplicada para tramitar
los juicios contra las transnacionales responsables de utilizar dichos insecticidas.

M I É R C O L E S  1 7 Unos 100 trabajadores de la salud afiliados a la Federación de Trabajadores de
la Salud (FETSALUD) realizan un plantón en las afueras del hospital La
Mascota para reclamar al Ministerio de Salud (MINSA) el cumplimiento de los
acuerdos firmados el mes anterior, que incluyen mejoras salariales y pagos de
viáticos, entre otros puntos. La policía desaloja a los manifestantes.

Estudiantes universitarios protestan en las inmediaciones del Recinto
Universitario Carlos Fonseca Amador (RUCFA), la UNI, el Recinto Universitario
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Rubén Darío de la UNAN-Managua y la Universidad Centroamericana (UCA)
en rechazo al incremento de la tarifa de transporte urbano. La policía reprime
a los manifestantes. Los enfrentamientos dejan un saldo de 10 estudiantes
heridos y 5 detenidos.

J U E V E S  1 8 Un grupo de madereros de Las Minas, RAAN, cortan la salida de dicha locali-
dad y queman llantas frente al local del Instituto Nacional Forestal (INAFOR)
en repudio al decreto de emergencia económica que prohíbe la actividad
maderera por 180 días.

V I E R N E S  1 9 Comerciantes, productores, transportistas, estudiantes y pobladores de
Matagalpa, convocados por la alcaldía sandinista, bloquean parcialmente la
carretera Panamericana para exigir a la AN la aprobación de un préstamo del
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) destinado a la reconstrucción de la
ruta Sebaco-Matagalpa.

Estudiantes y familiares de los 5 jóvenes detenidos el miércoles anterior
durante las protestas estudiantiles realizan una manifestación frente a los juz-
gados de Managua para exigir la libertad de los jóvenes.

L U N E S  2 2 Estudiantes secundarios del Instituto Miguel de Cervantes bloquean el tráfico
frente a El Zumen en protesta por el incremento en la tarifa de transporte. La
policía reprime a los manifestantes. Los enfrentamientos dejan un saldo de 15
jóvenes detenidos.

M I É R C O L E S  2 4 En el marco de las protestas estudiantiles, un grupo de jóvenes queman un bus
en la zona de la Universidad Nacional Agraria (UNA) y otro en las inmediacio-
nes de la UNAN-Managua. También, se registran protestas en el RUCFA y en el
sector de El Zumen. La represión policial y los enfrentamientos que se produ-
cen a continuación dejan un saldo de 7 heridos y al menos 25 detenidos. 

J U E V E S  2 5 Los estudiantes continúan las protestas en diversos puntos de Managua en
contra del incremento de la tarifa del transporte colectivo. Nuevamente son
reprimidos por la policía, produciéndose enfrentamientos. La AN aprueba el
subsidio de 37 millones de córdobas para los transportistas, que de todos
modos deciden mantener el incremento tarifario porque afirman que ese
dinero sólo salda las deudas de febrero y marzo.

V I E R N E S  2 6 El presidente del Consejo Nacional Universitario (CNU) anuncia que la Unión
Nacional de Estudiantes de Nicaragua (UNEN) y la Federación de Estudiantes
de Secundaria (FES) darán una tregua a los transportistas hasta el próximo
miércoles. Proponen a los buseros bajar el valor del pasaje y conformar un
frente común de lucha social respaldado por la alcaldía de Managua que
exija a los poderes Ejecutivo y Legislativo un subsidio al transporte para lo
que resta del año. 
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L U N E S  2 9 Trabajadores del Instituto Tecnológico Nacional de Granada, apoyados por
alumnos y maestros, toman las instalaciones de este centro para exigir el pago
de los salarios atrasados y la reincorporación de 7 trabajadores despedidos.

M I É R C O L E S  3 1 Los estudiantes universitarios retoman las protestas contra el alza en la tarifa
de transporte luego de que los transportistas rechazan la propuesta estudian-
til. En la UNI, los manifestantes toman como rehén a un policía vestido de civil
que circulaba por el centro de estudios, al que luego entregan a cambio de la
liberación de 9 estudiantes detenidos durante la jornada de protestas. 

J U N I O

L U N E S  5 Madereros afectados por el decreto de emergencia económica que prohíbe
dicha actividad por 180 días realizan un plantón frente a la sede nacional del
INAFOR para exigir una autorización que les permita reiniciar sus actividades.

M A R T E S  6 Miles de estudiantes universitarios convocados por la UNEN, miembros de la
Coordinadora Social y trabajadores afiliados al FNT marchan hasta la AN, en
Managua, en reclamo de un subsidio a los transportistas que permita mante-
ner el valor de la tarifa en 2,5 córdobas.

M I É R C O L E S  7 En el marco de las protestas estudiantiles, la policía reprime a los estudiantes en
el RUCFA. Se producen enfrentamientos con un saldo de 5 detenidos y 4 jóvenes
heridos. Las fuerzas antimotines disparan bombas lacrimógenas y balas de goma
hacia el interior de la UCA y la UNI, donde se refugian los estudiantes. El ministro
de Gobernación declara zonas de riesgo a las universidades y sus alrededores. 

V I E R N E S  9 Cientos de vecinos y comerciantes de distintos barrios capitalinos, convocados
por la Red Nacional de Defensa de los Consumidores (RNDC), bloquean la
ruta a Masaya y marchan hasta las instalaciones de la distribuidora de energía
Unión Fenosa en protesta por los apagones energéticos que aplica la transna-
cional española desde hace más de una semana por períodos de entre 4 y 8
horas. Exigen que la empresa se retire del país.

S Á B A D O 1 0 Alrededor de 650 trabajadores de la Compañía Licorera de Nicaragua realizan
un paro y una manifestación para exigir la reincorporación de 10 celadores
despedidos sin causa. 

L U N E S  1 2 Los trabajadores de la Compañía Licorera de Nicaragua levantan la huelga luego
de acordar con la patronal la reincorporación de los celadores despedidos. 

M A R T E S  1 3 Más de mil trabajadores de la Dirección General de Ingresos (DGI), convoca-
dos por los 4 sindicatos de la institución, inician una huelga nacional en recla-
mo de un incremento salarial de 2.500 córdobas por trabajador.
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M I É R C O L E S  1 4 Alrededor de 150 trabajadores convocados por la FETSALUD bloquean la
entrada de las instalaciones del MINSA en demanda del pago de incentivos y
viáticos de horas extras.

L U N E S  1 9 Los trabajadores de la DGI toman la sede central de ese organismo pese a
que el MITRAB instala un tribunal de huelga.

V I E R N E S  2 3 El MITRAB declara ilegal la huelga de los trabajadores de la DGI, otorgándoles
un plazo de 48 hs para reintegrarse a sus tareas. 

L U N E S  2 6 Los trabajadores de la DGI levantan la huelga luego de que el MITRAB convo-
ca a las partes a negociación. 

M A R T E S  2 7 Estudiantes universitarios convocados por el CNU realizan una caravana de
vehículos desde la avenida Universitaria hasta las inmediaciones de la AN en
protesta por el incremento de la tarifa del transporte urbano. Además exigen
la revisión del contrato de Unión Fenosa. 

J U L I O

M A R T E S  1 1 Un grupo de panaderos convocado por la Comisión Nacional de Panificadores
(CONAPAN) realiza una marcha en Managua para exigir el cese de los racio-
namientos energéticos y la cancelación de la concesión a Unión Fenosa.

M A R T E S  1 8 Cientos de pobladores de Granada convocados por el Comité Ciudadano para
la Defensa de los Consumidores marchan por las principales calles de la ciu-
dad en protesta por la falta de energía eléctrica y agua potable, y exigen la
expulsión de Unión Fenosa del país.

M I É R C O L E S  1 9 El Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) y el Movimiento
Renovador Sandinista (MRS) realizan en Managua y Masaya, respectivamente,
actos multitudinarios en conmemoración del 27 aniversario del triunfo de la
Revolución Sandinista.

V I E R N E S  2 1 Cientos de maestros de León, Estelí, Matagalpa, Jinotega y Rivas, convocados
por la Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua (ANDEN), realizan un
paro y plantones en las principales vías de dichas ciudades para exigir a la AN
que rechace el veto impuesto por el Poder Ejecutivo a la Ley General de
Educación, la cual establece incrementos salariales considerados inviables por
el gobierno y el Fondo Monetario Internacional (FMI). 
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A G O S T O

M I É R C O L E S  2 La AN rechaza el veto presidencial a la Ley General de Educación, tal como lo
exigieran los docentes en diversas protestas.

J U E V E S  1 0 Indígenas de diferentes puntos del país realizan un acto y marchan por las
principales calles de Matagalpa en el Día Internacional de los Pueblos
Indígenas. 

L U N E S  1 4 Pobladores de Tipitapa y Ciudad Sandino marchan en sus respectivas ciuda-
des en repudio a los cortes en los servicios energéticos y de agua potable, que
se han agudizado en la última semana. Exigen el retiro de Unión Fenosa del
país. Miembros de la RNDC acusan a la empresa española de colapsar el sis-
tema intencionalmente para obtener un subsidio del gobierno.

M A R T E S  1 5 Cientos de pobladores convocados por organizaciones de defensa al consumi-
dor realizan manifestaciones, piquetes y barricadas en diferentes puntos de
Managua y Ciudad Sandino en protesta por los racionamientos de luz y agua
potable. Reclaman que la distribuidora eléctrica Unión Fenosa se retire del país.

Más de 300 trabajadores de la empresa arrocera Altamira realizan un paro en
demanda del cumplimiento del salario mínimo y de mejores condiciones de
seguridad laboral. 

M I É R C O L E S  1 6 Cientos de personas, convocadas por la RNDC y el Movimiento Comunal,
entre otros, realizan una manifestación frente al Instituto Nicaragüense de
Energía (INE), en Managua, para exigir la cancelación del contrato de Unión
Fenosa. Los manifestantes toman el edificio del ente regulador pero son desa-
lojados por la policía. También se registran protestas en Granada, Ocotal, León
y Masaya.

J U E V E S  1 7 Continúan las protestas en diversos barrios de Managua por falta de energía y
agua potable. Durante el día los apagones se reducen luego de que las 2 plan-
tas de la empresa Hidrogesa normalizan su funcionamiento por orden del
presidente Bolaños.

V I E R N E S  1 8 Continúan las manifestaciones en Managua, Ciudad Sandino, León, Chinandega
y Carazo para exigir la expulsión de Unión Fenosa del país y una solución al
desabastecimiento de energía eléctrica y agua potable. La RNDC organiza briga-
das que recorren los diferentes barrios capitalinos reestableciendo el servicio
que la empresa suspendiera a varios pobladores por falta de pago.

L U N E S  2 1 Alrededor de 50 trabajadores del Instituto de Estudios Superiores de la UNI ini-
cian un paro y toman las instalaciones de esa institución en reclamo de la rein-
corporación de 2 trabajadores despedidos por intentar conformar un sindicato.
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Aproximadamente 2 mil pobladores de Jalapa marchan hasta las oficinas de
Unión Fenosa para exigir que la transnacional española se retire del país.
Además deciden no pagar las facturas de dichos servicios y conformar briga-
das barriales para impedir que las empresas corten el servicio a los morosos.

M A R T E S  2 2 Cientos de personas convocadas por diferentes organizaciones de consumido-
res marchan hasta las inmediaciones de la AN para exigir la normalización de
los servicios de agua y energía, y la anulación del contrato de Unión Fenosa.
Por su parte, los diputados posponen la votación del proyecto enviado por el
Ejecutivo que otorga 9 millones de dólares a la transnacional española.

L U N E S  2 8 Unos 500 trabajadores de la alcaldía de Granada realizan un paro para exigir
el cumplimiento de los beneficios sociales contemplados en el convenio
colectivo.

M A R T E S  2 9 Pobladores de León marchan por las calles de esa ciudad para exigir el retiro
de Unión Fenosa del país. Durante la marcha, algunos manifestantes pintan
los medidores para evitar la lectura del consumo de energía.

M I É R C O L E S  3 0 Cientos de pobladores realizan marchas en Río San Juan y Juigalpa en protes-
ta por los cortes de energía y agua potable, y en reclamo de la expulsión de
Unión Fenosa del país. 

G L O S A R I O D E S I G L A S

AN Asamblea Nacional
ANDEN Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua

BID Banco Interamericano de Desarrollo 
CNU Consejo Nacional Universitario 

CONAPAN Comisión Nacional de Panificadores 
DGI Dirección General de Ingresos
FES Federación de Estudiantes de Secundaria 

FETSALUD Federación de Trabajadores de la Salud
FMI Fondo Monetario Internacional

FMPS Federación de Médicos Pro Salario 
FNT Frente Nacional de los Trabajadores

FSLN Frente Sandinista de Liberación Nacional
INAFOR Instituto Nacional Forestal 

INE Instituto Nicaragüense de Energía
MHCP Ministerio de Hacienda y Crédito Público

MINSA Ministerio de Salud 
MITRAB Ministerio de Trabajo

MRS Movimiento Renovador Sandinista 
RAAN Región Autónoma del Atlántico Norte 
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RAAS Región Autónoma del Atlántico Sur 
RNDC Red Nacional de Defensa de los Consumidores
RUCFA Recinto Universitario Carlos Fonseca Amador 

TLC Tratado de Libre Comercio
UCA Universidad Centroamericana 

UE Unión Europea
UNA Universidad Nacional Agraria

UNAN Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua 
UNEN Unión Nacional de Estudiantes de Nicaragua

UNI Universidad Nacional de Ingeniería
URECOOTRACO Unión Regional de Cooperativas de Transporte Colectivo 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: diarios La Prensa y El Nuevo Diario.
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Panamá

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En conmemoración del Día Internacional de los Trabajadores, miles de perso-
nas se concentran en las inmediaciones de la Plaza Porras, ciudad de Panamá,
para marchar hacia la Plaza 5 de Mayo y repudiar las negociaciones llevadas
adelante por el gobierno del presidente Martín Torrijos Espino para firmar un
Tratado de Libre Comercio (TLC) con EE.UU. Entre las organizaciones convo-
cantes, quienes marchan divididas en 3 columnas diferentes, se encuentran la
flamante Central Unida de Trabajadores (CUT), el Consejo Nacional de
Trabajadores Organizados (CONATO), la Confederación Nacional de Unidad
Sindical Independiente (CONUSI), el Sindicato Único de Trabajadores de la
Construcción y Similares (SUNTRACS), el Partido del Pueblo y la Fuerza
Política Alternativa.

J U E V E S  2 5 Representantes de la Coordinadora de Unidad Magisterial (CUM) y del Frente
de Acción Magisterial (FAM) se reúnen con autoridades del Ministerio de
Educación (MEDUCA) para negociar la propuesta de las organizaciones de
docentes, que reclaman un aumento de 190 dólares sobre el salario básico.

J U N I O

D O M I N G O  4 Alrededor de 2 mil trabajadores pertenecientes al Sindicato de Trabajadores
de La Chiriquí Land Company (SITRACHILCO) y de la Cooperativa de
Servicios Múltiples de Puerto Armuelles (COOSEMUPAR) realizan una asam-
blea en la ciudad de Chiriquí en la que deciden finalizar los contratos con la
transnacional Chiquita Brands si la empresa no mejora la oferta realizada por
la compañía italiana Ale Fruit para la comercialización de bananas. Según la
propuesta aprobada, la empresa Chiquita Brands tiene plazo hasta el próximo
4 de julio para realizar una nueva oferta.

M A R T E S  2 7 Representantes gubernamentales de Panamá y Chile firman en la ciudad de
Santiago de Chile el TLC que ambas naciones negocian desde hace 10 años y
por el que la mayor parte de los productos tendrá un acceso libre de arance-
les en sus respectivos mercados.
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J U L I O

J U E V E S  6 Trabajadores de COOSEMUPAR nucleados en el SITRACHILCO bloquean con
tractores el ingreso al distrito de Puerto Armuelles para protestar por la posible
clausura de la cooperativa debido a una deuda de 34 millones de balboas.

V I E R N E S  7 Efectivos de las fuerzas antidisturbios desalojan por la fuerza a los miembros
del SITRACHILCO que bloquean la vía que conduce de Puerto Armuelles
hacia Paseo Canoa, provincia de Chiriquí, en repudio a la posibilidad de que la
justicia proceda a la liquidación de la COOSEMUPAR. Luego de los incidentes
se suspende la mesa de negociación instalada el miércoles anterior entre los
trabajadores y el Ministerio de Trabajo. 

S Á B A D O  8 Dirigentes del SITRACHILCO levantan el paro de labores iniciado el pasado 5
de julio luego de firmar un acuerdo con el Ministerio de Trabajo por el cual se
establece la elección de una nueva directiva de la COOSEMUPAR en un plazo
no mayor a 60 días. 

M A R T E S  1 1 Alrededor de 3.500 docentes de todo el país marchan hacia la Presidencia de
la República en el centro de la ciudad de Panamá para exigir al presidente
Martín Torrijos un aumento salarial de 190 dólares mensuales, y otorgan al
gobierno un plazo hasta el próximo 2 de agosto para que responda positiva-
mente a sus demandas. Caso contrario, anuncian que iniciarán un masivo
paro de actividades en todo el país. 

M A R T E S  1 8 El presidente Martín Torrijos sanciona la ley por la cual se convoca al referén-
dum relativo al proyecto de ampliación del Canal de Panamá. La consulta se
realizará en todo el país el próximo 22 de octubre con un padrón de 2,1 millo-
nes de personas. Dirigentes del Frente Nacional por la Defensa de los
Derechos Económicos y Sociales (FRENADESO) anuncian el inicio de una
campaña de rechazo a la iniciativa presidencial.

M I É R C O L E S  1 9 Integrantes de la Asociación de Funcionarios de la Caja del Seguro Social
(ANFACSS) bloquean la vía Transístmica en la ciudad de Panamá para exigir a
las autoridades del organismo un aumento salarial.

A G O S T O

M A R T E S  1 Representantes de 12 gremios docentes agrupados en la CUM firman un
acuerdo con el gobierno por el que se establece un aumento salarial de 90
balboas, que se hará efectivo de forma escalonada entre el 1º de enero de
2007 y el último trimestre de 2009. 

M I É R C O L E S  9 Dirigentes de los 3 gremios de la Caja del Seguro Social (CSS), la ANFACSS, la
Asociación de Funcionarios Independientes y la Asociación de Empleados de la
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Caja del Seguro Social (AECSS) inician un paro de labores en la provincia de
Chiriquí para exigir un aumento salarial. Funcionarios de la misma institución de
la ciudad de Panamá bloquean la vía Transístmica con idénticas reivindicaciones. 

J U E V E S  1 7 Miles de docentes afiliados al FAM, acompañados por integrantes del
FRENADESO y trabajadores de la CSS, marchan por el centro de la ciudad de
Panamá para exigir un aumento salarial de 190 balboas mensuales y rechazar
el acuerdo firmado entre el gobierno y la CUM. Los trabajadores de la salud
bloquean la avenida Transístmica para reclamar aumento salarial y mejoras en
la atención y las condiciones de trabajo de los integrantes de la ANFACSS. 

L U N E S  2 1 Docentes afiliados al FAM inician un paro de labores por tiempo indefinido y
bloquean calles y avenidas en la ciudad de Panamá y varias localidades del
interior del país para exigir un aumento salarial de 190 balboas. El presidente
Martín Torrijos expresa en un comunicado que tanto las protestas docentes
como las realizadas por los empleados de la CSS tienen por objetivo generar
un clima de ingobernabilidad en el país para impedir la realización del refe-
réndum del 22 de octubre para definir la ampliación del Canal de Panamá. 

M A R T E S  2 9 Dirigentes de las 3 organizaciones de trabajadores y funcionarios de la CSS
–ANFACSS, AECSS y la Asociación de Funcionarios Independientes– expresan
la finalización de las medidas de fuerza luego de firmar un acuerdo con el
director general de la CSS por el que este se compromete a efectivizar un
aumento salarial del 100% en un período de 4 años, profundizar la seguridad
ocupacional de los empleados y realizar modificaciones al reglamento interno
de la institución.

J U E V E S  3 1 Docentes afiliados al FAM se movilizan por las calles céntricas de la provincia de
Veraguas para exigir un aumento salarial de 120 balboas mensuales. Al prome-
diar la actividad, agentes de la Policía Nacional intervienen la manifestación y
reprimen con gases lacrimógenos. Los trabajadores resisten con piedras algu-
nos minutos, luego de lo cual deciden suspender la medida de fuerza.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AECSS Asociación de Empleados de la Caja del Seguro Social
ANFACSS Asociación de Funcionarios de la Caja del Seguro Social
CONATO Consejo Nacional de Trabajadores Organizados
CONUSI Confederación Nacional de Unidad Sindical Independiente

COOSEMUPAR Cooperativa de Servicios Múltiples de Puerto Armuelles
CSS Caja del Seguro Social 

CUM Coordinadora de Unidad Magisterial
CUT Central Unida de Trabajadores
FAM Frente de Acción Magisterial



FRENADESO Frente Nacional por la Defensa de los Derechos Económicos y Sociales
MEDUCA Ministerio de Educación

SITRACHILCO Sindicato de Trabajadores de La Chiriquí Land Company
SUNTRACS Sindicato Único de Trabajadores de la Construcción y Similares

TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Crítica y La Prensa. 
Otras fuentes: Cáritas Panamá.
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Puerto Rico

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 En el Día Internacional de los Trabajadores, miles de personas protestan en
Hato Rey y frente al Capitolio en contra del decreto del gobernador Acevedo
Vilá que cierra temporalmente el 50% de las dependencias estatales y otorga
licencias forzosas sin goce de sueldo a 95 mil empleados públicos, alegando
insuficiencia presupuestaria. El Ejecutivo responsabiliza por la crisis al Partido
Nuevo Progresista (PNP) –partido opositor que controla el Parlamento– por
negarse a aprobar un préstamo de 700 millones de dólares, para cuyo pago se
propone un impuesto a las ventas del 7%. El PNP condiciona el préstamo a
un impuesto del 4% acompañado de un recorte fiscal. Algunos sindicatos,
como la Federación de Maestros de Puerto Rico (FMPR) y la Unión de
Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego (UTIER), se oponen a dicho
impuesto por el deterioro salarial que implicaría, y apoyan un gravamen a las
grandes corporaciones. En la zona bancaria de Hato Rey, en San Juan, miles
de trabajadores, estudiantes, organizaciones independentistas y representan-
tes de movimientos sociales convocados por la Coordinadora Sindical mar-
chan con la consigan “Ni el 4 ni el 7. Que a la crisis la paguen los ricos”. Se pro-
ducen enfrentamientos con un saldo de 2 manifestantes y 9 policías heridos.
En el Capitolio, cientos de trabajadores convocados por el Comité de
Empleados Públicos realizan un piquete e instalan carpas frente al edificio.

M I É R C O L E S  3 Cientos de maestros y estudiantes universitarios convocados por la FMPR
marchan por los pasillos de centros comerciales de San Juan, Ponce y
Mayagüez para exigir la reincorporación de los empleados públicos a sus
puestos de trabajo y el establecimiento de impuestos especiales a las grandes
corporaciones.

En los municipios de Villalba, Aguadilla, Cayey y Comerío, cientos de emplea-
dos públicos cesanteados y personal municipal, convocados por los alcaldes,
marchan hasta las oficinas de los legisladores regionales del PNP para exigirles
que aprueben las medidas impulsadas por el Poder Ejecutivo. 

J U E V E S  4 Cientos de empleados convocados por los Servidores Públicos Unidos (SPU)
marchan hasta La Fortaleza, en San Juan, para exigir al Poder Legislativo que
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apruebe las medidas impulsadas por el gobernador Acevedo Vilá. Por otra
parte, la Central Puertorriqueña de Trabajadores (CPT), la Asociación de
Maestros de Puerto Rico (AMPR) y los alcaldes del Partido Popular
Democrático (PPD), entre otros, mantienen carpas frente al Capitolio en recla-
mo de la reincorporación de los trabajadores despedidos.

V I E R N E S  5 En el Día del Maestro, cientos de maestros, empleados públicos y estudiantes
protestan en el Capitolio para exigir la reincorporación de los trabajadores
cesanteados. La AMPR y el Frente Unido en Rescate de los Trabajadores de la
Educación (FUERTE) protestan en el ala norte del Capitolio, mientras que la
FMPR, apoyada por la UTIER, el Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores
(SPT) y la Federación de Trabajadores de Puerto Rico (FTPR), entre otros, pro-
testa en el ala sur. 

L U N E S  8 El gobernador Acevedo Vilá y los presidentes de los cuerpos legislativos acuer-
dan la creación de un comité mixto que deberá presentar en 48 hs una solu-
ción al cierre de las dependencias estatales.

M A R T E S  9 Cientos de personas convocadas por la FMPR y la UTIER protestan en un cen-
tro comercial de Ponce, otro de Mayagüez y en el muelle Panamericano de
San Juan en reclamo de la reincorporación de los trabajadores cesanteados y
la aplicación de impuestos especiales a las grandes corporaciones. 

M I É R C O L E S  1 0 En el décimo día de cierre parcial del gobierno, la comisión gubernamental
que analiza salidas a la crisis recomienda la aprobación de un préstamo y de
un impuesto a las ventas cuyo porcentaje se definirá más adelante. Además,
propone la reincorporación de los 95 mil trabajadores cesanteados a partir del
lunes siguiente y el pago correspondiente a la quincena. El gobernador y los
presidentes de ambos cuerpos legislativos aceptan el informe.

J U E V E S  1 1 Aproximadamente 30 mil trabajadores del sector público y privado convoca-
dos por 56 organizaciones sindicales y profesionales toman simbólicamente el
Capitolio para exigir que se haga efectivo el acuerdo anunciado la noche ante-
rior por el gobernador y los presidentes parlamentarios.

L U N E S  1 5 Después de 14 días de cierre parcial del gobierno, los 95 mil trabajadores
públicos cesanteados se reincorporan a sus puestos de trabajo, luego de que
el parlamento y el Poder Ejecutivo efectivizan las medidas dispuestas por la
comisión mixta el pasado miércoles.

D O M I N G O  2 1 Comerciantes, turistas y residentes del poblado de Boquerón, en Cabo Rojo,
protestan porque la administración del complejo hotelero Marina Resort cierra
el puente público que los comunica con la playa. La gerencia alega que el
puente está en reparación pero los residentes creen que esta acción tiene el
propósito de privatizar el balneario. 

O
SA

L2
78

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
N

O
RT

E
-P

UE
RT

O
RI

CO
]



M A R T E S  2 3 Decenas de independentistas realizan en San Germán la Octava Vigilia por la
Dignidad en memoria del independentista Filiberto Ojeda Ríos, asesinado por
el FBI el 23 de septiembre de 2005.

L U N E S  2 9 Decenas de personas convocadas por el Frente Socialista realizan un piquete
frente al Cuartel General de la Policía, en Hato Rey, en repudio al procesamien-
to de los 5 detenidos por participar en los incidentes ocurridos durante una pro-
testa realizada 2 meses atrás en el Capitolio. En dicha ocasión, independentistas
intentaron impedir un homenaje del cuerpo legislativo a Julio Labatut, cubano
vinculado al asesinato del militante Carlos Muñiz Varela en 1979.

M I É R C O L E S  3 1 Alrededor de 20 empleados cesanteados por el cierre del hotel Hyatt Dorado
Beach protestan frente a La Fortaleza para exigir al gobernador Acevedo Vilá
una enmienda a la ley de indemnización por despidos que les permita mejo-
rar la magra oferta indemnizatoria de la patronal. 

J U N I O

D O M I N G O  4 Lesbianas, homosexuales, bisexuales, transgéneros y transexuales marchan
hasta el Escambrón, en San Juan, en el marco de la Parada de Orgullo Gay
2006. Los participantes repudian la discriminación por orientación sexual y
exigen políticas de inclusión y respeto.

D O M I N G O  2 5 Decenas de residentes de comunidades especiales –barriadas precarias– pro-
testan frente al Capitolio para exigir a los senadores la anulación de la enmien-
da aplicada a la Ley de Desarrollo de las Comunidades Especiales, que autori-
za a los municipios a realizar expropiaciones forzosas sin el aval de la
Legislatura ni del 75% de los residentes.

J U L I O

M A R T E S  4 El Senado anula la enmienda a la Ley de Desarrollo de las Comunidades
Especiales, tal como lo solicitaran los residentes de las mismas.

L U N E S  1 7 En Fajardo, miembros de la Coordinadora Nacional Rompiendo el Perímetro
(CNRP) realizan un piquete frente a las oficinas regionales de la Agencia
Federal Antidrogas (DEA, por sus siglas en inglés) para exigir avances en la
investigación del asesinato de Filiberto Ojeda Ríos, dirigente del Ejército
Popular Boricua (EPB)-Los Macheteros. 

M A R T E S  2 5 En el marco del 54º aniversario del Estado Libre y Asociado (ELA), cientos de
personas asisten a un acto oficial en Dorado. Por su parte, alrededor de 25
jóvenes estadistas ligados al PNP marchan hasta la sede del PPD, en Puerta
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Tierra, en repudio al ELA, por considerar que ese estatus político convierte a
los puertorriqueños en ciudadanos de segunda clase.

En el Cerro Maravilla, Villalba, y en el malecón de Guánica, cientos de inde-
pendentistas conmemoran el asesinato de 2 luchadores ejecutados por la
policía en 1978 y repudian el asesinato del dirigente del EPB-Macheteros,
Filiberto Ojeda Ríos.

A G O S T O

V I E R N E S  4 La organización Madres Contra la Guerra realiza piquetes frente a las oficinas
del ejército de EE.UU., en Mayagüez, para exigir el fin de la campaña de reclu-
tamiento de jóvenes.

D O M I N G O  6 Alrededor de 400 personas convocadas por la comunidad árabe e islámica, el
Proyecto Caribeño de Justicia y Paz y el Grito de los/as Excluidos/as realizan
un acto por la paz y la solidaridad en el marco del aniversario del bombardeo
atómico a Hiroshima y Nagasaki. Los manifestantes repudian las atrocidades
que padecen los pueblos de Palestina y el Líbano, así como la guerra contra
Irak y Afganistán.

L U N E S  2 1 La Asociación Pro Derechos del Confinado (ÑETA) inicia un paro en todas las
instituciones carcelarias para reclamar el fin de las sanciones colectivas, la
ampliación de los programas de rehabilitación y empleos, y el abastecimiento
de los insumos de primera necesidad, entre otras demandas. 

M A R T E S  2 2 Los miembros de ÑETA denuncian actos de represión e intimidación en varias
cárceles de la isla contra los reclusos en paro.

M I É R C O L E S  2 3 Alrededor de 75 personas llegan a nado hasta la playa frente al Capitolio en
reclamo de leyes que garanticen la protección y el acceso público a las playas
frente al avance de proyectos turísticos privados de gran envergadura. 

D O M I N G O  2 7 Residentes del barrio Esperanza, en Vieques, marchan hasta el malecón en
rechazo a un plan de desarrollo que pretende aplicar el municipio, el cual
implicaría la expropiación de varias viviendas.

M A R T E S  2 9 Aproximadamente 5 mil trabajadores de la Autoridad de Energía Eléctrica
(AEE) afiliados a la UTIER realizan un paro de 24 horas en rechazo al proyec-
to de un nuevo plan de retiro, porque afirman que es una estrategia para asfi-
xiar el plan actual y avanzar en el proceso de privatización de la entidad.

M I É R C O L E S  3 0 Alrededor de mil trabajadores de la UTIER concluyen el paro iniciado el día
anterior con una marcha hasta la Fortaleza. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AEE Autoridad de Energía Eléctrica
AMPR Asociación de Maestros de Puerto Rico
CNRP Coordinadora Nacional Rompiendo el Perímetro

CPT Central Puertorriqueña de Trabajadores
DEA Agencia Federal Antidrogas
ELA Estado Libre y Asociado
EPB Ejército Popular Boricua

FMPR Federación de Maestros de Puerto Rico
FTPR Federación de Trabajadores de Puerto Rico 

FUERTE Frente Unido en Rescate de los Trabajadores de la Educación 
ÑETA Asociación Pro Derechos del Confinado
PNP Partido Nuevo Progresista
PPD Partido Popular Democrático
SPT Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores 
SPU Servidores Públicos Unidos 

UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: diarios El Nuevo Día Interactivo y El Vocero.
Otras fuentes: Indymedia Puerto Rico.
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República Dominicana

[cronología mayo-agosto 2006]

M A Y O

L U N E S  1 Organizaciones populares y de trabajadores de Santiago realizan una concen-
tración en el Día Internacional de los Trabajadores para reclamar la salida de
las tropas norteamericanas que realizan labores humanitarias en Barahona y
el cumplimiento del Seguro Familiar de Salud (SFS). También se solidarizan
con los inmigrantes residentes en EE.UU. Con las mismas consignas, en Santo
Domingo, la Confederación Autónoma Sindical Clasista (CASC), la
Confederación Nacional de Trabajadores Dominicanos (CNTD) y la Central
Nacional de Trabajadores Unidos (CNTU), entre otros, realizan una concentra-
ción en el Altar de la Patria.

M A R T E S  1 6 Se realizan las elecciones congresales y municipales para senadores, diputa-
dos, síndicos y regidores por el período 2006-2010. Por la noche, los inciden-
tes que se producen en distintos puntos del país entre simpatizantes de los
principales partidos en pugna dejan un saldo de 2 muertos –un simpatizante
del Partido de la Liberación Dominicana (PLD) y una joven– y 16 heridos. 

J U E V E S  1 8 En Barahona, finalizan los ejercicios conjuntos y combinados “Nuevos
Horizontes 2006” con la participación de soldados norteamericanos del
Comando Sur, cuya presencia provocara gran cantidad de protestas.

Decenas de miembros del Partido Revolucionario Dominicano (PRD) y del
Partido Reformista Social Cristiano (PRSC), que conforman la Gran Alianza
Nacional (GANA), protestan frente a la Junta Municipal Electoral de Puerto
Plata en reclamo de que sus candidatos sean declarados vencedores en los
comicios, por considerar la existencia de irregularidades en su perjuicio. 

M I É R C O L E S  2 4 La Junta Central Electoral (JCE) da a conocer los resultados definitivos de los
comicios del pasado 16 de mayo. El PLD, partido de gobierno, gana las elec-
ciones al obtener 22 senadurías de un total de 32. El PRD obtiene 6 y el PRSC
4. De las 178 diputaciones, el PLD obtiene 96, el PRD 60 y el PRSC 22. A nivel
municipal, el PLD triunfa en 67 de los 151 municipios.

J U E V E S  2 5 Personas ubicadas frente a la Junta Municipal Electoral de San Cristóbal dispa-
ran contra las instalaciones donde los jueces del tribunal recuentan los votos
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nulos. Desde el día de las elecciones, los muertos por disputas políticas suman
16 entre dirigentes y simpatizantes de partidos políticos, militares y policías. 

M I É R C O L E S  3 1 Residentes de Pedernales obstruyen las principales vías de acceso a su comu-
nidad en protesta por el mal servicio que brinda la Empresa Distribuidora de
Electricidad del Sur (EDESUR), que suspende el servicio hasta 10 hs seguidas
y cobra altas tarifas.

J U N I O

V I E R N E S  2 La Cámara Contenciosa de la JCE rechaza todos los recursos e impugnaciones
sometidos por el PRD, el PRSC y el PLD a nivel senatorial, y ratifica el boletín
que otorga 22 senadores al PLD y 10 a GANA –6 correspondientes al PRD y 4
al PRSC.

D O M I N G O  4 El PRD asegura que respeta la sentencia de la Cámara Contenciosa de la JCE,
aunque considera que legaliza un “monstruoso fraude”. 

El subsecretario de Estado de EE.UU., Robert Zoellick, anuncia que la aplica-
ción del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República
Dominicana y EE.UU. (DR-CAFTA, por sus siglas en ingles) será pospuesta
indefinidamente para el país, ya que no ha concluido las discusiones sobre
algunos temas técnicos y nuevas legislaciones con EE.UU.

S Á B A D O  1 0 Decenas de personas de clase media y alta marchan por las calles de Santiago
reclamando a las autoridades policiales y judiciales y al presidente Fernández
que tomen acciones a fin de frenar la ola de crímenes y delitos. 

M A R T E S  1 3 Miles de ciudadanos de distintos lugares del país –entre ellos integrantes de
comisiones sociales, religiosas, profesionales, empresariales y sindicales– mar-
chan hasta la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM), en
Santiago, para protestar contra el crimen y la violencia y reclamar una justicia
seria y paz ciudadana. 

J U E V E S  1 5 El presidente Fernández afirma que la Constitución será modificada mediante
una consulta popular, ya que la considera más democrática que la Asamblea
Constituyente y la Revisora, porque tomará en cuenta a todos los estratos de
la sociedad. 

M I É R C O L E S  2 1 Decenas de estudiantes, comerciantes y religiosos de Licey al Medio, en
Santiago, marchan hasta el parque municipal bajo la consigna “No a la inse-
guridad, sí a la paz”.



J U L I O  

S Á B A D O  8 La Oficina para el Reordenamiento del Transporte (OPRET) autoriza a los gre-
mios de choferes a aumentar 1 peso el pasaje urbano a partir del lunes
siguiente, como demandan tras los reiterados aumentos de combustibles. 

Residentes del sector Yagüita de Pastor, Santiago, cortan el tránsito y se movili-
zan por las calles del barrio para repudiar el accionar de integrantes de una
patrulla del programa Barrio Seguro que balearon a un joven de la comunidad.

La policía dispone la ocupación de las calles de Bonao, en medio de una cre-
ciente ola de violencia desatada en la comunidad. El jefe de la institución
anuncia que ha llegado el momento de “limpiar la casa”, y llama a la pobla-
ción a denunciar a los policías corruptos. 

J U E V E S  1 3 Miles de personas convocadas por la iglesia católica marchan hasta el centro
deportivo y cultural Juan Ramón Rosario Vargas, en Bonao, para repudiar la
delincuencia y la violencia. 

V I E R N E S  1 4 La Federación Nacional de Transporte La Nueva Opción (FENATRANO) parali-
za sus labores luego de que la Autoridad Metropolitana de Transporte (AMET)
retiene 50 unidades de transporte por aplicar al boleto un aumento mayor al
establecido. 

S Á B A D O  1 5 La FENATRANO acepta mantener el aumento de 1 peso en los pasajes luego
de que la AMET devuelve las unidades retenidas. 

L U N E S  1 7 El gobierno declara de alta prioridad el tema de la violencia y la delincuencia,
y convoca a un Consejo de Gobierno ampliado para analizar la situación y ela-
borar un plan de acción.

J U E V E S  2 0 La Cámara de Diputados aprueba el nuevo Código Penal y la ley sobre com-
pras y bienes de obras, servicios y concesiones, que constituye uno de los
requisitos del DR-CAFTA.

V I E R N E S  2 1 El Partido Nacionalista Dominicano (PND), la Organización Iberoamericana
de Descendientes Árabes (OIDA) y la Fundación Bolivariana para el Caribe y
Centroamérica (FUNBOLCARCEN), entre otros, protestan en rechazo a los
bombardeos de Israel contra el Líbano y los palestinos. Denuncian el apoyo
del presidente norteamericano Bush al asesinato de civiles.

L U N E S  2 4 Jóvenes cortan calles en el municipio de Navarrete, Santiago, luego del sepe-
lio del dirigente comunitario del Frente Amplio de Lucha Popular (FALPO),
Luis Manuel Ventura, asesinado el domingo anterior por una patrulla policial.
La manifestación es reprimida por la policía. 
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M I É R C O L E S  2 6 Se inicia el Plan de Acción Inmediata a Corto Plazo anunciado por el gobierno
para controlar la delincuencia, las armas ilegales, el tráfico y consumo de dro-
gas y la venta de bebidas alcohólicas en horas de la madrugada. Más de 10 mil
efectivos de las Fuerzas Armadas, la Policía Nacional y la Dirección Nacional de
Control de Drogas (DNCD) patrullan las calles de Santo Domingo a partir de
las 19 hs. Dicho patrullaje se extenderá a todo el país a partir del día siguiente. 

Cientos de personas convocadas por un grupo de artistas y comunicadores
marchan hasta el Congreso en contra de la violencia y en reclamo de más
seguridad ciudadana.

J U E V E S  2 7 Más de 200 personas son detenidas en el primer día de patrullaje de las
Fuerzas Armadas y la policía, como parte del plan del gobierno contra la vio-
lencia y la delincuencia.

V I E R N E S  2 8 El presidente Fernández dispone la depuración total de la Policía Nacional a
través de un Consejo Superior Policial.

A G O S T O

M A R T E S  1 Pobladores, miembros de instituciones sindicales, comerciales, religiosas y
culturales de la comunidad de Río San Juan inician un paro de actividades y
cortan el tránsito para exigir el restablecimiento de la energía eléctrica, colap-
sada en la zona desde hace 45 días. La policía reprime a los manifestantes,
dejando un saldo de 4 personas heridas de bala. 

J U E V E S  3 Los pobladores de la comunidad de Río San Juan levantan el paro después de
una reunión con el gobernador José Luis Cosme, quien se compromete a mejo-
rar el suministro de energía eléctrica. El total de heridos suma 18 personas.

S Á B A D O  1 2 Decenas de personas –entre ellas, integrantes de dependencias estatales, el
Ejército, la policía y las juntas de vecinos– marchan por las calles de Salcedo
contra la violencia y los delitos.

M I É R C O L E S  1 6 En el Congreso Nacional juramentan 178 diputados y 32 senadores, cuya
mayoría pertenece al oficialista PLD. El nuevo presidente del Senado, Reinaldo
Pared Pérez, coloca en primer orden de la agenda la reforma a la Constitución,
una nueva ley electoral y otra relativa a los partidos políticos. Asegura que el
gobierno retomará el Código de Comercio y las demás piezas legislativas rela-
cionadas con el acuerdo con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y la
entrada en vigencia del DR-CAFTA.

L U N E S  2 8  Residentes del municipio de Luperón, en Puerto Plata, protestan por el corte
del servicio eléctrico efectuado por la Empresa Distribuidora de Electricidad del
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Norte (EDENORTE) alegando la falta de pago de los clientes. El gobernador
llega al lugar y promete a los manifestantes el restablecimiento del servicio. La
protesta deja un saldo de 8 personas detenidas, que luego son liberadas.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AMET Autoridad Metropolitana de Transporte
CASC Confederación Autónoma Sindical Clasista
CNTD Confederación Nacional de Trabajadores Dominicanos
CNTU Central Nacional de Trabajadores Unidos
DNCD Dirección Nacional de Control de Drogas

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y
EE.UU.

EDENORTE Empresa Distribuidora de Electricidad del Norte
EDESUR Empresa Distribuidora de Electricidad del Sur

FALPO Frente Amplio de Lucha Popular
FENATRANO Federación Nacional de Transporte La Nueva Opción

FMI Fondo Monetario Internacional
FUNBOLCARCEN Fundación Bolivariana para el Caribe y Centroamérica

GANA Gran Alianza Nacional
JCE Junta Central Electoral

OIDA Organización Iberoamericana de Descendientes Árabes
OPRET Oficina para el Reordenamiento del Transporte

PLD Partido de la Liberación Dominicana
PND Partido Nacionalista Dominicano
PRD Partido Revolucionario Dominicano

PRSC Partido Reformista Social Cristiano
PUCMM Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra

SFS Seguro Familiar de Salud

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, Listín y El Nacional.
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y la protesta social, militarizar los conflictos sociales y hacer de la guerra una pesadilla infini-
ta que se declara en contra de quienes no se plieguen incondicionalmente al diseño impe-
rial. Estas breves notas intentan esbozar algunos de los problemas derivados de esta grave
situación y el papel que los movimientos sociales podrían desempeñar en la refundación
de un orden democrático.

Capitalismo contra democracia

Ante el triste espectáculo que ofrecen los capitalismos democráticos, y no sólo en nues-
tra región, no han faltado las voces que se alzaron para señalar, una vez más, la irresolu-
ble contradicción que opone capitalismo y democracia2. El mesurado politólogo británico
Colin Crouch es aún más pesimista: su tesis es que la era de la democracia ha conclui-
do, definitivamente. Debemos, en consecuencia, pensar en sombríos capitalismos post-
democráticos (Crouch, 2004). Otras voces, como las de Boaventura de Sousa Santos,
Hilary Wainwright, Fernández Liria y Alegre Zahonero, conscientes de lo anterior, se atre-
vieron a más y expusieron la necesidad de fundar un nuevo modelo democrático
(Wainwright, 2005). Una de las invitaciones más persuasivas en esta dirección, dado su
extenso y profundo desarrollo, se encuentra en la obra de Boaventura de Sousa Santos
(2002a; 2002b; 2006). 

No podemos en estas breves notas hacer justicia y examinar con el cuidado que se
merecen estas diversas contribuciones, todas ellas fruto de una minuciosa indagación en
torno a distintos modelos de construcción democrática rutinariamente ignorados o des-
preciados por el saber convencional de las ciencias sociales. Quisiéramos, sin embargo,
detenernos en un punto común a todos los autores citados: la reinvención de la demo-
cracia, o la “democratización de la democracia”, como enfáticamente se propone en obra
de Boaventura de Sousa Santos. Esta convocatoria comparte el diagnóstico radical sobre
la frustración del proyecto democrático en el capitalismo. En sus propias palabras:

La tensión entre capitalismo y democracia desapareció, porque la democracia

empezó a ser un régimen que en vez de producir redistribución social la destruye

[…] Una democracia sin redistribución social no tiene ningún problema con el capi-

talismo; al contrario, es el otro lado del capitalismo, es la forma más legítima de un

Estado débil (Santos, 2006: 75).

Esta cita plantea de modo convincente la razón fundamental por la cual el capitalismo
–que combatió a la democracia desde sus propios orígenes, en el Renacimiento italia-
no– terminó por aceptarla. La democracia pagó un precio muy elevado por su respetabi-
lidad: tuvo que abandonar sus banderas igualitarias y liberadoras y transformarse en una
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forma inocua de organización del poder político que, lejos
de intentar transformar la distribución existente del poder
y la riqueza en función de un proyecto emancipatorio, no
sólo la reproducía sino que la fortalecía dotándola de una
nueva legitimidad. Con toda razón le conviene a esta clase
de inocuos regímenes el nombre de “democracias de
baja intensidad” o, como lo planteáramos en un escrito
reciente, “plutocracias” u “oligarquías”, debido a que son
gobiernos que pese a surgir del sufragio universal tienen
como sus principales y casi exclusivos beneficiarios a las
minorías adineradas (Boron, 2005). 

Ahora bien, la superación de un modelo democrático tan
defectuoso plantea desafíos prácticos nada sencillos de
resolver, especialmente si se recuerda que, tal como lo
planteara más de una vez Aníbal Quijano, la democracia
en el capitalismo es el pacto por el cual las clases subal-
ternas renuncian a la revolución a cambio de negociar las
condiciones de su propia explotación. 

Apoyándose en un enorme esfuerzo de investigación
comparada sobre el funcionamiento de experiencias “con-
trahegemónicas” de gestión democrática a nivel local y
regional –que abarca desde la India hasta la República de
Sudáfrica, pasando por Colombia, Mozambique, Portugal,
y Brasil– Santos concluye en la necesidad de promover la
democracia participativa a partir del fortalecimiento de tres
ejes: a) la “demodiversidad”, es decir el reconocimiento y
potenciación de las múltiples formas que puede histórica-
mente asumir el ideal democrático, negado por las
corrientes del mainstream de las ciencias sociales para las
cuales el único modelo válido es el de la democracia libe-
ral al estilo norteamericano; b) la articulación contrahege-
mónica entre lo local y lo global, indispensable para
enfrentar los peligros del aislacionismo localista o los ries-
gos de un internacionalismo abstracto y sin consecuencias
prácticas; y c) la ampliación del llamado “experimentalis-
mo democrático” y de la participación de los más diversos
grupos definidos en términos étnicos, culturales, de géne-
ro y de cualquier otro tipo (Santos, 2002b: 77-78)3.
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El problema que subsiste a esta sugerente propuesta es que el crucial tema de los lími-
tes que el capitalismo impone a cualquier proceso democrático –y no sólo a aquel pau-
tado según el modelo de la democracia liberal anglosajona– queda eclipsado por la con-
sideración de un conjunto de experiencias innovadoras y fecundas pero que, aun así, no
logran trascender las rígidas fronteras que el capitalismo impone a toda forma de sobe-
ranía popular4. En otras palabras, ¿hasta qué punto es realista concebir la existencia –y
postular la necesidad– de una democracia de “alta intensidad”, protagónica o radical-
mente participativa, sin establecer las condiciones requeridas para su efectiva materiali-
zación en el espacio –hasta el día de hoy estratégico e irreemplazable, dado que no exis-
ten ni un estado mundial ni una ciudadanía universal– del estado nacional? Porque,
como lo confirma la experiencia brasileña, la tan celebrada democracia participativa de
Porto Alegre fue discretamente archivada por uno de sus más ardientes propagandistas
del pasado, el Presidente Lula, que no hizo intento alguno de llevarla a la práctica en el
ámbito nacional5. Y eso que, en la experiencia gaúcha, el carácter participativo de esa
democracia se ejercía exclusivamente en el terreno presupuestario y, además, en una
pequeña fracción de este que en ningún caso superaba el 15% del total del presupues-
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to (Wainwright, 2005: 101)6. Lo anterior, conviene aclararlo, no quita que la innovación
puesta en marcha en Porto Alegre sea una contribución importante en la búsqueda de
una radical democratización del estado y la política cuya idea, sin embargo, trascendía
claramente la discusión democrática de una fracción minoritaria del presupuesto. Una
democratización radical no puede quedarse en eso sino que debe avanzar, tal como cla-
ramente lo planteara Gramsci, tras las huellas de Marx, hacia el “autogobierno de los pro-
ductores”. No obstante, para la burguesía la aceptación de un modelo participativo con
facultades para disponer democráticamente de una fracción del presupuesto demostró
ser apenas tolerable (y eso con grandes resistencias, como lo prueba la experiencia de
Porto Alegre) en el plano local.

¿Quiénes son los (o las) protagonistas? Los sujetos de la democracia en el
capitalismo

La matriz ideológica de los capitalismos democráticos es el liberalismo, una tradición
intelectual cuya preocupación jamás fue la de proponer un orden democrático sino que
–como lo demostraran sobradamente Macpherson y Therborn, entre otros, hace ya
varios años– la de resguardar la independencia y autonomía del individuo –y, por exten-
sión, de cualquier actor privado– frente al estado, y de mantener a este dentro de los
límites del llamado “estado mínimo”. Fiel a estos supuestos, la asimilación de la deman-
da democrática por el liberalismo dio lugar a un híbrido altamente inestable, la “demo-
cracia liberal”, a la vez que consagraba como el sujeto único del nuevo orden la figura
imaginaria del ciudadano.

Es por ello que, dentro de los marcos de la tradición liberal, el papel de los movimientos
sociales o de cualquier tipo de sujeto colectivo no puede siquiera ser imaginado a la hora
de reinventar la democracia. Esta no es otra cosa que un contrato firmado por individuos
iguales y libres o, al menos, como quería Rawls, que si eran desiguales su desigualdad
permaneciera oculta tras “el velo de la ignorancia”. En consecuencia, la sola idea de un
demos participativo, o de múltiples sujetos colectivos reconstruyendo incesantemente el
orden democrático, es una pesadilla que las clases dominantes combaten sin ninguna
clase de concesiones. Por eso les asiste la razón a Fernández Liria y Alegre Zahonero
cuando en un ensayo reciente aseguran que para el capitalismo la democracia “no ha
sido, en realidad, más que la superfluidad y la impotencia de la instancia política”
(Fernández Liria y Alegre Zahonero, 2006: 40).

Bajo esta perspectiva, la problemática de los sujetos de la democracia, entendida esta como
la sola extensión del derecho al sufragio a los pobres –pero con las suficientes salvaguardas
legales e institucionales como para evitar, en palabras de John Stuart Mill, “una legislación
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clasista” que altere el orden social existente– se limitaba
exclusivamente al despliegue de los recaudos suficientes
para asegurar la participación (casi siempre manipulada por
las oligarquías locales) del electorado en los comicios.

Nada más lejano, pues, del formidable desafío que iría a
proponer Marx desde sus escritos juveniles, a saber:
¿cómo constituir un sujeto colectivo capaz de liberar a la
sociedad de todas sus cadenas, superando la atomización
y fragmentación propias del individualismo de la sociedad
burguesa? Planteado en términos hegelianos, ¿cómo
hacer que ese vasto conglomerado popular deje de ser
una clase “en sí” y se convierta en una clase “para sí”? La
respuesta, que no la puede ofrecer la teoría sino la prácti-
ca emancipatoria de los pueblos, nos remite a algunas
problemáticas clásicas del marxismo: la formación de la
conciencia, el problema de la organización y las formas de
lucha de las clases subalternas. Además, ¿cómo hacer
para que estas cristalicen una correlación de fuerzas que
les permita instaurar una democracia genuina, que nos
acerque al ideal del “autogobierno de los productores”?
En otras palabras: no se puede pensar en “otra democra-
cia” sin también pensar en “otros sujetos”, distintos al indi-
viduo abstracto del liberalismo cuya productividad política
se agotó hace rato. Pregunta tanto más complicada cuan-
do se recuerda que la centralidad excluyente que Marx le
había asignado al proletariado industrial exige, luego de
siglo y medio de incesantes transformaciones del capita-
lismo, un radical replanteamiento de la cuestión. Ahora los
eventuales “sepultureros” del capitalismo, prosiguiendo
con una imagen clásica, dispuestos a poner en cuestión
los fundamentos del viejo régimen son muchos.
Parafraseando los versos de Antonio Machado podríamos
concluir diciendo algo así como “militantes no hay sujeto,
se hace el sujeto al andar”. Un andar en donde se entre-
tejen todas las luchas sociales desatadas por las múltiples
formas de opresión capitalista: explotación, patriarcado,
discriminación, sexismo, racismo y ecocidio, todo lo cual
provoca el florecimiento de múltiples sujetos dispuestos a
resistir y vencer. El viejo proletariado industrial ya no
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detenta el papel estelar del pasado. Es cierto, pero ahora no está solo. Ninguno de estos
sujetos puede reclamar a priori un papel hegemónico o de vanguardia en la imprescin-
dible gran coalición contra el capital. Esto se decidirá en la coyuntura, en función de la
capacidad efectiva de dirección (organización, conciencia, estrategia y táctica) que cada
quien demuestre en la lucha. Hic Rhodas, hic salta!

Democracia y revolución

Para abreviar: ¿es posible democratizar la democracia dentro del capitalismo? Para ello:
¿no será necesaria una revolución? O, si se prefiere, para evitar el estremecimiento produ-
cido por la reaparición de un término fulminado como démodé por el saber convencional,
¿no habrá llegado la hora de hablar de un cambio sistémico, del imprescindible adveni-
miento de una sociedad post-capitalista como condición necesaria para reinventar una
democracia post-liberal7? Para espíritus tal vez demasiado propensos a escandalizarse con
este argumento conviene recordar que, tal como lo estableciera definitivamente la obra
de Barrington Moore Jr. hace ya un buen tiempo, ningún capitalismo democrático fue ins-
taurado sin que previamente se produjera lo que ese brillante teórico denominó “una rup-
tura violenta con el pasado”, es decir, una revolución (Moore, 1966). Esa fue la historia en
Gran Bretaña, en Francia y en Estados Unidos. Y donde esa ruptura no se produjo, como
en Alemania o Italia, el resultado fue el fascismo. La ausencia de antagonismos sociales no
significa que se esté marchando por el buen camino, o que estemos en presencia de
democracias consolidadas. Probablemente signifique exactamente lo contrario. En todo
caso, y más allá de la lógica aprensión que provoquen esos conflictos, tales turbulencias
no hacen otra cosa que denunciar los dolores del parto de un nuevo régimen político. 

La renuencia a enfrentar el problema, teórico y práctico a la vez, de la revolución nos con-
duce a un callejón sin salida puesto que se estaría suponiendo que las clases dominan-
tes del capitalismo estarían dispuestas a admitir pacíficamente la entronización de un
modelo democrático post-liberal –que promueva la soberanía popular, el protagonismo
de la ciudadanía, y la participación más que la delegación/representación– incompatible
con la preservación de sus privilegios. Las enseñanzas de la historia, en cambio, confir-
man irrebatiblemente que esto no es así.

En un texto escrito en medio del optimismo de las interminables “transiciones democráti-
cas” (¡inconclusas a más de veinte años de iniciadas!) a mediados de los ochenta, decía-
mos que en nuestros países el precio que se paga por la osadía de pretender reformar,
aun módicamente, la realidad social es el terror preventivo de la reacción o el terror reac-
tivo de la contrarrevolución (Boron, 2003: 202). Esta apreciación, tachada de pesimista o
ingenuamente radical por los “intelectuales bienpensantes” de la época, fue luego infeliz-
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mente confirmada por los hechos. El prolijo examen del asunto efectuado por Fernández
Liria y Alegre Zahonero demuestra conclusivamente que las tentativas de instaurar una
democracia que se aproximase a ese ideal costaron un millón de muertos en la España
republicana y cuarenta años de dictadura fascista; 200 mil más en Guatemala y 50 mil
desaparecidos, según informa la Comisión de Esclarecimiento Histórico de ese país; 30
mil desaparecidos en Argentina; 3.200 desaparecidos en Chile y miles de torturados y exi-
liados. El listado sería interminable si se le agregan los muertos y desaparecidos durante la
Guerra Civil en El Salvador, Nicaragua, Haití y el interminable baño de sangre en Colombia,
con más de 20 mil muertos por año desde mediados de los años sesenta, cinco mil diri-
gentes de la legal Unión Patriótica asesinados en menos de diez años y tres millones y
medio de campesinos desplazados por la guerra. Este lúgubre cuadro es lo que muy apro-
piadamente Santiago Alba Rico denomina “pedagogía del voto”. Si la democracia significa
que la sociedad está dispuesta a ensayar lo que en la década del sesenta y del setenta se
denominaba una “vía no-capitalista”, la respuesta disciplinadora es un baño de sangre
(Fernández Liria y Alegre Zahonero, 2006: 50-59; Alba Rico, 2006: 13-17). Esta enume-
ración basta para iluminar los obstáculos que se yerguen ante cualquier tentativa de fun-
dar un régimen democrático digno de ese nombre. “Reinventar la democracia” podrá ser
considerado un proyecto muy razonable, sensato y gradual por las clases subalternas, sus
intelectuales y sus organizaciones sociales y políticas. Pero para la derecha, sobre todo
“nuestra” derecha en América Latina, un proyecto de ese tipo es inequívocamente sub-
versivo y debe ser segado de raíz. Si se tiene en cuenta, además, la íntima articulación
entre ella y las clases dominantes del imperio, con representantes políticos como los “hal-
cones” de Washington, es fácil concluir que cualquier iniciativa de profundización demo-
crática desencadenará un abanico de respuestas represivas de todo tipo8.

El papel de los movimientos sociales 

Las decepcionantes limitaciones de las democracias latinoamericanas y la crisis que atra-
viesa a los partidos (y también a los sistemas de partidos) explican en buena medida el
creciente papel desempeñado por los movimientos sociales en los procesos democráti-
cos en la región. La deslegitimación de la política y los partidos abrió un espacio para que
“la calle” –esa metáfora tan amenazante para las democracias liberales– adquiera un
renovado y acrecentado protagonismo en la mayoría de los países. Esta presencia de las
masas en la calle, que había sido reconocida por Maquiavelo como una vigorosa mues-
tra de salud republicana, refleja la incapacidad de los fundamentos legales e instituciona-
les de las “democracias” latinoamericanas para resolver las crisis sociopolíticas dentro de
los procedimientos establecidos constitucionalmente. A raíz de esto, la realidad de la vida
política se mueve en una ambigua esfera de lo ilegal, mientras que la legalidad estable-
cida por las instituciones se derrite al calor de la crisis política permanente y el protago-
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nismo de las masas. Revueltas populares derrocaron gobiernos reaccionarios en Ecuador
en 1997, 2000 y 2005; en Bolivia en 2003 y 2005, abriendo paso a la formidable victo-
ria electoral de Evo Morales a finales de este último año; forzaron la salida de Alberto
Fujimori en Perú en el año 2000 y de Fernando de la Rúa en Argentina al año siguiente.
Apenas ayer, los jóvenes estudiantes de los liceos chilenos pusieron en jaque al gobier-
no de la Concertación exigiendo la derogación de la reaccionaria legislación educativa del
régimen de Pinochet.

Más allá de la fragilidad del entramado institucional, lo que estas rebeliones populares
comprueban es que este largo período de un cuarto de siglo, o más, de gobiernos neo-
liberales –con todo su equipaje de tensiones, rupturas, exclusiones y niveles crecientes
de explotación y degradación social– creó las condiciones objetivas para la movilización
política de grandes sectores de las sociedades latinoamericanas. Cabe preguntarse: ¿son
las revueltas plebeyas arriba mencionadas meros episodios aislados, gritos de rabia y
furia popular, o reflejan una dialéctica histórica tendencialmente orientada hacia la rein-
vención de la democracia? Una mirada sobria a la historia del período abierto a comien-
zos de los años ochenta revela que no hay nada accidental en la creciente movilización
de las clases populares ni en el final tumultuoso de tantos gobiernos democráticos en la
región. Es por eso que por lo menos dieciséis presidentes –casi todos ellos obedientes
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clientes de Washington– tuvieron que apartarse del poder antes de la expiración de sus
mandatos legales, depuestos por arrolladoras rebeliones populares. Por otra parte, los
plebiscitos convocados para legalizar la privatización de empresas estatales o servicios
públicos invariablemente defraudaron las expectativas neoliberales, como en el caso de
Uruguay (obras sanitarias y terminales portuarias) y el abastecimiento de agua y electri-
cidad en Bolivia y Perú. También hubo grandes movilizaciones populares en diversos paí-
ses para oponerse al ALCA o a la firma de TLCs; para pedir la nacionalización del petró-
leo y el gas en Bolivia; oponerse a políticas de privatización –del petróleo en Ecuador, la
compañía telefónica en Costa Rica y los sistemas de salud en varios países; poner fin al
saqueo de los bancos, principalmente extranjeros, como en Argentina; y terminar con los
programas de erradicación de coca en Bolivia y Perú. Puede sonar demasiado hegeliano,
pero todos estos acontecimientos muestran una inconfundible direccionalidad.

Organización, conciencia, estrategia

Hay varias lecciones que se pueden desprender de este renovado protagonismo de las
insurgencias populares en América Latina. En primer lugar, la necesidad que tienen los
partidos políticos, sobre todo los que pretenden encarnar un proyecto emancipador, de
concebir e implementar una estrategia que trascienda los estrechos límites de la mecá-
nica electoral. No se puede pretender transformar radicalmente un orden social estructu-
ralmente injusto y predatorio con las solas armas disponibles en la escena electoral. La
burguesía jamás obra de modo tan ingenuo y unilateral, y nunca despliega una estrate-
gia única y, para colmo, en un solo escenario de lucha. Por el contrario, su presencia en
el terreno electoral se combina con otras iniciativas: huelgas de inversiones, fuga de capi-
tales, lock outs, presiones sobre los dirigentes estatales, articulación con aliados interna-
cionales que refuerzan su gravitación local, control de los medios de comunicación y,
más generalmente, de los “aparatos ideológicos” mediante los cuales pueden lanzar
efectivas “campañas de terror” para intimidar o atemorizar votantes, alianzas con las fuer-
zas armadas, cooptación de dirigentes populares, corrupción de funcionarios públicos y
legisladores, lobbies de diverso tipo, movilización de masas, todo lo cual configura una
estrategia integral de conquista y conservación del poder que ni remotamente se cir-
cunscribe, como ocurre con los partidos populares, a la estrategia electoral. Es cierto que
para desplegar una estrategia tan omnicomprensiva como esta se requiere de cuantio-
sos y diversificados recursos que ninguna fuerza popular tiene a su disposición. Pero
también es cierto que si los partidos de izquierda quieren cambiar el mundo, y no sólo
dar testimonio de su injusticia y perversión, tendrán que demostrar que son capaces de
concebir y aplicar estrategias más integrales que combinen, junto a la electoral, otras for-
mas de lucha.
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Este es precisamente el terreno en el cual los movimientos sociales han demostrado una
creatividad superior a la de las organizaciones políticas. Los acontecimientos de los últi-
mos años en la región enseñan que estos han adquirido una inédita capacidad para
desalojar del poder a gobiernos antipopulares, pasando por encima de los mecanismos
establecidos constitucionalmente, que no por casualidad se caracterizan por su fuerte
prejuicio elitista. Para la cultura política dominante en las así llamadas democracias lati-
noamericanas la política es un asunto de elites y de instituciones, no de pueblos movili-
zados, y la ciudadanía debe moderar sus ansias de participación: ir a votar, pero no masi-
vamente, y evitar inmiscuirse en las transacciones y componendas realizadas por políti-
cos y gobernantes.

De todos modos, hay una segunda lección que también es preciso tener en cuenta y
que nos enseña que esta activación saludable de las masas fracasó a la hora de construir
una alternativa política que no sólo pusiera fin a gobiernos reaccionarios sino que con-
dujera también a la inauguración de una etapa post-neoliberal. La insurgencia de las cla-
ses subalternas adoleció de un talón de Aquiles fatal, resultante de la convergencia de
tres fenómenos fuertemente interrelacionados: a) la fragilidad organizativa; b) la inma-
durez de la conciencia política; y c) el predominio absoluto del espontaneísmo como
modo normal de intervención política.

En efecto, la indiferencia suicida frente a los problemas de la organización popular, la con-
ciencia y la estrategia y táctica de lucha plantea numerosos interrogantes. Para los clásicos
del marxismo –especialmente Lenin y Rosa Luxemburg, más allá de sus diferencias– la
cuestión de la organización era una cuestión política. El primero escribió más de una vez
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que la organización “es la única arma de que dispone el proletariado”. Cabe preguntarse,
entonces: ¿cuáles son las formas organizativas que requiere la lucha popular en el contex-
to del capitalismo contemporáneo y en la coyuntura particular de cada uno de nuestros
países? ¿Cómo se articulan esas formas entre sí, para potenciar la eficacia de los proyectos
emancipadores? ¿Cuál es el papel que les cabe a los partidos, los sindicatos, la gran diver-
sidad de movimientos sociales, asambleas populares, piquetes, caracoles zapatistas u
otras formas precolombinas de organización como las que aún existen en el mundo andi-
no? ¿Cómo asegurar que las reivindicaciones canalizadas por estas diversas estructuras
organizativas se sinteticen en un proyecto global que les otorgue coherencia y eficacia? 

En relación al tema de la conciencia radical y emancipatoria, por no decir revolucionaria,
¿cómo lograr que los movimientos desarrollen ese tipo de conciencia que les permita
superar los límites de la inmediatez espontaneísta? No está de más repetir nuevamente
que en ausencia de una teoría emancipatoria (o, si se prefiere, revolucionaria) difícilmen-
te habrá prácticas de masas que sean emancipatorias o revolucionarias. Si, como suele
decirse, el modelo kautskiano de la conciencia radical introducida “desde afuera” por inte-
lectuales revolucionarios ha fracasado, ¿podría afirmarse que la estrategia gramsciana de
construcción de contrahegemonía desde las trincheras mismas de la sociedad civil ha
triunfado? ¿O tal vez deberíamos cifrar nuestras esperanzas en las perspectivas concienti-
zadoras que abre la pedagogía del oprimido de Paulo Freire? Se trata, como puede verse,
más que de certidumbres de preocupaciones abiertas y grandes interrogantes cuyo trata-
miento es imprescindible a la hora de encarar un proyecto de refundación democrática.

Por último, en relación a la cuestión de la estrategia y táctica, digamos que pese a la
reconfiguración de los sujetos sociales –producto de las transformaciones en las relacio-
nes capitalistas de producción que fragmentaron y desorganizaron el campo popular a la
vez que homogeneizaron y organizaron a las clases dominantes– la adopción de una
estrategia y una táctica adecuadas sigue siendo un asunto de primordial importancia.
Esta problemática, sin embargo, no goza del favor de la época. Sencillamente no tiene
lugar en la obra de Hardt y Negri, porque en ella los movimientos sociales son las expre-
siones infinitas de la multitud y esta, por su carácter descentrado, desterritorializado,
molecular y nomádico, es radicalmente incompatible con un planteamiento de estrategia
y táctica, que consideran una forma de actuación política correspondiente a una época,
la del imperialismo, según ellos históricamente superada (Hardt y Negri, 2000).
Tampoco lo tiene en la obra de John Holloway, que nos invita a dejar de lado toda pre-
tensión de conquistar el poder, y de lo cual se desprende la superfluidad de cualquier
discusión sobre estrategia y táctica encaminada a ese fin (Holloway, 2002). Hemos criti-
cado en otros lugares estas versiones contemporáneas del romanticismo político –que
desembocan en la impotencia y, a la larga, en la resignación– de modo que no insistire-
mos en ello aquí. Digamos simplemente que, contrariamente a teorizaciones de moda,
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el problema de la estrategia y táctica de las clases subalternas está indisolublemente
unido a las perspectivas de su propia emancipación. Esta no ocurrirá por una casualidad,
o como una concesión graciosa de las clases dominantes. 

¿Alternativas?

No hay alternativas fuera del protagonismo que puedan asumir, bajo ciertas circunstan-
cias, los sujetos que constituyen el campo popular. Tal como lo recordara recientemente
Daniel Bensaid, la salida no la puede proporcionar el ejemplo de San Francisco (como
sugieren Hardt y Negri), o el Grito (como lo plantea Holloway), o el acontecimiento
incondicionado (Badiou)9. La política aborrece de la metafísica: sin la activación de los
movimientos, sin su conquista del espacio público desde las calles –¡y a pesar de las ins-
tituciones “democráticas”!– no habrá tránsito al post-neoliberalismo. Pero no hay lugar
para la autocomplacencia. Esto sólo no basta: las masas en las calles pudieron derrocar
gobiernos neoliberales, sólo para ser reemplazados por otros muy parecidos. En muchos
casos la imponente movilización popular se esfumó en el aire poco después de consu-
mado el desalojo del gobierno pero sin haber sido capaz de sintetizar su diversidad en
un nuevo sujeto político imbuido de los atributos necesarios para consolidar la correla-
ción de fuerzas existente y evitar la recaída a situaciones anteriores. El caso ecuatoriano
es un ejemplo clarísimo de ello, pero está lejos de ser el único. No obstante, si los movi-
mientos sociales fracasaron en la construcción de una alternativa, nada distinto ocurrió
con los gobiernos surgidos por la vía electoral. Lula en Brasil, Kirchner en Argentina y
Vázquez en Uruguay muestran claramente la impotencia de las clases subalternas para
imponer una agenda post-neoliberal en gobiernos elegidos por grandes mayorías popu-
lares y precisamente para ese fin. Si durante las situaciones de turbulencia política aque-
llas derrocaron a gobiernos neoliberales para luego desmovilizarse y replegarse, en los
casos de recambio constitucional la lógica política fue sorprendentemente similar: las
masas votaron y después regresaron a sus casas. Pero hay una importante diferencia: la
gesta de los movimientos dejó profundas (si bien dolorosas) enseñanzas para las clases
populares, y les hizo barruntar las potencialidades transformadoras que encierra su pro-
tagonismo. En las experiencias de recambios electorales, en cambio, les quedó tan sólo
el sabor amargo de la impotencia, de un nuevo engaño y una nueva frustración.

La capacidad sin precedentes de las masas populares para derrocar gobiernos antipopula-
res las reintrodujo en la escena política como un nuevo factor. Antes de su insurgencia, los
únicos sujetos de las “transiciones democráticas” eran los partidos. Ya no más. La impor-
tancia de su papel ha quedado claramente demostrada en los casos más interesantes y
prometedores de la política sudamericana: Venezuela y Bolivia. En Venezuela, haciendo
posible con su fulminante y espontánea movilización la derrota del golpe de estado fas-
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cista y la radicalización de la Revolución Bolivariana. En Bolivia, al demostrar la excepcional
productividad que pueden tener una pluralidad de sujetos movimientistas cuando, sin
dejar de serlo, son al mismo tiempo capaces de darse una estrategia político-institucional
que combine creativamente la calle con las urnas. Los tres únicos gobiernos de izquierda
que hay en América Latina: Cuba, Venezuela y Bolivia (por orden de aparición) se enfren-
tan a formidables desafíos10. El hostigamiento abierto o encubierto de EE.UU., los intentos
golpistas, la criminalización internacional, el sabotaje económico, la manipulación mediáti-
ca y las “campañas del terror” se combinan con las “condicionalidades” de las institucio-
nes financieras internacionales para ahogar en su cuna cualquier proceso emancipatorio.
Es preciso no hacerse ninguna ilusión en el sentido de que los beneficiarios internos y
externos de un statu quo tan injusto como el actual permanecerán de brazos cruzados
ante los vientos de cambio que hoy barren la escena latinoamericana. El avance de un
genuino proceso de democratización, una “reinvención democrática” que reemplace al
simulacro que prevalece en la región, es muy posible que desate la ferocidad represiva
que tan bien conocemos en Latinoamérica. Pero la supervivencia de la Revolución
Cubana, la consolidación de la Revolución Bolivariana y los nuevos procesos en marcha
en Bolivia y Ecuador autorizan a pensar que la historia no es un eterno retorno y que hay
momentos, como el actual, que nos permiten abrigar un cauteloso optimismo.
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Notas

1 Ver, por ejemplo, los resultados del estudio de Latinobarómetro, año 2005. Mediciones rea-
lizadas en veinte países latinoamericanos demuestran que entre 1995 y 2005 el apoyo a la
democracia, concebida como un ideal político, descendió del 58 al 53%, siendo Uruguay y
Venezuela los dos países en donde este indicador registra los más elevados guarismos (77 y
76%, respectivamente). La satisfacción con los gobiernos democráticos arrojó resultados aún
más ominosos: una baja del 38 al 31% en ese mismo decenio. Una vez más, Uruguay y
Venezuela son los países en donde el porcentaje de satisfechos es más elevado: 63 y 56%.
El informe citado menciona que sólo un 27% de la muestra se declaraba satisfecho con la
economía de mercado en 2005, mientras que apenas un 31% se pronunciaba a favor de las
privatizaciones. Que se sepa, ningún gobierno de la región ha mostrado el menor interés en
someter a un referéndum popular a la economía de mercado o a las privatizaciones. 

2 Hemos examinado extensamente este fenómeno en Boron (2000; 2005). Ver asimismo
Meiksins Wood (1995).

3 Debe destacarse que, en el caso de Wainwright, aparte del examen de la experiencia de
Porto Alegre, en su libro se consideran también una serie de casos de democracia radical y
“basista” que tuvieron lugar en tres ciudades de un país del capitalismo avanzado:
Manchester, Luton y Newcastle, en el Reino Unido, con lo cual se complementan muy bien
los estudios de Boaventura de Sousa Santos, que tuvieron lugar principal, si bien no exclu-
sivamente, en el Tercer Mundo.
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4 Es por eso que, tal como lo argumentáramos en Boron (2000), lo correcto es hablar de
“capitalismo democrático” en lugar del uso más extendido que consagra la fórmula “demo-
cracia capitalista o burguesa”. En la primera formulación queda claro que lo sustantivo es el
capitalismo y que la democracia es una consideración adjetiva que no modifica sino super-
ficialmente la estructura capitalista subyacente. En la segunda formulación, que no por
casualidad es la que goza de mayor predicamento en las ciencias sociales, el mensaje
implícito es que lo sustantivo es la democracia, siendo el capitalismo apenas una nota acci-
dental que le otorga una tonalidad distintiva pero nada más. De ese modo se postula,
subliminalmente, que lo que cuenta es la sustancia democrática del orden social y no su
fenomenología capitalista que, por eso mismo, no puede interferir de ninguna manera con
el funcionamiento de la estructura democrática de la sociedad. Así, el capitalismo se mime-
tiza con la democracia y ¡quién podría estar en contra de esta! Se produce entonces una
nada inocente inversión hegeliana, en donde el sujeto (el capitalismo) se convierte en pre-
dicado (la democracia) y esta en sujeto.

5 Un minucioso estudio del presupuesto participativo se encuentra en Santos (2002a). Un
análisis más general se encuentra en Avritzer (2002).

6 Wainwright estima que los márgenes reales de discusión presupuestaria que quedaban
librados a manos de los ciudadanos fluctuaban entre el 10 y el 15% del total (Wainwright,
2005: 91-121). 

7 Ver Macpherson (1973), donde este autor se interroga si la tradición liberal dispone de una
teoría de la democracia post-liberal, capaz de dar cuenta de las nuevas realidades del capita-
lismo monopolista. Su respuesta es claramente negativa. Es más, sugiere que lo que hoy pre-
tende pasar por una teoría post-liberal es una regresión a las teorizaciones más recesivas del
liberalismo. “Estaría más cerca de la verdad denominar a tal teoría liberal pre-democrática”
(Macpherson, 1973: 179). En realidad, una doctrina post-liberal de la democracia sólo puede
ser la expresión teórica que brote de la práctica emancipatoria de las clases subalternas. No se
trata de ingeniosidad discursiva ni de pergeñar un elegante juego de lenguaje.

8 Las tentativas “desestabilizadoras” en Venezuela, amén del paro patronal, la huelga petro-
lera, etcétera. Lo mismo está ocurriendo hoy día con Evo Morales en Bolivia.

9 En una conferencia pronunciada en la Secretaría Ejecutiva de CLACSO el 12 de abril de 2006.

10 Se desprende de esta enumeración que no consideramos como gobiernos de izquier-
da a los corrientemente así denominados en América Latina, como el de la Concertación
en Chile, Lula en Brasil, Vázquez en Uruguay, o Kirchner en Argentina. Gobiernos indiferen-
tes ante los planteamientos más elementales de la justicia distributiva, que observan con
pasividad la destrucción del sistema de salud pública o la educación pública no pueden ser
considerados de izquierda bajo ningún posible criterio taxonómico. La confusión reinante
en esta materia queda en evidencia, hasta extremos patéticos, en la más reciente obra de
Antonio Negri, esta vez en colaboración con Giuseppe Cocco, en la que luego de asimilar
en una misma “categoría de análisis” a Chávez, Lula y Kirchner dicen que: “En Brasil, la
Argentina y Venezuela, un vasto terreno de experimentación y de innovación democrática
debe profundizarse a partir de las relaciones abiertas y horizontales entre los gobiernos y
los movimientos” (Cocco y Negri, 2006: 28). ¿Experimentación e innovación democrática
en la Argentina o el Brasil de hoy?
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gador de la Rand Corporation, retomando las tesis del pensador francés Alexis Kojeve,
propondría el fin de la historia, indicando que el liberalismo en su formato norteamerica-
no era el sueño final de la libertad humana. 

Pero también será un tiempo histórico marcado por la resistencia social, cuyos momen-
tos cruciales estuvieron en las movilizaciones de Seattle en noviembre de 1999, de
Praga en el año 2000 y de Génova en 2001. En esa coyuntura tensionada por profundas
contradicciones y por la constitución real y formal del poder imperial americano, surgirán
también en América Latina fuertes movimientos sociales, desde el movimiento zapatista
en Chiapas (México) hasta la resistencia Mapuche en Chile y Argentina, pasando por los
poderosos movimientos indígenas de Ecuador y Bolivia. Es en toda esta tensión histórica
donde subyacen los procesos fundamentales que los atraviesan y que de una u otra
manera contribuirán a darles forma y expresión política. Esos procesos explican la dialéc-
tica histórica de los movimientos sociales, su rol en la lucha de clases, sus perspectivas
emancipatorias, su camino recorrido, sus posibilidades futuras y sus límites actuales. El
presente texto trata de explorar algunos puntos de esa trama sobre la cual actúan los
movimientos sociales, tratando de identificar el sentido de la brújula histórica que permi-
ta la reconstrucción del horizonte de emancipaciones.

La construcción de la distopía liberal: hacia el Estado mínimo
La deconstitución política de la clase obrera

Uno de los procesos que caracterizan la dialéctica histórica en la cual se inscriben los
movimientos sociales es la deconstitución política de la clase obrera y, por tanto, el
empobrecimiento del discurso y de la praxis de lo político, del horizonte emancipatorio y
de la tensión dialéctica entre lucha social y lucha política. Ello se expresa, entre otros pro-
cesos, en la destrucción de toda la institucionalidad creada bajo la concepción del Estado
de bienestar y su sustitución por el Estado mínimo neoliberal.

No significa que ahora haya menos trabajadores, sino todo lo contrario; pero los nuevos tra-
bajadores que se incorporan a la globalización no tienen la capacidad política de defender su
salario, su jornada laboral, su derecho a la seguridad social, etc. La precarización absoluta de
la fuerza de trabajo implica la ruptura de su capacidad organizativa y de su capacidad de
defensa como clase. Un retorno al mundo decimonónico que altera radicalmente la relación
entre el capital y el trabajo y que deconstituye políticamente a los trabajadores; que los asi-
mila como factores económicos mientras los discrimina como sujetos políticos. 

En ese sentido, las políticas de estabilización y de reforma estructural llevadas adelante
por el FMI y el Banco Mundial se revelaron como importantes dispositivos epistemológi-
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cos y políticos, que permitieron la desarticulación de la
capacidad de organización, de movilización y de participa-
ción política de la clase obrera. En efecto, estas políticas
contribuyeron a generar procesos de reprimarización y
desindustrialización de las economías, concomitantes con
la transformación de la burguesía industrializante en rentis-
ta y especulativa –es decir, financiera–, y donde los secto-
res más modernos pudieron deslocalizar su producción
hacia nuevos espacios de deconstitución de la clase obre-
ra: las maquiladoras y las zonas francas. Espacios que son
el grado cero de la contractualidad y el locus real hacia el
cual parece converger la distopía del Estado mínimo liberal.

Efectivamente, las maquilas son la utopía negativa del capi-
talismo; son el retorno al capitalismo del siglo XIX en su
expresión más atroz de sobreexplotación. En las maquilado-
ras no hay derechos laborales, no hay derechos humanos,
no hay derechos económicos y sociales. Son espacios libres
de toda regulación y constituyen una cesión de soberanía
del Estado-nación a las corporaciones transnacionales. A
medida que el régimen de maquila o de zona franca se
consolida y se expande, la clase obrera pierde capacidad de
negociación política y ve restringirse, incluso, los horizontes
más inmediatos de su capacidad gremial. Esa restricción
permanente la deconstituye políticamente y la convierte en
un sujeto relativamente fácil de engranar en el nuevo siste-
ma de relaciones de poder del capitalismo mundial. 

Sin capacidad de generar mínimas resistencias, pierde ese
estatus que alguna vez tuvo de constituirse en el núcleo
político de la emancipación social, para convertirse en ape-
nas un grupo de personas que, a falta de cualquier ingreso,
son capaces de soportar las peores condiciones laborales.
El resultado es que uno de los actores políticos más rele-
vantes ha ido despareciendo del mapa de los sujetos his-
tóricos, y la conflictividad laboral se ha ido difuminando
como centro de la conflictividad de clase, en tanto en su
lugar se ha posicionado el discurso de la seguridad jurídica
y de la criminalización del reclamo laboral. Los pocos sindi-
catos que aún subsisten y que resisten a las políticas de
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flexibilización laboral están en su gran parte en el sector público, siendo los sectores que
más desgaste político acusan y mayor neutralización de la solidaridad social presentan. 

Al desaparecer del horizonte de la acción política, los sindicatos han dejado un territorio
que intenta ser clausurado desde el poder pero que es inmediatamente recuperado por
los denominados movimientos sociales, siendo los más importantes en el continente los
movimientos indígenas, los sindicatos campesinos, los pobladores pobres de las grandes
ciudades, las mujeres, etcétera. Sin embargo, estos movimientos sociales entran en ese
espacio de acción política con una agenda y un proyecto que no retoma los puntos cen-
trales que habían estructurado históricamente a la clase obrera, esto es, la liberación del
trabajo como condición previa para la emancipación social y humana. Es decir, no existe
una solución de continuidad entre las luchas de la clase obrera, con su horizonte de
transformación histórica cristalizado en su proyecto socialista, y los movimientos sociales.
A diferencia de la clase obrera que sabía que su horizonte emancipatorio pasaba por la
emancipación del trabajo, vale decir, la eliminación de la explotación humana para desde
allí fundar y fundamentar una nueva contractualidad y una sociedad sin explotación, los
movimientos sociales que emergen priorizan agendas más concretas e inmediatas y sus
horizontes emancipatorios están en pleno proceso de construcción.
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La deconstrucción del Estado-nación y de los proyectos nacionales

Un segundo proceso hace referencia a la deconstitución de un formato de Estado-nación
que implica la noción clásica de contractualidad y la reconstitución de ese formato en el
de un Estado mínimo, represivo, panóptico y liberal. Ello resulta en dos dimensiones: la
primera, que refiere a la transformación de la corporación transnacional de un sujeto de
derecho privado a un sujeto de derecho privado con atribuciones públicas; y la segunda,
que se relaciona con la noción de soberanía y territorialidad.

La pretensión de otorgar este estatuto público a la corporación transnacional pudo obser-
varse cuando se frustró la negociación del Acuerdo Multilateral de Inversiones (AMI) a
fines de la década del noventa en el marco de la OCDE. En este acuerdo se le otorgaba
un estatuto particular de soberanía cuasi política a la figura del inversionista y de la inver-
sión privada. En efecto, pretendía convertir al inversionista privado en un sujeto de dere-
cho privado pero con atribuciones públicas al mismo nivel que el Estado; es gracias a esa
conversión jurídica que las corporaciones estarían en capacidad de demandar a los esta-
dos-nación en el caso de que su inversión haya sido afectada por las políticas públicas o
por acciones emprendidas por la sociedad civil. 

Una vez fracasado el intento de suscribir el AMI, sus propuestas fueron llevadas al Área de
Libre Comercio de las Américas (ALCA) y luego a los Tratados de Libre Comercio (TLCs)
entre Estados Unidos y los países latinoamericanos. Se estableció así un formato único en
el que las semiosis “negociación” y “comercio” en realidad enmascaraban una realidad
distinta. Porque los TLCs abarcaban entre 18 y 22 mesas de negociación por país, donde
los temas exclusivamente comerciales se reducían a dos o tres de ellas y las restantes
hacían referencia justamente a las cuestiones propuestas en el AMI, es decir, propiedad
intelectual, protección a las inversiones, compras gubernamentales, servicios, etcétera. 

Con ello se promueve una especie de desmontaje de las estructuras jurídicas de los
estados a nombre de un aperturismo comercial cuyas bondades económicas están en
discusión. Los TLCs implican la desestructuración de los estados-nación en su formato
clásico y la reconstrucción de la noción de soberanía asentada en la fragmentación y la
dispersión de lo nacional. En efecto, concomitante a las políticas de aperturismo y libera-
lización, el Banco Mundial y la cooperación del desarrollo de algunos países europeos,
sobre todo de Alemania, trabajaron intensamente en la desarticulación de las capacida-
des de generar políticas públicas desde el Estado, a través de la descentralización del
mismo como requisito previo para la autonomización política de regiones clave en el
sentido económico del término de los estados-nación. 
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Al desmantelar la capacidad de acción nacional del Estado
y convertirlo en un cascarón donde el centro de su activi-
dad pasa a ser la seguridad jurídica (es decir la protección
de las inversiones y los inversionistas) y la militarización
de los conflictos sociales, se transita a lo que la utopía
liberal describe como el Estado mínimo. En este, la rela-
ción contractual no es ya entre el Estado y la sociedad
civil, sino entre las corporaciones y los individuos, donde
estos últimos son considerados solamente como consu-
midores políticos y económicos.

La mayor referencialidad política de esos individuos sería,
entonces, su gobierno local. Pero dicho gobierno tiene cir-
cunscripción y control sobre una territorialidad determina-
da, y eso es precisamente lo que está en juego, el control
y el acceso a esa territorialidad y los recursos que com-
prende; de ahí que los conflictos sociales más importan-
tes tengan como núcleo justamente a la territorialidad. El
territorio es el nuevo locus de poder, de confrontación y
de resistencia. La apropiación de los recursos que com-
prenden un territorio está codificada en los TLCs, y su
base física ha sido ya diseñada para el caso de América
Latina; se trata, en efecto, del Plan Puebla Panamá para
Centroamérica y del proyecto de Integración de la
Infraestructura Regional de Sudamérica (IIRSA). 

En ambos casos se desarrollan ejes multinodales y espa-
cios territoriales que se convierten en el centro de los pro-
cesos de acumulación por desposesión. Entonces, y a la
larga, la lucha por la defensa del territorio es también la
defensa de un tipo de contractualidad liberal. Los movi-
mientos sociales que emergen en la década del noventa
también insurgen desde la defensa de su territorio y de
sus recursos. Es el caso, por ejemplo, del sindicato cam-
pesino del Chapare boliviano que defendía la hoja de
coca; o en la misma Bolivia, la lucha por el agua en
Cochabamba; o la movilización para evitar la privatización
del agua en Uruguay; o la persecución y criminalización
de la que han sido objeto los pueblos mapuches en Chile,
que defendían su territorio de las empresas madereras o
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de las hidroeléctricas; o la reciente matanza de los Taromenane, un pueblo en aisla-
miento voluntario, por parte de las madereras en Ecuador. 

Esta presión política por la deconstrucción del Estado hace que algunos movimientos sociales
se hayan posicionado desde una agenda que hace algunas décadas era impensable y que
habría sido acusada del peor de los reformismos, y que refiere a la defensa de las institucio-
nes del Estado-nación como mecanismo de defensa propia. Lo que en realidad está en juego
es la reducción del horizonte emancipatorio y la simplificación de esa frontera hacia la defen-
sa de las condiciones mínimas de institucionalidad que proponía el Estado liberal clásico. 

Mientras la clase obrera pensaba en términos de una transformación radical del sistema
capitalista y su sustitución por otro sistema, referenciado en el socialismo, y su horizonte
emancipatorio le permitía la construcción de una práctica política de largo aliento y de vas-
tos alcances históricos –lo que incluía sus formas organizativas y su visión de poder–, los
movimientos sociales tienen que defenderse dentro de los esquemas de institucionalidad
vigente y tratar de defender esa institucionalidad a riesgo de que el Estado mínimo neoli-
beral finalmente también los deconstruya como movimientos sociales y políticos, los crimi-
nalice, y los persiga bajo la acusación de terrorismo.

La deconstitución institucional: hacia un nuevo contrato social

Un tercer proceso que determina las formas de resistencia y de acción de los movimien-
tos sociales es el nuevo tipo de Estado que se está construyendo desde las políticas de
estabilización, ajuste y reforma estructural. En el mismo, la contractualidad del discurso
clásico del liberalismo está siendo transformada hacia una integración de los procesos
sociales como dimensiones de una sola lógica, que es la del mercado. 

En este proceso la política se subsume a la economía. Mientras en el discurso del libera-
lismo clásico la política, la economía y el derecho se establecían como expresiones dife-
rentes pero al mismo tiempo convergentes de aquello que Isaiah Berlin denominaba la
libertad negativa y que, en definitiva, constaba en el metarrelato de la contractualidad
moderna, en la dinámica actual de la globalización neoliberal el mercado se constituye
como centro articulador de las lógicas políticas, económicas y jurídicas. 

Así, el mercado no debe entenderse solamente como un espacio de encuentro entre ofe-
rentes y demandantes, tampoco debe ser visto solamente como un espacio que permite el
intercambio de bienes reales o simbólicos. En esta nueva deriva del liberalismo, el mercado
se ha convertido en un locus de sentido histórico, que permite: a) la asignación de recursos
y la regulación social; b) la calibración de la eficiencia de las políticas públicas; c) la construc-
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ción del mercado mundial capitalista, que Wallerstein ha definido en sentido más amplio
como “sistema mundo”; y d) la expresión de la máxima racionalidad posible entre las prefe-
rencias del consumidor como nueva figura contractual y el uso eficiente de la escasez de las
corporaciones transnacionales. El mercado, entonces, construye la racionalidad del sistema
mundo. Si es el locus de racionalidad, entonces es el Estado el que tiene que adecuarse al
mismo, incluidos sus marcos institucionales, reguladores y normativos. La distopía del mer-
cado como locus de racionalidad es la propuesta del Estado mínimo del neoliberalismo. 

Ahora bien, en esta construcción de la política desde el mercado, la regulación social y la
asignación de recursos se separan de los conflictos de poder que les son inherentes, y
aparecen sometidas al arbitrio de la “mano invisible”. Desaparece, entonces, del campo
de posibilidades humanas la noción de planificación. Los conflictos redistributivos se
naturalizan y la explotación se convierte en pobreza, y esta, a su vez, es puesta en la
perspectiva del mercado. Es tan fuerte esta noción de pobreza que se deriva del merca-
do, que incluso los discursos más críticos al capitalismo utilizan el concepto de pobreza y
del “dólar diario” (un concepto elaborado por el Banco Mundial) como fenómeno estric-
tamente económico y natural, incluso para criticar al sistema.

Al constituir al mercado como un centro articulador de racionalidades, no sólo desapare-
ce la planificación como posibilidad humana de controlar la producción y distribución de
su propia riqueza, sino que en el campo analítico se evanesce la noción de lucha de cla-
ses y los conflictos por el excedente se someten al arbitrio de las leyes naturales de la
economía. La hipótesis mistificante de la “mano invisible” sirve para encubrir de un
manto metafísico las relaciones de poder que son inherentes a la lucha de clases. 

De ahí esa apuesta persistente por la construcción de la economía como una metarrelato
sustentado en la matematización de las reacciones del consumidor y de los usos alternati-
vos de recursos escasos por parte del productor, en un contexto de mercados eficientes y
equilibrados. Es este metarrelato de la economía, altamente tecnificado, el que ahora sus-
tenta el discurso del poder político. De esta manera, se excluye de la discusión política a
todos los movimientos sociales y se los obliga a la parcelación de sus agendas. Se puede
criticar al FMI, pero la estabilización de la moneda no se discute. La estabilidad monetaria
trata de ser convertida en un “bien público global”. La economía como discurso de poder
neutraliza el alcance político de los discursos cuestionadores de los movimientos sociales.

En la medida en que los movimientos sociales entran a la discusión y disputa de ciertos
contenidos del proyecto del Estado mínimo, no disputan la globalidad de la agenda neoli-
beral que ahora ha sido puesta en clave económica. Para disputar el sentido político al libe-
ralismo, los movimientos sociales parecieran tener que recurrir a la esfera de la política que
ha sido desconectada de la economía. Pero disputar la política no significa cuestionar el
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poder. La participación política en los sistemas de representación aparece como una forma
de participación y democracia del sistema porque ese espacio ha sido vaciado de la capa-
cidad de intervención y modificación de las relaciones de poder. La política liberal no le dis-
puta ningún espacio a la economía liberal, solamente redistribuye el poder político entre
diferentes fracciones de la sociedad que estarían de acuerdo en lo fundamental, que es el
consenso sobre la pertinencia del capitalismo como sistema histórico y universal.

El problema es que los movimientos sociales no han podido deconstruir aún el concep-
to de democracia liberal e integrar esa deconstrucción, o más bien, esa descolonización,
dentro de sus prácticas políticas emancipatorias. Cuestionan a la democracia liberal, pero
al mismo tiempo se adscriben a ella como único horizonte posible en la disputa del
poder. Esto refiere a la pérdida del sentido histórico de la construcción social y política
cuando no se puede disputar la producción y la distribución –con la pérdida de la noción
de planificación y redistribución–, cuando no se puede luchar por la definición de un
horizonte de largo plazo –con la pérdida de la noción analítica de lucha de clases– y
cuando no se puede articular una estrategia coherente de poder y contrapoder –con la
pérdida de la noción de la revolución. La noción de mercado como locus de racionalidad
social y política disuelve las nociones de planificación, de lucha de clases, de revolución;
y al mismo tiempo genera nuevas formas de incorporación social y participación política
que son solamente aquellas prescritas por la democracia representativa. 

Los límites y posibilidades de los movimientos sociales

Estos procesos conducen a determinar el marco de acción de los movimientos sociales,
sus posibilidades históricas y las oportunidades que aparecen con la presencia de agen-
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das novedosas. En efecto, con la emergencia de los movimientos sociales, algunas de las
certezas políticas que estaban relativamente claras en la lucha de los movimientos revo-
lucionarios, y también de la clase obrera, como la noción del poder como requisito para
el cambio revolucionario del sistema, o la noción del partido como organización especia-
lizada y hecha para el tránsito revolucionario y para capturar el poder, se transforman
radicalmente. Los movimientos sociales que surgen no reclaman el poder ni tampoco
adscriben a la conformación de partidos centralizados, jerárquicos y “profesionales”. Por
el contrario, se sitúan al margen del poder y muchas veces por fuera de los marcos de lo
que la izquierda tradicionalmente denominaba el poder. 

En cierto sentido, se ha consolidado una visión del poder que incluso entra en contrapo-
sición con las concepciones dominantes del mismo. Debe ser por ello que ha devenido
en un clásico de las ciencias sociales el texto de John Holloway sobre cómo cambiar el
mundo sin tomar el poder, en el que la influencia del zapatismo es determinante y que
da cuenta del sentido que adopta la lucha política de los denominados movimientos
sociales latinoamericanos en la década del noventa. 

Existe una dispersión en la ubicación de un horizonte emancipatorio que limita una con-
vergencia práctica, metodológica y partidista. Existen nuevas visiones sobre el poder y la
participación popular, nuevas propuestas de organización, nuevas plataformas de acción
y convergencia que recuerdan las tradicionales en cierto sentido pero que las innovan y
las recrean. Aparecen, de hecho, nuevas concepciones que recuperan un discurso que
siempre fue patrimonio del discurso liberal, como es el caso de la democracia, y lo
ponen en la perspectiva de los movimientos sociales: democracia de género, democra-
cia plurinacional, democracia ecológica, democracia económica. 

Los movimientos indígenas, los movimientos de mujeres, los movimientos antiglobaliza-
ción, los movimientos ecologistas, los movimientos campesinos, los movimientos de los
sin techo en las grandes ciudades, de los sin trabajo, etc., todos ellos reivindican una
agenda que, definitivamente, enriquece la posibilidad de reconstruir los horizontes
emancipatorios y las prácticas políticas de resistencia, pero que, al mismo tiempo, se
demuestra incapaz de generar un proyecto político de convergencia de todas las fuerzas
en función de un programa unitario, y una acción política en función de la conquista del
poder, porque todos ellos discrepan sobre la noción de poder.

Al tener una visión descentrada del poder, una visión más laxa de la organización, un dis-
curso más abierto y una militancia diversa y dispersa, los movimientos sociales enfrentan
la aporía de cambiar el sistema sin haber creado un sistema alternativo y con una visión
de poder asimismo alternativa. 
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En efecto, mientras para la clase obrera estaba claro que aquello que vendría luego del
capitalismo era el socialismo, para los movimientos sociales las respuestas no están tan
claras; adscriben a una idea del socialismo más como un ethos histórico que como una
respuesta concreta a sus agendas, pero si se les interroga sobre un futuro poscapitalista,
es probable que las respuestas sean diversas. 

Tampoco adscriben a la idea de partidos políticos centralizados y mucho menos “profe-
sionales”; también están lejos de la visión de la organización revolucionaria hecha por
militantes iluminados y absolutamente entregados a una causa popular. Su matriz es, en
ese sentido, más horizontal pero al mismo tiempo más heterogénea y, en términos de
poder, más débil; pero en términos de contrapoder es contundente. 

Si bien han podido realizar importantes movilizaciones que lograron de una manera u
otra detener en cierto sentido el avance del proyecto neoliberal, también es cierto que
han sido débiles para revertir el proceso de reforma institucional neoliberal del Estado
que se aplicó por toda América Latina. Sus marcos organizativos y sus agendas hicieron
de los movimientos sociales reactivos al avance del proyecto neoliberal, pero no han
logrado imponer una agenda diferente a ese modelo de Estado y de sociedad. 

Frente a ello, los interrogantes que se suscitan son: ¿por qué los movimientos sociales
no aprovecharon la riqueza de sus agendas políticas para ampliar el horizonte emanci-
patorio? ¿Por qué no se dieron alianzas estratégicas y políticas entre la clase obrera y
los movimientos sociales? ¿Por qué la izquierda latinoamericana ha sido tan reacia a
adscribir en sus proyectos y prácticas políticas propias las agendas y las prácticas de los
nuevos movimientos sociales? Y, fundamentalmente, ¿por qué las luchas políticas de
los movimientos sociales se han revelado impotentes de revertir el proceso de cambio
institucional del Estado en términos neoliberales? ¿Qué proceso político hizo que los
movimientos sociales y la izquierda latinoamericana permitieran el avance de esa
construcción neoliberal?

La trampa del liberalismo

Quizá Hegel haya tenido razón al anunciar el fin de la historia ya en el siglo XIX. El libera-
lismo, efectivamente, es el fin de la historia en tanto constituye la anulación de lo políti-
co en la validación del mercado como única racionalidad de la historia. Es la subordina-
ción de lo social a lo económico.

Aquel límite que impide la convergencia del horizonte emancipatorio creado por la clase
obrera, es decir, la liberación del trabajo, con los horizontes emancipatorios de los movi-
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mientos sociales, y que pueden condensarse en la figura del re-conocimiento de la dife-
rencia, es, justamente, la trampa del liberalismo. Los movimientos sociales han inscrito,
de una manera u otra, tanto sus prácticas políticas de resistencia como los contenidos
fundamentales de su agenda, quizá sin proponérselo, dentro de la matriz del liberalismo.
Pero el liberalismo agota las posibilidades emancipatorias de la humanidad dentro de
sus propios contenidos epistémicos y políticos. No puede reconocer la diferencia, ni la
de las mujeres, ni la de los indígenas, ni los campesinos, los jóvenes o los ecologistas.
Por el contrario, reduce las diferencias a la homogeneización del zoo politikon, en la figu-
ra del ciudadano que elige a sus representantes en un mercado electoral, y en la figura
del homo economicus, el consumidor que elige aquellos bienes y servicios que maximi-
zan su función de utilidad en un mercado de bienes y servicios.

El Estado liberal es el muro de cemento en el cual se estrellan, a veces hasta fragmen-
tarse, los proyectos emancipatorios de los movimientos sociales. Tenemos algunas evi-
dencias: el movimiento zapatista, después de la Sexta Declaración de la Selva
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Lacandona, da cuenta de su comprensión de las trampas del discurso liberal y, en pleno
contexto electoral, anuncia y emprende la realización de la Otra Campaña, con el objeti-
vo de abrir grietas en el muro del liberalismo. Conforme la Otra Campaña recorre México,
se demuestra en poblados de nombres olvidados la trama de devastación del modelo
neoliberal que en México tiene un soporte fundamental con el tratado de libre comercio
con EE.UU. La Otra Campaña recorre los estados mexicanos y constata el despojo, la per-
secución, la depredación, a los que han sido sometidos pueblos enteros y cuyas deman-
das no son parte del discurso electoral y ni siquiera aparecen en ese escenario. En algu-
nas poblaciones son los mismos candidatos del PRD los que más implicados están con
el poder y con la violencia. ¿Cómo creer entonces al PRD, que dice representar a los
pobres, cuando su propia estructura partidaria se revela como un mecanismo funda-
mental para el ejercicio del poder? ¿Cómo creer que las elecciones van a resolver ese
contexto de violencia y despojo? 

La Otra Campaña se separa de todas las candidaturas y problematiza lo electoral como
recurso de poder. En esa perspectiva, simplemente, no hay opciones; el liberalismo no da
posibilidades para que existan opciones. Esta estrategia del EZLN es un intento de lanzar-
se en contra del muro liberal de una manera más inteligente, pero eso no lo salva de
estrellarse. Las elecciones mexicanas demuestran el alcance del fraude electoral del PAN
en contra del candidato del PRD y del cinismo de la clase política mexicana, un fraude a
todas luces demostrable pero que es funcional a la estructura del poder tanto mexicana
como de EE.UU. Pero entre las víctimas propiciatorias que se buscan para explicar el alcan-
ce del fraude en contra del PRD, sectores de la izquierda mexicana acusan al zapatismo, y
luego de las elecciones mexicanas el zapatismo vive sus momentos más dramáticos, con
la amenaza de perder su legitimidad histórica y la pertinencia y viabilidad de su proyecto.
El zapatismo tenía razón, el problema del poder es el liberalismo, pero en su conflicto con-
tra el liberalismo salió lastimado. La propia izquierda mexicana se encargó de curar las
heridas del sistema político liberal mexicano buscando en las víctimas a los victimarios.

De igual manera vimos estas contradicciones en Ecuador, cuando el movimiento indígena
creyó que al ganar el gobierno por vía electoral se podían iniciar los cambios que consi-
deraban fundamentales en su proyecto político, y para ello se alió con el grupo de milita-
res con los que había en conjunto derrocado al ex presidente Mahuad en la coyuntura de
enero de 2001. Esta llegada al gobierno los debilitó enormemente y tuvieron que salir de
esa alianza a los seis meses de “estar en el poder”, con un gran desprestigio social y acu-
sando un fuerte desgaste que se tradujo en una pérdida de su capacidad de movilización.
No sólo eso, en la coyuntura electoral más reciente, se ha dicho que el escaso margen
electoral del movimiento indígena ecuatoriano da cuenta de su profunda crisis, como si
las elecciones fuesen el rasero para medir los alcances históricos de un proyecto político
representado por uno de los movimientos sociales más fuertes del continente. 
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En el caso de Bolivia la situación está en el límite, la estructura organizativa del MAS, los
sindicatos campesinos, las juntas de vecinos, las organizaciones indígenas, las organiza-
ciones de mujeres, que apoyaron la candidatura de Evo Morales y que finalmente lo lle-
varon a la Presidencia, ahora enfrentan el reto más importante de la izquierda en todo el
continente y es la confrontación con la estructura liberal del Estado y la negativa de las
elites, sobre todo de la región de la “media luna” (Santa Cruz, Tarija, El Pando, Beni), de
aceptar la declaración de la Asamblea Constituyente como originaria y fundacional. 

En el centro de la discusión, definitivamente, está la estructura liberal del Estado-nación,
y la emergencia de nuevos sujetos que buscan, por el momento, acomodar esa estruc-
tura a su proyecto histórico. Han existido ya confrontaciones que demuestran que la
visión de un capitalismo “andino-amazónico” en realidad contorna el problema funda-
mental y resulta en la estructura misma del Estado-nación liberal. 

En el caso de Brasil, el movimiento social más importante, el Movimiento de los
Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST), tuvo que poner distancias con el gobierno del PT,
cuando este reemplazó su propuesta de cambio social por una administración con carác-
ter asistencialista –como, por ejemplo, su programa “hambre cero”– y por un proyecto
pensado e impuesto por la burguesía paulista y por Itamaraty. La razón de Estado, en el
caso brasileño, se reveló más importante que la razón histórica del movimiento social.
Entre la dupla Palocci-Meirelles y los movimientos sociales, el PT escogió a los primeros,
es decir, a la razón de mercado y del Estado liberal. 

En el caso de Chile, el modelo neoliberal, luego de liquidar al sindicalismo, liquidó a los
movimientos sociales; y al no poder asimilar a los pueblos mapuches a la razón liberal, ha
optado por su criminalización y persecución. El nombre de socialismo para el gobierno
chileno en realidad es un membrete político a una dinámica de la Concertación que coin-
cide en los contenidos con la derecha, pero que se diferencia, de manera mínima por lo
demás, en los métodos. Sin embargo, hay una resurgencia del movimiento social en
Chile, de la mano de los jóvenes, de los sindicatos mineros, de los sindicatos de maestros. 

Quizá uno de los casos más problemáticos sea la misma Venezuela y su proyecto de
Revolución Bolivariana, en la cual se está creando y re-creando al movimiento social
desde la estructura del Estado, y en donde la Revolución Bolivariana propone el mismo
formato del Estado liberal representativo con algunas dimensiones de política social
como nuevo proyecto histórico. 

En todos los casos subyacen las mismas inquietudes: ¿cómo poder realizar cambios his-
tóricos y fundamentales cuando la matriz desde la cual se proponen esos cambios es el
mismo Estado liberal? En otras palabras, ¿pueden cambiarse las sociedades en confor-
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midad con la agenda y las plataformas de acción de los movimientos sociales respetan-
do la matriz liberal? Y, ¿qué alternativa tenemos al liberalismo?

Podría pensarse en el socialismo, pero sus dilemas, a nivel epistémico, son los mismos
que atraviesan al liberalismo. El socialismo en su versión clásica tampoco puede recono-
cer a la diferencia que representan los movimientos sociales. Su horizonte emancipato-
rio está construido con los mismos elementos de la modernidad que han destruido pue-
blos indígenas, que han supeditado y subordinado a las mujeres, que han provocado la
destrucción ecológica del planeta. Entonces, ¿no es necesario e imprescindible proble-
matizar incluso los contenidos emancipatorios del discurso del socialismo? De una forma
u otra, ¿no es acaso lo que han hecho los movimientos sociales desde sus prácticas his-
tóricas? Cuando se dice que se puede cambiar el mundo sin tomar el poder, ¿acaso no
se está denunciando una teoría instrumental del poder que construyó una izquierda sec-
taria, miope y “unidimensional”? Es necesario comprender los aportes que están hacien-
do los movimientos sociales de América Latina –particularmente como un aporte que va
más allá de la retórica de oposición al liberalismo– y visualizarlos como la única opción
para recomponer el horizonte emancipatorio, y por tanto las posibilidades del discurso
antisistema y de la utopía libertaria.

Notas

1 El presente artículo es una versión resumida del original que puede consultarse en for-
mato completo en la sección Análisis y Debates de la página web del OSAL
<http://osal.clacso.org>.
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Las miradas y estrategias

políticas feministas en el

nuevo milenio: una perspectiva

desde América Latina

Virginia Vargas*

La contingencia de lo nombrado y conquistado

La teoría feminista surge de la práctica del “nombrar”
lo que no tenía nombre. Un nombrar en disputa, en
reapropiación, en producción de discursos propios.
Por eso, ese nombrar produjo saberes. La dinámica
más potente de producción de saberes que instauró
el feminismo desde sus balbuceantes comienzos fue
justamente la de nombrar lo hasta ese momento sin
nombre. Y el evidenciar, en este acto, la distancia
entre práctica y teoría. Este nombrar dio auto-recono-
cimiento de una experiencia personal y colectiva, de
exclusión y dominación, pero también de resistencias
a la homogeneización. Nombrar lo personal en clave
política convirtió las preguntas, angustias, incertidum-
bres y proyectos personales en una propuesta política
colectiva, alimentando la acción transgresora de los
límites impuestos por una forma de conocimiento y
aprehensión de la realidad social. Es decir, “sólo
cuando se nombra la realidad se está en capacidad
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de cambiar el significado que tiene, que muchas veces
aparece como natural y neutro” (El Achkar, 2001).

“Lo personal es político” sigue siendo el aporte teórico
más radical de esta práctica. Fue el impulso más contun-
dente para politizar la cotidianeidad y posicionarla, lenta-
mente, como parte del horizonte referencial de las muje-
res y la cultura en la sociedad, abriendo el terreno subjeti-
vo para “el derecho a tener derechos”.

Estos procesos de producción de saberes no se hicieron
desde la academia, aunque por la acción feminista llega-
ron prontamente a ella revolucionando los paradigmas del
conocimiento. Por ejemplo, la consigna levantada por las
feministas chilenas en su lucha contra la dictadura de
Pinochet nos ofreció “otra mirada” a partir de ese impac-
tante slogan: “democracia en el país y en la casa”, el cual
condensaba un posicionamiento en lo público incorporan-
do la política de lo privado. Esa sola consigna expresaba
una teoría de la democracia y una forma transgresora de
hacer política que no estaba en los textos, ni en el canon
académico, ni en el imaginario político de la sociedad.

Sin embargo, el conocimiento producido en diferentes
momentos, coyunturas y espacios geográficos (local-glo-
bal) no puede tener vocación de totalidad. Es fundamen-
tal, como decía Julieta Kirkwood, su permanente actualiza-
ción, en el hoy, y su vinculación al proyecto global. “El
querer saber surge cuando se constata la no correspon-
dencia entre los valores postulados por el sistema y las
experiencias concretas reales humanas” (Kirkwood,
1986). Nora Domínguez se adentra bien en esta idea al
decir que “si la consigna fue romper, transgredir, pervertir,
dar vueltas a los modelos heredados, ni el resultado ni los
legados pueden quedar aprisionados en alguna forma de
estabilidad, sobre todo porque la deuda de la exclusión
tiene aún llagas abiertas” (Domínguez, 2000).

Por ello, las palabras inicialmente liberadoras también
pueden ser palabras “secuestradas” (Massey, 2000) al
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cargarse de significados congelados en el tiempo, desligándose de un proceso en per-
manente mutación. Si el nombrar instituye, forma identidad, el acto de nombrar es per-
manente, porque las identidades son complejas y múltiples, inestables, movilizándose
selectivamente, en respuesta a procesos económicos, sociales, políticos y culturales
específicos. Por ello, ese nombrar inicial es fundante de una práctica subversiva y trans-
gresora, pero es también contingente. No sólo abre espacio para nuevos saberes, sino
también para procesos, de múltiples prácticas, que impulsan nuevos itinerarios, modifi-
cando o generando nuevas relaciones de poder que quieren disciplinar lo nombrado u
oscurecer las presencias y puntos de vista de numerosos nuevos actores/as y problemá-
ticas que se perfilan desde otros significantes y exclusiones o de las nuevas palabras que
señalan, como dice Diana Maffia, nuevas vías de aproximación y posibles ordenamientos
interdisciplinarios (Maffia, 2000). Son los “saberes impertinentes” para la legitimidad del
discurso tradicional. Así, la historicidad del nombrar va de la mano con la historicidad de
los procesos de apropiación-reapropiación-disputa frente a los nuevos significantes que
va dejando la cambiante realidad.

Por eso, este es un nombrar permanente que requiere desplegarse al compás de los
cambios. Pero muchas veces la práctica se adelanta a la teoría, especialmente cuando,
como hoy, nos enfrentamos a problemas y preguntas nuevas para las cuales no hay res-
puesta. Pobreza del conocimiento hegemónico, pero también de un tipo de conoci-
miento feminista elaborado desde paradigmas en extinción, que no logra capturar la
riqueza y la diversidad de la experiencia social del mundo.

¿En base a qué conocimientos deben ser respondidos estos problemas? Desde la incer-
tidumbre y la conciencia de inacabamiento, que, en vez de ser aparentes limitaciones,
han devenido en potentes impulsos para estas búsquedas. De allí la importancia de
recuperar lo que Nira Yuval-Davis (2004) llama la “ética de la incomodidad” frente a lo
nombrado en otros momentos y desde otros paradigmas, recuperando lo que Julieta
Kirkwood (1986) llamaba la “licencia para expresar”, en una suerte de irresponsabilidad
para con el paradigma científico y los conceptos que se asumen en su lenguaje, en una
especie de desparpajo de mezclarlo todo produciendo una desclasificación de los códi-
gos, una inversión de los términos de lo importante.

El nuevo cambio de mirada

Este concierto de incertidumbres e incomodidades requiere, para su reconocimiento,
nuevas formas de entender lo político y nuevos contenidos y orientaciones políticas. Un
aspecto fundamental de la nueva cultura política, acorde con los nuevos tiempos, y de
una nueva teoría política, es asumir que la transformación de la realidad presupone la
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“transformación de la mirada” (Beck, 2004). Para este autor, esta nueva mirada implica
también un cambio de imaginación, desde una centrada en el estado-nación hacia una
imaginación cosmopolita, que no elimina sino que reubica las escalas global-local, evi-
tando el desperdicio de la experiencia social (Santos, 2002), reconociendo que en la
sociedad contemporánea las escalas de sociabilidad están interconectadas –local, nacio-
nal, global– y que una mirada cosmopolita requiere incorporarlas. Privilegiar una escala
es una decisión política que se asume de acuerdo a las condiciones y contextos políticos
concretos. Beck, a su vez, asume que estas miradas son complementarias, lo que permi-
te disolver la “ficción” que cada una arrastra, pero es la mirada cosmopolita la más cer-
cana a la realidad actual, porque abre posibilidades de acción que la mirada nacional,
sola y en sí misma, cierra. 

Esta mirada cosmopolita es fundamental para entender las nuevas dinámicas que va
dejando la práctica de los movimientos sociales en su articulación global-local, expresan-
do pluralidad de luchas y contenidos emancipatorios. Y si bien ha habido fragmentación
y particularización de las luchas, ha habido lo que Lechner llama la privatización de las
conductas sociales, generando una “‘cultura del yo’, recelosa de involucrarse en compro-
misos colectivos” (Lechner, 2000), se han producido también nuevas formas organizati-
vas –Castells (1999) la llama sociedad en red–, que se han expresado no como actores
unificados, ni sólo como movimientos de contenido plural, sino más bien como un
“campo de actores” amplio, diverso y en permanente ampliación y transformación (Jelin,
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2001), produciendo nuevos marcos de sentido. En este campo, el quiebre radical en
base al cual se percibían los viejos y los nuevos movimientos sociales en las décadas
anteriores ya no es tan evidente. Son otras las dinámicas que comienzan a impactar:
luchas orientadas a la justicia global, desde diferentes vertientes, luchas emancipatorias
respecto de un paradigma obsoleto, sin saber aún cómo reemplazarlo.

Estas luchas no anulan sus diferencias; por el contrario, surge una pluralidad de sentidos
al expandirse el espacio de la experiencia social, en lo local y global. Y todas las luchas,
salvo para una mirada esencialista, despliegan sólo una parte de la identidad. En el caso
de los feminismos, a las clásicas luchas por una sexualidad diferente, por cambios en las
relaciones de poder entre los sexos, se unen otras luchas de sentido, contra el neolibe-
ralismo, la militarización, los fundamentalismos. Y en ello hay marcos de sentido en per-
manente ampliación, que responden al hoy y se vinculan con un proyecto global de
transformación, desde múltiples proyectos emancipatorios.

En estos nuevos marcos de sentido, ¿cómo construir diálogos con los énfasis diferencia-
dos de las múltiples luchas emancipatorias? ¿Cómo evitar identidades irreductibles y, al
mismo tiempo, dar lugar a espacios nuevos de negociación entre las diferencias? ¿Cuáles
son las diferencias que merecen reconocimiento? ¿Cómo extender la “comunidad epis-
temológica” (Melucci, 2001) sin perder el perfil de la nueva mirada, sin desdibujar la
urgente redistribución de poder y reconocimiento de las propuestas en un concierto de
dinámicas y diversidades reclamando justicia y visibilidad?

Una idea fuerza para tratar de acercarme a estas preguntas es que la realidad no puede ser
reducida a lo que existe, sino que debe incorporar también a lo suprimido, lo existente
como residual, como confinado a una sola dimensión. Para iluminar/trasnversalizar el cam-
bio de mirada, se requiere una “operación epistemológica”, lo que Boaventura de Sousa
Santos (2002) llama la “sociología de las ausencias” y la “sociología de las emergencias”. El
objetivo de la sociología de las ausencias es identificar y valorar las experiencias sociales dis-
ponibles en el mundo, aunque sean declaradas como no existentes por la racionalidad y el
conocimiento hegemónico. La sociología de las emergencias busca identificar y ensanchar
los signos de experiencias futuras posibles, ya sea como tendencias o latencias, que son
activamente ignorados por la racionalidad y el conocimiento hegemónico.

El cuerpo como lugar político

Justamente una ausencia en emergencia activa, que no logra ser reconocida a pesar de
los innumerables signos que denotan su existencia, es el cuerpo como lugar político en
su contenido transversal. Indudablemente ha surgido, como dice Claudia Bonan (2001),
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un nuevo marco interpretativo para los asuntos del cuerpo. Frente a los marcos biomé-
dicos, religiosos, estatales, se esboza un nuevo marco emancipatorio. ¿Cómo expresarlo
en sus múltiples articulaciones? Una alternativa es confrontar la violencia de la no exis-
tencia y recuperar el cuerpo como lugar político. El cuerpo ha comenzado a ser uno de
los énfasis integradores de estas nuevas miradas políticas. Recuperar el cuerpo como
espacio político, que actúa como mediador de las relaciones sociales y culturales vividas,
al estar “no sólo atado a lo privado, o al ser individual, sino también vinculado íntegra-
mente al lugar, a lo local, al espacio público” (Harcourt y Escobar, 2003). En esta mirada,
el cuerpo ofrece un doble movimiento: tanto de nuevas aproximaciones y posibles reor-
denamientos interdisciplinarios, como de recuperación de los “saberes impertinentes”
(Sutherland, 2004), las palabras no visualizadas, las palabras ausentes.

El cuerpo ha devenido en un campo “dotado de ciudadanía” (Ávila, 2001) a través de
una serie de “experiencias sociales disponibles” que producen múltiples articulaciones.
Lo está desde los feminismos, en su incansable lucha por los derechos sexuales y repro-
ductivos, y por la recuperación de la intimidad como parte sustancial de la vida demo-
crática y del contenido ciudadano, al radicalizar el derecho a la libertad y la autonomía,
identificando la relación de obligatoriedad entre sexualidad y reproducción; recuperando
el derecho al placer, a una vida sin violencia, en lo privado e íntimo; buscando expresar-
se en lo público; incorporando a la ciudadanía esta dimensión de libertad. La lucha por la
despenalización del aborto es paradigmática en esta búsqueda de autonomía y libertad.

El cuerpo político está posicionado también desde los movimientos de orientación
sexual en todas sus variantes (especialmente transexuales, travestis, transgéneros) para
su expresión en lo público, pues su no reconocimiento obliga a que estas identidades se
recluyan en lo privado, radicalizando lo público con el derecho a la diferencia. Lo está
también en la lucha por el control del SIDA, tanto por las enormes resistencias que esta
produce en las jerarquías eclesiásticas de todo tipo y en los gobiernos, incluso democrá-
ticos, como por el contenido paradigmático que encierra en relación a la confrontación
del monopolio de las patentes de los medicamentos.

Y lo está en los conflictos armados y las guerras, donde el cuerpo de las mujeres es visto
y asumido como botín de todos los bandos, como lo demostró la Comisión de la Verdad
de Perú, o como lo demuestra la interminable guerra interna en Colombia, en
Guatemala, en Yugoslavia. La defensa del cuerpo de las mujeres en las guerras internas
ha impulsado uno de los movimientos globales más importantes, que también está pre-
sente en América Latina: las mujeres de negro.

Lo está también, de una manera perversa, en la lucha contra el racismo, que confronta
las exclusiones sociales, culturales, económicas, emocionales por un color de piel dife-
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rente al hegemónico, y que en el caso de las mujeres
tiene especial impacto en su cuerpo sexual. Baste si no
recordar la prostitución de las niñas tailandesas para servir
a los viejos blancos europeos, o la sexualidad complacien-
te atribuida a las negras en América Latina, incluyendo
obviamente Perú.

Y lo está en la economía, en la pobreza, en el hambre,
que quita capacidades, generalmente con impacto irrever-
sible, en el cuerpo de las nuevas generaciones. En nom-
bre de la supremacía del mercado y el desprecio a la ciu-
dadanía. Y que quita además capacidades mayores a las
mujeres al no reconocer la dimensión económica repro-
ductiva, la economía del cuidado de los cuerpos, propios y
ajenos, que es inherente al trabajo doméstico no remune-
rado de las mujeres.

Este cuerpo político se expresa en todos los espacios e
interacciones privadas y públicas. Todas sus dimensiones
son en este momento luchas locales y globales. Sin
embargo, a la luz de la política, este cuerpo político no
existe como tal.

Pero lo que no existe, dice Boaventura de Sousa Santos
refiriéndose a la sociología de las ausencias, es activa-
mente producido para no existir. Una nueva mirada con-
siste justamente en transformar, teórica y políticamente, lo
imposible en posible y la ausencia en presencia. Por ello,
la modificación de las condiciones de esa “no existencia”
va más allá del nombrar en singular. Para la legitimidad y
reconocimiento del cuerpo como política son necesarios
otros cambios democráticos que impacten aquello que
actúa activamente para su no existencia. Recuperándolo
activamente en sus formas de emergencia, en la forma en
que se expresa, en los conflictos que produce, en lo que
limita su expansión. Y acá hay una agenda –teórica y prác-
tica– nutrida y contundente: lucha por un estado laico y
una cultura secular; lucha contra el neoliberalismo y el
poder de las transnacionales, especialmente de medica-
mentos pero no solamente; lucha contra el racismo, por
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el reconocimiento de la diversidad de cuerpos, por los derechos reproductivos y sexua-
les, contra el militarismo. Iluminando nuevas dimensiones productoras de derechos y
reafirmando que no es posible un cambio de cultura política que recupere el cuerpo
como portador de ciudadanía si no se avanza en otros múltiples campos democráticos.

La democracia

Luchas contra las exclusiones; luchas por la justicia económica y la justicia global; luchas
contra el hegemonismo neoliberal; luchas por el cuerpo político y por el reconocimiento
y diálogo de las diversidades son los campos de incidencia y de propuestas de los movi-
mientos de mujeres y feministas, y de muchos otros espacios y movimientos de la socie-
dad civil democrática. No son luchas sectoriales y específicas, aunque estas son muy
necesarias para concretarlas. Son más bien estrategias para una nueva cultura política
que recupere la justicia de género como parte de y desde las otras múltiples injusticias,
avanzando más allá de nombrar un derecho en singular, más allá de las luchas por un
derecho específico, “o de políticas afirmativas que acerquen las brechas de desigualdad,
al modo de las primeras etapas de estos movimientos sociales, sino también de ‘políti-
cas trasformativas’” (Bellucci y Rapisardi, 1999) capaces de impactar las relaciones socia-
les, económicas, culturales y simbólicas. Recuperando así la democracia como el terreno
de la negociación de las diferencias y conflictos y no como su negación.

Pero una nueva cultura política democrática requiere el desarrollo de la democracia en
todos sus niveles –en el país, en la casa, en la cama, en lo íntimo, en lo local, en lo global.
Y para todas sus diversidades, ya que “corresponde a la democracia, y específicamente a
la política democrática, celebrar y promover las disputas y los acuerdos que tal pluralidad
de voces e intereses conlleva” (PNUD, 2004). Porque es en la democracia donde se dan
las luchas por la definición y redefinición de los derechos y las obligaciones.

Y acá entran las múltiples estrategias feministas que se están desarrollando y muchos de
los retos que tenemos por delante. Uno de ellos es ir más allá del nombrar en singular
para hacerlo en conexión, influenciando desde nuestras visiones y estrategias los derro-
teros por donde se desarrolla la democracia en nuestros países y a nivel global. Ese es un
derecho y una responsabilidad de los movimientos feministas. Que cambie la exclusión
de las mujeres y que se asienten estrategias de emancipación requiere también, sabe-
mos, muchos otros cambios democráticos, que se impulsan desde múltiples estrategias:
orientar la presión, acción y diálogo hacia los estados no sólo para fortalecer la democra-
cia sino para “democratizar las ciudadanías” (PNUD, 2003) requiere al mismo tiempo el
fortalecimiento de las sociedades civiles y sus movimientos y el posicionamiento autó-
nomo, dialogante y negociador, desde su propio perfil. Las maquinarias estatales de la
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mujer en los gobiernos son un nicho que puede o no aportar a ello. Sin embargo, el
objetivo de los feminismos que asumen estrategias hacia el estado es más amplio. En la
crisis del estado y su urgente reforma administrativa, judicial, electoral, tributaria; en la
reforma y democratización de los partidos políticos y en la construcción de sistemas
democráticos de partidos, en colocar a la política en el centro y no a la economía, los
feminismos tenemos algo que decir.

Parecería entonces que el “hoy” de los feminismos en el nuevo milenio es recuperar las
palabras plurales traduciéndolas a un proyecto político donde la diversidad sea reconoci-
da, asumida, trabajada subjetivamente y no sólo tolerada. Donde las apuestas feministas
puedan expresarse y enriquecerse de los aprendizajes que van dejando los reconoci-
mientos y conexiones con otras luchas democráticas, alimentando nuevas culturas políti-
cas que den cuenta de la explosión de nuevas identidades y nuevos actores y actoras
sociales. Y donde la justicia redistributiva y la justicia del reconocimiento sean los ejes
orientadores de su propuesta de transformación.
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Democracia y

ciudadanía civil1

Marcos Roitman Rosenmann*

Cuanto más se predica vivir en sociedades democráticas,
más parece degradarse la condición humana. A princi-
pios del siglo XXI emergen con fuerza movimientos étni-
cos, de género, culturales, medioambientales y de clase
que defienden con tesón sus derechos frente a la arbi-
trariedad del poder sistémico. La resistencia contra la
explotación demuestra que la democracia no forma
parte del capitalismo, salvo que optemos por corromper
el concepto. Neoliberalismo y democracia tampoco se
complementan. Lograrlo es el objetivo de los defensores
de la razón cultural de occidente, y para ello emplean
todo tipo de estrategias. Es un proceso largo, donde
nada es dejado al azar y en el que participan múltiples
especialistas: sociólogos, economistas, politólogos y
publicistas. Tanques de pensamientos que abren un
frente y luego otro, hasta copar todo el campo de batalla:
el estado de conciencia vivido con dignidad y valor ético.

El primer enfrentamiento se da en el campo del lenguaje.
Si no tenemos capacidad para enunciar el mundo, otros
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imponen su dominio sobre la realidad. Dar un significado a la palabra democracia es parte
de una batalla teórica y política por controlar el mundo. Lanzar una propuesta no es bala-
dí, tiene un doble objetivo: transformar a la democracia en objeto de consumo social a la
vez que proyectar una imagen para organizar la vida cotidiana. El orden sistémico posee la
capacidad para construir conceptos y ponerlos en circulación de forma rápida y eficiente.

Es una fábrica de significantes. Cuenta con medios de comunicación y centros especiali-
zados de difusión. Si se trata de elaborar el concepto de democracia como si fuese un
producto para el mercado, hay que generalizar su uso, y para ello debe estar en boca de
millones de personas, jadeando y pidiendo democracia aunque no entiendan su significa-
do. Tiene que ser una definición atractiva pero, al mismo tiempo, fácil de digerir; no puede
ser compleja. Desear la democracia supone un mensaje breve, corto, al alcance de todos
y, por tanto, muy elemental. Debe encajar con una sociedad de consumo, vivida en el
marco de un individualismo extremo. Hay que ajustar los términos. En lo estratégico, el
mensaje será repetido una y otra vez hasta calar en los huesos y sin posibilidad de errar.
El oyente deberá desear vivir en el tipo de democracia que le ofrecen y coincidir con la
forma de vida que le proyectan. Se debe producir un acoplamiento estructural: lo que
existe, su mundo de consumo, es democracia. El resto es quimera. La democracia exis-
tente va de boca en boca, se transmite hasta la saciedad, todos la enuncian. Existe porque
se consume, está escrita, pero no se practica. Algo similar ocurre con el discurso de la
Coca-Cola, transformada en refresco que acaba con la sed y es, al tiempo, la chispa de la
vida. Pero no es la chispa de la vida, ni acaba con la sed y, sin embargo, se consume como
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si tuviese ambas cualidades. Se miente y la gente vive en el engaño. Sigue consumiendo
Coca-Cola como si esta acabase con su sed y lograse sacarla de la depresión. Así, igual-
mente, los productores de democracia representativa imponen una lógica de consumo.
La refuerzan como un ritual electoral de elites, de competencia para administrar eficaz-
mente el Estado. Se vive en democracia cuando se compite por el control de las institu-
ciones. Por consiguiente, la democracia consiste en elegir gobernantes para crear y aplicar
normas elaboradas por gobernantes elegidos. Pero no se habla de qué tipo de normas. En
este caso, se homologa la aplicación de normas a cualquier tipo de ellas, por ejemplo:
hacer guerras preventivas, torturar en Guantánamo, llevar a cabo asesinatos políticos,
bombardear países considerados ejes del mal, profundizar la explotación, el hambre, la
miseria y el subdesarrollo. Bajo esta premisa, son demócratas Berlusconi, Aznar, Bush,
Blair, Fox y Salinas de Gortari, y sus partidos políticos, convirtiéndose así en democráticas
prácticas y proyectos totalitarios. Es un triunfo de la democracia representada en institu-
ciones. Democracias sin demócratas, estatuidas en normas de obligado cumplimiento.

Si la voz democracia es tan laxa que permite incorporar actos y personajes corruptos, no
extraña su descrédito, dos de cuyos efectos han sido el alto índice de abstención y la
despenalización de los actos corruptos. En el primer caso, la abstención se organiza bajo
la libre participación de los electores, que es un derecho y no un deber. La legitimidad
del proceso electoral se garantiza bajo la fórmula de los votos emitidos. La abstención se
incorpora como una opción electoral. Así, en términos absolutos, no es un problema.
Pueden gobernar presidentes con menos del 15% del electorado real, pero que en los
hechos puede representar el 40 o 50% de los votantes efectivos. Respecto de la corrup-
ción, antes que penalizarla como delito político, es mejor despenalizarla e integrarla. Así
tampoco supone un problema en términos relativos. El sistema democrático representa-
tivo la absorbe y convive con ella. Sirva como ejemplo Italia. Allí el proceso de “manos
limpias” (mani pulite) imputó en 1992 a 6.059 personas, de las cuales 438 eran dipu-
tados y senadores de un total de 900, además de 873 empresarios, 1.373 empleados
de partidos políticos, 978 funcionarios públicos y 2.993 personas en prisión preventiva.
En 1994 se procesó a dos tercios del parlamento italiano, pero la institución siguió incó-
lume. Como respuesta, en 1995 se despenalizaron las acciones corruptas. En las elec-
ciones de 2001, 24 diputados electos tenían sentencia firme por corrupción y 23 perte-
necían al partido de Silvio Berlusconi. A su vez, de los 61 puestos en juego para diputa-
dos en Sicilia, todos resultaron del mismo partido.

En el llamado mundo libre encontramos casos de corrupción tolerada y asumida bajo la
forma de irregularidades no demostradas. El último ejemplo de ello resultan las eleccio-
nes de México para presidente de la República, donde el fraude da el triunfo al candida-
to del PAN, Felipe Calderón, en una trama urdida para evitar el triunfo de Manuel Andrés
López Obrador. En esta ocasión, las instituciones electorales IFE y TEPJF se coaligaron
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para dar forma legal a dicha maniobra espuria. Todos estos actos incorporan jueces que
prevarican; generales de ejército, banqueros, políticos, empresarios o cardenales pede-
rastas; traficantes de mujeres, droga, dinero, niños, o maltratadores. En Chile, miembros
del gobierno de Pinochet, y por tanto cómplices de crímenes de lesa humanidad, siguen
en el parlamento. En todos los países del primer mundo, Francia, Gran Bretaña, Holanda,
Alemania o Suiza, hay diputados y senadores acusados de prácticas corruptas. Los escán-
dalos son continuos. Sin embargo, se ufanan de ello. Sus países figuran en los puestos
más altos del índice de calidad de las instituciones democráticas. Cuando ello sucede,
sólo cabe concluir: la democracia no identifica comportamientos humanos. La definición
se constriñe a una realidad virtual sólo apta para satisfacer su enunciado.

Al ser convertida sólo en representación simbólica de órdenes institucionales, la democra-
cia se legitima por otros medios. Se identifica con edificios, sillones vacíos, coronas, parla-
mentos, bandas presidenciales, ordenadores, urnas, votos, censos y padrones electorales.
Se representa en la división de poderes, en defensores del pueblo, el menor o las muje-
res. Incluso las libertades públicas y privadas, de reunión, asociación y expresión, pueden
adoptar nuevas maneras acordes con los cambios tecnológicos. Emerge la democracia
digital, categoría más congruente con una tertulia televisiva o congresos de avispados. La
fábrica de elaboración de conceptos para consolidar la democracia representativa conti-
núa trabajando. Así, mientras unos discuten sobre la sociedad de la información o si la
democracia debe ser digital o informática, los hacedores del orden sistémico proceden a
dar otra vuelta de tuerca. Descartada la democracia como forma de vida, es necesario
transmutar la noción de bien común que la acompaña; ahora expresa una acción represi-
va en manos del poder político. Debe interpretarse como un obedecer, cumplir y acatar la
ley en beneficio de la razón de Estado. El bien común es ante todo disciplina dentro del
orden. No se trata de ciudadanos, sino de operadores sistémicos que actúan en el marco
de una economía de mercado. Consumidores recurrentes y sumisión y control en el inte-
rior de un Estado totalitario cuyos dispositivos de seguridad garantizan el monopolio y el
uso de la violencia para reprimir las luchas democráticas: así se cierra el círculo de la
democracia representativa. Sus principios básicos son los siguientes.

Primero se aísla y se desvincula de la práctica, desparece el sujeto y se desarticula la ciu-
dadanía política. Se inicia así un proceso de despolitización. A continuación, su análisis se
torna autorreferencial. El paso siguiente consiste en universalizar el concepto y perder el
carácter temporal del hecho democrático. Sin tiempos, no hay propuestas, alternativas, ni
sujeto político. Su definición se hace neutral y su valoración objetiva. Se configura como
un conjunto de reglas de juego donde se habla de mayorías y minorías, poliarquías, con-
sensos, alternancias, estabilidad, elecciones, etcétera. De tal manera se puede adjetivar
como inadjetivable; emerge como un acto de regulación normativa. Conjunto de proce-
dimientos que permiten mantener el funcionamiento de las instituciones del Estado por
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medio de la elección de una elite que gobierna, la
democracia termina siendo una técnica procedimental
para elegir elites que administran y gestionan la razón
de Estado. De esta forma se presenta como un modelo
que se puede descomponer haciendo posible cualquier
combinación de partes. Piénsese en Haití. Los votos
pasaron de los estercoleros a ser sumados a la primera
mayoría relativa para evitar una segunda vuelta cuestio-
nada por los movimientos sociales que reclamaban
transparencia y luchaban contra el fraude. En eso con-
siste la democracia representativa, ese es su valor intrín-
seco. Técnica electoral de mayorías y minorías, votos
nulos, blancos, listas abiertas, cerradas, abstención.

Por consiguiente, lo primero, como parte de un proyec-
to alternativo, consiste en rescatar el concepto de demo-
cracia y no permitir que el pensamiento neoliberal y el
capitalismo se apropien de su definición e indiquen el
itinerario del debate. La lucha teórica es una lucha políti-
ca y en ella la batalla por la palabra es fundamental. No
podemos dejar que el concepto de democracia pierda
su valor estratégico, en el que forma parte de un pro-
yecto de sociedad anticapitalista, con dignidad, justicia
social y paz. La democracia es una práctica social, una
forma de vida. Si no se ejercita, no existe. Articula con-
flictos, disenso; asume la radicalidad de la diferencia, no
la igualdad. Es un poder constituyente que se expresa
como una realidad contingente y sufre involuciones. La
democracia es una práctica plural de control y ejercicio
del poder desde el deber ser del poder. De aquí su
componente ético irrenunciable. Su explicación se rela-
ciona con sus consecuencias, en eso consiste ser demó-
crata. Se debe asumir la responsabilidad de los actos
que se realizan, no hay eximentes. En democracia no se
puede hacer lo que se quiere. Es un proyecto político
fundado en la ciudadanía plena, en la construcción del
bien común entendido como la vivencia de la acción del
yo ciudadano. Es un mandar obedeciendo que constru-
ye ciudadanía. Hoy se ve ello en la experiencia de las
Juntas de Buen Gobierno: leyes buenas, justas y que se
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cumplan. Se piensa globalmente en todos los órdenes: político, social, económico, cultu-
ral, étnico y de género. No es un procedimiento, aunque lo requiere. Es una propuesta
política donde se trata de desplegar todas las facultades del ser humano. Sin llegar a ser,
no se puede vivir en democracia. Su relación con el poder deviene de cómo ejercerlo y
practicar la ciudadanía. No es lo mismo representación democrática que democracia
representativa. No es un estatus concedido por el Estado, es una existencia en la alteri-
dad y la diferencia. Hoy se concreta, como señala la Sexta Declaración de la Selva
Lacandona, en una lucha por el techo, la tierra, el alimento, la salud, la educación, la
información, la cultura, la independencia, la justicia, la libertad y la paz. Sin ello tampoco
hay espacio para un proyecto democrático ni para la dignidad humana. Por ello la rebel-
día democrática expresa la necesidad de pensar la democracia desde los valores éticos y
de compromiso con la defensa de la humanidad y de un proyecto transformador que no
se hace declamando la democracia, sino construyendo alternativas. Su valor estratégico
la convierte en una propuesta de futuro. Desconocerla, ignorarla, no debatirla o despre-
ciarla es realizar una acción inquisitorial propia de quienes tienen miedo al debate demo-
crático. Democracias sin demócratas.

Es en la ciudadanía política donde se construye práctica democrática. Los movimientos
sociales deben articular ese elemento de responsabilidad en el hacer de lo político para
pensar la democracia como parte de una ciudadanía no estatal sino civil, dentro de una
recomposición del Estado nación. Para que la ciudadanía civil sea una realidad, los suje-
tos deben unir, al sentimiento de ser mexicano, argentino, chileno o argelino, aquel de
cooperación participante de la vida en comunidad. El pasaporte indica pertenencia a un
Estado, no a un pueblo, etnia o sociedad civil, si existiese. Sin embargo, la mayoría de las
veces se confunden ambos planos, al extremo de hacer imperceptibles las diferencias.
Poseer un carnet de identidad, un permiso de conducir y estar inscriptos en el censo
electoral configura una identidad restringida al espacio jurídico. Pagar impuestos, acceder
a la educación pública, conseguir un puesto de trabajo o circular dentro del territorio
nacional son algunas de las ventajas de usufructuar la ciudadanía estatal. Las leyes de
extranjería con sus permisos de residencia y trabajo son la otra cara de la moneda. Los
sin papeles no tienen ningún derecho; en sus circunstancias, la arbitrariedad política y
judicial dicta las normas. Los límites están señalados en el terreno político: no pueden
participar en los procesos electorales, ser candidatos o acceder a la función pública. Si,
por alguna razón, el inmigrante termina por nacionalizarse, puede quedar inhabilitado
para determinados cargos o funciones. Igualmente, en circunstancias extraordinarias, los
gobiernos tienen potestad para retirar o conceder la ciudadanía estatal. Durante las tira-
nías de Pinochet, Banzer, Videla o Stroessner, muchos chilenos, bolivianos, argentinos o
paraguayos perdieron su nacionalidad y se quedaron sin pasaporte. El caso de Orlando
Leterier, embajador y ministro del gobierno de Salvador Allende, es emblemático. Días
antes de su asesinato en Washington se le privó de su nacionalidad. Otro ejemplo es la
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concesión de la españolidad por parte del gobierno de Felipe González al peruano
Vargas Llosa, una vez que este renunció a ejercer como peruano, como reacción por no
haber ganado las elecciones presidenciales. Asimismo, en muchas ocasiones sentimien-
tos de solidaridad anulan las diferencias ideológicas, políticas o de clase. Durante la gue-
rra de las Islas Malvinas lo importante fue sentirse argentino. Por un momento, desapa-
reció la guerra sucia; vencer a Gran Bretaña se transformó en un objetivo común: salvar
la patria. Apelar a los valores primarios de la nacionalidad facilitó la cohesión frente al
enemigo. Un agrio debate. El sentimiento de poseer una identidad estatal transformó a
los argentinos en soldados de la patria, sin diferencias de clases, recreando la pertenen-
cia a un Estado.

La ciudadanía civil se construye de otra manera. Los vínculos que la configuran no emer-
gen del orden jurídico, sino de los fines comunes derivados de la cooperación y la acción
solidaria. Cooperación entre diferentes y solidaridad entre iguales. La ciudadanía civil
compromete y discurre por la vivencia, no impone la universalidad. Transforma al ciuda-
dano estatal en parte activa del proceso de toma de decisiones y lo dota de autonomía.
Postulado que le permite asumir responsablemente la crítica. No es una imposición del
Estado, expresa una relación entre bien común, sentido ético de la acción, responsabili-
dad y conciencia del yo ciudadano. Se construye en el espacio de lo público, sitio por
excelencia donde se articula el debate de las opciones y se resuelven los asuntos de
interés general. Su plenitud se logra cuando se relaciona la práctica social de ser ciuda-
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dano con la instauración de una democracia radical. Muchos son los ejemplos que dan
pautas para pensar en una ciudadanía civil en ciernes. Uno de ellos lo constituye la orga-
nización social y popular de una parte importante de la sociedad civil a raíz del terremo-
to de México en 1985. Asimismo, frases tales como “Todos somos Marcos”, para hacer
frente a la campaña de desprestigio del subcomandante del EZLN, o más recientemente
“Todos íbamos en ese tren”, expresada a raíz de los atentados del 11 de marzo en
Madrid, constituyen otros ejemplos significativos.

Hablamos de proyectos para revolucionar la sociedad civil, concepto ambiguo que en
manos de la clase dominante constituye un eufemismo. Para Adam Smith, la sociedad
civil era el lugar donde todos los individuos pueden practicar su egoísmo transformándo-
se en comerciantes, y luchar por aquello que supone un beneficio y que afirma los actos
ajenos sólo en cuanto pueden servir a sus intereses propios. Asimismo, Gramsci definió
la sociedad civil como el momento donde el Estado produce su hegemonía y legitima su
coacción. El sitio donde se reconocen el conjunto de los organismos vulgarmente llama-
dos privados y que corresponden a la función de hegemonía que el grupo dominante
ejerce en toda sociedad.

La ciudadanía civil trata de romper la falsa dicotomía entre lo nacional estatal, expresión
del gobierno, y lo nacional popular, concreción de la comunidad. No existe tal dualidad
en los hechos; la práctica de una democracia radical conlleva transformar la inicua socie-
dad civil en sociedad política. Los movimientos sociales tienen esa dimensión, expresan
en su lógica las contradicciones presentes en toda lucha política donde se enfrentan pro-
yectos antagónicos y contrapuestos. No es posible unificarlos ni, menos aún, pensarlos
siempre en el campo de lo alternativo. Existen movimientos sociales sistémicos y antisis-
témicos. Si otro mundo es posible, lo será por ser inclusivo de la ciudadanía civil o sim-
plemente no será.

Notas

1 Este trabajo es una versión corregida y aumentada de la ponencia “Democracia sin
demócratas” presentada en la ciudad de Guadalajara, México, el 21 de mayo de 2006, en
el marco de la actividad “La Otra Campaña: ¿otra teoría?”.
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El lado militar de 

la ofensiva neoliberal 

en Paraguay

Marielle Palau*

En la medida en que la ofensiva norteamericana por
consolidar su dominio en América Latina se ha ido
intensificando, diferentes iniciativas que hasta no hace
mucho parecían acciones aisladas e inconexas hoy pue-
den ser visualizadas con claridad como piezas de un
rompecabezas. Desde el Plan Puebla-Panamá, pasando
por el IIRSA, hasta las propuestas de canje de deuda
(en cualquiera de sus formatos), tienden a garantizar la
funcionalidad planeada por el Departamento de Estado
y el Pentágono para asegurar la continuidad del “patio
trasero”. Ciertamente, a cada uno de nuestros países se
le asigna un rol al que le corresponden políticas especí-
ficas en la estrategia de dominación. En este artículo se
pretende identificar algunas de estas especificidades.

Los intereses de Estados Unidos en Paraguay –ya sean de
sus corporaciones, del Pentágono o del Departamento de
Estado– están vinculados a reforzar el rol agroexportador,
al control de los recursos naturales y a aprovechar su posi-
ción geopolítica. Para garantizar estos intereses se desa-
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rrollan básicamente tres políticas: la extensión del Plan Colombia al Cono Sur sudameri-
cano, las guardias de seguridad ciudadana (como método de control del movimiento
social) y la presencia militar norteamericana. Paraguay, a diferencia de otros países de la
región, tiene a su favor –para esa relación– un histórico servilismo político de los secto-
res dominantes y hasta hoy un movimiento popular, que si bien ha logrado frenar algu-
nas iniciativas, aún no está consolidado como para detener estas pretensiones.

Los intereses norteamericanos en Paraguay
Reforzar el rol agroexportador

Paraguay históricamente ha jugado el rol de proveedor de materia prima a las metrópo-
lis. Hoy ya no es tanino y yerba mate, como lo fue hasta la primera mitad del siglo pasa-
do, sino soja, algodón y ganadería extensiva. En el caso de la soja no es sólo un cambio
de rubro, sino una nueva lógica de penetración capitalista. A diferencia de otros países,
en Paraguay casi el 42% de la población continúa siendo rural, por lo que los grandes
sojales avanzan sobre poblaciones enteras; la utilización del glifosato no sólo ocasiona
un daño directo al medio ambiente, sino que las fumigaciones se realizan –en muchos
casos– directamente sobre las personas, a consecuencia de lo cual se han dado algunos
casos de muerte, y cada vez con mayor frecuencia malformaciones y otros problemas de
salud en comunidades campesinas.

El monocultivo de soja, destinado prioritariamente a satisfacer las demandas de forraje del
mercado europeo para la alimentación animal, es publicitado además como la gran alter-
nativa para la elaboración de biocombustibles, de modo de paliar la cada vez más cercana
escasez de petróleo. La casi totalidad de la soja sembrada es transgénica, contrariamente al
fomento de monocultivo de caña de azúcar, que si bien también está orientado a la elabo-
ración de biocombustible (etanol), todavía es el convencional. A esto se debe sumar el
ingreso de otros productos modificados genéticamente como el algodón y probablemente
el trigo, el maíz y la mandioca; estos dos últimos, base de la dieta campesina. El uso cada
vez mayor de semillas transgénicas, y todo lo que ellas implican, reditúan directamente a
favor de las finanzas de Cargill, Monsanto y otras multinacionales del agronegocio.

Paraguay es el sexto país productor de soja a nivel mundial, con 5 millones de toneladas,
y el cuarto exportador con el 4% de la cuota de mercado internacional. La soja repre-
senta el 11,3% del PIB; el 22,6% de las tierras cultivadas están ocupadas por sojales; el
rubro que le sigue es el algodón, para el cual sólo se utiliza el 4,4% de las tierras1.

Este proceso de sojización se ha encontrado con una fuerte resistencia de las organiza-
ciones campesinas, inicialmente más por el proceso de expulsión que por principios eco-

O
SA

L3
40

D
EB

AT
ES

[E
L

LA
D

O
M

IL
ITA

R
D

E
LA

O
FE

N
SI

VA
N

EO
LI

BE
RA

L
EN

PA
RA

G
UA

Y]



logistas o ambientales. Paraguay es uno de los países con
mayor concentración de propiedad de la tierra. Nunca se
ha implementado una reforma agraria y se estima que el
29,7% de la población rural no posee tierras (Riquelme,
2006). Desde la caída de la dictadura de Stroessner
(1954-1989) la gran mayoría de las movilizaciones cam-
pesinas han levantado esta bandera, por lo que la política
de desarrollo rural sin campesinos fomentada por el
Banco Mundial se constituye en estos momentos en el
enemigo más inmediato.

Recursos naturales al servicio de las transnacionales

La pobreza en la que se encuentra sumida el 39,2% de la
población paraguaya no se debe a la falta de recursos
naturales. La riqueza de sus tierras, los importantes recur-
sos hídricos y su posición geográfica evidencian que esa
situación se debe fundamentalmente a la falta de una
política de desarrollo nacional y a que los gobiernos,
desde comienzos del siglo pasado, han sido totalmente
serviles a los intereses extranjeros. 

La importancia estratégica del Acuífero Guaraní está dada
porque es una de las reservas de agua potable más gran-
des del planeta, ubicada en los territorios brasileño
(70%), argentino (19%), paraguayo (6%) y uruguayo
(5%) (Ceceña y Motto, 2005). Si es cierta la predicción
de que las siguientes guerras ya no serán por petróleo
sino por agua, el control de al menos una parte del terri-
torio del mismo resulta estratégico, sobre todo si se tiene
en cuenta que puede satisfacer las necesidades diarias de
360 millones de personas.

La riqueza hídrica de Paraguay, especialmente de los ríos
Paraguay y Paraná, es otro de los elementos centrales. La
construcción de mega-infraestructuras orientadas a la circu-
lación de mercancías –salida de materia prima e ingreso
de productos manufacturados– en absoluto se orienta al
desarrollo ni a subsanar las limitaciones de la mediterranei-
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dad paraguaya. Responde exclusivamente a la necesidad de garantizar corredores rápidos
para las transnacionales. El dragado de los ríos Paraguay y Paraná para la construcción de
la hidrovía está pensado fundamentalmente para el tránsito de la soja, no sólo paraguaya
sino también del sur de Brasil, abaratando los costos de traslado. Este proyecto es parte
del IIRSA, que contempla una serie de mega-construcciones en todo nuestro continente.

Utilización política de su posición geográfica

El hecho de estar ubicado en el centro del Cono Sur sudamericano da a Paraguay una
posición privilegiada para cualquier proyecto de dominación, por varios motivos: cercanía
a Bolivia, Brasil, Argentina y Uruguay, y el casi obligatorio paso de cualquiera de los corre-
dores previstos por el IIRSA.

En este marco, el analista argentino Rosendo Fraga, durante una visita a Asunción este
año, señaló que: 

si Bolivia se llega a fracturar, vamos a tener a los venezolanos y a los cubanos del

lado de Evo. Del otro lado están los norteamericanos. Si hablo de los norteameri-
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canos, lo resuelven sus tropas [...] Lo que sí tienen claro [los norteamericanos] es

que si se fractura Bolivia, ellos van a alimentar Santa Cruz de la Sierra desde

Paraguay (ABC Color, 2006).

De manera resumida, el país resulta estratégico para la geopolítica norteamericana por
varias razones: 

• la existencia de importantes recursos naturales, entre los cuales se destacan el
agua, la biodiversidad, la soja y fuentes de energía; reservas de petróleo y gas en
el Chaco e hidroelectricidad en la región Oriental;

• la proximidad física con Brasil y Argentina, países con los cuales EE.UU. tiene mar-
cadas diferencias en varios aspectos clave, y sobre todo la proximidad con Bolivia,
en donde la influencia norteamericana está orientada a apoyar el secesionismo
de algunos departamentos y a desestabilizar el gobierno del presidente Morales;

• el potencial insurgente del movimiento campesino en Paraguay que opone resis-
tencia –tenaz aunque desigual– al avance de la soja y al proceso de reconcentración
empresarial de la tierra. La emergencia de un gobierno “progresista” en el Paraguay
significaría un revés mayúsculo para los intereses norteamericanos en la región.

Las políticas de seguridad 

Para la implementación de sus políticas, EE.UU. precisa seguridad, y para ellos la única
posible es aquella que deviene de la presencia de su esquema de militarización, el cual
–tal como señala Ceceña (2006)– no se limita a la presencia física de las tropas, sino
que incluye un sistema de inteligencia y de capacidad operativa determinada. 

La expansión al sur del Plan Colombia

A pocos años del inicio de la apertura política, empezaron de manera sistemática las acu-
saciones de que sectores campesinos estaban realizando entrenamiento militar para la
formación de un movimiento guerrillero2. Este tipo de acusaciones, que nunca se sus-
tentó con ninguna prueba concreta, se fue haciendo más frecuente hasta que en el año
2001 se acusa a una organización política de izquierda (Partido Patria Libre) de haber
secuestrado a la esposa de un empresario, con asesoramiento de las Fuerzas Armadas
Revolucionarias de Colombia (FARC). Posteriormente, para la fiscalía paraguaya van apa-
reciendo cada vez más pruebas que vinculan a organizaciones campesinas con la pose-
sión de propaganda ideológica (libros de Marx o Fidel Castro, afiches del Che Guevara,
manuales de entrenamiento militar) y con las FARC.
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A partir de este hecho, se profundizan las relaciones entre el gobierno paraguayo y el
colombiano para el asesoramiento anti-secuestro e intercambio de información, enta-
blándose un diálogo sustentado en las similitudes entre ambos países: en Paraguay, cul-
tivo de marihuana, en Colombia, coca y amapola; secuestros en ambos; lavado de dine-
ro en Paraguay vinculado no sólo al narcotráfico sino también a supuestas células terro-
ristas en la Triple Frontera que financian a Al Qaeda. En este marco, un gran número de
jueces y fiscales son entrenados directamente por personal colombiano.

El Plan Colombia, contrariamente a lo que su nombre indica, no surgió como una estrate-
gia específica para un país hermano. Esta ha ido avanzando con fuerza hacia todo el con-
tinente y sus cinco objetivos lentamente se han ido adecuando a Paraguay: control militar
para erradicar cultivos destinados a la elaboración de narcóticos; fortalecimiento del siste-
ma judicial; neutralización de finanzas provenientes del narcotráfico; combate a los aliados
del narcotráfico (secuestradores y terroristas); fomento de la integración de iniciativas de
información y datos de inteligencia; y desarrollo económico y social de la región. 

La implementación del Plan Colombia en Paraguay estaría orientada fundamentalmente
a consolidar, desde este país privilegiado geopolíticamente, la dominación del sur del
continente, entrenando en este caso no a las fuerzas militares sino al aparato judicial,
encargado de legalizar, proteger y defender las actividades y acciones que favorezcan el
proceso de control interno a la población de manera a que la misma no se constituya en
una amenaza para los intereses del gobierno de George Bush.

El control del movimiento social: las Comisiones de Seguridad Ciudadana y la
paramilitarización

En el año 2003 Nicanor Duarte Frutos emite el decreto 167 por el cual autoriza a las
Fuerzas Armadas a realizar acciones de seguridad interna, es decir, salir a las calles para
todo aquello que se considere necesario, permitiéndoles desde persecución a la delin-
cuencia común hasta, y principalmente, intervenir –ahora legalmente– en las represio-
nes al movimiento popular. Se debe recordar que un año antes, a través de una movili-
zación de 16 días en la que se dio una unidad de acción de las principales fuerzas del
campo popular lideradas por el movimiento campesino, se detuvo el proceso de privati-
zación y la aprobación de la ley antiterrorista. 

Desde ese momento, los desalojos a ocupaciones campesinas y la vigilancia a sojales los
realiza la policía conjuntamente con fuerzas militares, en un marco de recrudecimiento
de la criminalización de las luchas sociales, de acusaciones de vinculación con las FARC
y de imputaciones masivas (1.871) a dirigentes campesinos.
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En el año 2003 el gobierno, a través de un decreto del
Ministerio del Interior, crea oficialmente las Comisiones de
Seguridad Ciudadana (CSC) con la excusa de incentivar la
participación de la ciudadanía en la solución de los proble-
mas de inseguridad, aunque realmente apunta a la legali-
zación de fuerzas parapoliciales que vienen funcionando
ya de tiempo atrás en áreas rurales. De los 93 casos de
campesinos asesinados desde el año 1989, los autores
del 38% de los mismos fueron civiles armados y a ningu-
no se le abrió proceso judicial alguno (CDE, 2006).

Se debe tener en cuenta asimismo, la constante presencia
de grupos armados de este tipo en la historia política para-
guaya. En la década del cuarenta, durante el gobierno libe-
ral de José Félix Estigarribia, se conforman los Guiones
Rojos, “un destacado grupo de militantes colorados, entre
los que figuraban universitarios, estudiantes y obreros [que]
decidieron crear una organización clandestina contra la arbi-
trariedad imperante y para procurar las libertades públicas
conculcadas tan prepotentemente” (Benítez Rickmann,
1989). Esta organización tuvo un papel tenebroso durante
la llamada revolución del ‘47, en la que se enfrentan por un
lado sectores militares y del Partido Colorado, y por otro un
segundo sector militar con el apoyo del Partido Liberal, el
Partido Febrerista y el Partido Comunista. Durante cinco
meses se desarrolla una cruenta guerra civil, logrando la vic-
toria el Partido Colorado que –pocos años después– permi-
tiría el ascenso de Stroessner al poder (Yore, 1992).

Con este antecedente histórico, la conformación de las CSC
–también conocidas como “comisiones garrote”– no gene-
ra mucha sorpresa ya que es “habitual” que sectores vincu-
lados al Partido Colorado se encuentren habilitados al ejer-
cicio del poder en todas sus dimensiones, incluyendo la
armada, mientras que por otro lado, sobre todo en los sec-
tores organizados, la desconfianza y el temor inicial se van
confirmando ante la cada vez mayor cantidad de denuncias
de asesinatos, torturas y atropellos de todo tipo que vienen
cometiendo los integrantes de estos grupos armados, fun-
damentalmente contra militantes de organizaciones cam-
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“En el año 2003

Nicanor Duarte

Frutos emite 

el decreto 167 

por el cual autoriza 

a las Fuerzas

Armadas a realizar

acciones de

seguridad interna, 

es decir, salir a 

las calles para 

todo aquello que 

se considere

necesario”



pesinas. Hasta la fecha, la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay
(CODEHUPY) cuenta con casi 20 denuncias de asesinatos y atropellos cometidos.

Esta segunda manera de implementar políticas de seguridad apunta fundamentalmente al
control interno, es decir, a reprimir el movimiento popular, prioritariamente campesino, de
manera de evitar que el mismo siga avanzando en sus formas organizativas, y por otro lado,
garantizar una zona segura para la instalación de los agronegocios vinculados a la soja.

La presencia militar norteamericana

Si bien la presencia de militares norteamericanos en Paraguay ha llamado la atención inter-
nacional a partir del año 2005, cuando el Parlamento Nacional no sólo “legaliza” su presen-
cia sino que les otorga inmunidad diplomática, esta ha sido casi constante en gran parte de
la historia contemporánea paraguaya. Desde la finalización de la Guerra del Chaco, en la que
la disputa antes que paraguayo-boliviana por cuestiones limítrofes fue norteamericano-ingle-
sa por el dominio de hidrocarburos, el apoyo norteamericano fue el que sostuvo a la dicta-
dura stronista, el que impulsó el recambio del sistema político y el que hoy se encuentra ins-
talando infraestructura militar y oficinas de inteligencia como la CIA, la DEA y el FBI en el país. 

Esta cada vez mayor presencia militar norteamericana en Paraguay –que pasó de 87
efectivos en el año 2005 a 382 en 2006 (Última Hora, 2006)– apunta tanto a resguar-
dar los intereses de las grandes corporaciones vinculadas a la soja como, fundamental-
mente, a usar el territorio paraguayo como centro de operaciones regional, debido no
sólo al viraje político que está ocurriendo en Bolivia con el gobierno de Evo Morales, sino
también a la política “rebelde” de la Cancillería y de las Fuerzas Armadas brasileñas, de
someterse a los dictámenes del Pentágono.

No es extraño que en este momento aparezcan tensiones militares entre Paraguay y
Bolivia, llegando inclusive –en medios de prensa– a mencionarse una supuesta carrera
armamentista boliviana y tensiones militares en la frontera.

Con relación a Brasil, la cuestión es menos clara. Hasta el momento es el único ejército
latinoamericano (además de Venezuela y Cuba) que parece tener una estrategia propia
y de no sumisión a los dictámenes del Pentágono, así como también la más importante
objeción norteamericana a la política exterior brasileña es la conformación del BRIC
–Brasil, Rusia, India, China– que desplazó al ALCA como centro de atención.

Una reciente contradicción surgió en torno a la creación del nuevo Centro Regional de
Inteligencia inaugurado por Brasil en la ciudad de Foz de Iguazú, del cual fueron invitados a
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formar parte Argentina y Paraguay. Por un lado, el gobierno de EE.UU. expresa su “satisfac-
ción” por esta institución cuyo propósito es combatir la delincuencia y corrupción transna-
cionales que emanan de la región de la Triple Frontera3, pero, por otro, “Washington tam-
bién ordenó a sus agencias de inteligencia que actúen contra toda política que tienda a
consolidar la iniciativa recientemente adoptada por Brasil, de invitar a Argentina y Paraguay
a integrar el Centro Regional de Inteligencia (CRI) en la Triple Frontera” (Ducrot, 2006).

Con un importante apoyo norteamericano (entre un cuarto y medio millón de dólares en
el mes de agosto de 2006) se inauguró un nuevo local de la oficina regional de la
Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD) en Pedro Juan Caballero sobre la frontera seca
con Brasil, con helipuerto y capacidad para albergar a cincuenta agentes. Aunque las
autoridades nacionales negaron que se tratara de una base de operaciones de EE.UU, su
inauguración ocurre al poco tiempo de haberse constituido el CRI.

El hecho de que Nicanor Duarte Frutos no haya renovado la impunidad a las tropas nor-
teamericanas para el próximo año no implica de manera alguna un distanciamiento con
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la política del Departamento de Estado. Ya SERPAJ-Paraguay advirtió que se encuentra en
estudio “una nueva forma jurídica que incluso podría llegar a ampliar las garantías otor-
gadas a los soldados norteamericanos” (Serpaj Paraguay, 2006). 

Ahora bien, partiendo de la base de que esta negativa no responde a un viraje en la política
externa paraguaya sino que más bien manifiesta, una vez más, su ambigüedad, la decisión
se habría debido fundamentalmente a dos razones: la fuerte presión de los gobiernos del
MERCOSUR, que evidentemente descomprime las tensiones originadas con sus pares de la
región, y el cada vez mayor acercamiento del vicepresidente de la República con EE.UU.,
motivo por el cual –probablemente– Nicanor Duarte Frutos no recibió el apoyo norteameri-
cano esperado para impulsar su campaña de reelección a la Presidencia de la República.

Las garantías paraguayas

En el año 1870 no sólo culmina la Guerra de la Triple Alianza sino que también desapa-
rece la incipiente burguesía nacional, al ser destruidas las fuerzas productivas que se
habían ido gestando con un modelo de desarrollo autónomo. Desde ese momento,
todos los gobiernos que se sucedieron estuvieron al servicio de potencias extranjeras,
fundamentalmente de EE.UU. 

El propio Stroessner, que se mantuvo en el poder por casi 35 años, lo hizo no sólo gra-
cias al contexto de la Guerra Fría sino fundamentalmente por el permanente y constante
apoyo recibido de los gobiernos norteamericanos, ya sea con préstamos o asesoramien-
to y entrenamiento en inteligencia. No se debe olvidar el papel central que jugó el dicta-
dor paraguayo en el Operativo Cóndor.

Los gobiernos que siguieron luego de instaurada la apertura democrática no rompieron
esta vinculación histórica. La embajada estadounidense en Asunción ha sido permanen-
temente el punto de encuentro obligatorio de todo aquel que haya querido llevar ade-
lante algún proyecto en el país.

Esta “característica” de la política paraguaya, obviamente, ofrece las garantías necesarias
para que el Departamento de Estado y el Pentágono hayan elegido a Paraguay como un
centro estratégico para desarrollar in situ sus políticas para la región.

Por otro lado, la sociedad paraguaya, como consecuencia directa de los más de 35 años de
dictadura militar, está acostumbrada al militarismo, no sólo a la presencia de militares en las
calles –hoy inclusive frente a las escuelas y colegios– sino también al sistema de informan-
tes civiles (pyragüés). Es una sociedad que aún siente un fuerte recelo y temor a la palabra
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“comunista”; para muchos, es impensable denunciar o actuar legalmente contra algunas de
las tantas acciones arbitrarias cometidas por personas uniformadas. Esta situación, más allá
de las acciones emprendidas por diferentes organizaciones sociales para modificarla, en el
común del pueblo paraguayo continúa siendo parte del imaginario popular.

La complacencia de gran parte de la población con la presencia de militares en las calles
para disminuir la delincuencia común, producto justamente de las políticas neoliberales
que pauperizan a cada vez más sectores, es precisamente un ejemplo de esta caracte-
rística y de la perversidad del sistema, ya que a partir de ello se tienen mejores condicio-
nes para ejercer un mayor control militar.

El único elemento discordante dentro de este escenario es el movimiento popular lide-
rado por el campesinado, por lo que las acciones para contrarrestarlo adquieren cada vez
mayor agresividad: se expulsa a la población campesina de sus tierras, no sólo para lim-
piar el terreno para el cultivo de grandes sojales, sino también para que la propia base
social del movimiento campesino desaparezca; se criminaliza y judicializa la lucha social
y se asesina –con absoluta impunidad– a luchadores sociales.

El desafío para el movimiento popular paraguayo es grande, no sólo por los límites cada
vez más estrechos que va adquiriendo la democracia formal debido a la creciente milita-
rización, sino también porque este pedazo de América Latina podría convertirse en una
gran base militar de EE.UU.
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Notas 

1 Esta información fue provista por la Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y
Oleaginosas (CAPECO) y obtenida de otras fuentes periodísticas.

2 Las primeras fueron iniciadas por el diputado Celso Velásquez, del Partido Liberal Radical
Auténtico, entre los años 1991 y 1993.

3 Al respecto, Henry Crumpton (Coordinador de Antiterrorismo del Departamento de
Estado) señaló que “EE.UU. debe alentar una mayor colaboración entre los tres países del
Cono Sur en lo relativo al intercambio de información de inteligencia” y que “nosotros tene-
mos que ayudarles a pensar de un modo general para llegar al lugar donde entiendan que
tienen que estar” (Green, 2006).
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